
 
EN UN REAL DECRETO LEY DE 160 PÁGINAS (50 DE EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS), SE ADOPTAN MEDIDAS EN RESPUESTA A LAS 
CONSECUENCIAS ECONÓMICAS Y SOCIALES DE LA GUERRA EN 
UCRANIA. 

 
 
Son medidas que abarcan varios ámbitos y situaciones, por lo que adjuntamos 
todo el RD-Ley, con su índice, para su conocimiento.   
 
En el ámbito fiscal destacamos: 
 
Impuesto sobre el Valor de la producción eléctrica: 

• Disposición adicional segunda: Se establece la revisión de los parámetros 
retributivos aplicables a las instalaciones de producción de energía 
eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y 
residuos, como consecuencia de la suspensión del impuesto sobre el 
valor de la producción de energía eléctrica en el segundo trimestre del 
año. 

• Disposición final trigésima sexta: Se modifica la forma de determinación 
de la base imponible y del importe de los pagos fraccionados del 
Impuesto durante el ejercicio 2022.   

• Se prorroga hasta el 30 de junio de 2022 la suspensión temporal de este 
impuesto. 

 
 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (DF décima): Con 
efectos desde el 31 de marzo de 2022 y ejercicios anteriores no prescritos, se 
establece la exención de las cantidades percibidas por los familiares de las 
víctimas del accidente del vuelo GWI9525 (Germanwings), acaecido el 24 
de marzo de 2015, en concepto de responsabilidad civil, así como las ayudas 
voluntarias satisfechas a aquéllos por la compañía aérea afectada o por una 
entidad vinculada a esta última. 
 
 
Impuesto sobre Hidrocarburos (DF quinta): Se modifica la Orden 
HAP/290/2013, de 19 de febrero, por la que se establece el procedimiento 
para la devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos por consumo 
de gasóleo profesional. 
 
Con efectos desde el 1 de abril de 2022, la devolución de las cuotas por los 
suministros efectuados se realizará a la finalización de cada mes natural, 
en lugar de a la finalización del trimestre natural. 
 

 



Impuesto sobre el Valor Añadido: 

• Disposición final trigésima sexta: Se prorroga hasta el 30 de junio de 
2022 la aplicación del tipo impositivo reducido del 10 por 100 a las 
entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de energía 
eléctrica prevista en el Real Decreto-Ley 12/2021, de 24 de junio. 

 
Ley del Procedimiento Administrativo Común (DF vigésima primera): 
Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente 
afectados los servicios y sistemas utilizados para la tramitación de los 
procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados que prevé la 
normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de 
plazos de los procedimientos administrativos. 
 
 
 
Además, por medio de este Real Decreto-Ley, se mantienen hasta el 30 de 
junio de 2022 los tipos reducidos del Impuesto sobre el Valor Añadido 
y del Impuesto Especial sobre la Electricidad. 

 
 
Quedamos su disposición para cualquier aclaración o comentario. 

 
 
Luis Alfonso Rojí Chandro 
(Socio/Director de Impuestos y Asesoría Fiscal) 
 
 
Remitido por:  
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Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania. BOE 30-03-2022 
 

INDICE enlazado con texto íntegro. 
 
ART Exposición motivos 

 TÍTULO I Medidas en el ámbito energético 
 CAPÍTULO I Medidas de apoyo a la industria 

1 Mecanismo de apoyo para garantizar la competitividad de la industria electrointensiva. 
2 Concesión de un crédito extraordinario destinado a financiar la compensación de peajes. 
3 Medidas de apoyo a la industria gas intensiva. 
4 Crédito extraordinario destinado a financiar el apoyo público a empresas consumidoras de gas. 
 CAPÍTULO II Actualización del régimen retributivo específico de la producción de 

energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de alta 
eficiencia y residuos 

5 Actualización de los parámetros retributivos del régimen retributivo específico aplicables al 
año 2022. 

 CAPÍTULO III Medidas de agilización de los procedimientos relativos a proyectos 
de energías renovables 

6 Procedimiento de determinación de afección ambiental para proyectos de energías renovables. 
7 Procedimientos simplificados de autorización de proyectos de energías renovables. 
 CAPÍTULO IV Otras medidas por las que se regulan determinados aspectos de los 

concursos de acceso 
8 Liberación de capacidad en los nudos reservados para concurso para autoconsumo. 
9 Caducidad de los permisos de capacidad de acceso en caso de incumplimiento de los 

compromisos adquiridos en la celebración de los concursos de acceso. 
 CAPÍTULO V Reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto 

invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles 
10 Reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de 

vida de los combustibles y energía suministrados en transporte. 
11 Obligación de reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero 

durante el ciclo de vida de los combustibles y energía suministrados en el transporte. 
12 Sujetos obligados a cumplir los objetivos de reducción de la intensidad de las emisiones de gases 

de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y la energía suministrados en 
el transporte. 

13 Combustibles y energía suministrados en el transporte, sobre los que aplican los objetivos de 
reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de 
vida. 

14 Obligación de remisión de información para la evaluación del cumplimiento de los objetivos de 
reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero en el transporte. 

 CAPÍTULO VI Bonificación extraordinaria y temporal del precio final de 
determinados productos energéticos 

15 Objeto y ámbito de aplicación. 
16 Colaboración en la gestión de la bonificación. 
17 Devolución de las bonificaciones y anticipo a cuenta. 
18 Régimen jurídico de las bonificaciones. 
19 Crédito extraordinario en el Ministerio de Hacienda y Función Pública. 
20 Regulación de la bonificación extraordinaria y temporal del precio final de determinados 

productos energéticos en los territorios forales. 
 CAPÍTULO VII Prestación patrimonial de carácter público no tributario temporal a 

realizar por los operadores al por mayor de productos petrolíferos 
21 Prestación patrimonial de carácter público no tributario temporal a realizar por los operadores al 

por mayor de productos petrolíferos. 
 TÍTULO II Medidas en materia de transportes 
 CAPÍTULO I Medidas en el sector del transporte marítimo y portuario 

22 Prolongación voluntaria de los contratos temporales de trabajo y extensión de las autorizaciones 
de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, de los tripulantes ucranianos enrolados en 
buques mercantes de bandera española. 

23 Bonificación a la tasa del buque (T-1) y tasa de la mercancía (T-3) en líneas marítimas de 
conexión entre la península y puertos extrapeninsulares pertenecientes al sistema portuaria de 
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titularidad estatal. 
24 Medidas respecto de la actividad o tráficos mínimos establecidos en los títulos concesionales. 
 CAPÍTULO II Medidas en el sector del transporte por carretera y ferrocarril 

25 Línea de ayudas directas a empresas y profesionales especialmente afectados por la subida de 
los precios de los carburantes. 

26 Crédito extraordinario destinado a financiar la línea de ayudas directas a empresas y 
profesionales especialmente afectados por la subida de los precios de los carburantes. 

27 Línea de ayudas directas a empresas ferroviarias privadas afectadas por la subida de los precios 
de los carburantes y la energía de tracción. 

28 Aplazamiento en el pago de cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación 
conjunta en el sector del transporte urbano y por carretera. 

 TÍTULO III Medidas de apoyo al tejido económico y empresarial 
 CAPÍTULO I Medidas para reforzar la liquidez de empresas y autónomos 

29 Aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos. 

30 Régimen de cobranza. 
 CAPÍTULO II Medidas de refuerzo por el incremento de costes en el tejido 

empresarial de actividades críticas del sector primario 
31 Ayudas de Estado por el incremento de los costes de los productores de leche. 
32 Ayudas de Estado a empresas armadoras de buques pesqueros. 
 CAPÍTULO III Medidas de apoyo al sector agrícola, ganadero y pesquero 

33 Ayudas a sectores agrarios en virtud del Reglamento Delegado (UE) 2022/467 de la 
Comisión, por el que se establece una ayuda excepcional de adaptación para los 
productores de los sectores agrarios. 

34 Medidas de financiación de los costes adicionales derivados del incremento de los 
costes de producción en pesca. 

35 Medidas de financiación de los costes adicionales derivados del incremento de los 
costes de producción en acuicultura. 

36 Financiación de medidas del sector de la pesca y de la acuicultura. 
37 Aplazamiento en el pago de cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de 

recaudación conjunta en el sector marítimo-pesquero. 
38 Exención de la tasa de la pesca fresca. 
39 Exención del canon de utilización de los bienes del dominio público hidráulico para 

instalaciones de acuicultura continental. 
40 Partidas presupuestarias en materia agraria y pesquera. 
 CAPÍTULO IV Medidas de ampliación de plazos y flexibilización del cumplimiento 

de obligaciones en el ámbito cinematográfico y de la propiedad industrial 
41 Ampliación de plazos para películas beneficiarias de ayudas en el período 2020 a 2022, 

cuyo rodaje esté previsto en Ucrania, Rusia y países limítrofes afectados por la guerra. 
42 Flexibilización del procedimiento para la calificación de las películas y otras obras 

audiovisuales de nacionalidad ucraniana. 
43 Plazos de tramitación de procedimientos administrativos en materia de propiedad 

industrial. 
 TÍTULO IV Otras medidas de apoyo a trabajadores y colectivos 

vulnerables 
44 Medidas en el ámbito laboral. Despidos 
45 Incremento extraordinario en la prestación de ingreso mínimo vital. 
46 Limitación extraordinaria de la actualización anual de la renta de los contratos de 

arrendamiento de vivienda. 
47 Acreditación de la condición de víctima de trata de seres humanos o explotación sexual. 
48 Asimilación de las personas solicitantes de nacionalidad española de origen ucraniano 

a las personas apátridas y refugiadas. 
49 Procedimiento especial para la protección temporal de personas menores de edad que 

se encuentren afectados por una crisis humanitaria. 
50 Subvenciones destinadas a la prevención, detección, atención y protección de víctimas 

de violencia contra las mujeres y de víctimas de trata de seres humanos y explotación 
sexual en el marco de la crisis humanitaria. 

51 Suplemento de crédito en el presupuesto del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones destinado a financiar la atención de refugiados de Ucrania. 
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 Disposiciones adicionales 
1 Actualización de los cargos del sistema eléctrico. 
2 Revisión de los parámetros retributivos aplicables a las instalaciones de producción de 

energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos. 
3 Flexibilización de contratos de suministro de gas natural. 
4 Obligación de los distribuidores de incluir en sus planes de inversión anuales 

actuaciones que incrementen la capacidad para acceso de nueva generación renovable 
y autoconsumo. 

5 Descuentos del bono social de electricidad hasta el 30 de junio de 2022. 
6 Prórroga de la DA 7ª del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas 

urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los 
mercados minoristas de gas y electricidad. 
DA 7ª Limitación de la variación del valor del coste de la materia prima en la tarifa de último recurso de gas 
natural. 

7 Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas aplicables a programas de 
ayudas establecidos en el ámbito de las energías renovables y cofinanciados con 
fondos FEDER correspondientes al período de programación 2014-2020. 

8 Información sobre el nuevo bono social y plazo de solicitud. 
9 Adaptación normativa de las disposiciones relativas a la retribución de las actividades 

reguladas. En relación con la financiación en conceto de bono social 
10 Remisión de información por parte de la CNMC para la determinación de las cuantías a 

financiar en concepto de bono social y coste de suministro de los consumidores a que 
hace referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013. 

11 Autorización del Consejo de Ministros de distribución de créditos. 
12 Ayudas de Estado. 
13 Compatibilidad de ayudas. 
14 Suplemento de crédito en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo destinado a 

financiar el programa de compensación costes indirectos vinculado al régimen de 
comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero. 

15 Suplemento de crédito en el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico destinado a financiar bono social térmico. 

16 Concesión de un crédito extraordinario destinado al Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico. 

17 Suplemento de crédito destinado al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana. 

18 No aplicación del art. 52 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria. 
TÍTULO II. De los Presupuestos Generales del Estado 
Art.52. transferencias de crédito 

19 Servicio de Atención Telefónica a Víctimas de Discriminación Racial o Étnica. 
20 Medidas excepcionales y temporales de etiquetado en el marco del Reglamento (UE) 

1169/2011 sobre la información alimentaria facilitada al consumidor . reemplazo 
ingredientes problemas de aprovisionamiento. 

 Disposiciones transitorias 
1 Evaluación de la capacidad de la red de transporte y suspensión de permisos de 

acceso. 
2 Uso de los almacenamientos subterráneos básicos del 01-04-2022 al 31-03-2023. 
3 Aplicación de las medidas de agilización de los procedimientos en trámite relativos a 

proyectos de energías renovables. 
4 Consumidores acogidos al bono social a la entrada en vigor de este RD-ley. 
5 Acreditación de beneficiarios del ingreso mínimo vital. 
6 Valores a aplicar para la financiación del bono social y coste de suministro de los 

consumidores a que hace referencia los párrafos j) y k) del art. 52.4 de la Ley 24/2013. 
7 Régimen de obligaciones aplicable a las prestaciones de ingreso mínimo vital 

causadas desde el 1 de junio de 2020. 
8 Aplicación de la incorporación del apartado 3 al artículo 62 del Real Decreto-

ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. Subvenciones vigentes. 
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única Disposición derogatoria .Derogación normativa. 

 Disposiciones finales 
1 Ley  sobre energía nuclear. (Modif. Ley 25/1964). Suelo o terreno contaminado 

radiológicamente. Suelo o terreno con restricciones de uso. 
2 Modificación RD 104/1988, de 29 de enero, sobre homologación y convalidación de 

títulos y estudios extranjeros de educación no universitaria. 
3 Ley de Ordenación del Comercio Minorista. (Modif. Ley 7/1996) 
 Art.9 nuevo 3. Obligación de vender. Limitación cantidad artículos adquiridos en caso 

desabastecimiento 
4 Ley  del sector de hidrocarburos. (Modif. Ley 34/1998) 
 TITULO IV. Ordenación del suministro de gases combustibles por canalización 

CAPITULO I. Disposiciones generales 
Art.55.3. instalaciones que no requerirán autorización administrativa  
CAPITULO II Sistema de gas natural 
Art.59.2 b) Sistema gasista y red básica de gas natural. 
CAPITULO V. Distribución de combustibles gaseosos por canalización 
Art.78 líneas directas 
TITULO V. Derechos de ocupación del dominio público, expropiación forzosa, servidumbres y 
limitaciones a la propiedad 
Art.103.1 nueva d) Declaración de utilidad pública 
TITULO VI Infracciones y sanciones 
Art.110 nueva ag) Infracciones graves 
Nueva DA 38. Suministro de gases renovables mediante canalizaciones aisladas. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5 Modificación RD 1955/2000, regulan las actividades de transporte, distribución, 

comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de 
energía eléctrica. 

6 Ley de Aguas (Modif. RD Legislativo 1/2001) 
Artículo 77 bis. Instalación de plantas fotovoltaicas flotantes en el dominio público hidráulico. 
Disposición adicional decimoséptima. Instalación de generación eléctrica solar fotovoltaica 
sobre canales u otras obras hidráulicas de titularidad de la Administración General del Estado o 
de los Organismos de cuenca. 

7 Modificación RD 1434/2002 regulan las actividades de transporte, distribución, 
comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de gas 
natural. Consideración de servicios esenciales. 

8 Modificación Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
(Ley 53/2002) 
Personas beneficiarias régimen protección temporal art.2 y 11 RD 1325/2003,afluencia masivas 
personas desplazadas. Régimen transitorio. 

9 Modificación RD 1716/2004 regula la obligación de mantenimiento de existencias 
mínimas de seguridad, la diversificación de abastecimiento de gas natural y la 
corporación de reservas estratégicas de productos petrolíferos. 

10 IRPF (Modif. Ley 35/2006) 
 Nueva DA 51. Exención por daños personales. Accidente vuelo GW19525 

11 Modificación Orden ITC/3862/2007, de 28 de diciembre, por la que se establece el 
mecanismo de asignación de la capacidad de los almacenamientos subterráneos de 
gas natural y se crea un mercado de capacidad. 

12 Modificación Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la 
metodología de cálculo de la tarifa de último recurso de gas natural. 

13 Modificación Real Decreto 104/2010, de 5 de febrero, por el que se regula la puesta en 
marcha del suministro de último recurso en el sector del gas natural. 

14 Ley de reforma del sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa 
española. (Modif. Ley 11/2010) 

 TÍTULO I. El Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM) 
CAPÍTULO II. Funcionamiento del fondo 

 Art.7 nuevo 4 bis. Gestión 
 Nuevo art. 13 bis 

15 Modificación Orden HAP/290/2013, de 19 de febrero, por la que se establece el 
procedimiento para la devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos por 
consumo de gasóleo profesional. 

 Con efectos de 1 de abril de 2022. 
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 Art. 8. Devolución de las cuotas por los suministros efectuados. Mensual  
16 Ley  de evaluación ambiental. (Modif. Ley 21/2013) 

Disposición adicional decimonovena. Priorización de expedientes de proyectos de generación 
eléctrica a partir de fuentes renovables. 

17 Ley  del Sector Eléctrico. (Modif. Ley 24/2013) 
Revisión parámetros retributivos. Revisión estimaciones ingresos renovables. Bono social. 
Obligación información a la CNMC. Extracostes 

18 Modificación RD 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración 
y residuos. 

19 Modificación RD 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir 
de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes 
de ayuda, así como sobre la gestión y control de los pagos directos y de los 
pagos al desarrollo rural. 

 TÍTULO III. Régimen de pago básico y pagos relacionados 
CAPÍTULO II. Pago para prácticas agrícolas beneficiosas para el clima y el medio ambiente 

 Art.20 Diversificación de cultivos. Superficie de barbecho 
 Art.24 Superficies de interés ecológico. Superficie de barbecho. 

20 Modificación RD 198/2015 por el que desarrolla el artículo 112 bis del texto refundido 
de la Ley de Aguas y se regula el canon de utilización de las aguas continentales para 
la producción de energía eléctrica en demarcaciones intercomunitarias. Cálculo del 
canon. 

21 Ley del Procedimiento Administrativo Común AAPP (Modif. Ley 39/2015). 
Ciberincidente. Posibilidad de ampliación general plazos admin. 

22 Ley  de Régimen Jurídico del Sector Público. (Modif. Ley 40/2015).  
Técnicas de colaboración. Plataforma digital de colaboración entre las AAPP. 

23 Modificación RD 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del 
consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos de energía eléctrica. 

 CAPÍTULO II. Consumidor vulnerable 
 Art.3 Definición de consumidor vulnerable. 
 CAPÍTULO III. Bono social de aplicación al consumidor vulnerable 
 Art.8.2 Comprobación de los requisitos para la aplicación del bono social. 
 Art.9.6 Aplicación del bono social 
 Art.10 Renovación del bono social. 
 Nuevo CAPÍTULO IV. Financiación del coste del suministro de electricidad del consumidor en 

riesgo de exclusión social 
 Art. 12. Financiación del coste del suministro de electricidad del consumidor en riesgo de 

exclusión social. 
 Nuevo CAPÍTULO V Mecanismo de financiación del bono social y del coste del suministro de 

electricidad del consumidor en riesgo de exclusión social 
 Art. 13. Financiación del bono social y del coste del suministro de electricidad de los 

consumidores a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de la Ley del Sector Eléctrico. 
 Art.14. Reparto de la financiación del bono social y del coste del suministro de electricidad de 

los consumidores a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de la Ley del Sector 
Eléctrico entre las actividades de la cadena de suministro de energía eléctrica. 

 Art. 14 bis. Reglas y criterios para l reparto de cantidades a financiar en cada segmento 
actividad. 

 Art. 15. Método de cálculo de las cuantías de reparto. 
 Art. 16. Procedimiento de liquidación de las cantidades a financiar. 
 Art. 17. Regularización de las cantidades a financiar. 
 Modif DA 2ª Remisión de información por los distribuidores sobre cortes de suministro 
 Nueva DA 4. Referencias a la unidad de convivencia. 

24 Modificación Orden ETU/943/2017 por la que se desarrolla el RD 897/2017 por el que 
se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social  

 Art.2. 6 y 7 Solicitud del bono social y documentación acreditativa. Unidad de convivencia 
 Art.3 Acreditación de las circunstancias especiales 
 Art.6.1 y 6.4 Mecanismo de comprobación de los requisitos para ser consumidor vulnerable 
 Sustitución ANEXO I. Solicitud del bono social (CONSULTAR MODELO EN PDF) 

25 Modificación RD-ley 12/2018 de seguridad de las redes y sistemas de información. 
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Petición de medidas de seguridad adicionales más estrictas 
26 Modificación RD 164/2019, de 22 de marzo, por el que se establece un régimen gratuito 

de cuentas de pago básicas en beneficio de personas en situación de vulnerabilidad o 
con riesgo de exclusión financiera. 

 Art. 3. Situación especial de vulnerabilidad o riesgo de exclusión financiera. 
 Art. 4. Acreditación de la vulnerabilidad o el riesgo de exclusión financiera. 

27 Modif. RD-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al 
sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-2019. 

 DA 7. Función social de las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual. 
28 Modificación RD-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas 

complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y 
Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19. 

 Art.5 nuevo 3. Cobertura presupuestaria de las ejecuciones de los avales concedidos por el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en virtud de lo dispuesto en el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19. 

29 Modificación RD-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la 
reactivación económica y el empleo. 

 CAPÍTULO I. Medidas de apoyo a la inversión y la solvencia 
Línea de avales para inversiones 

 Art.1.4 Aprobación de una Línea para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación 
otorgada por entidades financieras supervisadas a empresas y autónomos con la finalidad 
principal de financiar inversiones 

30 Modificación RD 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de 
transporte y distribución de energía eléctrica. 

31 Modificación RD-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Ámbito de aplicación.  
Especialidades en materia de contratación. Flexibilización del calendario de cierre de 
ejercicio. Autorización para contratar. Gestión de créditos presupuestarios. 

32 Modificación RD-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo 
a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19. 

 TÍTULO II. Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid 
CAPÍTULO I. Disposiciones generales 

 Art. 5. Objeto. suprime requisito de desequilibrio patrimonial temporal consecuencia caída 
significativa de ingresos derivada de la pandemia COVID-19. 

 CAPÍTULO II Medidas de apoyo público a la solvencia 
 Art. 7. Extensión de los plazos de vencimiento y de carencia o suspensión temporal del pago 

de cuotas de amortización del principal de las operaciones de financiación que han recibido 
aval público. Código de buenas prácticas marco de renegociación 

33 Ley de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de 
violencia de género. (Modif. Ley 1/2021) 
Artículo 7. Régimen aplicable a los remanentes no comprometidos afectados al Pacto de 
Estado en materia de Violencia de Género. 

34 Modificación RD-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el 
impacto de la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y 
electricidad. 

 TÍTULO III. Mecanismo de minoración del exceso de retribución del mercado eléctrico causado 
por el elevado precio de cotización del gas natural en los mercados internacionales 
CAPÍTULO I. Disposiciones generales 

 Art.4 Minoración de la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica. Hasta 30-06-
2022 

 DA 8ª Aplicación del mecanismo de minoración a la energía sujeta a instrumentos de contratación 
a plazo 

 ANEXO II Declaración responsable sobre la energía mensual cubierta por instrumentos de 
contratación a plazo 

35 Ley ingreso mínimo vital. (Modificación Ley 19/2021) 
 CAPÍTULO III. Acción protectora 
 Art.17.1 Suspensión del derecho. Nueva causa 
 CAPÍTULO VII. Régimen de obligaciones 
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 Art.36 Obligaciones de las personas beneficiarias. Suprime: acreditar que figuran inscritas como 

demandantes de empleo 
 Nueva DA 11º. Remisión de la identificación de los beneficiarios de la prestación del ingreso 

mínimo vital a los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas para su 
inscripción, de oficio, como demandantes de empleo. 

36 Modificación RD-ley 29/2021, de 21 de diciembre, por el que se adoptan 
medidas urgentes en el ámbito energético para el fomento de la movilidad 
eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables. 

 DA 1ª.1 Prórroga de medidas tributarias.  
 DA 2ª. Determinación de la base imponible y del importe de los pagos fraccionados del 

Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica durante el ejercicio 2022. 
37 Modificación RD-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la 

sostenibilidad del transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la 
cadena logística, y por el que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio 
de 2020, por la que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y 
la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en el sector del 
transporte por carretera, y de medidas excepcionales en materia de revisión de precios 
en los contratos públicos de obras. 

 TÍTULO II. Medidas en materia de revisión excepcional de precios en los 
contratos de obras del sector público 

 Art. 6.1 y nuevo 4. Casos susceptibles de revisión excepcional de precios en los contratos de 
obras 

 Art. 7. Reconocimiento de la revisión excepcional de precios. 
 Art.8 Criterios de cálculo de la revisión excepcional de precios 
 Art.9.1 Procedimiento para la revisión excepcional de precios 

38 Modificación RD-ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes de apoyo al sector agrario por causa de la sequía. 

 CAPÍTULO II. Medidas laborales y de Seguridad Social 
 Art. 2. Aplazamiento en el ingreso de cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de 

recaudación conjunta. 
 CAPÍTULO IV. Medidas destinadas a la sostenibilidad de las explotaciones 
 Art.6.1, 2 y 4 Actuaciones en relación con la financiación del sector primario 

39 Salvaguarda de rango de disposiciones reglamentarias. 
40 Títulos competenciales. 
41 Desarrollo reglamentario y habilitación normativa. 
42 Incorporación de derecho de la Unión Europea. 
43 Entrada en vigor. (31-03-2022) 
 ANEXO 
 Modelo de comunicación a remitir por las comercializadoras de referencia a los 

consumidores, junto con la factura, durante los tres meses siguientes a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley 

 
 
Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra en Ucrania. 
 
I 
La invasión de Ucrania por parte de Rusia está generando importantes consecuencias en todos 
los órdenes. Por un lado, desde el punto de vista humanitario, ha dado lugar al desplazamiento 
de millones de refugiados, que siguen llegando a la Unión Europea. Asimismo, el inicio de la 
guerra impide el regreso a Ucrania de muchos ucranianos que se encuentran en situación de 
estancia en nuestro país (actualmente en torno a 114.000). 
 
Por otro, ha agravado el choque de oferta que viene sufriendo la economía europea desde el 
verano de 2021 a causa de la escalada del precio del gas natural y ha añadido además una 
elevada incertidumbre respecto a su duración e intensidad. El precio del gas natural, que, dado 
el diseño del mercado eléctrico europeo determina en gran medida el precio de la electricidad, 
se ha multiplicado por cinco en un año, subiendo un 25 % desde el inicio de la invasión. El 
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petróleo casi ha doblado su precio durante el último año, subiendo un 20% desde finales de 
febrero de 2022, mientras el precio del trigo ha aumentado el 30 % en el mismo periodo. Se ha 
producido así un aumento abrupto y generalizado de costes de las materias primas y los bienes 
intermedios, añadido al que ya se venía produciendo como consecuencia de los cuellos de 
botella en las cadenas de producción debidos a las fricciones generadas por la rápida 
recuperación económica tras la pandemia. Las consecuencias económicas de esta evolución 
son un aumento de la tasa de inflación y una ralentización del ritmo de crecimiento. 
 
España está entre los Estados Miembros de la Unión Europea menos expuestos a los efectos 
directos de la invasión de Ucrania. La diversificación de las fuentes de aprovisionamiento de 
gas es muy alta y la relación comercial, de inversión y financiera con Rusia y Ucrania es 
modesta. Sin embargo, los efectos económicos indirectos son considerables, sobre todo a 
través del aumento del precio del gas y del petróleo, pero también a través del encarecimiento 
o la escasez de otras materias primas agrícolas y minerales. 
 
El choque de oferta para la economía europea asociado a la escalada de los precios de la 
energía puede ser de una intensidad semejante a la del segundo choque del petróleo de finales 
de los años setenta del siglo pasado. La economía española afronta esta situación desde una 
posición sólida, con el nivel de empleo más alto desde 2008 y en plena ejecución del programa 
de reformas e inversiones del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que tiene 
en la transición energética uno de sus cuatro ejes principales. No obstante, la tasa de inflación 
ha subido desde un nivel cercano a cero a principios de 2021 hasta situarse por encima del 5 
%, reflejando primero el impacto directo de los precios de la energía y, de manera más 
reciente, su traslación a los precios de los bienes y servicios que la utilizan en sus procesos de 
producción. La subida de los precios de la energía está afectando de manera particular a 
aquellos sectores que la utilizan de manera intensiva y tienen poca capacidad de trasladarla a 
precios, como el transporte por carretera, la pesca, la agricultura y la ganadería. La subida de 
los precios de la electricidad y su efecto sobre la inflación afectan también a la renta disponible 
de los hogares, en particular a la de los más vulnerables. 
 
La respuesta europea a la agresión injustificada a Ucrania está guiada por tres principios: 
unidad, determinación y solidaridad. El 4 de marzo de 2022, el Consejo de la Unión Europea, 
en su formación de Justicia y Asuntos de Interior (JAI), aprobó la Decisión de Ejecución (UE) 
2022/382 del Consejo, de 4 de marzo de 2022, por la que se constata la existencia de una 
afluencia masiva de personas desplazadas procedentes de Ucrania en el sentido del artículo 5 
de la Directiva 2001/55/CE y con el efecto de que se inicie la protección temporal. 
 
España participa también de esta reacción, habiendo declarado su compromiso decidido e 
inquebrantable de apoyar al pueblo ucraniano y de velar por su bienestar y atender sus 
necesidades. Por Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de marzo de 2022, se ha ampliado la 
protección temporal otorgada en virtud de la Decisión de Ejecución (UE) 2022/382 del Consejo, 
de 4 de marzo de 2022, a personas afectadas por el conflicto de Ucrania que puedan encontrar 
refugio en España. Asimismo, por Orden PCM/169/2022, de 9 de marzo, por la que se 
desarrolla el procedimiento para el reconocimiento de la protección temporal a personas 
afectadas por el conflicto en Ucrania, se han implementado las normas necesarias para el 
reconocimiento individual de esta protección temporal, dictándose resolución en el plazo de 24 
horas desde la correspondiente solicitud. 
 
Estos mismos principios van a guiar la respuesta de política económica, siendo fundamental la 
acción coordinada para garantizar la eficacia y protección del mercado interior, así como un 
marco justo de competencia entre las empresas en toda la Unión Europea. Debe darse una 
respuesta contundente para afrontar las consecuencias económicas y sociales de la guerra con 
medidas eficaces en el corto plazo y medidas que aceleren la acción a medio y largo plazo en 
materia de transición energética que viene impulsando el Gobierno, en particular a través de la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
Para ello, el Gobierno ha decidido impulsar un Plan Nacional, que comprende tanto medidas 
normativas como no normativas, y que ha sido elaborado tras un proceso de diálogo con los 
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sectores más afectados, los agentes sociales, las Comunidades Autónomas y los partidos 
políticos. Al igual que en la respuesta a la pandemia, el Gobierno está comprometido con el 
diálogo social, y actuará con flexibilidad para adaptarse a la evolución de la situación y facilitar 
la protección de los distintos sectores y colectivos. 
 
Los objetivos básicos de las medidas que conforman este Plan de Respuesta son la bajada de 
los precios de la energía para todos los ciudadanos y empresas, el apoyo a los sectores más 
afectados y a los colectivos más vulnerables y el refuerzo de la estabilidad de precios. Se trata 
de limitar los costes económicos y sociales de la distorsión de naturaleza geopolítica en el 
precio del gas, atajar de raíz el proceso inflacionista y facilitar la adaptación de la economía a 
esta situación de naturaleza temporal, reforzando al mismo tiempo las bases de la 
recuperación económica y de la creación de empleo de calidad. 
 
II 
En el ámbito energético, desde el segundo semestre del año 2021, Europa está sufriendo una 
crisis de precios de la energía que no es comparable a ninguna otra en la historia del proyecto 
de integración europeo tanto por su duración como por su impacto sobre las economías 
domésticas, la competitividad de las empresas y la industria en los mercados globales y el 
crecimiento económico a medio y largo plazo. 
 
Una situación que se ha agravado con la invasión de Ucrania por Rusia el pasado 24 de 
febrero de 2022 impulsando abruptamente al alza la cotización del gas natural en los 
principales mercados organizados europeos y el precio de la electricidad en los mercados 
mayorista hasta niveles nunca antes registrados. A modo ilustrativo, el 8 de marzo del 
año 2022, el precio medio de la electricidad del mercado diario en España ascendió a 544,98 
€/MWh, alcanzando ese mismo día su valor horario máximo de 700 €/MWh en el pico de 
consumo de la noche (hora 20), cuando el precio medio de la electricidad desde la liberación 
de la generación en el año 1998 se sitúa en el entorno de los 45 €/MWh, es decir, más de diez 
veces. 
 
Estas recientes subidas están estrechamente ligadas al «efecto contagio» del mercado 
eléctrico por los altos precios del gas natural derivados del mecanismo de formación de precios 
existente conforme a los principios que establece la normativa europea. De hecho, el 7 de 
marzo de 2022, se registró en el mercado ibérico de gas (MIBGAS), el récord al cierre del 
producto con entrega el día siguiente (D+1) de 214,36 €/MWh, es decir, de nuevo diez veces 
superior a la medida del gas natural desde la entrada en funcionamiento de MIBGAS. 
 
En este contexto de emergencia energética, económica, climática y social, la Comisión 
Europea el 8 de marzo de 2022 publicó la Comunicación con orientaciones para regular los 
precios en circunstancias excepcionales para mitigar el impacto de esta subida de los precios 
sobre los consumidores. 
 
En el contexto anterior, el Gobierno ha implementado un ambicioso paquete de medidas para 
contrarrestar el incremento de los precios mayoristas antes mencionado, entre las que cabe 
destacar las aprobadas por medio del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de 
medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los 
mercado minoristas de gas y electricidad, y del Real Decreto-ley 23/2021, de 26 de octubre, de 
medidas urgentes en materia de energía para la protección de los consumidores y la 
introducción de transparencia en los mercados mayoristas que han abordado la problemática 
energética desde una faceta omnicomprensiva, con medidas específicas para el sector 
doméstico, medidas de ámbito mayorista con mayor incidencia para el sector industrial, y tanto 
para el sector eléctrico como gasista. 
 
Como ha puesto de relieve la Comisión Europea en su Comunicación de 23 de marzo, la 
invasión rusa de Ucrania está añadiendo preocupaciones sobre la oferta a la difícil situación 
preexistente, exacerbando la volatilidad de los precios de la energía, que están alimentando la 
inflación, perjudicando a la economía europea y repercutiendo en su recuperación de la crisis 
de la COVID-19. Esta grave situación de naturaleza geopolítica ya no solo tiene fuertes 
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repercusiones desde un punto de vista estrictamente económico y de señal de precio, sino que 
adquiere una relevancia adicional desde la perspectiva de la seguridad de suministro, cuyos 
riesgos adicionales requieren ser anticipados y abordados de manera decidida. 
 
La escalada de los precios de la electricidad en los mercados mayoristas, impulsados 
fundamentalmente por el incremento de la cotización del gas natural en los mercados («hubs») 
internacionales y de los derechos de emisión de CO2 del mercado europeo ETS («European 
Union Emissions Trading System»), está teniendo importantes consecuencias en el conjunto de 
la sociedad y del tejido empresarial e industrial, habida cuenta del rol esencial que la 
electricidad desempeña tanto en el normal desenvolvimiento de los consumidores domésticos 
como en la competitividad de las empresas e industrias. Todo ello en un contexto de transición 
energética que, si bien imprescindible para lograr los objetivos de descarbonización a los que 
se ha comprometido el Reino de España en el ámbito europeo e internacional, en algunos 
casos se traduce en nuevos retos que deben abordarse de forma urgente. 
 
En definitiva, en este contexto de alta volatilidad, incertidumbre e inestabilidad de precios 
energéticos, resulta imprescindible abordar nuevas medidas de ámbito energético que 
contribuyan a reforzar la seguridad de suministro y garantice un precio asequible a todos los 
sectores, desde el ámbito doméstico al conjunto del tejido productivo en todo el territorio 
nacional. Estas medidas deberán abordarse, una vez más, desde una visión omnicomprensiva, 
que combine medidas de naturaleza coyuntural para frenar la escalada de precios, entre las 
que se destacan las medidas de ámbito fiscal, con medidas de marcado carácter estructural, 
fomentando el autoconsumo y promoviendo la integración de nuevas tecnologías renovables 
que permitan reducir el precio del mercado mayorista de electricidad al tiempo que reducen la 
dependencia de otros combustibles energéticos [que son, por lo general, en su práctica 
totalidad importados], aumentando de este modo nuestra seguridad energética y nuestra 
capacidad de autoabastecimiento, disminuyendo potencialmente la importación, de acuerdo 
con el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) 2021-2030. 
 
El incremento desorbitado del precio de la electricidad en los mercados mayoristas que viene 
sucediéndose fundamentalmente desde el segundo semestre de 2021, agravado en el último 
mes por la invasión rusa de Ucrania, acaba trasladándose a los precios minoristas, en algunos 
casos de forma inmediata, y en otros de manera más diferida (dependiendo del grado de 
indexación de los contratos minoristas a la evolución del pool mayorista), pero en cualquier 
caso acaba teniendo unos impactos evidentes en el conjunto de la sociedad y en el tejido 
empresarial, como vienen poniendo de manifiesto las últimas actualizaciones del índice de 
precios al consumo, con la consecuente pérdida de poder adquisitivo para los consumidores 
domésticos y una pérdida de competitividad para la industria y el sector servicios. 
 
 
 
En un escenario marcado por la incertidumbre y la alta volatilidad de los precios de la 
electricidad, la situación descrita se caracteriza por la extraordinaria y urgente necesidad de 
adoptar un conjunto de medidas encaminadas en el corto plazo a reducir el precio de la 
electricidad en el mercado mayorista y a prestar apoyo a los consumidores domésticos y a las 
empresas a hacer frente a los elevados precios de la energía, al tiempo que se hace 
imprescindible acelerar la transición ecológica para reducir las emisiones y la dependencia de 
los combustibles fósiles importados, para estar mejor protegidos contra las subidas de precios. 
 
Este escenario se reproduce también en el sector del transporte. En efecto, el ascenso del 
precio de los combustibles es común a todas las ramas de actividad y el transporte marítimo no 
ha quedado al margen con subidas medias del HFO del 21,3 % (hasta los 724 dólares por 
tonelada, $/t), del 27,5 % para el VLSFO (987 $/t) y el MGO un 30,5 % (1.180 $/t) desde el 
comienzo del año 2022 con una escalada a partir del inicio del ataque a Ucrania. La partida del 
precio del combustible supone aproximadamente un 80% del total de gastos de explotación de 
un buque por lo que el impacto de estas subidas repercute de manera directa en la viabilidad 
económica de las líneas de navegación, especialmente en aquellas donde estas subidas no 
pueden verse trasladadas a los precios que pagan los usuarios del transporte. 
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Por su parte, en el ámbito del transporte terrestre por carretera, el conflicto en Ucrania ha 
derivado en un aumento del coste de los combustibles extraordinario, una partida que supone 
del orden del 30% de los costes de esta actividad, añadiéndose además la elevación de costes 
que también se está produciendo en otras partidas como neumáticos, lubricantes, etc. 
 
La dimensión de este aumento de costes en partidas esenciales dentro de esta actividad, y la 
rapidez con la que se ha producido, se focalizan en un segmento de la actividad del transporte 
que tiene una dificultad estructural para trasladar de manera inmediata estos aumentos de 
costes a sus clientes, lo que ha derivado en un deterioro extraordinario en la viabilidad 
económica de este segmento. 
 
Por otro lado, como se ha señalado, la invasión rusa de Ucrania ha desencadenado un 
incremento de la incertidumbre, restricciones a los flujos comerciales con Rusia y Bielorrusia y 
mayores precios de materias primas energéticas y no energéticas que hacen más difícil el 
contexto en el que las empresas deben operar. Por ejemplo, el incremento sustancial en los 
precios de la electricidad y el gas aumentan el coste de un suministro esencial para una 
variedad de sectores productivos, incluyendo algunos de los más afectados por la crisis de la 
COVID-19. En algunos casos, este incremento de los costes energéticos puede poner en 
riesgo la cobertura de las necesidades de liquidez a corto plazo. 
 
En respuesta a esta nueva coyuntura, el 8 de marzo de 2022 la Comisión Europea publicó la 
Comunicación «Repower EU: Acción conjunta para una energía más asequible, segura y 
sostenible» en la que, entre otros aspectos, reconoció el papel potencial de las ayudas de 
Estado para apoyar a las empresas y sectores gravemente afectados por la evolución 
geopolítica actual. Tal y como se indicaba en la citada Comunicación, el 23 de marzo de 2022 
la Comisión Europea aprobó un nuevo marco temporal, sobre la base del artículo 107.3 (b) del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea –que alude a una grave perturbación en la 
economía de un Estado miembro– para evaluar las ayudas de Estado dirigidas a hacer frente a 
los efectos económicos de la invasión rusa de Ucrania. 
 
Esta situación hace necesario adoptar medidas para mitigar las consecuencias negativas a 
corto plazo de la invasión y para facilitar los ajustes estructurales para responder a la nueva 
situación económica. En particular, es crucial evitar que las tensiones de liquidez asociadas al 
incremento del precio de la energía pongan en riesgo la supervivencia de empresas viables y 
generen presiones generalizadas en la estructura de costes y precios de la economía. 
 
También en el ámbito agrario, la situación de Ucrania ha afectado de manera especial a un 
sector cuya importancia estratégica deriva de que su producción garantiza el abastecimiento de 
alimentos a la población. Pero además, en términos económicos, el Sistema Agroalimentario y 
Pesquero español supone en la actualidad cerca de un 10 % del PIB y ocupa a más 2,8 
millones de personas. Por otra parte, vertebra el territorio nacional desarrollando su actividad 
en 6.671 municipios en los cuales se encuentran censadas 7,5 millones de personas, esto es, 
afecta directamente a la economía del 16 % de la población española. No en vano, el medio 
rural reúne al 82,0 % del total de municipios de España. De hecho España posee una 
superficie total de 50,6 millones de hectáreas, de las que un 52 % son tierras dedicadas al 
sector primario. A mayor abundamiento, el sector primario tiene aproximadamente 1 millón de 
explotaciones y exportan 53.848 M€, lo que supone el 21 % del total exportaciones de la 
economía, equilibrando la balanza exterior española gracias a sus 18.693 M€ de saldo positivo. 
 
En cuanto al consumo energético, España ocupa la sexta posición en consumo de energía por 
parte del sector agrario y forestal, con un valor de 2.612 ktep, suponiendo un 3 % del consumo 
energético del país, mientras que el sector pesquero somos los segundos en consumo de la 
UE, con 298 Ktep. También nos encontramos entre los primeros países de la UE en consumo 
energético en la Industria Agroalimentaria, con 2.368 Ktep. Es decir, el sector agroalimentario 
consume el 6,8 % de la energía del país y los sectores primarios son de los más expuestos de 
la Unión Europea a las variaciones del precio de la energía ya que en consumo neto están 
entre los primeros de la Unión. 
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Por otra parte, las actividades agraria y pesquera presentan una demanda y una oferta 
prácticamente inelásticas, lo que les hace sufrir en primer término, y con efecto multiplicador, 
cualquier variación en el precio de los inputs de producción. Así en el marco de una afectación 
transversal, con diferentes grados de intensidad a todos los sectores, el incremento de los 
costes de la energía hace insostenible la actividad de ciertos subsectores agrarios y de la 
actividad pesquera en su totalidad en el corto plazo. 
 
De hecho, el sector primario se considera vulnerable y estratégico por sus propias 
características e idiosincrasia, pues se trata de un sector atomizado, estacionario y con una 
elevada rigidez de la demanda, a lo que se le añade la propia naturaleza perecedera de la 
producción. A mayor abundamiento, actualmente sufre un desequilibrio estructural, 
alcanzándose en la actualidad cotas sin precedentes de incrementos de costes, con la 
consiguiente potencial pérdida de tejido productivo y de empleo, ya que se ha visto afectado 
muy severamente por un conjunto de circunstancias desfavorables que se han precipitado en 
los últimos tiempos. 
 
En primer lugar, nos encontramos ante una escasez de precipitaciones durante un periodo de 
tiempo prolongado que está comprometiendo la viabilidad de los cultivos, fenómeno que viene 
padeciendo España de forma recurrente. Así, se han producido episodios de sequía en tiempos 
recientes durante los años 2005, 2012 y 2017, que han precisado la adopción de medidas 
paliativas complementarias al seguro agrario para compensar las rentas de los agricultores y 
ganaderos afectados y que este año ha derivado en la necesaria aprobación por parte del 
Gobierno en el Real Decreto-ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes de apoyo al sector agrario por causa de la sequía. 
 
De hecho, su directa dependencia del medio físico y el hecho que desde el inicio del año 
hidrológico la reserva hidráulica peninsular (uso consuntivo) se sitúe en un 40 % de su 
capacidad (15.771 hm3), 20 puntos menos de la media de los últimos diez años y que las 
precipitaciones acumuladas hayan sido de 254,3 mm, un 32 % inferior al valor normal, harán 
sin duda afectar también a la disponibilidad de cosecha nacional y por ende a la rentabilidad de 
las explotaciones. 
También es evidente que las condiciones climatológicas tienen una influencia decisiva en el 
desarrollo de la actividad pesquera, ya que determinan las jornadas que se puede faenar, y 
además el fenómeno del cambio climático tiene un impacto en las condiciones de los océanos 
(temperatura, ph, salinidad) que repercute en el comportamiento de las poblaciones pesqueras. 
De acuerdo con los datos consolidados más recientes, los consumos intermedios en cuanto a 
la pesca extractiva representan cerca del 50 % del valor añadido bruto de esta actividad. Las 
partidas más afectadas son los costes energéticos, lubricantes, repuestos, pertrechos, 
reparación, mantenimiento y gastos en aparejos, alcanzando un coste anual que ronda los 900 
millones de euros. La subida generalizada de costes impacta de forma determinante en esta 
actividad en la que difícilmente es posible modificar o flexibilizar de forma inmediata el modelo 
de producción. 
 
Asimismo, el sector de la acuicultura en España no es ajeno a la tendencia alcista de los 
precios por la invasión rusa a Ucrania. Esta subida se percibe en todos los elementos que son 
necesarios para poder llevar a cabo esta actividad. 
 
Para producir sus pescados y mariscos, las empresas del sector acuícola español necesitan 
electricidad para filtrar, oxigenar y bombear, así como piensos elaborados a base de cereales, 
harinas de pescado, aceites vegetales, leguminosas, aceites de pescado. Otros costes son los 
productos veterinarios y elementos de empaquetado para transporte (pallets, cajas de porex, 
etiquetas, marchamos). 
 
La invasión de Ucrania ha agravado de forma crítica la situación que ya atravesaban buena 
parte de los sectores agrarios y pesqueros, caracterizada por un incremento sostenido de los 
costes de producción, derivados del aumento de los precios de las materias primas para 
alimentación animal y de los precios de la energía y de los combustibles. La guerra ha venido a 
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afectar directamente al suministro mundial de alimentos (sobre todo trigo, maíz, cebada y 
aceite de girasol) y a los precios de los fertilizantes, así como a los de la energía, provocando 
subidas de precios que se suman a una situación socioeconómica ya difícil, debido a la COVID-
19 o la sequía antes mencionada. 
 
Y es que Ucrania y Rusia son actores principales en el mercado mundial de cereales y 
oleaginosas. Ucrania representa el 10 % del mercado mundial del trigo, el 13 % del mercado de 
la cebada, el 15 % del mercado del maíz y es el actor más importante en el mercado del aceite 
de girasol (más del 50 % del comercio mundial). Por lo que respecta a Rusia, estas cifras son 
respectivamente el 24 % (trigo), el 14 % (cebada) y el 23 % (aceite de girasol). Rusia es 
también un importante exportador de pescado blanco, en particular de abadejo de Alaska para 
la industria de transformación (16 % del suministro). Amén de que Ucrania es el cuarto 
proveedor de alimentos de la UE y una fuente clave de cereales (52 % de las importaciones de 
maíz de la UE, 19 % del trigo blando), aceites vegetales (23 % de las importaciones de la UE) y 
semillas oleaginosas (22 % de las importaciones de la UE, especialmente colza 72 % de las 
importaciones de la UE). 
 
La situación de presión sobre los mercados de materias primas y costes de insumos 
ocasionada por la invasión de Ucrania se suma a la mencionada vulnerabilidad de nuestro 
sistema alimentario, ya que antes de la invasión, los mercados de productos básicos estaban 
experimentando una importante subida de precios, que los mercados agrícolas sintieron a 
través de los aumentos de los costes de la energía y los fertilizantes, y el consiguiente aumento 
de los precios agrícolas. 
 
Además de la exposición directa a la subida de los precios de la energía, el sector alimentario 
está expuesto a los efectos inflacionistas de una serie de productos y servicios directamente 
relacionados con la guerra. El sector es el principal consumidor de fertilizantes y productos 
fitosanitarios, pero también de maquinaria y materiales de envasado de alimentos, y se ve 
afectado por el aumento de los costes de transporte internacional. 
 
No en vano el índice de precios de los fertilizantes se sitúa en máximos en el análisis realizado 
desde 2010 ya que el gas natural es el principal determinante del precio de los fertilizantes 
nitrogenados; representando en ocasiones casi la totalidad de los costes variables de los 
insumos para su producción. De hecho, algunos productores de fertilizantes de la UE 
interrumpieron temporalmente su producción porque los costes energéticos eran demasiado 
elevados. Y adicionalmente hay que tener en cuenta que el suministro de fertilizantes también 
se está viendo afectado por las restricciones a las importaciones de fertilizantes desde Rusia y 
Bielorrusia 
 
Otro sector que está sufriendo gravísimas consecuencias del conflicto bélico es el ganadero. El 
fortísimo aumento de los costes de los insumos está ejerciendo un efecto sistémico sobre los 
márgenes, a los que hay que sumar los efectos de la sequía que sufre nuestro país y que está 
provocando una menor disponibilidad de pastos y, por tanto, una mayor necesidad de 
suplementación en la alimentación animal a precios muy elevados. 
 
Del mismo modo, el sector acuícola depende de la disponibilidad de materias primas para la 
elaboración de piensos, representando este gasto más de la mitad del coste total de 
producción. 
Se estima que el impacto combinado de estos aumentos de los costes de la energía, los 
fertilizantes, los cereales y los aceites son especialmente grave para la ganadería. De hecho, 
los incrementos de los precios de los piensos desde el inicio de la guerra, el pasado 24 de 
febrero, superan el 20 % en la práctica totalidad de sectores ganaderos, lo que se suma a los 
incrementos de precios acumulados respecto al año pasado, que pueden incluso superar el 50 
% o llegar incluso al el 83 % si comparamos con los precios de 2020. E indudablemente el 
incremento de los precios de los piensos está comprometiendo la viabilidad de los sectores 
ganaderos, que se encontraban en situaciones comprometidas. 
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A este fuerte incremento de precio de los insumos derivado de la crisis de suministros que 
padece actualmente la economía mundial se suma la actual situación internacional: Ucrania es 
uno de los principales exportadores de trigo, maíz, girasol, harina y aceite de girasol, por lo que 
la paralización de sus ventas al exterior ha impactado en las cotizaciones internacionales de 
materias primas destinadas a la alimentación animal. España importa de Ucrania anualmente 
una media de 2,7 millones de toneladas de maíz, el 22 por ciento de las importaciones 
españoles y es el segundo proveedor después de Brasil. También importa 233.000 de 
toneladas de torta de girasol, que suponen el 68 por ciento de las importaciones que España 
realiza de este producto, así como aproximadamente 500.000 de toneladas de aceite de 
girasol. De esta forma, la paralización total de estas importaciones, unido al incremento del 
precio de estas materias primas, puede provocar situaciones de gran tensión en los 
abastecimientos a corto plazo, al verse interrumpidos completamente los flujos de suministro, y 
además introduce un nuevo elemento de inestabilidad y alza de precios, especialmente en el 
precio de los abonos y fertilizantes y en el de la energía, vinculados a las subidas de los 
cereales, del gas, del petróleo y de la electricidad, que contribuirá a un agravamiento de la 
situación actual por las restricciones o vetos que afectan a las relaciones comerciales con 
Rusia y por las dificultades de comercio con Ucrania, que pone en riesgo la viabilidad del sector 
si no se adoptan medidas inmediatas para aliviar los efectos gravosos de tal coyuntura. 
 
Adicionalmente, el impacto también ha repercutido en los mercados financieros, 
señaladamente en lo que respecta a la liquidez y a la volatilidad de los mercados en el 
comercio de productos básicos, afectando de forma sistémica al base general de la economía, 
lo que en su conjunto hace que pueda suponer un riesgo para su continuidad, siendo este un 
sector clave en la actividad económica general española. 
 
De hecho, la Comisión Europea ha activado el Mecanismo Europeo de Preparación y 
Respuesta ante las Crisis de Seguridad Alimentaria cuyo objetivo es mejorar los esfuerzos de 
coordinación de las administraciones europeas y nacionales, así como de los países 
extracomunitarios pertinentes y de las partes interesadas del sector privado, para garantizar el 
suministro de alimentos y la seguridad alimentaria en tiempos de crisis. Habiéndose reunido ya 
en dos ocasiones y donde se han expuesto los problemas a los que se enfrenta el sector agro, 
y que han derivado en la Comunicación de la Comisión Europea «Garantizar la seguridad 
alimentaria y reforzar la resiliencia de los sistemas alimentarios». Pero no ha sido ésta la única 
respuesta, destacando la Aprobación del Marco Temporal relativo a las medidas de ayuda 
estatal destinadas a respaldar la economía tras la agresión contra Ucrania por parte de Rusia. 
 
Adicionalmente, dentro del sector pesquero, el pasado día 25 de marzo, la Comisión activó la 
aplicación del artículo 26 del Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 7 de julio de 2021 por el que se establece el Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y 
de Acuicultura, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2017/1004, mediante el cual es 
posible articular mecanismos de compensación a los operadores del sector pesquero y del 
sector de la acuicultura en caso de acontecimientos excepcionales que generen una 
perturbación significativa de los mercados, como es el caso. 
 
La agresión a Ucrania ha provocado, en consecuencia, una afectación sistémica a un sector 
prioritario y esencial para la actividad económica española, que puede poner en riesgo no sólo 
la viabilidad de las explotaciones agrícolas y ganaderas y de la actividad pesquera, y acuícola 
sino que puede afectar de forma indirecta y sistémica a los más de 2,8 millones de trabajadores 
que desarrollan su actividad en el sistema agroalimentario y pesquero, y comprometer una 
producción de alimentos sostenible, social, económica y medioambiental. 
 
Finalmente, es necesario proteger de las consecuencias económicas y sociales de la guerra a 
los trabajadores y sectores vulnerables. Por un lado, para proteger el empleo y el tejido 
empresarial ante la situación que en las empresas pueda causar la invasión de Ucrania o el 
aumento de los precios o costes energéticos, y las distorsiones económicas que ello conlleva. 
Por otro, para aliviar la incidencia que este aumento inesperado de los precios está teniendo en 
la situación de las personas más desfavorecidas. Además, no puede olvidarse a otros 
colectivos especialmente vulnerables, como los menores, víctimas de violencia contra las 
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mujeres y víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual en el marco de la crisis 
humanitaria provocada por la guerra, cuya debida salvaguarda exige igualmente una actuación 
inmediata por parte de los poderes públicos. 
 
III 
El real decreto-ley se estructura en una parte expositiva y una parte dispositiva, conformada 
por cuatro títulos, divididos, a su vez, en 51 artículos, 20 disposiciones adicionales, 8 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 43 disposiciones finales. 
 
El título I contempla medidas en el ámbito energético y se estructura en 7 capítulos. El capítulo 
I recoge diversos mecanismos para garantizar la competitividad de la industria intensiva en 
consumo de energía. 
 
En el ámbito empresarial, la electricidad se sitúa en muchos casos como un insumo más a 
incorporar en los procesos industriales, afectando de manera directa a su competitividad. Es 
por ello que garantizar una electricidad sostenible, asequible, fiable y segura se erige como una 
de las principales prioridades en materia de política energética. 
 
Mención especial merecen aquellas industrias especialmente intensivas en el uso de 
electricidad como parte de sus procesos de transformación industrial, ya que para estos 
aquellas notas de sostenibilidad, asequibilidad, fiabilidad y seguridad de suministro adquieren 
aún si cabe mayor relevancia. En estos casos, una eventual incertidumbre en torno al logro de 
alguno de estos objetivos podría amenazar de forma inevitable su viabilidad y supervivencia 
económica, con el consecuente impacto en términos de creación de empleo y de contribución 
al producto interior bruto de España, más aún si se tiene en cuenta el efecto tractor y 
multiplicador de estas industrias en términos indirectos e inducidos. Por ello, los esfuerzos para 
garantizar la competitividad de estas industrias deben, si cabe, redoblarse, máxime teniendo en 
cuenta el actual contexto de escalada de los precios de los productos energéticos en general y 
de la electricidad en particular, en los que la competitividad del sector industrial se está viendo 
particularmente comprometida. 
Al mismo tiempo, la demanda de energía eléctrica asociada a dichos consumos energéticos 
contribuye de forma innegable a la seguridad de suministro, ya que se trata de una demanda 
firme, flexible y predecible, otorgando a la operación del sistema un recurso idóneo para 
garantizar, en todo momento, el equilibrio entre oferta y demanda de energía eléctrica en el 
territorio nacional, por lo que su disponibilidad ofrece en sí misma una ventaja de la que el 
conjunto del sistema eléctrico logra beneficiarse. Además, su empleo se hace en detrimento de 
otras fuentes de aportación de flexibilidad al sistema, como son la generación a partir de 
combustibles fósiles emisoras de gases de efecto invernadero, por lo que su uso contribuye de 
manera indirecta a reducir la dependencia energética de estos productos energéticos, 
principales responsables de la actual crisis de precios en los mercados energéticos mayoristas. 
 
En el contexto anterior, se ha juzgado necesario articular un mecanismo de apoyo temporal 
que permita garantizar la competitividad de la industria electrointensiva. 
 
En concreto, el instrumento regulatorio propuesto se configura como una reducción temporal 
del ochenta por ciento de los costes correspondientes a los peajes de acceso a las redes de 
transporte y distribución de electricidad, como parte de los costes regulados que se encuentran 
insertos en la factura de electricidad asociada a dichos consumos. Dicha medida, que tendrá 
efectos desde el 1 de enero y estará en vigor de manera excepcional hasta final de año, 
permitirá contrarrestar, al menos de forma parcial, el incremento del peso del coste de la 
energía dentro de los conceptos que conforman la factura eléctrica. A su vez, la reducción 
afectará tanto a los términos de potencia como de energía activa de los peajes de acceso, para 
los segmentos tarifarios y para cada periodo horario que resulte, en cada caso, de aplicación. 
 
Podrán beneficiarse aquellos consumidores que cuenten con el certificado de consumidor 
electrointensivo otorgado por la Dirección General de Industria y Pequeña y Mediana Empresa, 
de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 1106/2020, de 15 de diciembre, por el 
que se regula el Estatuto de los consumidores electrointensivos. Esta condición previa 

15 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
garantiza que los eventuales beneficiarios del presente mecanismo de apoyo reúnan una serie 
de características y requisitos en materia de predictibilidad del consumo, de gestión y eficiencia 
energética, en materia de contratación y en el ámbito del empleo y la actividad productiva, que 
aseguran la eficacia de la medida prevista. 
 
En suma, las obligaciones de los consumidores que dispongan de este certificado ponen de 
manifiesto que el mecanismo de apoyo previsto en este real decreto-ley se encuentra 
íntimamente relacionado con un sector, el electrointensivo, cuyos retornos en términos 
industriales y energéticos a nivel nacional merece la pena salvaguardar. 
 
Adicionalmente, el acceso a este mecanismo de apoyo se articula de forma dinámica, de tal 
forma que podrán beneficiarse de dicha medida los nuevos consumidores que logren acreditar 
su condición durante el periodo de vigencia de la medida, y, de manera equivalente, quedarán 
excluidos de la aplicación de dicha medida aquellos consumidores que pierdan tal condición 
durante el periodo de aplicación de este instrumento regulatorio. 
 
El carácter temporal de la medida, circunscrita a un entorno coyuntural de precios de la 
electricidad caracterizados por su alta volatilidad, ligado a su configuración como un 
mecanismo de apoyo a la industria electrointensiva en los términos antes descritos, 
homologable a otras medidas llevadas a cabo por otros Estados miembros del entorno, permite 
concluir la compatibilidad del mismo con las directrices comunitarias y el mercado único. En 
este sentido, la medida propuesta contribuye a salvaguardar la competitividad de las industrias 
sometidas a riesgo de fuga de carbono, pero sin que la intensidad del apoyo pueda llegar a 
menoscabar la competitividad al otro lado de la frontera, por lo que medida no supone un 
deterioro del marco de igualdad de condiciones que preside el mercado único europeo. En 
cualquier caso, el carácter excepcional de la medida, enmarcado en un contexto de escalada 
de precios que ha llevado a los países a adoptar medidas extraordinarias para garantizar la 
supervivencia de empresas e industrias, permite colegir que la medida no tendrá ninguna 
afectación en términos estructurales a largo plazo para el tejido empresarial a uno y otro lado 
de la frontera. 
 
Finalmente, la medida, que deberá ejecutarse de forma efectiva por parte de las distribuidoras 
de energía eléctrica sobre aquellos CUPS (código universal de punto de suministro) que 
cuenten con la certificación de consumidor electrointensivo, traerá consigo previsiblemente una 
merma de ingresos para el conjunto del sistema eléctrico, por la menor recaudación procedente 
de los peajes de acceso a la red de transporte y distribución. Por ello, y al objeto de garantizar 
el principio de sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico consagrado en el 
artículo 13 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del sector eléctrico, se ha previsto la 
disposición de un crédito extraordinario por importe de 225 millones de euros en el presupuesto 
del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, para compensar la posible 
merma de ingresos. Dicha cuantía se transferirá a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, quien lo integrará en el sistema de liquidaciones del sector eléctrico. 
 
 
Por otro lado, este capítulo también recoge una línea de ayudas directas para la industria gas 
intensiva, con el objetivo de compensar los mayores costes incurridos por el aumento del coste 
del gas, por un importe total de 125 millones de euros, que se financiarán con un crédito 
extraordinario. 
 
La ayuda individual para cada beneficiario consistirá en una cantidad fija que dependerá de su 
sector de actividad y de su número de empleados, con una cuantía máxima de 400.000 euros 
que viene determinada por el Marco Temporal de Ayudas de Estado para apoyar la economía 
como consecuencia de la invasión rusa de Ucrania. 
 
El capítulo II incluye medidas para la actualización del régimen retributivo específico de la 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de alta 
eficiencia y residuos. El incremento del precio de mercado mayorista, que afecta de forma muy 
negativa a los consumidores residenciales e industriales, supone sin embargo la percepción de 
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ingresos extraordinarios en determinadas tecnologías de producción de energía eléctrica, que 
no están expuestas al aumento de los costes del gas natural, ni de los derechos de emisión y 
que sin embargo ven incrementados sus ingresos por la venta de energía eléctrica de forma 
muy significativa. 
 
Una parte importante de las instalaciones que se benefician de esta situación de alto precio de 
mercado, son beneficiarias del régimen retributivo específico, regulado en el artículo 14 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, y en el Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se 
regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía 
renovables, cogeneración y residuos. Las instalaciones con derecho a percibir el régimen 
retributivo específico, perciben, por un lado, ingresos por vender su energía eléctrica en los 
mercados y adicionalmente, perciben ingresos del régimen retributivo específico, en la forma 
de retribución a la inversión y de retribución a la operación. 
 
La retribución del régimen retributivo específico se calcula de forma que complemente a los 
ingresos obtenidos por vender la energía en el mercado, para garantizar que las instalaciones 
alcanzan una rentabilidad razonable. Por lo tanto, el nivel de retribución de este régimen tiene 
una gran dependencia de algunas de las hipótesis que se han adaptado para su cálculo, como 
son, entre otras, el precio de mercado eléctrico, del que dependen los ingresos por venta de la 
energía, o la rentabilidad razonable. 
 
Debido a lo anterior, el artículo 14.7 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, regula los procesos 
de revisión y actualización periódica de los parámetros retributivos del régimen. Antes de cada 
periodo regulatorio, de 6 años de duración, se podrá revisar y actualizar cualquiera de los 
parámetros retributivos a excepción de la vida útil regulatoria y el valor estándar de la inversión 
inicial. Adicionalmente, antes de cada semiperiodo regulatorio, de tres años de duración, se 
podrán revisar las estimaciones de ingresos por la venta de la energía generada, valorada al 
precio del mercado de producción. De esta forma se prevé que pueda ser revisada, de forma 
más frecuente, una de las variables que tiene una influencia relevante en los valores de la 
retribución a la inversión y retribución a la operación y que además tiene una alta volatilidad. 
Además, prevé, que al menos anualmente se actualicen los valores de retribución a la 
operación para aquellas tecnologías cuyos costes de explotación dependan esencialmente del 
precio del combustible, ya que este componente de la estructura de costes también tiene una 
alta volatilidad. 
 
Desde la aprobación del régimen retributivo específico, las revisiones antes citadas se han 
realizado según lo previsto, mediante la aprobación de la Orden ETU/130/2017, de 17 de 
febrero, por la que se actualizan los parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables 
a determinadas instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía 
renovables, cogeneración y residuos, a efectos de su aplicación al semiperiodo regulatorio que 
tiene su inicio el 1 de enero de 2017, de la Orden TED/171/2020, de 24 de febrero, por la que 
se actualizan los parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables a determinadas 
instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, 
cogeneración y residuos, a efectos de su aplicación al periodo regulatorio que tiene su inicio 
el 1 de enero de 2020 y del resto de órdenes de actualización semestral de la retribución a la 
operación para las instalaciones tipo cuyos costes de explotación dependen esencialmente del 
precio del combustible. 
 
La actualización de los parámetros retributivos llevada a cabo por la Orden TED/171/2020, 
de 24 de febrero, para el segundo periodo regulatorio, comprendido entre el 1 de enero 
de 2020 y el 31 de diciembre de 2025, estimó los ingresos por la venta de la energía en el 
mercado en base a determinados precios del mercado eléctrico, concretamente para los 
años 2020, 2021 y 2022 dichos precios son 54,42 €/MWh, 52,12 €/MWh y 48,82 €/MWh. 
 
En 2020, como consecuencia de la pandemia del COVID-19, se produjo una reducción 
significativa del consumo de energía eléctrica, lo que produjo una reducción del precio del 
mercado. El precio medio del mercado eléctrico correspondiente al periodo comprendido 
durante el estado de alarma, entre el 14 de marzo de 2020 y el 20 de junio de 2020, fue 
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de 22,74 €/MWh, es decir, 31,68 €/MWh menor al que se había estimado para el año 2020 en 
la Orden TED/171/2020, de 24 de febrero. Esto suponía una fuerte merma sobre los ingresos 
previstos por la venta de energía en el mercado, que afectaba especialmente a aquellas 
instalaciones tipo con una mayor exposición al precio de mercado y que presentaban altos 
costes de explotación. Por lo anterior, se aprobó el Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, 
por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación 
económica, que estableció el mandato de actualizar, para determinadas instalaciones tipo, el 
valor de la retribución a la operación aplicable durante el periodo en el que se encontraba en 
vigor el estado de alarma, lo que supuso una revisión al alza de la retribución a la operación, 
para compensar la reducción de ingresos por la venta de energía en el mercado. 
 
Como se ha expuesto anteriormente, el precio medio del mercado diario e intradiario del 
año 2021 ha aumentado de forma excepcional, hasta situarse en 111.90 €/MWh, es decir, 
59,78 €/MWh por encima del valor que se había estimado para el año 2021 en la Orden 
TED/171/2020, de 24 de febrero. Esto ha supuesto unos ingresos superiores, en 3.150 millones 
de euros, a los ingresos estimados que se utilizaron para actualizar el régimen retributivo 
específico. 
 
Previsiblemente esta situación se volverá a producir al cierre de 2022, ya que las cotizaciones 
de los contratos de futuros de la energía eléctrica con entrega en 2022, negociados durante los 
últimos seis meses de 2021, se sitúan por encima de los 120 €/MWh, lo que previsiblemente 
supondrá unos ingresos superiores, en 3.750 millones de euros, a los ingresos estimados que 
se utilizaron para calcular el régimen retributivo específico. 
 
Los ciudadanos y empresas no solo sufren el impacto del elevado precio del mercado eléctrico, 
sino que, además, deben hacer frente al pago de los cargos del sistema eléctrico destinados a 
financiar el régimen retributivo específico. Mientras las instalaciones que perciben la retribución 
del régimen retributivo específico se benefician de altos ingresos por la venta de su energía. 
 
Por lo anterior, teniendo en cuenta el excepcional escenario de precios elevados, y de la misma 
forma que se consideró necesario adoptar medidas ante la bajada de precios derivada de la 
pandemia del COVID-19, resulta imprescindible actuar de forma urgente para revisar la 
estimación del precio medio del mercado eléctrico que se tiene en cuenta para el cálculo del 
régimen retributivo específico. En este real decreto-ley se establece la actualización de los 
parámetros retributivos del régimen retributivo específico para el año 2022. Esta revisión se 
realizará de forma equivalente a la actualización que se realiza antes de cada semiperiodo 
regulatorio, y tiene como objetivo considerar correctamente los ingresos de mercado, para 
ajustar los ingresos que las instalaciones deben percibir en concepto de régimen retributivo 
específico. Esta revisión garantiza que las instalaciones tipo alcanzan la rentabilidad razonable 
establecida para el periodo regulatorio, ya que los ingresos percibidos por la venta de la 
energía en el mercado más los ingresos del régimen retributivo específico son suficientes para 
cubrir los costes y obtener dicha rentabilidad razonable. Esta reducción del coste del régimen 
retributivo específico permite la reducción de los cargos del sistema eléctrico y, por lo tanto, de 
precio final de la energía, lo que alivia el esfuerzo que están realizando los ciudadanos y 
empresas. 
 
La medida propuesta consiste en la actualización de los parámetros retributivos establecidos 
para el año 2022 en la Orden TED/171/2020, de 24 de febrero, afectando a todas las 
instalaciones tipo, para lo cual se da el mandato de aprobación de una orden ministerial, en el 
plazo de 2 meses. La actualización se realizará siguiendo la metodología establecida en el 
Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, de manera similar a la actualización prevista al finalizar 
cada semiperiodo regulatorio, con las siguientes particularidades reguladas en este real 
decreto-ley. 
 
Se realiza una estimación del precio del mercado para los años 2022, 2023 y 2024, que serán 
calculados como la media aritmética de las cotizaciones de los contratos de futuros anuales, 
negociados en el mercado de futuros de electricidad organizado por OMIP durante los últimos 
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seis meses de 2021. De este modo, se mantiene la metodología de estimación prevista en el 
artículo 22.1 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio. 
 
A su vez, en aplicación del artículo 22 del citado real decreto, se realiza el ajuste por 
desviaciones en el precio del mercado de los años 2020 y 2021, para lo cual se utilizan los 
valores del precio medio anual del mercado diario e intradiario calculados por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, para cada año natural, como media aritmética de 
los precios horarios del mercado diario e intradiario, ajustándose a lo previsto en el 
artículo 22.4 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio. La normativa prevé que este ajuste se 
realice al finalizar el semiperiodo, por lo que se habría aplicado con independencia de este real 
decreto-ley, un año más tarde. 
 
No obstante, 2021 ha sido un año en el que determinadas tecnologías han tenido la mayor 
parte de su producción en periodos donde los precios han sido menores al precio medio anual. 
Por lo tanto, el precio medio no refleja de forma precisa los ingresos que han percibido, siendo 
necesario, corregir dicho precio medio con los coeficientes de apuntamiento de cada tecnología 
para calcular el ajuste por desviaciones en el precio del mercado. Por lo anterior, para la 
correcta aplicación del ajuste por desviaciones de los años 2020 y 2021, que influyen sobre los 
parámetros retributivos del año 2022, y para la consideración del ajuste por desviación del 
precio de mercado del año 2022, que influye en los parámetros retributivos del semiperiodo 
regulatorio que tiene su inicio el 1 de enero de 2023, se considera necesario modificar a la 
mayor brevedad el artículo 22.3 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, de modo que tenga 
en consideración el coeficiente de apuntamiento real de cada tecnología al aplicar el precio 
medio anual del mercado diario e intradiario. 
 
Por otro lado, el aumento de la energía negociada en los mercados a plazo produce una 
reducción en la volatilidad del precio final de la energía percibido por el consumidor, ya que se 
reduce su exposición a la volatilidad del mercado diario. Sin embargo, el mecanismo de ajuste 
por desviaciones en el precio del mercado desincentiva la venta de energía en los mercados a 
plazo, ya que cubre el riesgo de desviaciones en el precio de mercado diario e intradiario. Por 
esta razón, se modifica el artículo 22 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, de forma que el 
valor de ajuste por desviación del precio de mercado de los años 2023 y posteriores sea nulo. 
Esta medida se adopta desde 2023 para que las instalaciones dispongan de tiempo suficiente 
para adaptar su estrategia en la venta de su energía. Adicionalmente, se modifica el 
artículo 22.1 para dar mayor certidumbre a los titulares de las instalaciones, concretando el 
periodo a considerar para estimar el precio de mercado en base a los futuros de OMIP. De esta 
forma, los titulares de las instalaciones podrán cubrir el riesgo de desviación del precio de 
mercado en los mercados de futuros. 
 
Para aquellas tecnologías cuyos costes de explotación dependan esencialmente del precio del 
combustible, se considera oportuno revisar, además de los ingresos procedentes del mercado, 
los costes de explotación que dependen fundamentalmente del precio del combustible y del 
precio de los derechos de emisión. 
 
Para la estimación del precio del combustible se utilizará la metodología prevista en la Orden 
IET/1345/2015, de 2 de julio, por la que se establece la metodología de actualización de la 
retribución a la operación de las instalaciones con régimen retributivo específico, que se basa 
en las variaciones semestrales del coste de las materias primas y, en su caso, de los peajes de 
acceso, para la actualización de la retribución a la operación. Dicha Orden IET/1345/2015, de 2 
de julio, prevé que la actualización de la retribución a la operación se realizará semestralmente, 
por lo que se habría aplicado con independencia de este real decreto-ley. 
 
Por otro lado, la estimación del precio del derecho de emisión de CO2 para el año 2022 y 
posteriores se calculará como la media aritmética de las cotizaciones diarias de los contratos 
de futuros de derechos de emisión de CO2 para el año 2022 negociados durante los últimos 
seis meses de 2021. Esta metodología de estimación se asemeja a la utilizada para la 
estimación de los precios del mercado eléctrico. 
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En todo caso, la revisión de parámetros del año 2022 se realiza de manera adicional a las 
revisiones previstas en la normativa. De este modo se mantiene la revisión prevista para el 
segundo semestre de 2022 para las tecnologías cuyos costes de explotación dependan 
esencialmente del precio del combustible, que se realizará de acuerdo con la Orden 
IET/1345/2015, de 2 de julio. También se mantiene la revisión que se realizará antes del 
semiperiodo que tiene su inicio el 1 de enero de 2023, donde se ajustará la desviación del 
precio real respecto del estimado para el año 2022, y se realizarán nuevas estimaciones de 
precios para los años 2023, 2024, 2025 y siguientes. Esta revisión, que se realizará a finales de 
este mismo año, aporta una mayor seguridad a los titulares de las instalaciones, ya que en un 
contexto de volatilidad de precios del mercado permite ajustar los precios estimados en el corto 
plazo. 
 
Finalmente, al objeto de minimizar el impacto económico derivado de la diferencia entre los 
valores de retribución actualizados y las cantidades ya liquidadas desde el 1 de enero de 2022, 
se propone que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia realice los ajustes que 
correspondan en las siguientes liquidaciones, incorporando los derechos de cobro u 
obligaciones de pago generados. 
 
Por otra parte, la metodología de actualización de la retribución a la operación que establece la 
Orden IET/1345/2015, de 2 de julio, para las instalaciones tipo cuyos costes de explotación 
dependen esencialmente del precio del combustible, contempla una actualización semestral en 
base a la evolución de los precios de los combustibles, y en el caso de las tecnologías que 
utilizan mayoritariamente gas natural, también se considera la variación de los peajes de 
acceso a la red gasista. 
 
Debido precisamente al contexto de volatilidad en los precios de los combustibles y en los 
precios de los derechos de emisión, que a su vez tienen influencia en los precios del mercado 
eléctrico, se considera necesario la adaptación de la citada metodología para reflejar de forma 
más eficiente la relación entre dichos parámetros. 
 
Por lo anterior, se da el mandato de aprobar, en el plazo de dos meses, una nueva 
metodología, que será de aplicación desde el 1 enero de 2023, para la actualización de la 
retribución a la operación de las instalaciones tipo cuyos costes de explotación dependan 
esencialmente del precio del combustible, que revise con carácter anual los ingresos por venta 
de energía en el mercado y los costes de explotación que dependen del precio del combustible 
y del precio de los derechos de emisión. Esta nueva metodología sustituirá a la prevista en la 
Orden IET/1345/2015, de 2 de julio. 
 
El artículo 14.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, establece las bases de la actualización 
de la retribución a la operación de las instalaciones tipo cuyos costes de explotación dependan 
esencialmente del precio del combustible, por lo que es necesario regular con el mismo rango 
normativo, las directrices de la nueva metodología, que estará orientada a fomentar que los 
titulares de las instalaciones operen las plantas minimizando las emisiones y sus costes 
asociados, de forma que los derechos de emisión de CO2 mantengan su carácter incentivador 
en el proceso de descarbonización, tal y como se presupone de una empresa eficiente y bien 
gestionada. 
 
 
El capítulo III recoge medidas para la agilización de los proyectos de energías renovables con 
la finalidad de acelerar la descarbonización y reducir la dependencia energética. Se establece 
un procedimiento de determinación de afección ambiental para proyectos de energías 
renovables con vigencia temporal, de aplicación en el ámbito de competencia estatal, que 
también podrá ser aplicado por las Comunidades Autónomas en su ámbito de competencias. 
 
El fomento de las energías renovables constituye uno de los pilares más importantes del 
proceso de transición energética que debe acometer España para lograr la descarbonización 
de la nuestra economía en 2050, cumpliendo así los compromisos adquiridos frente a la UE y 
en el Acuerdo de París. 
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Así, el artículo 3 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética, 
prevé que en el año 2030 deberá alcanzarse una penetración de energías de origen renovable 
en el consumo de energía final de, al menos, un 42 %, un sistema eléctrico con, al menos, 
un 74 % de generación a partir de energías de origen renovable. 
 
Teniendo presente el artículo 4.2 de la Directiva 2011/92/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, se establecen como 
criterios conjuntos para someter los proyectos de energías renovables a este procedimiento, 
que sus líneas aéreas no se encuentren incluidas en el Anexo I de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental, sean proyectos eólicos con una potencia igual o inferior 
a 75 MW o proyectos de energía solar fotovoltaica con una potencia igual o inferior a 150 MW y 
que, no ubicándose en medio marino ni en superficies integrantes de la Red Natura 2000, 
estén ubicados íntegramente en zonas de sensibilidad baja y moderada según la «Zonificación 
ambiental para la implantación de energías renovables», herramienta elaborada por el 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
 
El resultado de este procedimiento es la detección de efectos adversos significativos sobre el 
medio ambiente. El informe podrá determinar la obligación de someter la autorización del 
proyecto a las condiciones que se estime oportuno para mitigar o compensar posibles 
afecciones ambientales del mismo, así como a condiciones relativas al seguimiento y plan de 
vigilancia del proyecto o bien, podrá determinar someterlo al procedimiento de evaluación 
ambiental que establece la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, si 
procede. Por ello, la instalación no podrá ser objeto de autorización de construcción o 
explotación si no se respetan dichas condiciones. 
 
Otra medida que se introduce en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, 
es la priorización del despacho de los expedientes que correspondan a proyectos de 
generación mediante energías renovables ubicados en zonas de sensibilidad baja y moderada 
conforme a la «Zonificación ambiental para la implantación de energías renovables». 
 
Respecto de la simplificación de los procedimientos de autorización de los proyectos de 
generación mediante energías renovables competencia de la Administración General del 
Estado que se han descrito anteriormente, se declaran de urgencia por razones de interés 
público, consistentes en la reducción de la dependencia energética, la contención de precios y 
la garantía del suministro. Por ello, será de aplicación la reducción de plazos y demás efectos 
establecidos por el artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
Se efectuará de manera conjunta la tramitación y resolución de las autorizaciones previa y de 
construcción definidas, acumulándose los trámites de información y de remisión del proyecto 
de ejecución a las distintas Administraciones, organismos o, en su caso, empresas de servicio 
público o de servicios de interés general en la parte de la instalación que pueda afectar a 
bienes y derechos a su cargo, y simultaneándose con el trámite de información pública. El 
procedimiento para los proyectos para los que los promotores hayan solicitado su declaración 
como de utilidad pública se acumula en sus trámites equivalentes a este procedimiento. Tras 
ello, el área funcional o, en su caso, dependencia de Industria y Energía dará traslado 
inmediato del expediente y de su informe a la Dirección General de Política Energética y Minas 
a efectos de resolución. 
 
Por otro lado, las instalaciones solares fotovoltaicas flotantes abren nuevas oportunidades para 
aumentar la capacidad de generación eléctrica de origen renovable, especialmente en países 
con una alta densidad de población y escasez de suelo disponible. Tienen ciertas ventajas 
sobre los sistemas terrestres, como un mejor rendimiento energético gracias a los efectos de 
enfriamiento del agua y la disminución de polvo, entre otros aspectos. 
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La posibilidad de agregar capacidad solar flotante a las centrales hidroeléctricas existentes es 
de particular interés. La capacidad solar se puede utilizar para aumentar la producción de 
dichas instalaciones y optimizar las infraestructuras de evacuación ya existentes, y también 
puede ayudar a gestionar los períodos de baja disponibilidad de agua. Otra posible ventaja de 
la energía solar flotante puede ser la reducción de la evaporación, ya que los paneles solares 
proporcionan sombra y limitan el efecto de la evaporación, lo que se entiende de especial 
importancia en medios áridos, así como la reducción o eliminación del sombreado de los 
paneles por su entorno, o la no necesidad de una preparación importante del terreno. 
Igualmente, la sombra proporcionada por estos solares flotantes también ayuda a reducir la 
presencia de floraciones de algas en cuerpos de agua dulce. 
 
En cualquier caso, dado que el concepto de fotovoltaica flotante es reciente y aún poco 
explorado, no existen estudios sistemáticos sobre los posibles impactos causados por dichas 
instalaciones, en especial, con referencia a la influencia sobre el potencial ecológico de la masa 
receptora, aunque otro tipo de impactos ambientales a menudo parecen justificar este tipo de 
proyectos. Se entiende, por tanto, necesario establecer programas de seguimiento con el fin de 
conocer las características de estas instalaciones. 
 
En síntesis, por medio de este real decreto-ley se modifica la Ley de Aguas a fin de determinar 
el marco que ha de regir las concesiones administrativas precisas para la puesta en servicio de 
plantas solares fotovoltaicas ubicadas en el dominio público hidráulico, o sobre otras 
infraestructuras hidráulicas de titularidad de la Administración General del Estado o de los 
Organismos de cuenca y conectadas a las redes de transporte o distribución de energía 
eléctrica. 
Junto a lo anterior, es necesario tener en cuenta que la Administración General del Estado 
construye y explota importantes infraestructuras hidráulicas que posibilitan una adecuada 
gestión de los recursos hídricos disponibles, tanto convencionales como no convencionales 
(aguas desaladas o regeneradas), para ponerlos al servicio de las actividades y usos del agua 
que requiere la sociedad. El gran impacto del coste energético en los sectores productivos, en 
la distribución del agua y en el funcionamiento de estas infraestructuras no puede constituir un 
obstáculo insalvable para lograr otros fines que benefician al conjunto de esa sociedad y la 
protegen de situaciones de insostenibilidad. 
 
Por lo anterior, resulta necesario desarrollar medidas que tiendan a atenuar este impacto, 
facilitando el empleo de instalaciones solares fotovoltaicas en la producción de nuevos 
recursos hídricos procedentes de la desalinización o de la regeneración de las aguas. Medidas 
que permitan la aplicación de energías renovables que minimicen el coste energético y, con 
ello, el coste final del recurso. Dichas medidas permitirán dotar a las infraestructuras hidráulicas 
que se construyan o estén ya construidas de instalaciones fotovoltaicas que se integrarán 
como un elemento más de la obra hidráulica. 
 
En el capítulo IV se establecen medidas por las que se regulan determinados aspectos del 
otorgamiento de los permisos de acceso y conexión. En este sentido, y con la finalidad 
fomentar el autoconsumo asociado a nueva generación de energía eléctrica de origen 
renovable en grandes consumidores, se libera parte de la capacidad de la red de transporte 
reservada para la realización de concursos de acceso para lograr unos menores costes 
energéticos y reforzar la competitividad de la industria española y contribuir a su 
descarbonización. Por otra parte, se modifican las normas aplicables a la convocatoria de 
concursos de capacidad de acceso con el objetivo de asegurar un desarrollo continuo y 
ordenado de las instalaciones de generación de origen renovable. 
El capítulo V contiene medidas enfocadas a la reducción de la intensidad de las emisiones de 
gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles. 
 
El artículo 7 bis de la Directiva 98/70/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de 
octubre de 1998, relativa a la calidad de la gasolina y el gasóleo y por la que se modifica la 
Directiva 93/12/CEE del Consejo, establece que deben haberse reducido las emisiones de 
gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida por unidad de energía del combustible o 
energía suministrada en el transporte hasta el 10 por ciento, un 6 por ciento con carácter 
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obligatorio y el 4 por ciento restante con carácter indicativo, en comparación con el nivel medio 
de emisiones de gases de efecto invernadero por unidad de energía de los combustibles fósiles 
utilizados en la Unión Europea en 2010. 
 
Esta reducción debe alcanzarse gradualmente, y consiste en una reducción del 6 por ciento 
mediante el uso de biocarburantes, combustibles alternativos y reducciones en la quema en 
antorcha (flaring) y venteos en los emplazamientos de producción, un objetivo indicativo 
adicional del 2 por ciento obtenida mediante el uso de tecnologías respetuosas con el medio 
ambiente, incluida la captura y el almacenamiento de carbono, y mediante el uso de vehículos 
eléctricos, y otro objetivo indicativo adicional del 2 por ciento obtenido mediante la compra de 
créditos con arreglo al Mecanismo de Desarrollo Limpio del Protocolo de Kioto. 
 
La Directiva (UE) 2015/652, del Consejo, de 20 de abril de 2015, por la que se establecen 
métodos de cálculo y requisitos de notificación de conformidad con dicha Directiva 98/70/CE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la calidad de la gasolina y el gasóleo, 
establece en su anexo II, el nivel medio de las emisiones de gases de efecto invernadero por 
unidad de energía derivada de los combustibles fósiles utilizados en la Unión Europea en 2010, 
cuyo valor es de 94,1 g de CO2eq/MJ. 
 
El Real Decreto 235/2018, de 27 de abril, por el que se establecen los métodos de cálculo y 
requisitos de información en relación con la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero de los combustibles y la energía en el transporte; se modifica el Real 
Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad de 
los biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional de Verificación de la Sostenibilidad y el 
doble valor de algunos biocarburantes a efectos de su cómputo; y se establece un objetivo 
indicativo de venta o consumo de biocarburantes, establece el método de cálculo que deberán 
utilizar los sujetos obligados, para determinar la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero de los combustibles y la energía suministrados, comparando las reducciones que 
hayan realizado con el valor de referencia anterior, a efectos de valorar la reducción de 
emisiones alcanzada. Asimismo, establece las obligaciones de información de dichos sujetos a 
este respecto. 
 
Este real decreto-ley establece el objetivo de reducción de la intensidad de las emisiones de 
gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y energía 
suministrados en el transporte de la citada directiva, que es de un 6 %, en comparación con el 
valor de referencia de las emisiones de gases de efecto invernadero derivadas de los 
combustibles fósiles utilizados en la Unión Europea en 2010, que es de 94,1 g de CO2eq/MJ. 
También establece un objetivo de reducción de carácter indicativo que alcanza el 4 %. 
 
En el mismo se especifican los sujetos obligados al cumplimiento de los citados objetivos, así 
como los combustibles y energía a los que les es de aplicación. 
 
Por otro lado, se hace referencia a la obligación de información a este respecto, por parte de 
los sujetos obligados, estableciendo que deberán presentar la información y documentación, 
auditada por empresa independiente, según lo establecido en el Real Decreto 235/2018, de 27 
de abril, o regulación que lo sustituya. 
 
 
 
Se dispone que el método de cálculo que deberán utilizar los sujetos obligados para determinar 
la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero de los combustibles y la energía 
que suministran, comparando las reducciones que hayan realizado con el valor de referencia 
previsto, es el establecido en el citado real decreto. 
 
Ya en el capítulo VI, y con el fin de mitigar de manera inmediata el impacto en empresas y 
familias de la escalada del precio de los carburantes que ha provocado la agresión militar a 
Ucrania, resulta urgente crear una bonificación extraordinaria y temporal en el precio de 
determinados productos energéticos. 
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Así, las empresas de los sectores de la economía española fuertemente dependientes de estas 
fuentes de energía, y especialmente el sector del transporte, verán amortiguado de forma 
inmediata el efecto, sobre su situación económica, de la subida extraordinaria y repentina de 
sus precios. 
 
La extensión de la bonificación al resto de la ciudadanía persigue reducir el impacto que el 
contexto provoca, directa e indirectamente, en las economías domésticas, ya muy afectadas 
por el crecimiento de precios de la energía anteriores a la agresión a Ucrania y por los efectos 
que todavía tiene la crisis del COVID-19. 
 
Para garantizar la viabilidad de la bonificación y asegurar la máxima rapidez en su 
implementación, es imprescindible la colaboración en la gestión de los titulares de los derechos 
de explotación de las instalaciones de suministro de combustibles y carburantes al por menor, 
así como de las empresas que realicen ventas directas a los consumidores finales de los 
productos objeto de la bonificación. De esta manera los consumidores, beneficiarios de la 
bonificación, conocerán y podrán comprobar directamente su efecto en la adquisición de los 
productos, garantizándose en todo caso la sostenibilidad del modelo de colaboración por medio 
de un eficaz sistema de anticipos a cuenta y devoluciones. 
 
Finalmente, en el capítulo VII se regula la prestación patrimonial de carácter público no 
tributario temporal a realizar por los operadores al por mayor de productos petrolíferos. Como 
se ha señalado, a causa de factores exógenos y endógenos, acentuados por la crisis de la 
guerra de Ucrania, se están sufriendo graves tensiones en los mercados energéticos que están 
afectando significativamente a la economía mundial. Dichas tensiones se están reflejando en 
una escalada de precios creciente de los productos energéticos, en especial, de los 
hidrocarburos, que está sufriendo con carácter general, toda la ciudadanía y, en particular, 
nuestros sectores productivos. 
En este punto, no debe ignorarse que de acuerdo con la exposición de motivos de la 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos «los suministros del sector de 
hidrocarburos tienen una especial importancia para el desenvolvimiento de la vida económica 
que supone que el Estado debe velar por su seguridad y continuidad». En este punto, debe 
reiterarse que el Estado tiene dentro de sus funciones constitucionales la de garantizar la 
estabilidad del sistema energético. 
 
Por tanto, al objeto de paliar las graves consecuencias que la citada escalada de precios está 
teniendo sobre nuestro tejido productivo y, en general, sobre todos los ciudadanos, resulta 
urgente articular una prestación patrimonial de carácter público no tributario que se inscribe 
dentro de las actuaciones llevadas a cabo por el Estado al objeto de luchar contra la misma. 
 
La prestación, en última instancia, responde a la necesidad de asegurar que determinados 
agentes del sector energético, especialmente implicados en la distribución de hidrocarburos, 
contribuyan a financiar las ayudas establecidas en orden a reducir el impacto de la escalada de 
los precios de estos productos. 
 
No obstante, y por coherencia con el objetivo final perseguido, los citados operadores quedan 
exonerados de esta prestación cuando se comprometan a realizar de forma inequívoca un 
descuento en las ventas de determinados productos a los consumidores finales, 
estableciéndose un estricto sistema de control de este compromiso. 
 
El título II, de medidas en materia de transportes, se estructura en dos capítulos, relativos al 
transporte marítimo y portuario y al transporte por carretera y ferrocarril, respectivamente. En el 
primero de ellos, se incluyen tanto medidas relativas a la tripulación de nacionalidad ucraniana, 
como encaminadas a aliviar la situación económica de las empresas del sector. 
 
Así, se establece la prolongación voluntaria de los contratos temporales de trabajo y extensión 
de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, de los tripulantes 
ucranianos enrolados en buques mercantes de bandera española. Y es que la guerra en 
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Ucrania ha generado una situación de incertidumbre en los tripulantes de nacionalidad 
ucraniana, que suponen una parte sustancial del conjunto de tripulantes de la flota mundial y 
que también tienen presencia en buques de bandera española. La posibilidad a la que 
enfrentan los tripulantes ucranianos en buques mercantes de bandera española es que, tras la 
finalización de su contrato, prevista por la legislación española en un máximo de seis meses, 
dentro de un periodo de doce meses, a través de contratos duración determinada por 
circunstancias de la producción las empresas no pueden prolongar estos contratos, ni siquiera 
a petición del marino. 
 
Adicionalmente, las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena que 
permiten a los marinos extracomunitarios, ucranianos en este caso, trabajar en buques 
mercantes de pabellón español, tienen un límite máximo de nueve meses dentro de un periodo 
de doce meses consecutivos. Estas limitaciones hacen que las opciones que enfrenta un 
marino ucraniano tras finalización de su contrato sean las de retornar a Ucrania o solicitar el 
estatus de refugiado, no pudiendo optar por permanecer embarcado en buques mercantes de 
bandera española aun cuando sea esta última su opción su preferida. 
 
Con esta medida se permite que, si así lo desean, los tripulantes ucranianos de buques 
mercantes españoles puedan prolongar sus contratos de trabajo hasta el límite máximo 
previsto por el Convenio Internacional sobre el Trabajo Marítimo, 2006 (CTM) y modifica 
asimismo los plazos de la autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena que 
resulten necesarios para poder dar cumplimiento efectivo a esta posibilidad de prolongar los 
contratos. 
 
En segundo lugar, y partiendo de la configuración de los puertos extrapeninsulares de 
titularidad estatal situados en Ceuta, Melilla, Canarias y Baleares, como elementos claves para 
garantizar la seguridad en la cadena de suministro a la población y al tejido económico general 
en los respectivos territorios, resulta imprescindible mantener la calidad y frecuencia de los 
servicios de conexión con la península. A tales efectos, se plantea una medida compensatoria 
y transitoria de rebaja de las tasas portuarias del buque (T-1) y de la mercancía (T-3) con el 
objetivo de mejorar las condiciones de explotación de dichas líneas, coadyuvando a soportar el 
incremento de costes que las mismas vienen sufriendo. 
 
Finalmente, se incorporan medidas respecto a la actividad o tráficos mínimos establecidos en 
los títulos concesionales, permitiendo a las Autoridades Portuarias reducir o eliminar, 
motivadamente, los tráficos mínimos exigidos para el año 2022, en aquellas concesiones que 
están sufriendo el impacto negativo que la reciente situación de incremento de los costes 
energéticos en su actividad, además de sobre aquellas que se hayan podido ver afectadas por 
operar tráficos con origen o destino Ucrania. 
 
La aplicación de esta medida se realizará a instancia del concesionario, y en todo caso deberá 
partir del hecho de que se haya producido una reducción en 2022 del volumen de tráficos 
operados por las referidas concesiones, o parámetro que sirva para la medición de su 
actividad, respecto de las cifras correspondientes a 2021. 
 
Para el caso de las terminales marítimas que operen tráficos de líneas regulares de pasajeros 
con los puertos de Marruecos, Ceuta y Melilla, se amplía el objeto de eliminación o reducción 
del cumplimiento del compromiso de los tráficos mínimos, con el fin de paliar los efectos de 
reducción general de la actividad que se viene padeciendo en los últimos meses desde la 
aparición de la pandemia del COVID-19, por lo que el ejercicio de comparación para establecer 
la aplicabilidad de la medida será 2019. 
 
Los tráficos mínimos, como manifestación del principio de explotación razonable del dominio 
público portuario, son susceptibles de reducción siempre que se den circunstancias 
excepcionales y externas que impongan una reducción o supresión de actividad justificadas y 
motivadas, con carácter transitorio, a los efectos de las posibles penalizaciones por su 
incumplimiento, que tienen naturaleza indemnizatoria y no tributaria. 
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La modificación de los tráficos mínimos, sustanciada por los trámites del artículo 88 del 
TRLPEMM, surtirá efectos en la cuota mínima de la tasa de actividad, cuando la actividad se 
realice con ocupación privativa del dominio público portuario y se hubiera adoptado como base 
imponible el volumen de tráfico. 
 
Por su parte, el capítulo II incluye las medidas en el sector del transporte por carretera y 
ferrocarril, comenzando por las ayudas directas a empresas y profesionales especialmente 
afectados por la subida de los precios de los carburantes. 
 
Así, en el transporte de mercancías por carretera la dimensión de este aumento de costes en 
partidas esenciales dentro de esta actividad, y la rapidez con la que se ha producido, se 
focalizan en una actividad que tiene una dificultad estructural para trasladar de manera 
inmediata estos aumentos de costes a sus clientes, lo que ha derivado en un deterioro 
extraordinario en la viabilidad económica de esta actividad, siendo además un sector esencial 
para el país ya que es responsable del 95% del transporte de mercancías en España. 
 
En el caso del transporte de viajeros, a los aumentos de costes derivados del aumento del 
precio de combustibles, se suma la baja demanda de estos servicios que aún pervive por los 
efectos de la pandemia, de modo que la nueva problemática ha venido a profundizar los 
problemas de viabilidad económica que ya se venían produciendo en esta rama de actividad. 
Todo ello se agrava especialmente en el transporte discrecional, al que se añaden las 
incertidumbres que se abren en los nuevos periodos turísticos, que es previsible que se vean 
afectados por la actual crisis. 
 
Se requiere por tanto una acción urgente para apoyar de forma rápida y decidida a las 
empresas del sector, incluyendo líneas de ayuda directa que garanticen la liquidez de las 
mismas y la compensación de los costes extraordinarios que han soportado derivado de la 
guerra en Ucrania, siguiendo el espíritu y condicionantes marcados en el Marco Temporal 
relativo a las medidas de ayuda estatal destinadas a respaldar la economía tras la agresión 
contra Ucrania por parte de Rusia recientemente aprobado por la Comisión Europea. 
 
El importe de las ayudas se repartirá entre las diversas actividades: Transporte por taxi, tipos 
de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.,transporte de mercancías por carretera y servicio 
de transporte sanitario de personas. 
 
Para la financiación de estas ayudas, se aprueba un crédito extraordinario por un importe total 
de 450 millones de euros. 
 
Por su parte, el ferrocarril es un modo de transporte esencial de cara a la promoción de un 
sistema de movilidad al servicio de todos los ciudadanos que garantice la equidad social en el 
conjunto del territorio. Siendo clave de cara a la consecución, entre otros, del principio de 
sostenibilidad integrando, de esta forma, la eficiencia energética con la equidad económico-
social el respeto al entorno natural y urbano y la lucha contra el cambio climático (Movilidad 
Sostenible). 
Un posible efecto expulsión del transporte ferroviario, ya sea de viajeros o de mercancías, 
como consecuencia del incremento de los costes de las Empresas Ferroviarias derivado del 
incremento del precio de la energía y los carburante, implica por sí sólo graves dificultades en 
orden a la consecución de la sostenibilidad en la cadena de transporte y por tanto de la 
economía nacional en su conjunto, reduciendo la cuota actual de este modo de transporte e 
impidiendo alcanzar los objetivos planteados de cambio modal hacia el ferrocarril y, en 
consecuencia, dificultando la imprescindible descarbonización de la economía. 
 
El incremento de estos costes está perjudicando de forma significativa las cuentas de 
resultados de los operadores, tanto de viajeros como de mercancías, por lo que, con el objetivo 
de compensar con dotaciones económicas extraordinarias el sobrecoste que ya se ha 
producido, se establece un sistema de ayudas directas, correspondiente al ejercicio 2022, para 
la concesión de apoyo financiero a empresas privadas cuya actividad se encuadre en el 
código 4920 «Transporte de mercancías por ferrocarril» de la Clasificación Nacional de 
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Actividades Económicas, cuya finalidad será paliar el efecto perjudicial del incremento de los 
costes de los productos petrolíferos ocasionados como consecuencia de la invasión de Ucrania 
y las sanciones impuestas a Rusia por su causa. 
 
Ello motiva que se adopten las medidas necesarias que permitan continuar con el proceso de 
liberalización del sector ferroviario en un marco competitivo que no se vea distorsionado por 
ineficiencias en la estructura de costes de los distintos agentes implicados. Se hace necesario 
abordar una reforma de la Ley del Sector Eléctrico que permita reducir el incremento de costes, 
como puede ser la habilitación para la implantación de plantas de generación de energía 
renovable que alimenten la demanda de la energía de tracción posibilitando a los 
administradores de infraestructuras ferroviarias la prestación de los servicios de suministro 
eléctrico mediante la conexión por parte de las empresas ferroviarias a sus puntos de frontera 
de plantas de generación de energía eléctrica renovable, siempre que sea técnicamente 
posible y que cumplan con las condiciones de acceso que a tal fin pueda establecer el citado 
administrador de infraestructura. No obstante, en tanto se aborda la reforma legislativa, como 
medida de carácter urgente y extraordinario, se recoge una compensación a las empresas 
ferroviarias privadas que realicen servicios de mercancías por el sobrecoste de la energía de 
tracción de los trenes, que se realizará a través del administrador de infraestructuras 
ferroviarias, ADIF-AV. 
 
Asimismo, el incremento de estos costes está perjudicando de forma significativa las cuentas 
de resultados de los operadores, tanto de viajeros como de mercancías, por lo que, con el 
objetivo de compensar con dotaciones económicas extraordinarias el sobrecoste que ya se ha 
producido, se establece un sistema de ayudas directas, correspondiente al ejercicio 2022, para 
la concesión de apoyo financiero a empresas privadas cuya actividad se encuadre en el 
código 4920 «Transporte de mercancías por ferrocarril» de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas, cuya finalidad será paliar el efecto perjudicial del incremento de los 
costes de los productos petrolíferos ocasionados como consecuencia de la invasión de Ucrania 
y las sanciones impuestas a Rusia por su causa. 
 
Además, como medida en materia de Seguridad Social, se regula la posibilidad de que las 
empresas con trabajadores en alta en el Régimen General de la Seguridad Social y los 
trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, que desarrollen su actividad en el sector del transporte urbano y 
por carretera (CNAE 4931, 4932, 4939, 4941 y 4942), soliciten un aplazamiento en el pago de 
las cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta cuyo devengo 
tenga lugar entre los meses de abril a julio de 2022, en el caso de empresas, y entre los meses 
de mayo a agosto de 2022, en el caso de trabajadores autónomos, en unas condiciones más 
favorables que las contempladas con carácter general para la aplicación de dicha figura, 
atendiendo a las dificultades que atraviesa dicho sector. 
 
El título III, de apoyo al tejido económico y empresarial, se compone de 4 capítulos, que 
contienen, respectivamente, medidas para reforzar la liquidez de empresas y autónomos, para 
mitigar el incremento de costes en el tejido empresarial de actividades críticas del sector 
primario, para apoyar al sector agrario, ganadero y pesquero; así como para la ampliación de 
plazos y flexibilización del cumplimiento de obligaciones en el ámbito cinematográfico y de la 
propiedad industrial. 
 
En cuanto a las medidas para reforzar la liquidez, se aprueba una nueva línea de avales 
de 10.000 millones de euros por cuenta del Estado para empresas y autónomos. Esta nueva 
línea, como ayuda de Estado dirigida a mitigar las consecuencias económicas de la invasión 
rusa de Ucrania, debe ser autorizada por la Comisión Europea, por lo que no podrá otorgarse 
ningún aval con cargo a la misma hasta que se haya producido esta autorización. Mediante 
Acuerdo del Consejo de Ministros se establecerán las condiciones y requisitos aplicables. 
Asimismo, se prevé el régimen de recuperación y cobranza de estos nuevos avales. 
 
Por su parte, para apoyar a los sectores agrario, ganadero y pesquero, el capítulo II se 
articulan unas medidas de ayuda directa a la producción de leche por explotaciones de ganado 
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vacuno, ovino y caprino; explotaciones que se encuentran en una situación crítica por las 
circunstancias señaladas. 
 
Con dicha finalidad se contempla un montante de 169 millones de euros vehiculados con la 
mayor celeridad administrativa posible para garantizar el apoyo eficaz y eficiente al sector de 
producción lácteo vacuno, ovino y caprino, que está sufriendo los efectos de la crisis, ya sea 
por el deterioro de sus márgenes que compromete su viabilidad y su valor medioambiental, por 
su elevada exposición a los mercados internacionales y la repercusión de las disrupciones en 
el comercio mundial. Con el objetivo de mantener la estabilidad del tejido económico que estas 
explotaciones sostienen en todo el territorio nacional 
 
En segundo lugar el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación pondrá a disposición de los 
operadores agrarios una línea de ayuda, en régimen de concesión directa, por importe 
de 193.470.759 euros, de los cuales 64.490.253 euros serán aportados por la Unión Europea, 
con base en el Reglamento Delegado (UE) 2022/467 de la Comisión de 23 de marzo de 2022 
por el que se establece una ayuda excepcional de adaptación para los productores de los 
sectores agrarios (C/2022/1872) en aplicación de lo señalado en el artículo 219 del Reglamento 
(UE) N.º 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de diciembre de 2013 por el 
que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios y por el que se 
derogan los Reglamentos (CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 
1234/2007 (OCMA), y el resto, 128.980.506 euros, constituye la financiación estatal, hasta el 
máximo de cofinanciación permitido por dicho Reglamento l. 
 
El objeto de dichas ayudas es fortalecer la viabilidad y normal funcionamiento de las 
explotaciones del sector agrario en situaciones excepcionales, por distorsiones graves en el 
aprovisionamiento de materias primas ocasionadas por fluctuaciones en el mercado mundial, 
las cuales han de ajustarse a los criterios de elegibilidad que se señalan en Reglamento 
Delegado. La necesidad de gestionar las ayudas y efectuar los pagos en un plazo muy corto, 
requiere que estos fondos sean gestionados de forma descentralizada por las comunidades 
autónomas a través de la solicitud anual ordinaria de la PAC, ya que se simplifica la gestión 
aprovechando la solicitud y se garantiza que los fondos los perciben productores que cumplen 
con la condicionalidad ambiental de las ayudas y con los requisitos medioambientales previstos 
dentro del «pago verde» de esta política. 
 
En tercer lugar, con objeto de facilitar un aumento del potencial de producción agrícola de la 
Unión Europea, tanto para el suministro de alimentos como de piensos para hacer frente a esta 
situación, y en atención a las circunstancias concurrentes, la Comisión Europea ha acordado la 
Decisión de Ejecución (UE) 2022/484 de la Comisión de 23 de marzo de 2022 por la que se 
establecen excepciones al Reglamento (UE) n.º 1307/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo y al Reglamento Delegado (UE) n.º 639/2014 de la Comisión en lo que atañe al 
cumplimiento de determinadas condiciones relativas al pago de ecologización para el año de 
solicitud 2022 [notificada con el número C(2022) 1875]. Es decir, el nuevo régimen regulador 
aprobado excepcionalmente para este año permite introducir mecanismos de flexibilización 
durante 2022 en lo que respecta a dos de los elementos que conforman el pago para prácticas 
agrícolas beneficiosas para el clima y el medio ambiente en el marco de la PAC, mecanismo 
que permite conceder un pago anual por cada hectárea admisible vinculada a un derecho de 
pago básico, siempre que se respeten determinadas prácticas medioambientales, dependiendo 
de la estructura de la explotación. Concretamente, se permiten excepciones en lo que se 
refiere a la obligación de diversificación de cultivos –sembrar varios cultivos diferentes en la 
tierra de cultivo de la explotación– y al establecimiento de superficies de interés ecológico –
destinar parte de las tierras de cultivo de la explotación a algunas de las categorías fijadas en 
la normativa europea, como el barbecho o cultivos fijadores de nitrógeno–. Así, mediante las 
excepciones establecidas para 2022 se podrá pastar o sembrar un cultivo en la superficie de 
barbecho de tal manera que se incremente la capacidad productiva de las explotaciones sin 
perder el derecho a cobrar la ayuda de ecologización. 
 
Así, en aplicación de la mencionada Decisión se procede a modificar, en la disposición final 
correspondiente, el Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir 
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de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así 
como sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural, para 
reflejar las citadas medidas de aplicación para la solicitud de la PAC correspondiente al 
presente ejercicio. 
 
Asimismo, se modifica, también mediante disposición final, el artículo 2 del Real Decreto-
ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario 
por causa de la sequía, al objeto de ampliar en un mes el aplazamiento en el pago de cuotas 
de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta en él regulado respecto a 
empresas y trabajadores del sector agrario, estableciéndose a su vez, un periodo máximo de 
amortización de 16 mensualidades. 
 
Por lo que respecta a las medidas del sector pesquero, se articulan una serie de mecanismos 
al amparo del Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento Europeo y del Consejo de 7 de julio 
de 2021 por el que se establece el Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura, y por 
el que se modifica el Reglamento (UE) 2017/1004 que permiten la concesión de ayudas 
directas en momentos de crisis y que beneficiarán al sector de la pesca y de la acuicultura. 
 
Ha de tenerse en cuenta que España lidera la producción pesquera en la Unión Europea, y su 
importancia estructural es esencial. España es uno de los mayores consumidores de pescado 
en el ámbito mundial y a pesar del elevado volumen de producción propio, no es posible 
autoabastecer el mercado interno teniendo que recurrir a la importación para aprovisionar dos 
terceras partes de este consumo. 
 
En su estructura productiva tienen una enorme repercusión los precios del gasóleo, ya que, 
según las cuentas satélites del PIB, supone en muchos casos más de un 25 % de sus 
consumos intermedios, como media. El incremento actual del precio del carburante, que ha 
disparado el coste hasta el 50 % en algunos casos, hace inasumible la continuidad de la 
actividad, hasta el punto de que buena parte del sector mantiene los barcos amarrados en 
puerto sin salir a faenar.  
Procede en este momento ampliar algunas de las medidas ya adoptadas y acordar otras de 
nuevo cuño para beneficiar al sector pesquero, que ha visto notablemente incrementados los 
costes intermedios, siendo significativo la subida del precio del gasóleo, imprescindible para el 
desempeño de su labor. 
 
Por una parte, se dispone que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación concederá una 
ayuda, en régimen de concesión directa conforme al artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 27 
de noviembre, para cubrir los costes adicionales derivados del incremento de los costes de 
producción de cada empresa pesquera y acuícola que hayan sido asumidos durante el periodo 
comprendido entre el 24 de febrero de 2022 y el 31 de julio de 2022, pudiendo ampliarse dicho 
plazo hasta diciembre de 2022, tanto para el sector de la pesca como para el de la acuicultura. 
Además, como novedad con respecto de normas precedentes, el artículo 6 del Real Decreto-
ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario 
por causa de la sequía, dispuso la creación de una línea de financiación que prevé la 
concesión de créditos bonificados, no reembolsables, que ahora se amplía expresamente a las 
actividades pesqueras. 
 
Asimismo, en relación con la tasa portuaria de la pesca fresca, se establece una exención al 
armador del buque o embarcación pesquera, y su sustituto, en el caso de que la pesca fresca 
acceda al puerto por vía marítima. Se establece la exención durante un periodo de seis meses, 
desde la entrada en vigor de la norma. 
 
Por otro lado, teniendo presente que la exención de esta tasa tendría una desigual afectación 
en el sistema portuario de interés general, pues atendiendo a toneladas movidas en 2021, 
afectaría sobre todo a seis Autoridades Portuarias (Vigo, A Coruña, Avilés, Pasaia, Gijón y 
Bahía de Cádiz), se establece una medida para remediar en lo posible este desequilibrio 
financiero, a través de la preferencia de estos organismos portuarios en el reparto del Fondo de 
Compensación Interportuario del año 2023. 
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En esa misma línea, y con carácter también temporal, se exime del canon de utilización de los 
bienes del dominio público a los establecimientos acuícolas de plataforma continental. 
 
Por último, se regula la posibilidad de que las empresas incluidas en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar y los trabajadores por cuenta propia incluidos en 
el mismo régimen, soliciten un aplazamiento en el pago de las cuotas de la Seguridad Social y 
por conceptos de recaudación conjunta cuyo devengo tenga lugar entre los meses de marzo a 
junio de 2022, en unas condiciones más favorables que las contempladas con carácter general 
para la aplicación de dicha figura, atendiendo a las dificultades que atraviesa el sector 
marítimo-pesquero. 
 
En cuanto a las medidas de ampliación de plazos y flexibilización del cumplimiento de 
obligaciones en el ámbito cinematográfico y de la propiedad industrial, se regula, por un lado, la 
ampliación de plazos para películas beneficiarias de ayudas en el período 2020 a 2022, cuyo 
rodaje esté previsto en Ucrania, Rusia y países limítrofes afectados por la guerra. 
 
Dentro del sector cinematográfico y audiovisual, el dedicado a la producción cinematográfica 
posee una idiosincrasia que lo hace especialmente sensible a esta situación, teniendo en 
cuenta que el sistema de ayudas a la cinematografía está basado en una serie de hitos como 
son el inicio del rodaje, la calificación de las películas, la obtención de la nacionalidad, el 
estreno comercial de las películas en salas de cine y el reconocimiento del coste, que generan 
obligaciones de cumplimiento sucesivo, de modo que el eventual incumplimiento de alguna de 
ellas acarrea necesariamente el de las posteriores. 
 
Por lo tanto, en la situación actual de conflicto, es necesario flexibilizar el cumplimiento de 
dichos requisitos para aquellos proyectos de películas que han obtenido ayudas y cuyo rodaje 
estaba previsto realizarse, ya fuera total o parcialmente, en Ucrania, Rusia o en países 
afectados por la guerra y que no puedan obtener los permisos necesarios para rodar; dando la 
oportunidad a las empresas afectadas por esta razón de fuerza mayor para que puedan cumplir 
de la mejor manera posible con sus obligaciones y, de este modo, evitar que se produzca una 
temible situación de incumplimientos en cadena. 
 
Concretamente, se prevé una ampliación de los plazos para comunicar el inicio de rodaje y 
para solicitar la calificación y el certificado de nacionalidad que afectaría a los proyectos que 
hayan resultado beneficiarios de ayudas a la producción de largometrajes y de cortometrajes 
en los años 2020, 2021 y 2022, otorgados al amparo de la Orden CUD/582/2020, de 26 de 
junio, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas estatales para la 
producción de largometrajes y de cortometrajes y regula la estructura del Registro 
Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales. 
 
Asimismo, se considera necesario establecer para estos casos una medida excepcional que 
permita que, en los supuestos en que haya resultado imposible cumplir con los plazos previstos 
en la normativa, las productoras beneficiarias realicen la devolución voluntaria de la ayuda 
recibida sin que se les apliquen los intereses de demora que, de acuerdo con la normativa 
subvencional deberían calcularse, tal y como establece el artículo 90 del Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
 
Por último, se plantea una medida que facilita la difusión y comercialización de las películas y 
otras obras audiovisuales de nacionalidad ucraniana, y que afecta al procedimiento para su 
calificación, que es un requisito previo para su exhibición y distribución en España. 
 
El procedimiento de calificación que realiza el Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales está regulado en el artículo 7 del Real Decreto 1084/2015, de 4 de diciembre, y 
requiere, cuando la obra no es española, que la empresa solicitante aporte el certificado de 
nacionalidad de la obra expedido por el organismo oficial competente del país de producción o, 
en su defecto, documento acreditativo de la misma legalizado en dicho país. 
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Por lo tanto, y teniendo en cuenta la imposibilidad de acceder a dichos documentos, se 
flexibiliza el requisito y se permite que se aporte una declaración responsable de la empresa 
distribuidora o productora de nacionalidad española que solicite la calificación. 
 
En la misma línea, con el objetivo de evitar o mitigar, en la medida de lo posible, que la 
situación de los solicitantes de títulos de propiedad industrial residentes o con sede social en 
Ucrania pudiese verse agravada como consecuencia de este conflicto bélico, se amplían los 
plazos para la tramitación de los procedimientos administrativos previstos en la Ley 17/2001, 
de 7 de diciembre, de Marcas; la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes, y la Ley 20/2003, 
de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial, a excepción de los plazos relativos a 
procedimientos de oposiciones. 
 
El título IV, por su parte, recoge diversas medidas de apoyo a trabajadores y colectivos 
vulnerables. Por lo que se refiere a las medidas de protección de las personas trabajadoras, la 
situación que en las empresas pueda causar la invasión de Ucrania o el aumento de los precios 
o costes energéticos, lleva consigo importantes distorsiones económicas. 
 
Esta situación de carácter coyuntural y extraordinario debe ser atendida con los recursos 
disponibles en el ordenamiento laboral, en particular, los previstos en el artículo 47 del Estatuto 
de los Trabajadores; pero además y como ha puesto de manifiesto la experiencia de los 
expedientes ligados a la crisis de la COVID-19 también resulta necesario, para proteger el 
empleo de manera suficiente, establecer una serie de medidas complementarias y 
extraordinarias que garanticen su efecto útil que no es otro que evitar la destrucción del empleo 
y del tejido empresarial ante una situación que podría tener efectos económicos y sociales 
imprevisibles. 
 
De manera que a la posibilidad de acudir a los expedientes de regulación temporal de empleo 
previstos en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores, y de aplicar, en su caso, las 
ventajas asociadas a estas medidas de flexibilidad en una situación que hace previsible su 
utilización significativa deben acompañarse medidas complementarias de cautela adicional que 
se entienden precisas para garantizar la necesaria protección social, evitando despidos y 
destrucción de puestos de trabajo. 
 
Estas medidas son las siguientes: 
 
a) Las empresas beneficiarias de las ayudas directas no podrán justificar despidos objetivos 
basados en el aumento de los costes energéticos. 
b) Las empresas que se acojan a las medidas de reducción de jornada o suspensión de 
contratos reguladas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores por causas relacionadas 
con la invasión de Ucrania y que se beneficien de apoyo público no podrán utilizar estas 
causas para realizar despidos. 
 
También se prevé un incremento del importe del ingreso mínimo vital correspondiente a los 
meses de abril, mayo y junio de 2022 mediante la aplicación de un porcentaje del 15 % al 
importe reconocido en cada caso. La finalidad de esta medida es evitar que las personas 
perceptoras de esta prestación, que pertenecen a los colectivos más vulnerables en términos 
económicos y sociales, puedan verse más afectadas aún en su precaria situación por las 
consecuencias que la invasión de Ucrania por Rusia está generando en toda Europa. En 
efecto, en este contexto se ha producido un alza extraordinaria de los precios dentro de una 
coyuntura en la que el IPC estaba ya en máximos, por lo que urge adoptar medidas que 
amortigüen el impacto de esta subida en la población, y especialmente en los colectivos cuya 
situación es más complicada, como es el caso de los perceptores del ingreso mínimo vital. 
Igualmente, respecto de los arrendamientos de vivienda se establece la limitación de la 
actualización de la renta. Teniendo en cuenta la evolución reciente del Índice de Precios al 
Consumo, se hace preciso adoptar medidas para evitar, en el marco de un mismo contrato, un 
excesivo impacto en las personas y hogares arrendatarios de vivienda, al utilizar de referencia 
para actualizar anualmente la renta un índice cuya evolución obedece a elementos del contexto 
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nacional e internacional que son ajenos al ámbito de la vivienda, por lo que se considera 
necesario establecer una limitación extraordinaria de la actualización anual de la renta de los 
contratos de arrendamiento de vivienda, regulada en el artículo 18 de la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de Arrendamientos Urbanos, desde la entrada en vigor de la norma hasta el 30 de 
junio de 2022, de forma que, en defecto de acuerdo entre las partes, no pueda superar la 
actualización de la renta el resultado de aplicar la variación anual del Índice de Garantía de 
Competitividad, que ofrece una evolución sujeta a una mayor estabilidad, en el contexto actual. 
La modificación de esta referencia en la actualización de los contratos de arrendamiento de 
vivienda vigentes durante el periodo indicado responde a razones de urgencia y necesidad en 
un contexto en el que el Índice de Precios al Consumo ha alcanzado el pasado mes de febrero 
el 7,6 %, lo que constituye el valor máximo de los últimos 35 años, con lo que ha dejado de ser, 
de manera coyuntural, una referencia adecuada para la aplicación de las actualizaciones 
anuales de tales contratos. 
 
Por otro lado, y dentro de las medidas de protección a colectivos vulnerables, a fin de permitir 
el acceso de las potenciales víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual, 
incluidas las derivadas del desplazamiento de personas que huyen del conflicto armado en 
Ucrania, el real decreto-ley habilita la acreditación de estas situaciones mediante un informe 
emitido por los servicios públicos encargados de la atención integral a estas víctimas o por 
entidades sociales debidamente reconocidas por las Administraciones Públicas competentes 
como especializadas en la materia. 
 
De conformidad con el artículo 12 del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos hecho en Varsovia el 16 de mayo de 2005 y ratificado por España 
en 2009 (Convenio de Varsovia), los Estados Parte deben adoptar las medidas legislativas o de 
otra índole que sean necesarias para asistir a las víctimas en su restablecimiento físico, 
psicológico y social y para que esta asistencia no quede supeditada a la voluntad de las 
víctimas de testificar. 
 
La acreditación de estas situaciones previstas en el presente real decreto-ley tiene 
exclusivamente efectos socio-asistenciales, siendo compatible con la identificación formal de 
las victimas prevista en el artículo 10 del Convenio de Varsovia y que en España se regula en 
el artículo 141 del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009. Según el artículo 141 del 
Reglamento de extranjería la identificación de las víctimas de trata se realizará por las 
autoridades policiales con formación específica en la investigación de la trata de seres 
humanos y en la identificación de sus víctimas. 
 
También se articulan medidas para facilitar a las personas de origen ucraniano solicitantes de 
nacionalidad española la cumplimentación de los trámites exigidos al efecto. 
 
Y es que, dado el contexto de guerra en el que se encuentra Ucrania, resulta complicado que 
los actuales solicitantes, que se encuentran en territorio español, pueden procurarse su 
certificado de nacimiento o su certificado de antecedentes penales. De este modo, en 
consideración a las dificultades que por causa de la guerra experimentarán los solicitantes 
ucranianos para procurarse los certificados de nacimiento y antecedentes penales de su país 
de origen para incorporarlos a sus solicitudes en curso, o que presenten mientras dure el 
conflicto, éstos estarían exentos de aportar dicha documentación asimilándose así a los 
refugiados y apátridas reconocidos como tales por el Ministerio del Interior. Igualmente, estarán 
exentos de aportar esta documentación en los procedimientos que se tramiten en los registros 
civiles mientras dure el conflicto, sin perjuicio de la obligación de su aportación en el futuro. En 
ambos casos, se aportará una declaración responsable de la persona interesada en relación 
con los datos que acreditarían los certificados correspondientes. 
 
Cabe destacar asimismo la regulación de un procedimiento específico para brindar una 
respuesta de protección a personas menores de edad que estén afectadas por una crisis 
humanitaria, que contempla la autorización de la residencia y la estancia temporal de los niños, 
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las niñas y adolescentes afectados por crisis humanitarias con personas o familias que les 
acogen, en condiciones de seguridad para los y las menores de edad y el procedimiento a 
llevar a cabo por las entidades públicas correspondientes. 
 
Finalmente, se contempla la concesión de subvenciones destinadas a la prevención, detección, 
atención y protección de víctimas de violencia contra las mujeres y de víctimas de trata de 
seres humanos y explotación sexual en el marco de la crisis humanitaria; y la concesión de un 
crédito extraordinario en el presupuesto del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones destinado a financiar la atención de refugiados de Ucrania. 
 
En otro orden, la parte final de la norma contempla 20 disposiciones adicionales, 8 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria única y 43 disposiciones finales. 
 
La disposición adicional primera actualiza los precios aplicables a los distintos segmentos 
tarifarios de los cargos del sistema eléctrico para el periodo comprendido entre la fecha de 
entrada en vigor del presente real decreto-ley y el 31 de diciembre de 2022. 
 
Por su parte, la disposición adicional segunda prevé la revisión de los parámetros retributivos 
aplicables a las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía 
renovables, cogeneración y residuos, como consecuencia de la suspensión del impuesto sobre 
el valor de la producción de energía eléctrica en el segundo trimestre del año. 
 
La disposición adicional tercera prorroga hasta el 30 de junio de 2022 las medidas de 
flexibilización de contratos de suministro de gas natural para proteger al sector industrial ante el 
incremento de precios. A estos efectos se contempla un número máximo de modificaciones 
permitidas de caudal y peajes de 3 y 1 respectivamente, desde el momento de entrada en vigor 
de esta disposición, hasta la fecha límite referida de aplicación de esta medida excepcional. 
 
En la disposición adicional cuarta se establece, para el trienio 2023 a 2025, la obligación de los 
distribuidores de incluir en sus planes de inversión anuales actuaciones que incrementen la 
capacidad para acceso de nueva generación renovable y de autoconsumo. 
 
La disposición adicional quinta estipula la prórroga de los descuentos aplicables al bono social 
de electricidad hasta el 30 de junio de 2022. 
 
Mediante la disposición adicional sexta se prorroga en las revisiones del precio de la tarifa de 
último recurso de gas natural correspondientes al 1 de abril de 2022 y 1 de julio de 2022 la 
contención del incremento máximo del 15% del coste de la materia prima imputado en esta 
tarifa, término Cn. 
 
Esta medida fue aprobada en la disposición adicional séptima del Real Decreto-ley 17/2021, 
de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios 
del gas natural en los mercados minoristas de gas y electricidad para las revisiones del 1 de 
octubre de 2021 y el 1 de enero de 2022, como medida urgente y excepcional de protección 
social destinada a amortiguar el impacto de la notable subida de cotizaciones internacionales 
del gas natural. Los incrementos de precios internacionales que han tenido lugar desde la 
aprobación de la medida, que han conducido a un máximo historio de 214,36 €/MWh en el 
precio de cierre del mercado MIBGAS el 7 de marzo, muy superior a los valores del mes de 
septiembre que condujeron a la aprobación del citado real decreto-ley, hacen urgente y 
necesario prolongar en el tiempo la aplicación de esta medida al objeto de evitar a los 
consumidores acogidos a la tarifa de último recurso incrementos del precio de gas natural 
bruscos y repentinos. 
 
A fin de maximizar la implantación de energías renovables en el corto plazo, en la disposición 
adicional séptima se establecen medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas 
aplicables a programas de ayudas establecidos en el ámbito de las energías renovables y 
cofinanciados con fondos FEDER correspondientes al período de programación 2014-2020. 
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Igualmente, en la disposición adicional octava, se regula el deber de las comercializadores de 
referencia de informar sobre el nuevo bono social y el plazo a partir del cual puede formalizarse 
la solicitud de acogimiento al mismo. 
 
La disposición adicional novena prevé la adaptación normativa de las disposiciones relativas a 
la retribución de las actividades reguladas afectadas como consecuencia de la financiación en 
concepto de bono social y coste de suministro de los consumidores. 
 
La disposición adicional décima dispone un plazo de un mes, desde la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley, para que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
determine las cuantías a financiar en concepto de bono social y coste de suministro de los 
consumidores a que hace referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre. 
 
La disposición adicional undécima contiene la autorización del Consejo de Ministro al Ministerio 
de Agricultura Pesca y Alimentación para la distribución entre las comunidades autónomas, 
conforme a lo señalado en el artículo 33, de 128.980.506,00 euros, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
 
La disposición adicional duodécima establece la necesidad de que las ayudas y medidas de 
apoyo recogidas en este real decreto-ley cumplan con la normativa de ayudas de Estado, y en 
caso de que resulte necesario, cuenten con la autorización expresa de la Comisión Europea. 
 
La disposición adicional decimotercera declara la compatibilidad de las ayudas directas 
contempladas en este real decreto-ley con las que las Comunidades Autónomas o las 
entidades locales puedan otorgar en el ejercicio de sus competencias propias y en el ámbito 
del Marco Temporal de Ayudas de Estado para apoyar la economía como consecuencia de la 
invasión rusa de Ucrania o de otra posible normativa de ayudas de Estado que puedan resultar 
de aplicación, y sin perjuicio del cumplimiento de las reglas de acumulación. 
 
La disposición adicional decimocuarta aprueba un suplemento de crédito de 65 millones de 
euros en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo destinado a financiar el programa de 
compensación de costes indirectos vinculado al régimen de comercio de derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero. 
 
La disposición adicional decimoquinta, al objeto de financiar la ampliación de la cobertura del 
bono social térmico a los nuevos beneficiarios acogidos al bono social de electricidad, aprueba 
un suplemento de crédito de 75 millones de euros en el Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico. 
 
Asimismo, en la disposición adicional decimosexta se aprueba un suplemento de crédito por 
importe de 21.640.000 euros, destinado al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, para financiar la actividad de almacenamiento subterráneo en términos previstos 
en este real decreto-ley. 
 
La disposición adicional decimoséptima prevé, igualmente, la concesión de un crédito 
extraordinario por importe de 10.310.000 euros, destinado al Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, con el fin de financiar la convocatoria de ayudas a transportistas 
autónomos por carretera. 
 
La disposición adicional decimoctava establece que no resultarán de aplicación las limitaciones 
contenidas en el artículo 52 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, a 
las transferencias de crédito que se tramiten y que se financien con los créditos extraordinarios 
y suplementos de crédito aprobados en este real decreto-ley. 
 
La disposición adicional decimonovena regula la prestación de un servicio de atención 
telefónica a víctimas de discriminación recial o étnica por parte del Ministerio de Igualdad. 
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Y la disposición adicional vigésima contiene recoge medidas temporales de etiquetado para 
esta situación excepcional. 
 
En primer lugar, se consideran cumplidas las obligaciones de información a las personas 
consumidoras establecidas en el Reglamento (UE) n.º 1169/2011 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre la información alimentaria facilitada al consumidor y 
por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.º 1924/2006 y (CE) n.º 1925/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se derogan la Directiva 87/250/CEE de la 
Comisión, la Directiva 90/496/CEE del Consejo, la Directiva 1999/10/CE de la Comisión, la 
Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, las Directivas 2002/67/CE, 
y 2008/5/CE de la Comisión, y el Reglamento (CE) n.º 608/2004 de la Comisión, mediante la 
utilización por parte de los operadores de empresas alimentarias de etiquetas o pegatinas 
adhesivas, impresión por chorro de tinta u otros sistemas equivalentes que recojan la 
información actualizada relativa a qué ingredientes se han utilizado para reemplazar los 
utilizados anteriormente, reportándose en todo caso la presencia de alérgenos. 
 
En segundo lugar, se habilita la posibilidad de que los operadores de empresas alimentarias 
utilicen instrumentos complementarios (como códigos QR, páginas web o carteles en el 
establecimiento de venta) que complementen o mejoren la información actualizada en el 
etiquetado del envase del producto. 
 
En tercer lugar, se garantiza que estas medidas temporales y excepcionales en ningún caso 
puedan inducir a error a las personas consumidoras, mediante previsiones que garanticen la 
legibilidad y accesibilidad de la información al consumidor, eviten la inclusión en el listado de 
ingredientes de aquellos no utilizados en la elaboración del alimento (por ejemplo, 
determinados aceites vegetales, como aceite de girasol, colza o soja) y anulen toda 
información o elemento gráfico que pueda inducir a error sobre la composición real del 
producto. 
 
Finalmente, y para cumplir con el mandato de la Comisión Europea de que las decisiones se 
adopten «caso por caso», se habilita a la persona titular del Ministerio de Consumo para fijar 
las obligaciones específicas mediante Orden Ministerial en los supuestos previstos en dicha 
disposición. 
 
Por lo que respecta a las disposiciones transitorias, la primera de ellas establece la obligación 
del gestor de la red de transporte de electricidad de evaluar la capacidad de dicha red y remitir 
el informe correspondiente en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del Acuerdo de Consejo de Ministros por el que 
se apruebe la planificación de la red de transporte de energía eléctrica. 
 
Como quiera que las altas cotizaciones internacionales del gas natural y el riesgo a la perdida 
de suministro inherente a la invasión de Ucrania por Rusia hacen urgente y necesaria una 
revisión de la normativa relacionada con el almacenamiento de gas natural, la disposición 
transitoria segunda regula el uso de los almacenamientos subterráneos básicos del 1 de abril 
de 2022 al 31 de marzo de 2023. 
 
Concretamente, se aprueban medidas destinadas a incentivar el uso de los almacenamientos 
para el próximo ciclo anual de inyección-extracción que da comienzo el próximo 1 de abril, 
como es la aplicación de un canon de almacenamiento de 0 €/kWh/día/año al volumen 
almacenado equivalente a los 7,5 días de reservas mínimas operativas del usuario 
establecidos en el artículo 17, apartado 2, letra b, del Real Decreto 1716/2004, de 23 de julio, 
por el que se regula la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de seguridad, la 
diversificación de abastecimiento de gas natural y la corporación de reservas estratégicas de 
productos petrolíferos. Igualmente, se introduce una rebaja del 100% en el precio de salida de 
la subasta de capacidad anual de almacenamiento para fomentar la utilización de su 
capacidad. En el caso de la subasta anual, como contraprestación ante el importante 
descuento ofrecido y para evitar el acaparamiento de la capacidad y que se acabe por no 
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utilizar, la rebaja va acompañada de la obligación de llenar el 90% de la capacidad contratada 
el último día del mes de octubre. 
 
La disposición transitoria tercera regula el modo de aplicación de las medidas de agilización de 
los procedimientos en trámite relativos a proyectos de energías renovables. 
 
En lo que al bono social se refiere, la disposición transitoria cuarta establece el régimen 
aplicable a los consumidores que ya estuviesen acogidos al mismo a la fecha de entrada en 
vigor de este real decreto-ley. 
 
La disposición transitoria quinta prevé el medio de acreditar los requisitos para ser beneficiario 
del bono social, en tanto la aplicación telemática que comprueba el cumplimiento de los 
mismos no se haya adaptado para realizar la comprobación automática de las personas que 
resulten beneficiarias del ingreso mínimo vital. 
 
La disposición transitoria sexta establece los valores que se han de aplicar para la financiación 
del bono social y coste de suministro de los consumidores a que hace referencia los párrafos j) 
y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
 
La disposición transitoria séptima regula el régimen de obligaciones aplicable a las 
prestaciones de ingreso mínimo vital causadas desde el 1 de junio de 2020. 
 
Y, por último, la disposición transitoria octava, prevé que las modificaciones operadas en el 
apartado tercero del artículo 62 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que 
se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, serán aplicables a las 
convocatorias de subvenciones vigentes a la entrada en vigor de este real decreto-ley. 
 
La disposición derogatoria única determina la derogación de todas aquellas disposiciones de 
igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en este real decreto-ley. 
 
En cuanto a las disposiciones finales, la primera de ellas prevé la modificación de la 
Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía nuclear, para la adecuación del régimen aplicable a 
los suelos o terrenos contaminados radiológicamente. 
 
Por medio de la disposición final segunda se introduce una disposición transitoria segunda en 
el Real Decreto 104/1988, de 29 de enero, sobre homologación y convalidación de títulos y 
estudios extranjeros de educación no universitaria, que permite a los ciudadanos presentar, en 
defecto de la documentación requerida, una declaración responsable que faculte el inicio y 
ordenación del expediente, así como la valoración de los estudios cursados a los efectos de la 
resolución final. Esta medida se adopta sin perjuicio de que previamente a la resolución que se 
acuerde deba aportarse de manera indubitada el elenco documental que permite que la misma 
sea ajustada a derecho. 
 
La disposición final tercera introduce un nuevo apartado 3 en el artículo 9 de la Ley 7/1996, 
de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, para permitir que, ante circunstancias 
extraordinarias o de fuerza mayor que así aconsejen, los establecimientos comerciales puedan 
suspender con carácter temporal la prohibición prevista de limitar la cantidad de artículos que 
puedan ser adquiridos por cada comprador. 
 
La disposición final cuarta modifica el apartado 3 del artículo 55, el párrafo b) del apartado 2 del 
artículo 59, el artículo 78 y el artículo 110 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de 
hidrocarburos, en materia de líneas directas y de suministro de gases renovables mediante 
canalizaciones aisladas. Introduce, asimismo, una letra d) en el artículo 103.1 y una disposición 
adicional trigésima octava, en la que se articulan los preceptos para el suministro de gases 
renovables mediante canalizaciones aisladas, entre los que se incluye el hidrógeno renovable. 
Entre los aspectos regulados se incluyen la consideración de actividad de interés general y su 
declaración de utilidad pública; el procedimiento aplicable para la autorización de las 
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infraestructuras; el acceso negociado de terceros y la no aplicabilidad de retribución regulada y 
los derechos, obligaciones, infracciones, sanciones, y demás preceptos aplicables a los 
agentes de la cadena de suministro de los gases renovables. 
 
En la disposición final quinta se contempla la modificación del Real Decreto 1955/2000, de 1 de 
diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, con el objeto 
de regular el procedimiento para la autorización de las instalaciones de almacenamiento de 
electricidad. 
 
La disposición final sexta incorpora el artículo 77 bis, los apartados 2 y 3 del artículo 122 y una 
disposición adicional decimoséptima al texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio. Igualmente, recoge la modificación del 
artículo 112.4. b) de dicho texto legal, en materia de utilización del dominio público hidráulico. 
 
Ante la existencia de comercializadoras de gas natural que, dados los elevados precios y altas 
volatilidades, han interrumpido los suministros a una serie de museos, bibliotecas y archivos, la 
disposición final séptima, con el fin de garantizar así la protección de los bienes de interés 
cultural y de patrimonio histórico albergados en ellos, modifica el apartado 2 del artículo 60 del 
Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de 
instalaciones de gas natural, pasando a tener los mismos la consideración de servicios 
esenciales. 
 
La disposición final octava adiciona una disposición transitoria novena en la Ley 53/2002, de 30 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en relación con las 
personas beneficiarias del régimen de protección temporal para el supuesto de afluencia 
masiva de personas desplazadas. En virtud de esta modificación, se permite que no sea 
necesario el abono de la tasa con carácter previo al inicio del expediente, permitiendo su 
tramitación y su abono posterior. 
 
La disposición final novena modifica el Real Decreto 1716/2004, de 23 de julio, por el que se 
regula la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de seguridad, la diversificación 
de abastecimiento de gas natural y la corporación de reservas estratégicas de productos 
petrolífero, para incrementar la obligación de mantenimiento de existencias que han de 
mantener los usuarios en los almacenamientos subterráneos, que pasa de 20 a 27,5 días de 
ventas o consumos del año anterior, ahondando en el refuerzo de la seguridad de suministro. 
 
En la disposición final décima se prevé la modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, para 
introducir la exención del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas respecto a las 
cantidades percibidas por los familiares de las víctimas del accidente del vuelo GWI9525, 
acaecido el 24 de marzo de 2015. 
 
Considerándose necesario que los usuarios almacenen la mayor cantidad posible de gas con 
carácter voluntario, mediante la oferta del mayor volumen posible a través del procedimiento de 
subasta, la disposición final undécima modifica la Orden ITC/3862/2007, de 28 de diciembre, 
por la que se establece el mecanismo de asignación de la capacidad de los almacenamientos 
subterráneos de gas natural y se crea un mercado de capacidad, reduciendo la capacidad de 
almacenamiento que se asigna de manera directa, que se limitará exclusivamente a la 
necesaria para el cumplimiento de las obligaciones de mantenimiento de existencias mínimas 
de seguridad, es decir los 27,5 días de ventas o consumos. Se elimina, por tanto, la asignación 
directa de almacenamiento para 60 días de consumo de clientes con derecho a tarifa de último 
recurso y para 10 días de consumo firme. 
 
La disposición final duodécima modifica la Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se 
establece la metodología de cálculo de la tarifa de último recurso de gas natural. Una vez que 
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la asignación directa irrenunciable del almacenamiento subterráneo (y por tanto contratada a 
precio de canon vigente) se ha reducido exclusivamente al almacenamiento necesario para el 
mantenimiento de 20 días de existencias mínimas de seguridad, se hace necesario y urgente 
modificar la fórmula empleada para imputar el coste real de almacenamiento tarifa de último 
recurso, de forma que la fórmula refleje el precio medio ponderado que resulte del 
procedimiento de asignación directa y de la subasta (distinto del canon vigente) por la parte 
que se debe contratar mediante este procedimiento. 
 
La disposición final decimotercera establece la modificación del Real Decreto 104/2010, de 5 
de febrero, por el que se regula la puesta en marcha del suministro de último recurso en el 
sector del gas natural, con el fin de atender la urgente necesidad que supone extender a los 
consumidores esenciales la obligación de suministro de los comercializadores de último 
recurso hasta que los mismos dispongan de un contrato de suministro con un comercializador. 
 
La disposición final decimocuarta introduce un nuevo apartado en el artículo 7 y un nuevo 
artículo 13 bis en la Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del sistema de apoyo financiero a 
la internacionalización de la empresa española, para, por un lado, permitir la aplicabilidad de 
los tipos de interés regulados por el Acuerdo sobre Directrices en Materia de Créditos a la 
Exportación con Apoyo Oficial de la OCDE (Consenso OCDE) a los instrumentos de 
financiación del Fondo de Internacionalización de la Empresa Española; y, por otro, habilitar la 
suscripción de protocolos financieros, que maximicen las probabilidades de adjudicación de 
proyectos a empresas españolas en otros mercados. 
 
La disposición final decimoquinta modifica el artículo 8 de la Orden HAP/290/2013, de 19 de 
febrero, por la que se establece el procedimiento para la devolución parcial del Impuesto sobre 
Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional, relativo a la devolución de cuotas por los 
suministros efectuados; habilitando la devolución mensual, en lugar de trimestral, del gasóleo 
profesional. 
 
A través de la disposición final decimosexta se introduce en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, 
de evaluación ambiental, una disposición adicional decimonovena, relativa a la priorización de 
expedientes de proyectos de generación eléctrica a partir de fuentes renovables. 
 
La disposición final decimoséptima modifica el apartado 4.2.º del artículo 14, el apartado 4 del 
artículo 45, el apartado 15 del artículo 66, el primer párrafo de la disposición adicional 
decimoquinta y la disposición adicional vigésima tercera de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
del Sector Eléctrico, e incluye un nuevo párrafo al final del artículo 46.1. l), relativo al deber de 
los comercializadores de remitir a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la 
información correspondiente a la facturación y contratación de consumidores de manera 
individualizada de los consumidores de energía eléctrica. 
 
La disposición final decimoctava modifica los apartados 1 y 3 del artículo 22 del Real 
Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de energía 
eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos. 
 
La disposición final decimonovena establece la modificación de los artículos 20 y 24 del Real 
Decreto 1075/2014 de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de los pagos 
directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como sobre la gestión 
y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural. 
 
La disposición final vigésima modifica el artículo 8 del Real Decreto 198/2015, de 23 de marzo, 
por el que desarrolla el artículo 112 bis del texto refundido de la Ley de Aguas y se regula el 
canon de utilización de las aguas continentales para la producción de energía eléctrica en las 
demarcaciones intercomunitarias, relativo al cálculo del expresado canon. 
 
Por medio de la disposición final vigésima primera se añade un apartado 5 al artículo 32 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, que contempla la posibilidad de ampliación de los plazos de los procedimientos 
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administrativos en caso de un ciberincidente. Ello supone para las diferentes administraciones 
públicas un elemento de refuerzo de adicional respecto de la ampliación de plazos ya prevista 
en el apartado 4, tanto porque el presupuesto de hecho de esta son meras incidencias técnicas 
y no un ciberataque grave y porque se plantea ahora una ampliación de plazos con carácter 
general para todos aquellos procedimientos soportados desde los sistemas o servicios 
atacados y no un acuerdo de ampliación de plazos procedimiento a procedimiento 
 
En virtud de la disposición final vigésima segunda se añade una disposición adicional trigésima 
y se modifica el artículo 142 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, referido a las técnicas de colaboración, con la finalidad de establecer un 
modelo seguro de gestión transparente de la información que permita el libre y ágil acceso a la 
información pública y privada para facilitar el desarrollo de servicios digitales de alto valor 
añadido orientados al ciudadano y así promover y facilitar la creación de repositorios de datos 
accesibles que faciliten la creación de servicios de valor añadido basados en datos de los 
sectores públicos y potencialmente en los privados, mediante la creación de una plataforma 
transversal de datos compartidos entre empresas y la Administración, y entre Administraciones. 
 
La disposición final vigésima tercera establece la modificación del artículo 3, el apartado 2 del 
artículo 8, el apartado 6 del artículo 9, el artículo 10, la disposición adicional segunda y el 
apartado 2 del anexo I del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la 
figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos de energía eléctrica. Asimismo, como consecuencia de los fallos de 
las Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2022 y concordantes, se incorpora a 
dicho texto legal un capítulo IV, con la denominación de «Financiación del coste del suministro 
de electricidad del consumidor en riesgo de exclusión social», conformado por el artículo 12; el 
capítulo V, bajo la rúbrica de «Mecanismo de financiación del bono social y del coste del 
suministro de electricidad del consumidor en riesgo de exclusión social», integrado por los 
artículos 12 a 17, ambos inclusive; y una disposición adicional cuarta, sobre las referencias a la 
unidad de convivencia en dicho real decreto. 
 
La disposición final vigésima cuarta dispone la modificación de los apartados 6 y 7 del 
artículo 2, el artículo 3 y el apartado 1 del artículo 6 de la Orden ETU/943/2017, de 6 de 
octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se 
regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para 
los consumidores domésticos de energía eléctrica. E, igualmente, añade un apartado 4 al 
artículo 6, relativo a la actuación del COR, y un anexo I, en el que se contiene la solicitud del 
bono social. 
 
La disposición final vigésima quinta modifica el párrafo b) del apartado 1 del artículo 9 del Real 
Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información 
e introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 16 de dicho real decreto-ley. Y ello como 
mecanismo de refuerzo de la seguridad de las redes y sistemas de información. El artículo 16, 
dentro del Título IV de dicho real decreto-ley, que regula las obligaciones de seguridad, prevé 
específicamente las obligaciones de seguridad de los operadores de servicios esenciales y de 
los proveedores de servicios digitales. La introducción de un nuevo apartado 7 en dicho artículo 
tienen como finalidad habilitar a los operadores de servicios esenciales y proveedores de 
servicios digitales que no siendo operadores críticos se encuentren comprendidos en el ámbito 
de aplicación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y que 
utilizan servicios ofrecidos por proveedores de servicios digitales, en particular servicios de 
computación en nube, para que puedan exigir a los proveedores de tales servicios medidas de 
seguridad adicionales, más estrictas que las que dichos proveedores han adoptado en 
cumplimiento de la legislación en materia de seguridad de las redes y sistemas de información. 
En particular, las citadas medidas podrán ser exigidas mediante obligaciones contractuales, 
previo informe preceptivo y vinculante del Centro Criptológico Nacional. 
 
Por último, por razones de seguridad jurídica y organizativas se modifica el artículo 9, también 
del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, que concreta las autoridades competentes 
en materia de seguridad de las redes y sistemas de información, para atribuir dicha condición 

39 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
sobre los proveedores de servicios digitales a la Secretaría de Estado de Digitalización e 
Inteligencia Artificial del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, ajustando 
la antigua denominación orgánica a la estructura ministerial vigente 
 
La disposición final vigésima sexta estipula la modificación del apartado 2 del artículo 4 del 
Real Decreto 164/2019, de 22 de marzo, por el que se establece un régimen gratuito de 
cuentas de pago básicas en beneficio de personas en situación de vulnerabilidad o con riesgo 
de exclusión financiera, y añade un nuevo epígrafe c) al artículo 3, relativo a la consideración 
de las víctimas de trata o de explotación como personas en situación de vulnerabilidad o con 
riesgo de exclusión financiera. Con ello se pretende reforzar la protección de este colectivo. 
 
La disposición final vigésima séptima modifica la disposición adicional séptima del Real 
Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural 
y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019. Esta 
disposición adicional séptima persigue facilitar la protección del colectivo de autores y artistas 
que no reúnen los requisitos para acceder a un subsidio de desempleo, o a una pensión de 
jubilación. En este contexto, que ha sido agravado por las consecuencias provocadas en los 
diferentes ámbitos por el conflicto de Ucrania, los fondos asistenciales puestos en marcha 
desde hace décadas por las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual para 
sus socios más necesitados son instrumentos fundamentales; debiendo atribuirse 
temporalmente a la asamblea general la facultad de incrementar los recursos destinados a la 
realización de actividades asistenciales, para garantizar su eficacia en beneficio de sus 
miembros más vulnerables. 
 
Debe extenderse en el tiempo la aplicación temporal de esta norma especial adoptada con 
motivo del COVID-19 a cuatro años toda vez que los efectos sociales de la pandemia han 
resultado demoledores en amplios sectores de la cultura, particularmente por la reducción de 
trabajo y actividad generado por las medidas –de confinamiento, primero, y de cierres de 
actividad o limitaciones de horarios y aforos, después– y van a verse agravados por las 
consecuencias provocadas en los diferentes ámbitos por el conflicto de Ucrania. 
 
La proximidad del vencimiento del plazo de dos años de aplicación inicialmente previsto en el 
Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, y la necesidad de mantener un apoyo de las 
entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual a los titulares de los derechos, 
mediante actividades sociales y de formación y promoción, imponen la necesidad de prolongar 
en el tiempo la aplicación de estas medidas, por dos años más, resultando cuatro en total 
 
La disposición final vigésima octava adiciona un apartado 3 al artículo 5 del Real Decreto-
ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia 
agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos 
del COVID-19, por el que se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a 
dictar cuantas resoluciones e instrucciones sean necesarias a los entes u órganos mandatados 
o encargados de la gestión de los avales sobre estos extremos. 
 
La disposición final vigésima novena modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 
medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, al incluir un cuarto 
párrafo al apartado 4 del artículo 1, por el que se realiza una autorización similar a la descrita 
en la disposición anterior. 
 
A su vez, la disposición final trigésima introduce una modificación sobre el Real 
Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de transporte y 
distribución de energía eléctrica, con el fin de permitir no realizar los concursos de capacidad 
previstos en el artículo 20 de dicho real decreto por toda la capacidad liberada, sino que se 
pueda concursar parte de los nudos para autoconsumo e I+D+i y, además, se pueda procurar 
una instalación ordenada de generación renovable, cuando la potencia reservada supere los 10 
GW. 
La disposición final trigésima primera modifica el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, 
por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y 
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para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, con el fin de añadir 
un apartado 5 al artículo 2, un apartado 2 al artículo 58, un apartado 3 al artículo 68 y una 
disposición adicional séptima. Esta última disposición adicional tiene por objeto reformar la 
gestión presupuestaria de las entidades locales de manera que se agilicen algunas 
modificaciones presupuestarias, las transferencias de crédito, la aprobación de créditos 
extraordinarios y suplementos de crédito o se permita a las entidades locales que directamente 
y sin autorización del Pleno, puedan tramitar gastos plurianuales, siempre que el objeto de 
todas estas actuaciones sean los proyectos financiados con cargo al Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia. Igualmente, se modifican el apartado 1 del artículo 43, sobre 
flexibilización del calendario de cierre de ejercicio, el artículo 49, sobre autorización para 
contratar y el apartado 2 del artículo 68, sobre el régimen especial de los consorcios para la 
ejecución del expresado Plan. 
 
En la disposición final trigésima segunda se modifican los artículos 5 y 7 Real Decreto-
ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en 
respuesta a la pandemia de la COVID-19, relativos al objeto de las medidas contenidas en 
dicho real decreto-ley y a la extensión de los plazos de vencimiento y de carencia o suspensión 
temporal del pago de cuotas de amortización del principal de las operaciones de financiación 
que han recibido aval público, respectivamente. Por un lado, se elimina el requisito de que los 
beneficiarios de las medidas experimenten una caída significativa de sus ingresos derivada de 
la pandemia de la COVID-19. De esta manera se permite ampliar el universo de deudores con 
acceso a las medidas del Código de Buenas Prácticas. En particular, la eliminación de este 
requisito facilita el acceso a la extensión del plazo de vencimiento de los préstamos avalados a 
aquellas empresas que, sin haber experimentado una caída significativa de ingresos con 
ocasión del COVID-19, se enfrentan ahora a problemas de liquidez por su especial exposición 
al aumento de costes derivado de las tensiones en los precios de la energía y de otras materias 
primas. 
 
Por otro lado, se da cabida expresamente en el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, a 
que el Código de Buenas Prácticas pueda determinar los sectores, casos y condiciones en que 
podrá proceder una suspensión temporal de las cuotas por amortización del principal, bien 
mediante una ampliación de seis meses del plazo de carencia o mediante una carencia 
adicional. 
 
La disposición final trigésima tercera modifica el artículo 7 de la Ley 1/2021, de 24 de marzo, de 
medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género, 
que contempla el régimen aplicable a los remanentes no comprometidos afectados al Pacto de 
Estado en materia de Violencia de Género. Y ello para exceptuar, en determinadas 
circunstancias, la regla Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, a los remanentes no comprometidos resultantes al final del ejercicio.  
 
La disposición final trigésima cuarta modifica el artículo 4, el artículo 7, el artículo 9, la 
disposición adicional octava y el anexo II del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, 
de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios 
del gas natural en los mercados minoristas de gas y electricidad. Mediante esta modificación, 
se extiende hasta el 30 de junio de 2022 la minoración de la retribución de la actividad de 
producción de energía eléctrica de las instalaciones de producción de tecnologías no emisoras 
de gases de efecto invernadero, en una cuantía proporcional al mayor ingreso obtenido por 
estas instalaciones como consecuencia de la incorporación a los precios de la electricidad en el 
mercado mayorista del valor del precio del gas natural por parte de las tecnologías emisoras 
marginales. A su vez, se adapta la regulación del mecanismo a lo establecido en el Anexo 2 de 
la Comunicación de la Comisión Europea de 8 de marzo de 2022, mejorando su eficacia. 
 
Por otro lado, en la disposición final trigésima quinta se recoge la modificación del apartado 1 
del artículo 17 y el artículo 36 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el 
ingreso mínimo vital. Además, contiene la adición de una disposición adicional undécima 
relativa a la remisión de la identificación de los beneficiarios de la prestación del ingreso 
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mínimo vital a los Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autónomas para su 
inscripción, de oficio, como demandantes de empleo. 
 
La disposición final trigésima sexta contempla la modificación del Real Decreto-ley 29/2021, 
de 21 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el 
fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables, 
dándose una nueva redacción al apartado 1 de la disposición adicional primera, sobre 
Impuesto sobre el Valor Añadido a las entregas, importaciones y adquisiciones 
intracomunitarias de energía eléctrica, y a la disposición adicional segunda, relativa a la 
determinación de la base imponible y del importe de los pagos fraccionados del Impuesto sobre 
el valor de la producción de la energía eléctrica durante el ejercicio 2022. 
 
Mediante la disposición final trigésima séptima se modifican el apartado 1 del artículo 6, el 
apartado 1 del artículo 7, los apartados a) y b) del artículo 8 y el apartado 1 del artículo 9 del 
Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del 
transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el 
que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan 
normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el 
desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de medidas 
excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras. Y se 
incorpora al referido texto legal un apartado 4 en el artículo 6, al objeto de establecer que lo 
previsto en dicho precepto no será aplicable a las entidades del sector público que operen en 
sectores regulados cuyo régimen de inversiones se hubiera cerrado en los último 9 meses. 
Mediante esta modificación se amplía el ámbito de aplicación de la revisión a los contratos a 
los que se reconoce la revisión excepcional de precios, incluyendo, a los que estén en 
licitación, adjudicación o formalización a la entrada en vigor de este real decreto-ley, a los que 
el anuncio de adjudicación o formalización se publique en la plataforma de contratación del 
sector público en el periodo de un año desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, así 
como a los que el anuncio de licitación se publique en la plataforma de contratos del sector 
público en el plazo de un año desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y cuyo pliego 
de cláusulas administrativas particulares establezca una fórmula de revisión de precios. 
Además, se modifica el reconocimiento de la revisión excepcional cuanto tenga un impacto 
directo y relevante en la economía del contrato durante su vigencia y hasta su finalización, esto 
es una vez formalizada el acta de recepción y emitida la correspondiente certificación final; y se 
modifican los criterios de cálculo para aplicar la revisión de precios desde el 1 de enero 
de 2021 o desde la primera certificación si ésta fuera posterior, y el procedimiento para ampliar 
el ámbito temporal en el que el contratista puede presentar la revisión excepcional. 
 
La disposición final trigésima octava modifica, en los términos ya expuestos, el artículo 2 y los 
apartados 1, 2 y 4 del artículo 6 del Real Decreto-ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa de la sequía. 
 
Mediante la disposición final trigésima novena se establece la salvaguarda de rango de 
diversas disposiciones reglamentarias modificadas por el presente real decreto-ley. 
 
La disposición final cuadragésima contempla los títulos competenciales de la Constitución 
Española que amparan al Estado para aprobar las distintas medidas recogidas en este real 
decreto-ley. 
 
La disposición final cuadragésima primera habilita al Gobierno y a las personas titulares de los 
departamentos ministeriales para aprobar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo, aplicación y ejecución de lo establecido en el presente real decreto-ley. 
 
La disposición final cuadragésima segunda identifica las normas de derecho de la Unión 
Europea incorporadas al derecho español mediante este real decreto-ley. 
 
Y finalmente, la disposición final cuadragésima tercera establece la entrada en vigor de esta 
norma. 
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IV 
El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en caso de 
extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general. 
 
El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal como 
reiteradamente ha exigido el Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; 
11/2002, de 17 de enero, FJ 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ 3, y 189/2005, de 7 julio, FJ 3; 
68/2007, FJ 10, y 137/2011, FJ 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea subvenir a 
una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la 
vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno. 
 
Debe quedar, por tanto, acreditada «la existencia de una necesaria conexión entre la situación 
de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella (SSTC 29/1982, de 31 
de mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4). 
 
En relación con las medidas a adoptar en el ámbito energético, como se ha expuesto 
anteriormente el elevado precio de la energía eléctrica y de otros productos energéticos, y su 
mantenimiento en el tiempo, supone una situación de extraordinaria y urgente necesidad, que 
hace imprescindible la adopción de medidas urgentes dirigidas a reducir el precio final de la 
energía, mediante la reducción tanto de los precios de la energía en el mercado mayorista 
como de los costes regulados del sistema; así como mediante la articulación de otro tipo de 
medidas de implementación inmediata, como la concesión de ayudas o bonificaciones. Para 
adoptar estas medidas, es necesaria la aprobación de una norma con rango legal, tanto en lo 
que se refiere al mecanismo de ajuste del coste de las centrales fósiles como a las 
actualizaciones previstas antes del periodo y semiperiodo regulatorio, ya que se establecen en 
el artículo 14 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, por lo que queda justificada la utilización 
del real decreto-ley. Además, en el caso de las ayudas y bonificaciones del precio de 
determinados productos energéticos, es necesario asegurar su puesta en funcionamiento a la 
mayor brevedad, por lo que también es imprescindible acudir a este instrumento. 
 
En relación con la medida contenida en el artículo 14, como se ha expuesto anteriormente el 
elevado precio de la energía eléctrica y su mantenimiento en el tiempo, hace imprescindible la 
adopción de medidas de carácter extraordinario y urgentes dirigidas a reducir el precio final de 
la energía, mediante la reducción de los costes regulados del sistema. Para adoptar estas 
medidas, es necesaria la aprobación de una norma con rango legal, ya que las actualizaciones 
previstas antes del periodo y semiperiodo regulatorio se establecen en el artículo 14 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, por lo que queda justificada la utilización del real decreto-ley. 
En relación con el mecanismo de apoyo a la competitividad de la industria electrointensiva, 
debe insistirse en el incremento desorbitado del precio de la electricidad en los mercados 
mayoristas, que trae causa del incremento de la cotización de los derechos de emisión de CO2 
y del gas natural, y que acaba trasladándose a los precios minoristas, en algunos casos de 
forma inmediata, y en otros de manera más diferida (dependiendo del grado de indexación de 
los contratos minoristas a la evolución del pool mayorista), pero en cualquier caso acaba 
teniendo unos impactos evidentes en el conjunto de la sociedad y en el tejido empresarial, 
como vienen poniendo de manifiesto las últimas actualizaciones del índice de precios al 
consumo, con la consecuente pérdida de poder adquisitivo para los consumidores domésticos 
y una pérdida de competitividad para la industria y el sector servicios. 
 
En relación con la industria, el alto precio de los combustibles, incluida la electricidad, ha 
obligado a algunos sectores a reducir su producción, incapaces de asumir los altos costes de 
producción asociados a los productos energéticos. La situación descrita justifica la adopción, 
de manera urgente e inmediata, de medidas que contribuyan a garantizar la competitividad de 
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la industria electrointensiva, toda vez que la situación de precios anteriormente descrita parece 
arrojar, cuanto menos, un escenario marcado por una alta volatilidad de los precios de la 
electricidad. 
 
También se regula en este real decreto-ley un nuevo mecanismo de financiación del bono 
social eléctrico. 
 
La escalada de los precios energéticos incide de forma particularmente aguda en aquellos 
colectivos con mayores dificultades para asumir los costes energéticos asociados a su 
actividad doméstica, agravando la situación de pobreza energética. Para afrontar con carácter 
inmediato esta situación, además de prorrogar hasta el 30 de junio de 2022 los descuentos del 
bono social de electricidad establecidos en el artículo 1 del Real Decreto-ley 23/2021, de 26 de 
octubre, resulta necesario adoptar medidas complementarias que amplíen la protección a los 
consumidores vulnerables, incorporando al sistema a nuevos beneficiarios, agilizando el 
reconocimiento para aquellos perceptores de prestaciones cuyo otorgamiento se encuentre 
vinculado de antemano a niveles de renta bajos, y facilitando y agilizando el proceso de 
solicitud del bono social para el conjunto de consumidores vulnerables. Concretamente, se 
sustituye el concepto de unidad familiar por el de unidad de convivencia, en línea con la 
evolución normativa experimentada en la legislación de protección social y se incorpora a los 
perceptores del ingreso mínimo vital, que podrán acogerse al bono social eléctrico de forma 
mucho más sencilla. 
 
A este respecto, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo ha declarado 
inaplicable el régimen de financiación del bono social y del coste del suministro de electricidad 
del consumidor en riesgo de exclusión social establecido en el artículo 45.4 de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre, por resultar incompatible con la Directiva 2009/72/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado interior 
de la electricidad. También ha declarado inaplicables y nulos los artículos relativos al 
mecanismo de financiación y del coste del suministro de electricidad del consumidor en riesgo 
de exclusión social del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, que desarrollan lo dispuesto 
en el artículo 45.4 de la citada ley. 
 
El pronunciamiento del Tribunal Supremo no afecta, sin embargo, a la aplicación del descuento 
por el bono social en la factura de determinados consumidores vulnerables, que continúa 
prestándose por los comercializadores de referencia y siendo asumido por ellos. 
 
Ante situación extraordinaria de vacío normativo y, con el fin de garantizar la seguridad jurídica 
para todas las empresas que operan en el sector eléctrico, resulta necesario que de manera 
urgente se dé cumplimiento a la ejecución de las citadas sentencias del Tribunal Supremo y se 
regule de forma urgente el nuevo esquema de financiación del bono social y del coste del coste 
del suministro de electricidad del consumidor en riesgo de exclusión social. Esta urgente 
necesidad habilita el empleo del real decreto-ley que establezca esta regulación y se pueda 
seguir aplicando el bono social. 
 
Además, el real decreto-ley incorpora distintas medidas encaminadas al otorgamiento de los 
permisos de acceso y conexión: La introducción de estas medidas resultan de extraordinaria y 
urgente necesidad ya que en un contexto como el actual se debe de disminuir la dependencia 
energética del exterior y a su vez unos menores precios energéticos para los consumidores. 
 
La primera de las medidas libera parte de la capacidad de la red de transporte reservada para 
la realización de concursos de acceso con el objetivo de dar un mayor impulso al despliegue 
del autoconsumo asociado a nueva generación de energía eléctrica de origen renovable en 
grandes consumidores, permitiendo así lograr unos menores costes energéticos y reforzar la 
competitividad de la industria implantada en España y su descarbonización. La no adopción de 
esta medida podría conducir a retrasos en el otorgamiento de los permisos de acceso 
necesarios para realizar estos proyectos de autoconsumo, lo que abocaría a las empresas al 
abandono de éstos frente a otras opciones más caras en el suministro, además de ambiental y 
socialmente menos beneficiosas. En este mismo ámbito y con respecto al pequeño 
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autoconsumo y otra generación de menor tamaño, se introduce una medida que obliga a las 
empresas distribuidoras a que parte de sus inversiones se destinen a incrementar la capacidad 
de las redes de distribución de energía eléctrica para permitir el acceso de nuevas 
instalaciones de generación de electricidad. 
 
Por otra parte, la urgencia de las modificaciones introducidas en relación con la convocatoria 
de concursos de capacidad de acceso se justifica por la necesidad de asegurar un desarrollo 
continuo y ordenado de las instalaciones de generación de origen renovable en un momento, 
como el actual, en el que existe una elevada capacidad reservada para concurso y donde se 
cuenta con un importante contingente de instalaciones de generación en tramitación que ya 
disponen de permisos de acceso otorgados. De esta manera se pretende contribuir a evitar 
comportamientos especulativos que vayan en contra de todas las medidas adoptadas hasta el 
momento dado el elevado perjuicio de los mismos para la consecución de los objetivos de 
política energética en relación con la integración de nueva generación renovable. 
 
También el real decreto-ley realiza pequeñas modificaciones normativas que permiten dar 
cobertura jurídica a las instalaciones de almacenamiento en lo relativo a los procedimientos de 
autorización e inscripción en el registro administrativo de instalaciones de producción de 
energía eléctrica, especialmente a aquellas no hibridadas asimilándolas a instalaciones de 
producción. La extraordinaria y urgente necesidad proviene del impulso que este tipo de 
instalaciones ha tenido en los últimos meses tanto por la evolución de la tecnología y el 
mercado, como por el impulso de las actuaciones llevadas a cabo mediante fondos del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. La no adopción de esta medida con carácter 
inmediato supondría un limbo legal que podría bloquear la implantación de este tipo de 
instalaciones. 
 
Por lo que respecta a la medida relativa a las plantas de regasificación, junto con las líneas de 
conducción de gas natural, ubicadas en el archipiélago canario, la extraordinaria y urgente 
necesidad de la misma viene motivada por la necesidad de renovar el parque de generación de 
energía eléctrica gestionable por otro más moderno y con menores emisiones en dichos 
territorios. Puesto que una de las opciones sería mediante la generación eléctrica empleando 
gas natural como combustible de transición en tanto evoluciona la generación eléctrica a partir 
de hidrógeno verde y aumenta la implantación de almacenamiento a gran escala, resulta 
necesario flexibilizar el régimen de autorizaciones de estas instalaciones, en tanto no serían 
consideradas elementos del sistema gasista. En este sentido este cambio resulta necesario 
para culminar la tramitación de una propuesta de orden ministerial que establece un marco 
regulatorio para el empleo del gas natural en la generación de electricidad en Canarias y 
Melilla, así como que pueda considerarse este combustible en grupos de generación que 
participen dentro del procedimiento competitivo previsto para la renovación del parque 
generador gestionable. 
 
Además, por medio de este real decreto-ley se prorroga hasta el 30 de junio de 2022 la 
suspensión del impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica, se mantienen 
hasta dicha fecha los tipos reducidos del impuesto sobre el valor añadido y del impuesto 
especial sobre la electricidad, y asimismo se prorrogan los descuentos del bono social del 60 
y 70 por ciento para los consumidores vulnerables y vulnerables severos, respectivamente, así 
como el mecanismo de minoración del exceso de retribución del mercado eléctrico causado por 
el elevado precio de cotización del gas natural en los mercados internacionales regulado en el 
título III del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar 
el impacto de la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y 
electricidad. En tanto que las circunstancias coyunturales que motivaron la articulación de estas 
medidas se mantienen –o, en algunos casos, incluso se han agravado–, se justifica la prórroga 
de dichas medidas hasta la fecha mencionada. 
 
En el caso de la minoración del exceso de retribución del mercado eléctrico causado por el 
elevado precio de cotización del gas natural en los mercados internacionales, además de la 
prórroga de su vigencia, se realizan algunas modificaciones en su diseño tendentes a mejorar 
su eficacia y para adaptarlo al contenido del Anexo 2 de la Comunicación de la Comisión 

45 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
Europea de 8 de marzo de 2021, REPowerEU: Acción conjunta para una energía más 
asequible, segura y sostenible. 
 
Entre ellas, destaca la modificación de la regla de exención del mecanismo de la energía 
contratada o cubierta a plazo a precio fijo, de tal forma que a partir de ahora sólo quedará 
exenta aquella energía a plazo con precio fijo que tenga un precio de cobertura inferior a 
los 67€/MWh, correspondientes a unas circunstancias de mercado equivalentes a las 
empleadas para el cálculo de la minoración de la energía expuesta al mercado diario. 
 
En el caso de que el precio de las coberturas a plazo sea superior a dicho valor, la minoración 
operará sobre la diferencia entre ambos, con la aplicación del factor alpha correspondiente. De 
este modo, la minoración de esta energía cubierta a plazo se hace plenamente coherente con 
la aplicable a la energía vendida en el mercado diario, extrayéndose solo el exceso de 
retribución efectivamente percibido por el productor. 
 
También se introduce una previsión relativa a las coberturas que se puedan constituir intra-
grupo entre las empresas de generación y comercialización pertenecientes a grupos 
verticalmente integrados, en cuyo caso se tendrá en cuenta el precio final repercutido al 
consumidor por la comercializadora del grupo, ya que dicho precio puede ser el que refleje el 
beneficio extraordinario y el que actúe de facto como cobertura natural para la generación. 
 
Por otro lado, la disposición final decimoséptima de este real decreto-ley modifica la disposición 
adicional vigésima tercera de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, de 
forma que mediante el real decreto que establece el marco general del banco de pruebas 
regulatorio se pueda contemplar la regulación del régimen de responsabilidad de los distintos 
actores que intervienen en el banco de pruebas y el régimen de garantías necesarias para 
cubrir las responsabilidades que pudieran derivarse. Asimismo se considera necesario poder 
exonerar a la Administración de la obligación de resarcir al promotor por las pérdidas 
patrimoniales que pudieran derivarse de su participación en el banco de pruebas y exonerarla 
igualmente de tener que responder ante terceros por los daños que el promotor pudiera causar 
durante la ejecución de las pruebas o como consecuencia de éstas. 
 
En caso de no incluir esta modificación en la Ley del Sector Eléctrico, la responsabilidad de la 
Administración ante cualquier daño sufrido por los promotores, participantes u otros posibles 
perjudicados, podría ser invocada mediante la de aplicación el artículo 32 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre: «1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 
Administraciones públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus 
bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el 
particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley». 
 
La urgencia de modificar la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, en el sentido propuesto queda 
justificada por la importancia de fomentar la innovación regulatoria en el ámbito del sector 
eléctrico con el fin de facilitar la adaptación del marco normativo a nuevas necesidades. Este 
impulso a la innovación regulatoria es imprescindible para alcanzar los objetivos de energía y 
clima que recoge el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) de España 
para 2030, así como para avanzar en la transposición de la Directiva (UE) 2019/944 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de junio de 2019, sobre normas comunes para el 
mercado interior de la electricidad y por la que se modifica la Directiva 2012/27/UE. 
 
Asimismo, la premura en aplicar la modificación que se propone para poder establecer el 
adecuado marco del banco de pruebas regulatorio viene marcada por el ineludible compromiso 
de cumplir el hito 124 Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que exige la 
adopción del citado real decreto a más tardar el 30 de junio de 2022. 
 
Por lo que se refiere a las medidas en materia de transportes, las empresas de este ámbito se 
están viendo afectadas por el alza de los precios del combustible que repercute de manera 
directa en sus costes de explotación, lo que está comprometiendo la viabilidad económica de 
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este sector a corto plazo y ello determina la extraordinaria y urgente necesidad de adoptar las 
medidas recogidas en el presente real decreto-ley con la finalidad de apoyar de forma rápida y 
decidida a las empresas del sector. 
 
Además, teniendo en cuenta las limitaciones temporales que afectan a los marinos ucranianos, 
es necesario adoptar medidas urgentes para que puedan permanecer embarcados en buques 
mercantes de bandera española, si esta es su opción elegida, sin tener que retornar a Ucrania 
o solicitar el estatus de refugiado. 
 
Por lo que se refiere a las medidas de apoyo al tejido económico y empresarial, la situación que 
afronta nuestro país por los efectos económicos de la invasión de Ucrania, especialmente en lo 
que se refiere al incremento de los precios de la energía, determina la extraordinaria y urgente 
necesidad de adoptar medidas con la finalidad de evitar daños permanentes a la estructura 
productiva. Así, aunque el intenso choque de oferta que se ha generado afecta a la economía 
en general, afecta aún más intensamente a aquellas empresas más expuestas al incremento 
de los precios de la energía o de otras materias primas cuya oferta se ha restringido. Por esa 
razón, es necesario reforzar la liquidez de las empresas, y por ello se modifica el Real Decreto-
ley 5/2021, de 12 de marzo, para facilitar el acceso de los deudores con operaciones avaladas 
en el marco de las líneas COVID a las medidas recogidas en el Código de Buenas Prácticas 
para el marco de renegociación para clientes con financiación avalada previsto en dicho Real 
Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo. Asimismo, se instrumenta una nueva línea de avales 
dirigida a paliar los efectos que sobre la liquidez de las empresas pueda tener el incremento de 
los precios de la energía. 
 
La situación que afronta nuestro país por los efectos económicos de la invasión de Ucrania, 
especialmente en lo que se refiere al incremento de los precios de la energía, determina la 
extraordinaria y urgente necesidad de adoptar medidas con la finalidad de evitar daños 
permanentes a la estructura productiva. Así, el intenso choque de oferta que se ha generado 
supone un riesgo para la recuperación en marcha, afectando a la economía en general, pero 
también y más intensamente a aquellas empresas más expuestas al incremento de los precios 
de la energía o de otras materias primas cuya oferta se ha restringido. Por esa razón, este real 
decreto-ley modifica el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, para facilitar el acceso de los 
deudores con operaciones avaladas en el marco de las líneas COVID a las medidas recogidas 
en el Código de Buenas Prácticas para el marco de renegociación para clientes con 
financiación avalada previsto en el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, e instrumenta una 
nueva línea de avales dirigida a paliar los efectos que sobre la liquidez de las empresas pueda 
tener el incremento de los precios de la energía. 
 
Por su parte, el paquete normativo en materia agraria y pesquera que se acomete ahora 
constituye un conjunto sistemático de medidas coordinadas que hace frente a las situaciones 
descritas desde diferentes perspectivas, compartiendo un objetivo común: dotar de apoyo al 
sector para hacer frente las necesidades acuciantes detectadas tanto desde una política de 
fomento como en el tratamiento fiscal de determinadas actividades o las condiciones de 
actividad en el sector. 
 
Las medidas no pueden demorarse puesto que los perjuicios a que se podría someter el 
correcto funcionamiento del mercado y el conjunto de la economía serían incalculables. Del 
mismo modo, la seguridad jurídica exige una pronta solución a estas circunstancias, dado que 
han de adicionarse medidas al ordenamiento sin demora, tanto por motivos coyunturales como 
estructurales, derivadas de circunstancias ambientales crecientemente extremas, crisis 
agudizadas en el comercio internacional y alteración secuencial de los elementos constitutivos 
de la actividad que han venido en eclosionar con ocasión de la invasión de Ucrania. Las 
pérdidas de rentabilidad comprometen a corto plazo la viabilidad de muchas explotaciones 
agrarias y ganaderas, así como de las empresas y autónomos de los sectores pesquero y 
acuícola, pudiendo generar desde pérdidas de producción hasta la extinción de explotaciones, 
efectos susceptibles de producir consecuencias negativas tanto en la estabilidad de los 
suministros alimentarios como en el empleo y la renta de las personas que desarrollan su 
actividad profesional en los sectores afectados. 
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Dichas circunstancias obligan a adoptar medidas excepcionales y urgentes. En primer lugar, se 
articulan por medio de este real decreto-ley una batería de medidas de apoyo al sector, con el 
fin de paliar en la medida de lo posible la gravísima situación en que se encuentran, y en 
atención a la importancia de los mismos como provisores de bienes públicos, tales como la 
seguridad alimentaria nacional, la fijación de población en el territorio, el reequilibrio entre las 
diferentes partes de España o la oferta de oportunidades vitales para todos. No en vano, el 
artículo 130.1 de la Constitución recoge que «los poderes públicos atenderán a la 
modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, de la agricultura, 
de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los 
españoles», mandato que constituye una manifestación más del Estado Social y Democrático 
de Derecho (artículo 1.1) y es reflejo de una de las funciones básicas de éste, la función 
promocional (artículo 9.2) para equiparar el nivel de vida de todos los españoles, sin olvidar el 
principio de solidaridad que proclama el artículo 2, conforme al cual el Estado velará por el 
establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justo entre las diversas partes del 
territorio español. Es, por consiguiente, imperioso que los Poderes públicos atiendan a estas 
necesidades acuciantes en el sector para asegurar su viabilidad y sostenibilidad, ayudando a 
su mantenimiento en esta coyuntura tan delicada. Por ese motivo, no es susceptible de 
aprobarse un paquete de medidas de tal impacto y envergadura con la urgencia requerida si no 
es por medio de un real decreto-ley. En algunos casos, por cuanto se trata además de ayudas 
fundadas en el artículo 22.2 b) de la Ley General de Subvenciones, que por su propia 
naturaleza requieren de una norma con rango de ley para poder acordarse. Así ocurre con las 
ayudas de Estado por el incremento de los costes de los productores de leche dada la invasión 
de Ucrania y con las ayudas de Estado a los buques y empresas pesqueras. En otros 
supuestos, se requiere de la celeridad e inmediatez que sólo una norma como la presente 
permite ofrecer, tales como las ayudas a otros sectores agrarios en virtud del Reglamento 
Delegado (UE) 2022/467 de la Comisión, por el que se establece una ayuda excepcional de 
adaptación para los productores de los sectores agrarios, que permiten establecer el marco 
mínimo y el soporte para la aplicación efectiva de una medida de crisis específica que se 
caracteriza, precisamente, por su excepcionalidad y necesaria inmediatez pues responde a la 
lucha contra las perturbaciones de mercado y que se acuerda como consecuencia de lo 
dispuesto en sede europea en virtud del artículo 219 del Reglamento (UE) N.º 1308/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de diciembre de 2013. Otro tanto ocurre en el sector 
de la pesca y la acuicultura, en el que se recogen las medidas excepcionales acordadas en el 
marco del FEMPA: tanto las Medidas de financiación de los costes adicionales derivados del 
incremento de los costes de producción en pesca como las Medidas de financiación de los 
costes adicionales derivados del incremento de los costes de producción en acuicultura 
concretan para el Reino de España las habilitaciones adoptadas por los servicios comunitarios 
en el marco del artículo 26.2 del Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 7 de julio de 2021 por el que se establece el Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y 
de Acuicultura, lo que refleja su naturaleza excepcional y de máxima urgencia. Una demora en 
cualquiera de estos sistemas de apoyo al sector supondría desbaratar la efectividad de dichas 
medidas y por lo tanto ha de recurrirse al mecanismo más urgente e inmediato para lograr sus 
fines, lo que se ve complementado con un diseño centrado en la rapidez y agilidad en la 
prestación de las ayudas y la canalización de los fondos de modo oportuno y lo más automático 
posible. 
 
Como complemento, en materia de Seguridad Social, para evitar situaciones de desprotección 
de los trabajadores como consecuencia de la disminución de la actividad y de las tensiones de 
tesorería detectadas, se adoptan medidas concretas e inmediatas en materia de cotizaciones 
que permitan diferir el pago de determinados conceptos para dar un apoyo inmediato al 
cumplimiento de tales obligaciones. Por ese motivo, se acuerda que las empresas incluidas en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, y los trabajadores por 
cuenta propia incluidos en el mismo régimen, siempre que se encuentren al corriente en sus 
obligaciones con la Seguridad Social y no tuvieran otro aplazamiento en vigor, puedan solicitar 
un aplazamiento en el pago de las cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta. Además, se extiende este mismo mecanismo, ya presente para las 
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empresas incluidas en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 
establecido en el Régimen General de la Seguridad Social y los trabajadores incluidos en el 
Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios establecido en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, que ya 
estaba presente, aunque con menor amplitud temporal, en el Real Decreto-ley 4/2022, de 15 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa de la 
sequía. 
 
Debe destacarse que, en particular, las cuestiones tributarias que se contienen en este real 
decreto-ley preservan adecuadamente las garantías constitucionales en la relación entre el 
principio de legalidad tributaria y el límite a la facultad de dictar decretos-leyes susceptibles de 
afectar al deber de contribución al sostenimiento de los gastos públicos, ya que no incide en los 
elementos esenciales del tributo ni en la posición del obligado a contribuir según su capacidad 
económica en el conjunto del sistema tributario. En este sentido, el Tribunal Constitucional 
[SSTC 35/2017, de 1 de marzo (F.J. 5.º) 100/2012, de 8 de mayo (F.J. 9) 111/1983] sostiene 
que el sometimiento de la materia tributaria al principio de reserva de ley (artículos 31.3 y 133.1 
y 3 CE) tiene carácter relativo y no absoluto, por lo que el ámbito de regulación del decreto-ley 
puede penetrar en la materia tributaria siempre que se den los requisitos constitucionales del 
presupuesto habilitante y no afecte a las materias excluidas, que implica en definitiva la 
imposibilidad mediante dicho instrumento de alteración del régimen general o de los elementos 
esenciales de los tributos, si inciden sensiblemente en la determinación de la carga tributaria o 
son susceptibles de afectar así al deber general de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su riqueza mediante un sistema tributario justo. 
 
Las medidas contienen modificaciones concretas y puntuales que no suponen afectación al 
deber de contribución al sostenimiento de los gastos públicos previsto el artículo 31.1 de la 
Constitución. Así, como indica la STC 73/2017, de 8 de junio, (FJ 2), «A lo que este Tribunal 
debe atender al interpretar el límite material del artículo 86.1 CE, es «al examen de si ha 
existido «afectación» por el decreto-ley de un derecho, deber o libertad regulado en el Título I 
de la Constitución»; lo que exigirá «tener en cuenta la configuración constitucional del derecho 
o deber afectado en cada caso y la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se 
trate» (SSTC 182/1997, FJ 8; 329/2005, FJ 8; 100/2012, FJ 9, y 35/2017, FJ 5, entre otras). En 
este sentido, dentro del título I de la Constitución se inserta el artículo 31.1, del que se deriva el 
deber de «todos» de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos; lo que supone que uno 
de los deberes cuya afectación está vedada al decreto-ley es el deber de contribuir al 
sostenimiento de los gastos públicos. El decreto-ley «no podrá alterar ni el régimen general ni 
aquellos elementos esenciales de los tributos que inciden en la determinación de la carga 
tributaria, afectando así al deber general de los ciudadanos de contribuir al sostenimiento de 
los gastos públicos de acuerdo con su riqueza mediante un sistema tributario justo»; vulnera el 
artículo 86.1 CE, en consecuencia, «cualquier intervención o innovación normativa que, por su 
entidad cualitativa o cuantitativa, altere sensiblemente la posición del obligado a contribuir 
según su capacidad económica en el conjunto del sistema tributario» (SSTC 182/1997, FJ 7; 
100/2012, FJ 9; 139/2016, FJ 6, y 35/2017, FJ 5, por todas). De conformidad con lo indicado, 
es preciso tener en cuenta, en cada caso, «en qué tributo concreto incide el decreto-ley –
constatando su naturaleza, estructura y la función que cumple dentro del conjunto del sistema 
tributario, así como el grado o medida en que interviene el principio de capacidad económica–, 
qué elementos del mismo –esenciales o no– resultan alterados por este excepcional modo de 
producción normativa y, en fin, cuál es la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que 
se trate» (SSTC 182/1997, FJ 7; 189/2005, FJ 7, y 83/2014, FJ 5). No se modifica con las 
medidas adoptadas en materia de tasa portuaria de la pesca fresca y del canon de utilización 
de los bienes del dominio público hidráulico para de instalaciones de acuicultura continental, 
que se eximen temporalmente como medida coyuntural y concreta de apoyo al sector pesquero 
y acuícola, ni la obligación general de contribución, que persiste, ni los elementos esenciales 
del tributo, pues son medidas que afectan a aspectos concretos del detalle tributario, por lo 
que, dada su limitada innovación cuantitativa, no se altera la posición del obligado tributario de 
modo sensible, sino en aspectos específicos, lo que permite asegurar la salvaguarda de los 
límites de esta figura constitucional, no afectando por ello al núcleo esencial del concepto 
vedado al real decreto-ley. 
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En cuanto a las medidas de apoyo a los trabajadores y colectivos vulnerables, la situación que 
en las empresas pueda causar la invasión de Ucrania o el aumento de los precios o costes 
energéticos, exige adoptar medidas inmediatas de protección. Igualmente, ese incremento de 
los precios puede provocar que los sectores más vulnerables en términos económicos y 
sociales, puedan verse más afectadas aún en su precaria situación, lo que justifica las 
modificaciones e incremento del ingreso mínimo vital. 
 
En materia de vivienda, las razones de urgencia que justifican la medida relativa a la limitación 
extraordinaria de la actualización anual de la renta de los contratos de arrendamiento de 
vivienda, derivan del hecho de que el Índice de Precios al Consumo ha alcanzado el pasado 
mes de febrero el 7,6 %, lo que constituye el valor máximo de los últimos 35 años, con lo que 
ha dejado de ser, de manera coyuntural, una referencia adecuada para la aplicación de las 
actualizaciones anuales de los contratos de arrendamiento de vivienda, y ello exige adoptar 
medidas con carácter urgente. 
 
En cuanto a las medidas en favor de víctimas de trata o explotación sexual, y de protección de 
menores, hay que recordar que la Organización de las Naciones Unidas ha alertado de que 
millones de mujeres, niñas y niños que se desplazan como refugiados desde Ucrania requieren 
de protección, ya que son «los más vulnerables» de ser víctimas del tráfico de personas u 
«otras formas de explotación». La OSCE publicó el 9 de marzo de 2022 una serie de 
recomendaciones para evitar el tráfico de personas en esta situación de flujos migratorios 
masivos entre las cuales se encuentra la de prestar atención psicológica a las personas 
desplazadas. Según el último informe del GRETA de 2018, sobre el cumplimiento por Ucrania 
del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos 
(Convenio de Varsovia), Ucrania es un país fundamentalmente de origen de personas 
explotadas fuera del país y en el propio país, siendo las principales finalidades de la 
explotación, la explotación laboral, y la explotación con fines de explotación sexual, siendo la 
mayoría de sus víctimas mujeres, niñas y niños. Por ello es urgente adoptar medidas de 
política pública que aborden la situación de mujeres y niñas que, de manera especial, pueden 
ser doblemente víctimas en este contexto y se les facilite el acceso a los servicios asistenciales 
especializados en la atención a víctimas de trata y explotación sexual. 
 
En cuanto a las restantes medidas, todas ellas exigen una actuación inmediata. Los 
ciudadanos provenientes de países deben proceder a la homologación, o en su caso 
convalidación, de los estudios cursados en sus países de origen, con el objetivo de poder 
continuar y completar su formación en el sistema educativo, o de poder ejercer la profesión 
asociada a los estudios de que se trate. Para estudiantes y titulados de países de la U.E. 
existen normativas y regulaciones de carácter específico que no son de aplicación a la 
República de Ucrania. 
 
El alumnado que se encuentra en edad escolar obligatoria y, por tanto, cursando enseñanzas 
obligatorias, se escolariza en el curso correspondiente a su edad en los centros educativos, 
teniendo en cuenta una serie de factores que permiten su incorporación con el fin de permitir 
que dicha escolarización sea lo más integradora posible y se realice en un marco favorable 
para el alumnado. Por tanto, y sin perjuicio de las facilitades y ayudas de carácter económico o 
social que pudieran arbitrarse, desde el punto de vista normativo no se requieren 
modificaciones a este nivel para el alumnado proveniente de Ucrania. 
 
Por el contrario, el alumnado que se encuentra cursando enseñanzas postobligatorias, así 
como el que ha finalizado estudios en las diferentes enseñanzas postobligatorias no 
universitarias, debe iniciar un proceso de homologación de sus estudios cuya regulación se 
encuentra recogida en Real Decreto 104/1988, de 29 de enero, sobre homologación y 
convalidación de títulos y estudios extranjeros de educación no universitaria, así como en 
diversas órdenes ministeriales que lo desarrollan. Este procedimiento, por su carácter 
garantista, y por los elementos de seguridad jurídica que introduce para la verificación de los 
estudios cursados puede, en situaciones excepcionales como la que se recoge en el presente 
real decreto-ley, no responder con la rapidez suficiente a las necesidades de integración y 
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continuidad en el sistema educativo del alumnado y de los titulados. Por otra parte, el 
procedimiento está sujeto al abono de tasas, situación que también podría dificultad del acceso 
al mismo de las personas que llegan a nuestro país en situaciones de especial vulnerabilidad. 
Por esta razón se introducen las disposiciones finales segunda y séptima, que flexibilizan y 
facilitan las condiciones de inicio de los expedientes de homologación de estudios extranjeros. 
 
Por otra parte, la inclusión de medidas que adapten a las normas de etiquetado de alimentos a 
la realidad actual se considera urgente y necesario. Es preciso tener en cuenta que Ucrania 
representa el 10 % del mercado mundial de trigo, el 13 % del de cebada y el 15 % del de maíz, 
y es el operador más importante del mercado de aceite de girasol (más del 50 % del comercio 
mundial). En cuanto a Rusia, estas cifras son, respectivamente, del 24 % (trigo), el 14 % 
(cebada) y el 23 % (aceite de girasol). 
 
Como consecuencia, la guerra en Ucrania está afectando seriamente al aprovisionamiento de 
estas materias primas tanto en España como en países que producen alimentos que se 
comercializan en España. Este hecho está llevando a la industria agroalimentaria a tener que 
sustituir en ciertos casos estas materias primas por otras análogas a la hora de producir 
alimentos procesados. No obstante, la velocidad con que la industria agroalimentaria se está 
teniendo que adaptar a esta situación, en determinadas ocasiones, no se ve acompañada por 
la industria del embalaje, que necesita de plazos más amplios para poder proveer a los 
primeros de envases con la información nutricional actualizada. 
 
Por consiguiente, resulta urgente y necesario adaptar la normativa sobre etiquetado a la 
situación actual, permitiendo a los operadores de empresas alimentarias que faciliten la 
información alimentaria dirigida a las personas consumidoras en distintos formatos, de tal forma 
que no se reduzca la protección de las personas consumidoras pero se permita a la industria 
poder actuar con mayor dinamismo. 
 
En materia de revisión de precios, cabe destacar que el conflicto bélico actualmente en 
desarrollo en Ucrania ha provocado el cese de la actividad de importantes productores de 
materiales de construcción. El alza de precios se está viendo agravada por el conflicto bélico, 
provocando que muchas industrias del sector hayan optado por la paralización de su negocio al 
no poder asumir estos costes. El incremento del coste de determinadas materias primas que 
resultan necesarias para la ejecución de unidades de obra está poniendo en riesgo la 
continuidad y correcta ejecución de las obras públicas, por lo que es necesario adoptar 
medidas con carácter urgente permitiendo ampliar los supuestos en los que cabe la revisión 
excepcional de precios prevista en el Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo. 
 
También se incluyen otras medidas de carácter urgente para la flexibilización de plazos 
administrativos. Así, se amplían los plazos relacionados con trámites de propiedad industrial en 
expedientes de solicitantes de títulos de propiedad industrial residentes o con sede social en 
Ucrania, en aras de no perjudicar su posición a consecuencia del conflicto. Asimismo, se 
procede a la previsión de creación de la Plataforma Digital de Colaboración entre las 
Administraciones Públicas a fin de poder canalizar la inversión de los fondos europeos en su 
desarrollo, de manera que se posibilita así el cumplimiento del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, en lo que se refiere a esta materia. 
 
La situación geopolítica que atravesamos otorga aún más relevancia a la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, ya que la rápida y sólida recuperación económica 
de nuestro país nos situará en una posición más robusta para afrontar los retos y amenazas 
derivados de la invasión de Ucrania. 
 
Este conflicto, que indudablemente impacta en nuestra economía, pone de manifiesto la 
urgencia de impulsar el crecimiento económico. Por ello, detectados procedimientos que deben 
agilizarse y cuellos de botella que pueden eliminarse, resulta inaplazable su modificación, lo 
cual permitirá mayor celeridad en la ejecución del Plan y mayor impacto del mismo. 
 

51 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se inscribe 
en el criterio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno en cuanto órgano de 
dirección política del Estado, y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades 
políticas de actuación, centradas en el cumplimiento de la seguridad jurídica y la garantía de 
precios justos y competitivos a los ciudadanos y las empresas. 
 
Asimismo, se destaca que, como se ha indicado, este real decreto-ley no afecta al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de 
los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general. 
 
V 
Este real decreto-ley se adecua a los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, en particular, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia. 
 
Así, atendiendo a los principios de necesidad y eficacia, existe un claro y evidente interés 
general que sustenta las medidas que se aprueban en la norma, siendo así el real decreto-ley 
el instrumento más inmediato y eficaz para garantizar su consecución. Se respeta asimismo el 
principio de proporcionalidad, dado que contiene la regulación meramente imprescindible para 
la consecución de los objetivos previamente mencionados. 
 
A su vez, la norma resulta coherente con el vigente ordenamiento jurídico, ajustándose, por 
ello, al principio de seguridad jurídica. Y, por último, en cuanto al principio de transparencia, 
esta norma, si bien está exenta de los trámites de consulta pública, audiencia e información 
pública por tratarse de un decreto-ley, tal y como autoriza el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, 
de 27 de noviembre, del Gobierno, define claramente sus objetivos, reflejados tanto en su parte 
expositiva como en la Memoria que lo acompaña. Por último, en relación con el principio de 
eficiencia, en este real decreto-ley se ha procurado que la norma genere las menores cargas 
administrativas para los ciudadanos. 
 
El presente real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 2.ª, 7.ª, 8.ª, 
9.ª, 13.ª, 14.ª, 17.ª, 18.ª, 19.ª, 20.ª, 21.ª, 22.ª, 23.ª, 25.ª y 30.ª de la Constitución Española, que 
atribuye al Estado la competencia en materia de nacionalidad, inmigración, emigración, 
extranjería y derecho de asilo; legislación laboral y civil; legislación sobre propiedad intelectual 
e industrial; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general; legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social; legislación 
básica sobre contratos; pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación 
del sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas; puertos de interés general; aeropuertos 
de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo; ferrocarriles y 
transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autónoma; 
legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando 
discurran por más de una comunidad autónoma, legislación básica sobre protección del medio 
ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas 
adicionales de protección, bases del régimen minero y energético, y regulación de las 
condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales, 
respectivamente. Asimismo, se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la 
Constitución Española, en tanto establece que el Estado considera el servicio de la cultura 
como deber y atribución esencial. 
 
Debe destacarse especialmente que las ayudas agrarias, dictadas al amparo del 
artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, son plenamente respetuosas con la doctrina del Tribunal Constitucional: en 
relación con la coordinación económica, la STC 178/2015, el Tribunal Constitucional, reiterando 
su doctrina anterior, recuerda que «En efecto, ya dijo este Tribunal en la STC 32/1983, de 28 
de abril, FJ 2, que la coordinación «persigue la integración de la diversidad de las partes o 
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subsistemas en el conjunto o sistema, evitando contradicciones y reduciendo disfunciones que, 
de subsistir, impedirían o dificultarían respectivamente la realidad misma del sistema». 
Asimismo, hemos señalado (STC 194/2004, de 4 de noviembre, FJ 8) que esa competencia 
estatal de coordinación general significa no sólo que hay que coordinar las partes o 
subsistemas, sino que corresponde al Estado llevar a cabo la coordinación, debiendo ser 
entendida ésta como la fijación de medios y de sistemas de relación que hagan posible la 
información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta 
de las autoridades estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias de 
tal modo que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema». (FJ. 9). 
 
Con carácter general, tal y como ha reconocido la doctrina constitucional, la competencia 
estatal de bases y coordinación de la planificación de la economía se proyecta en el subsector 
de la ganadería, habida cuenta de la relación reconocida y expresa que tiene con la política 
económica general (SSTC 145/1989, FJ 5; 158/2011, de 19 de octubre, FJ 8 y 207/2011, de 20 
de diciembre, FJ 7). Así, este Tribunal ha afirmado que corresponde al Estado, en virtud de su 
competencia de ordenación general de la economía, establecer las directrices globales de 
ordenación y regulación del mercado agropecuario nacional (STC 104/2013, de 25 de abril, 
FJ 5)». 
 
Asimismo, las SSTC 124/2003, de 19 de mayo, FJ 3; 235/1999, de 16 de diciembre, FJ 3; 
45/2001, de 15 de febrero, FJ 8; y 95/2001, de 5 de abril, FJ 3, el Tribunal Constitucional 
reconoce como reiterada doctrina constitucional de su propia elaboración que la competencia 
estatal en materia de «ordenación general de la economía» (art. 149.1.13 CE) puede abarcar 
«tanto las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación 
de un sector concreto como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean 
necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector 
(SSTC 95/1986, 213/1994, etc.)», aunque el referido título competencial no alcance a «incluir 
cualquier acción de naturaleza económica, si no posee una incidencia directa y significativa 
sobre la actividad económica general (SSTC 186/1988 y 133/1997), pues, de no ser así, «se 
vaciaría de contenido una materia y un título competencial más específico» (STC 112/1995)» 
(STC 21/1999, FJ 5), sin que de la invocación del interés general que representa el Estado 
pueda resultar otra cosa por cuanto, según hemos dicho, el mismo se ha de materializar a 
través del orden competencial establecido, excluyéndose así la extensión de los ámbitos 
competenciales en atención a consideraciones meramente finalísticas (SSTC 75/1989, de 24 
de abril; 13/1992, de 6 de febrero). 
 
Y sobre las ayudas, el TC establece que «(…) Se trata de una previsión estructural y 
conformadora del sistema de ayudas a un sector económico como el agrícola, con una 
orientación eminentemente directiva que ha de ser indudablemente calificada como básica y 
que cumple, además, una función coordinadora, en la medida en la que, con la obligada 
adopción de este régimen de ayudas, se propone una simplificación y agrupación de muchas 
de ellas con una evidente trascendencia de reordenación nacional común del sistema de 
ayudas a la agricultura.(…). Todo lo cual justifica que sólo pueda ser ordenado a partir de un 
criterio común en relación con la forma de determinar las ayudas a percibir que enlaza 
derechamente con las competencias exclusivas del Estado reconocidas en el art. 149.1.13 
CE». 
 
El Tribunal Constitucional ha declarado insistentemente desde la STC 95/1986, de 10 de julio 
(posteriormente, entre otras, en las SSTC 152/1988, de 20 de julio y 188/1989, de 16 de 
noviembre), que «el carácter exclusivo con el que se califica la competencia autonómica sobre 
la agricultura, no impide toda intervención estatal en este sector. Ello no sólo porque ciertas 
materias o actividades estrechamente vinculadas a la agricultura son subsumibles bajo 
enunciados competenciales que el art. 149.1 de la CE confía al Estado, sino también, y sobre 
todo, porque [...] el art. 148.1.7 de la CE [...] deja a salvo las facultades de ordenación de la 
economía reservadas con carácter general al Estado por el art. 149.1.13 de la CE [...].» -FJ. 2-. 
De manera que, en definitiva, «las bases de la planificación general de la actividad económica 
consisten en el establecimiento de «las normas estatales que fijen las líneas directrices y los 
criterios globales de ordenación de cada sector» (STC 135/2012, de 19 de junio, F.J. 2), 
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admitiendo que esta competencia ampara todas las normas, sea cual sea su naturaleza, 
orientadas al logro de tales fines» –STC 34/2013, de 14 de febrero, F.J. 4.a)–. 
 
En dicho marco, se adopta un enfoque diferenciado en función de las particulares 
circunstancias que concurren en cada caso. Así, las ayudas en el marco de la financiación de 
crisis europea a los sectores agrarios recogen los elementos esenciales como mínimo común 
denominador que asegure ese marco común y la igualdad en las condiciones de percepción de 
los destinatarios, reservando las tareas de tramitación, resolución, pago y control de las ayudas 
a las comunidades autónomas en virtud de sus competencias ejecutivas y como autoridades 
ordinarias que son en la materia. Por el contrario, el artículo regulador de las ayudas directas a 
los productores lecheros, así como las ayudas a la acuicultura, requieren de un enfoque 
diferente dada su excepcionalidad. En este sentido, la gestión de estas ayudas se realizará de 
forma centralizada, dado que el Estado cuenta con competencias exclusivas en la materia, 
siguiendo la doctrina sentada por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en la 
STC 11/2015, FJ 4, por remisión a la STC 79/1992, de 28 de mayo, FJ 2, ha recordado que «el 
sector de la agricultura y la ganadería es de aquellos que por su importancia toleran la fijación 
de líneas directrices y criterios globales de ordenación así como previsiones de acciones o 
medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la 
ordenación de cada sector, destacando que «… en materia de agricultura y ganadería, siendo 
la competencia específica de las comunidades autónomas... el Estado puede intervenir en 
virtud de sus competencias generales sobre la ordenación general de la economía». De igual 
forma, el artículo 149.1.13.ª CE puede en determinados casos justificar la reserva de funciones 
ejecutivas al Estado siempre que resulte preciso que la actuación de que se trate quede 
reservada al Estado para garantizar así el cumplimento de la finalidad de ordenación 
económica que se persigue, la cual no podría conseguirse sin dicha reserva, y que el uso del 
criterio supraterritorial resulte justificado en los términos de nuestra doctrina, esto es, 
atendiendo tanto a las razones aportadas como a la congruencia de la reserva de la función 
con el régimen de la norma. De acuerdo con la doctrina del Alto Tribunal, la necesidad de la 
gestión de estas ayudas a través del Estado se fundamenta en la estructura y naturaleza de las 
ayudas, asegurando además una visión de conjunto que solamente el ente supraordenado 
puede ofrecer, al requerir un grado de homogeneidad en su tratamiento que exclusivamente 
puede garantizarse mediante su gestión por un único titular, que forzosamente tiene que ser el 
Estado, a través de la Administración General del Estado. De esta forma se ofrecen idénticas 
posibilidades de obtención y disfrute por parte de los potenciales destinatarios que radican en 
distintas comunidades autónomas desde la superpuesta aplicación potencial de criterios como 
el lugar de la explotación, la sede social del propietario o el domicilio de los operadores pero 
que se integran en un único sistema de protección excepcional de ámbito supraterritorial, 
aspecto que no se conseguiría desde una gestión autonómica, exige que se canalicen 
centralizadamente. Se trata de una ayuda excepcional y directa que por su propia naturaleza 
requiere de una gestión automática y ágil, que se logrará mediante el empleo de la información 
ya obrante a escala nacional en el Estado, y que impide canalizarla por cualquier otro 
mecanismo que no sea el de la centralización, pues se otorgará de modo inmediato y 
automático en virtud de los datos ya obrantes en registros estatales. 
 
Finalmente, el real decreto-ley habilita al Gobierno y a las personas titulares de los 
departamentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, para dictar cuantas 
disposiciones y adoptar medidas que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
dispuesto en la norma. 
 
En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución 
Española, a propuesta del Ministro de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática, la Ministra de Justicia, la Ministra de Hacienda y Función Pública, la Ministra de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, la Ministra de Educación y Formación Profesional, la 
Ministra de Trabajo y Economía Social, la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, el Ministro 
de Agricultura, Pesca y Alimentación, la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, el Ministro de Cultura y Deporte, la Ministra de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, la Ministra de Derechos Sociales y Agenda 2030, la Ministra de 
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Igualdad, el Ministro de Consumo y el Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de marzo de 2022, 
 
DISPONGO: 
 
TÍTULO I 
Medidas en el ámbito energético 
 
CAPÍTULO I 
Medidas de apoyo a la industria 
 
Artículo 1. Mecanismo de apoyo para garantizar la competitividad de la industria 
electrointensiva. 
 
1. Con efectos desde el 1 de enero de 2022 y hasta el 31 de diciembre de 2022, se aplicará 
un mecanismo de apoyo a la industria electrointensiva consistente en una reducción en la 
factura eléctrica del 80 por ciento del coste correspondiente a los peajes de acceso a las redes 
de transporte y distribución de electricidad aplicables en cada momento. 
 
2. La referida reducción se efectuará tanto sobre los términos de potencia contratada como 
de los términos de energía activa de los peajes de transporte y distribución de electricidad y en 
cada uno de los periodos horarios de los segmentos tarifarios aprobados por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia. 
 
3. Asimismo, dicha reducción será practicada por la empresa distribuidora de energía 
eléctrica, sobre los costes asociados a los peajes de acceso a las redes de transporte y 
distribución de electricidad que resulten de aplicación en cada ciclo de facturación 
correspondiente. En caso de que el consumidor de energía eléctrica tenga contratado 
directamente con la empresa comercializadora de energía eléctrica el contrato de acceso a la 
red a través de su contrato de suministro, ésta trasladará dicha reducción al consumidor final 
en términos idénticos a los fijados para el distribuidor. 
 
Los descuentos consecuencia de esta medida se aplicarán sobre las cantidades a facturar 
antes de impuestos y deberán recogerse como un concepto separado denominado «descuento 
en peajes de transporte y distribución de electricidad a la industria electrointensiva». 
Adicionalmente, la primera factura emitida tras la aprobación de este real decreto-ley deberá 
incorporar de manera separada el descuento en peajes de transporte y distribución de 
electricidad correspondiente al periodo transcurrido desde el 1 de enero del año 2022 hasta la 
fecha de entrada en vigor de esta disposición bajo la denominación «regularización descuento 
en peajes de transporte y distribución de electricidad a la industria electrointensiva». La cuantía 
a descontar será tal que en ningún caso el valor económico de los peajes en cada una de las 
facturas resulte negativo, en cuyo caso las cantidades remanentes a descontar se aplicarán en 
los siguientes ciclos de facturación. 
 
4. Lo establecido en los apartados anteriores resultará de aplicación a los consumidores que 
cuenten con el certificado de consumidor electrointensivo a que hace referencia el capítulo II 
del Real Decreto 1106/2020, de 15 de diciembre, por el que se regula el Estatuto de los 
consumidores electrointensivos. 
 
En caso de que la obtención del referido certificado se produzca con posterioridad a la fecha de 
entrada en vigor de este real decreto-ley, la reducción del coste de peajes de acceso a las 
redes de transporte y distribución de electricidad surtirá efectos desde la fecha de la emisión de 
dicha certificación por parte de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa. Igualmente, la referida reducción resultará de aplicación en tanto no se produzca la 
pérdida de dicha certificación por alguna de las circunstancias a que se refiere el artículo 9 del 
Real Decreto 1106/2020, de 15 de diciembre. 
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5. Al objeto de garantizar el cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, en el 
plazo de diez días desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, la Dirección General de 
Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa remitirá a la Dirección General de Política 
Energética y Minas un listado en formato electrónico con los códigos universales de puntos de 
suministro (CUPS) y las denominaciones de las empresas de los consumidores que hayan 
obtenido la certificación de consumidor electrointensivo. Este listado se actualizará con una 
periodicidad mensual. 
 
Asimismo, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico remitirá a las 
distribuidoras de energía eléctrica la relación de CUPS del punto de suministro o de la 
instalación para los que resulte de aplicación la reducción del peaje de acceso, debiéndose 
notificar a dichas empresas las altas y bajas que se pudieran producir. El listado anterior será 
igualmente remitido a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a efectos del 
adecuado seguimiento de esta medida. 
 
6. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en el ejercicio de sus 
competencias, velará por el efectivo cumplimiento de lo establecido en este artículo por parte 
de los distribuidores de energía eléctrica. A tal efecto, estos deberán indicar debidamente y de 
forma separada a la Comisión aquella parte de la facturación correspondiente a la reducción 
del coste de peajes de acceso referida en los apartados anteriores, incluida la cuantía de la 
reducción en términos agregados para el conjunto de CUPS sujetos a la reducción, de tal forma 
que se pueda conocer el alcance de dicha medida en términos de reducción de ingresos de 
peajes de acceso para el sistema eléctrico. 
 
Asimismo, a los efectos de la realización de las liquidaciones del sistema eléctrico, los 
descuentos aplicados por las distribuidoras en la facturación de peajes deberán ser declarados 
por estas a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia como un menor ingreso 
liquidable en los formatos utilizados a tal fin. 
 
Artículo 2. Concesión de un crédito extraordinario destinado a financiar la 
compensación de peajes. 
 
1. Al objeto de compensar la reducción de ingresos en el sistema eléctrico consecuencia de la 
reducción de peajes, se aprueba un crédito extraordinario por importe de 225 millones de euros 
en el presupuesto de la sección 23 «Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico», servicio 03 «Secretaria de Estado de Energía», programa 000X «Transferencia 
y libramientos internos», concepto 732 « A la CNMC para compensar reducción de ingresos en 
el sistema eléctrico consecuencia de la reducción de peajes para consumidores 
electrointensivos». 
 
El crédito extraordinario anterior tendrá la siguiente repercusión en el presupuesto del 
organismo 302 «Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia» de la Sección 27 
«Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital»: 
 
– En el presupuesto de ingresos, en el subconcepto 702.06 «Para compensar la reducción de 
ingresos en el sistema eléctrico como consecuencia de la reducción de peajes para 
consumidores electrointensivos», por importe de 225 millones de euros. 
– En el presupuesto de gastos, en el programa 425 A «Normativa y desarrollo energético», 
concepto 773 «Ayudas para compensar la reducción de ingresos en el sistema eléctrico como 
consecuencia de la reducción de peajes para consumidores electrointensivos», por importe 
de 225 millones de euros. 
 
2. La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
Artículo 3. Medidas de apoyo a la industria gas intensiva. 
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1. Se aprueba una línea de ayudas directas a la industria intensiva en consumo de gas, 
correspondientes a 2022, para paliar el efecto perjudicial del incremento del coste del gas 
ocasionado por la invasión de Ucrania y las sanciones impuestas a Rusia por su causa. 
 
2. Los beneficiarios de estas ayudas serán las empresas, cualquiera que sea su forma 
jurídica, incluyendo comunidades de bienes y entidades sin personalidad jurídica o autónomos, 
que tengan domicilio fiscal en territorio español, que hayan realizado durante 2021 al menos 
una de las actividades previstas en los siguientes Códigos CNAE y continúen en su ejercicio en 
el momento de la solicitud: 
 
Cód. CNAE2009 Título CNAE2009 
171 Fabricación de pasta papelera, papel y cartón. 
206 Fabricación de fibras artificiales y sintéticas. 
231 Fabricación de vidrio y productos de vidrio. 
232 Fabricación de otros productos cerámicos refractarios. 
233 Fabricación de productos cerámicos para la construcción. 
 
3. El importe total de las ayudas ascenderá a 125 millones de euros. De ellos, se transferirán 
a las Instituciones Navarras y a las Instituciones Vascas las cantidades correspondientes a los 
CIF de los posibles beneficiarios que estén domiciliados en esas comunidades autónomas. El 
resto será gestionado por Agencia Estatal de administración Tributaria con cargo a la aplicación 
presupuestaria 15.05.923M.478. 
 
4. El importe de las ayudas para cada beneficiario consistirá en una cantidad, dependiendo 
de su CNAE, multiplicada por su número de empleados, con una cuantía máxima de 400.000 
euros. La cantidad por empleado en cada CNAE será la siguiente: 
 
Cód. CNAE2009 Cuantía por empleado 
171, 206, 231 2600 
232, 233 5000 
 
En el caso de que el beneficiario no tenga ningún empleado, la ayuda consistirá en la cantidad 
correspondiente a un empleado. 
 
5. La solicitud se presentará en la Sede Electrónica de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, rellenando el formulario electrónico que a tal efecto ponga a disposición la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y en el que necesariamente, deberá figurar la cuenta 
bancaria en la que desee que se le realice el abono. El plazo de presentación del formulario 
finalizará el 30 de abril de 2022. 
 
6. La Agencia Estatal de Administración Tributaria tramitará la solicitud con aplicación del 
procedimiento de devolución y los procedimientos mencionados en el apartado 9 de este 
artículo. 
 
7. La ayuda acordada se abonará mediante transferencia bancaria, entendiéndose notificado 
el acuerdo de concesión por la recepción de la transferencia. 
 
8. Transcurrido el plazo de un mes desde la finalización del plazo de presentación del 
formulario sin haberse efectuado el pago, la solicitud podrá entenderse desestimada. Contra 
esta desestimación presunta se podrá interponer recurso de reposición y reclamación 
económico-administrativa, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria. 
 
9. Se atribuye a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la competencia para gestionar 
las solicitudes de ayuda y todas las actuaciones de gestión, control y recaudación necesarias 
para su tramitación, con aplicación de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria y sus reglamentos de desarrollo en lo no previsto expresamente en este 
capítulo. 
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10. Las ayudas reguladas en este capítulo no estarán sujetas a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 
11. Por Orden de la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública se podrán 
dictar las normas que resulten necesarias para desarrollar, interpretar o aclarar el contenido de 
este artículo. 
 
Artículo 4. Crédito extraordinario destinado a financiar el apoyo público a empresas 
consumidoras de gas.  
 
1. Al objeto de financiar las ayudas previstas en el artículo anterior, se aprueba un crédito 
extraordinario de 125 millones de euros en la sección 15 «Ministerio de Hacienda y Función 
Pública», servicio 05 «Secretaria de Estado de Hacienda», en el programa 923 M «Dirección y 
Servicios Generales de Hacienda y Función Pública», concepto 478 «Programa de apoyo 
público a empresas intensivas en consumidoras de gas». 
 
2. La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
3. Los pagos correspondientes se realizarán por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, previa provisión de fondos por el Tesoro Público, de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el apartado segundo de la Orden de 27 de diciembre de 1991, por la que se dictan 
instrucciones acerca del régimen económico financiero de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria. 
 
4. Los pagos se realizarán con cargo a un concepto no presupuestario que se cancelará 
posteriormente por la aplicación del gasto a los créditos presupuestarios recogidos en este 
artículo. 
 
5. La fiscalización previa de los actos administrativos recogidos en los apartados anteriores 
se sustituye por el control financiero permanente realizado por la Intervención General de la 
Administración del Estado. 
 
CAPÍTULO II 
Actualización del régimen retributivo específico de la producción de energía eléctrica a 
partir de fuentes de energía renovables, cogeneración de alta eficiencia y residuos 
 
Artículo 5. Actualización de los parámetros retributivos del régimen retributivo 
específico aplicables al año 2022.  
 
1. De forma extraordinaria y para el año 2022, en el plazo de 2 meses desde la entrada en 
vigor de este real decreto-ley se actualizarán, mediante orden ministerial y previo acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, los parámetros retributivos 
establecidos en la Orden TED/171/2020, de 24 de febrero, por la que se actualizan los 
parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables a determinadas instalaciones de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y 
residuos, a efectos de su aplicación al periodo regulatorio que tiene su inicio el 1 de enero 
de 2020. Esta actualización se realizará sin perjuicio de la actualización prevista en el 
artículo 20.3 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y 
residuos. La citada orden establecerá aquellos aspectos necesarios para la adecuada 
aplicación de lo previsto en este artículo. 
 
2. Esta actualización se realizará sin perjuicio de la actualización prevista para el semiperiodo 
regulatorio comprendido entre el 1 de enero de 2023 y el 31 de diciembre de 2025. 
 
3. Estas actualizaciones se realizarán aplicando la metodología establecida en el Real 
Decreto 413/2014, de 6 de junio, para la revisión de parámetros retributivos al finalizar cada 
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semiperiodo regulatorio, prevista en el artículo 20.2 del citado real decreto y el resto de 
normativa de desarrollo, con las particularidades recogidas en este artículo. 
 
4. Para la aplicación de la metodología de actualización de parámetros retributivos se 
considerará que el semiperiodo regulatorio comprendido entre el 1 de enero de 2020 y el 31 de 
diciembre de 2022, se divide a su vez en dos semiperiodos regulatorios: el primero, 
comprendido entre el 1 de enero de 2020 y el 31 de diciembre de 2021 y el segundo, entre el 1 
de enero de 2022 y el 31 de diciembre de 2022. 
 
5. Para la actualización de los parámetros retributivos aplicables al año 2022 prevista en el 
apartado primero, se tendrá en consideración lo siguiente: 
 
a) Se utilizarán las hipótesis de cálculo y valores de parámetros vigentes en la fecha de la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, a excepción de la estimación de ingresos por la venta 
de la energía durante el resto de la vida útil valorada al precio del mercado, los parámetros 
retributivos directamente relacionados con éstos y, para aquellas instalaciones tipo cuyos 
costes de explotación dependan esencialmente del precio del combustible, el precio de dicho 
combustible y el precio de los derechos de emisión de CO2. 
b) La estimación del precio de mercado para los años 2022, 2023 y 2024 se calculará como la 
media aritmética de las cotizaciones de los contratos de futuros anuales, negociados en el 
mercado de futuros de electricidad organizado por OMIP durante los últimos seis meses 
de 2021. Para el año 2025 y posteriores se considerará el mismo valor que para el año 2024. 
Para realizar la estimación de los ingresos de mercado de los años 2022 y posteriores, se 
utilizará, para cada tecnología, el coeficiente de apuntamiento real de 2021. 
c) La estimación del precio de los combustibles fósiles para los dos semestres del 2022 se 
llevará a cabo considerando las variaciones semestrales del coste de las materias primas y, en 
su caso, de los peajes de acceso previstas en la Orden IET/1345/2015, de 2 de julio, por la que 
se establece la metodología de actualización de la retribución a la operación de las 
instalaciones con régimen retributivo específico. 
d) La estimación del precio del derecho de emisión de CO2 para el año 2022 y posteriores se 
calculará como la media aritmética de las cotizaciones diarias de los contratos de futuros de 
derechos de emisión de CO2 para el año 2022 negociados durante los últimos seis meses 
de 2021. 
e) Para calcular el valor de ajuste por desviaciones en el precio del mercado de los años 2020 
y 2021 se utilizará el valor del precio medio anual del mercado diario e intradiario que ha sido 
calculado por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, para cada año natural, 
como media aritmética de los precios horarios del mercado diario e intradiario y que toma como 
valor 33,94 €/MWh para el año 2020 y 111,90 €/MWh para el año 2021. 
 
6. Los parámetros retributivos aprobados en virtud del apartado primero de este artículo serán 
de aplicación desde el 1 de enero de 2022. La Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia procederá a liquidar las cantidades resultantes de aplicar dichos parámetros 
retributivos a cada una de las instalaciones desde la primera liquidación en la que se disponga 
de dichos valores. 
Con el objetivo de adaptar los ingresos de las instalaciones procedentes del régimen retributivo 
específico a los parámetros retributivos actualizados en virtud del apartado primero de este 
artículo desde el 1 de enero de 2022, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
realizará el ajuste correspondiente a la diferencia entre los valores de retribución actualizados y 
las cantidades ya liquidadas con motivo de la Orden TED/171/2020, de 24 de febrero, en las 
siguientes liquidaciones, incorporando los derechos de cobro u obligaciones de pago 
generados, que se imputarán al ejercicio 2022. 
 
7. En el proceso de actualización de los parámetros retributivos del semiperiodo regulatorio 
comprendido entre 1 de enero de 2023 y el 31 de diciembre de 2025, el valor del precio medio 
anual del mercado diario e intradiario, utilizado para calcular el valor de ajuste por desviaciones 
en el precio del mercado del año 2022, regulado en el artículo 22 del Real Decreto 413/2014, 
de 6 de junio, se calculará, por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, como 
media aritmética de los precios horarios del mercado diario e intradiario desde el 1 de enero 
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de 2022 hasta el 31 de diciembre de 2022. El valor obtenido se publicará antes del 15 de enero 
del 2023. 
 
8. El mecanismo de ajuste por desviaciones en el precio del mercado, regulado en el 
artículo 22 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, no será de aplicación para la energía 
generada en el año 2023 y posteriores, que afectarían a la actualización de parámetros 
retributivos del semiperiodo regulatorio comprendido entre el 1 de enero de 2026 y el 31 de 
diciembre de 2028.  
El Gobierno, a propuesta de la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
modificará el Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, para adaptarlo a esta previsión. 
 
9. Por orden ministerial y previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, en el plazo de 2 meses desde a la entrada en vigor de este real decreto-ley, se 
aprobará una nueva metodología para la actualización de la retribución a la operación de 
aquellas instalaciones tipo cuyos costes de explotación dependan esencialmente del precio del 
combustible, según lo previsto en el artículo 20 del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio. 
 
La actualización de la retribución a la operación se realizará de forma anual para un periodo 
temporal de un año, en ella se considerará la evolución de la estructura de los principales 
ingresos y costes de la instalación tipo, relacionados con la venta de la energía eléctrica en los 
mercados y los costes asociados al combustible y a los derechos de emisión del CO2. 
 
La metodología estará orientada a fomentar una operación eficiente de las instalaciones, tal y 
como se presupone de una empresa eficiente y bien gestionada, en especial en la gestión de 
las emisiones de CO2. La metodología de reconocimiento de dichos costes, deberá aportar las 
señales necesarias para que los titulares de las instalaciones operen las plantas minimizando 
las emisiones y sus costes asociados, de forma que los derechos de emisión de 
CO2 mantengan su carácter incentivador en el proceso de descarbonización. 
 
CAPÍTULO III 
Medidas de agilización de los procedimientos relativos a proyectos de energías 
renovables 
Artículo 6. Procedimiento de determinación de afección ambiental para proyectos de 
energías renovables. 
 
1. Los proyectos no ubicados en medio marino a los que se refieren los apartados i) y j) del 
Grupo 3 del Anexo I y los apartados g) e i) del Grupo 4 del Anexo II de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de Evaluación Ambiental se someterán a un procedimiento de determinación de las 
afecciones ambientales siempre que cumplan, conjuntamente, con los requisitos que se 
señalan a continuación: 
 
a) Conexión: Proyectos que cuenten con líneas aéreas de evacuación no incluidas en el 
grupo 3, apartado g) del Anexo I de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 
 
b) Tamaño: 
 
1.º Proyectos eólicos con una potencia instalada igual o inferior a 75 MW. 
2.º Proyectos de energía solar fotovoltaica con una potencia instalada igual o inferior a 150 
MW. 
 
c) Ubicación: Proyectos que, no ubicándose en medio marino ni en superficies integrantes de 
la Red Natura 2000, a la fecha de la presentación de la solicitud de autorización por el promotor 
estén ubicados íntegramente en zonas de sensibilidad baja y moderada según la «Zonificación 
ambiental para la implantación de energías renovables», herramienta elaborada por el 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
 
Este procedimiento será de aplicación a los proyectos respecto de los cuales los promotores 
presenten la solicitud de autorización administrativa de las previstas en el artículo 53 de la 
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Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, ante el órgano sustantivo antes del 31 
de diciembre de 2024. 
 
2. Los proyectos a los que se refiere el apartado 1 no estarán sujetos a una evaluación 
ambiental en los términos regulados en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, en la medida en que 
así lo determine el informe al que se refiere el apartado 3 de este artículo. No obstante, los 
términos empleados en este artículo se entenderán de conformidad con las definiciones 
recogidas en el artículo 5 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 
 
3. El procedimiento de determinación de las afecciones ambientales se desarrollará conforme 
a los siguientes trámites: 
 
a) El promotor deberá presentar al órgano sustantivo para la autorización la siguiente 
documentación: 
 
1.º Solicitud de determinación de afección ambiental para proyectos de energías renovables. 
La solicitud de determinación de afección ambiental deberá cumplir los requisitos generales 
administrativos recogidos, con carácter general, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
2.º El proyecto consistente en el anteproyecto previsto en el artículo 53.1.a) de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
3.º El estudio de impacto ambiental con los contenidos previstos en los artículos 5.3.c) y 35 y 
en el anexo VI de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, 
4.º Un resumen ejecutivo que cuantifique los impactos acreditados respecto de los aspectos 
recogidos en el apartado 3.b). 
 
Siempre que la documentación esté completa, el órgano sustantivo remitirá la documentación 
al órgano ambiental en un plazo de 10 días. En el caso de que no esté completa la 
documentación, previo trámite de subsanación de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas el órgano sustantivo tendrá al promotor por desistido. 
 
b) El resumen ejecutivo elaborado por el promotor, deberá abordar de modo sintético las 
principales afecciones del proyecto sobre el medio ambiente en función de los siguientes 
criterios: 
 
1.º Afección sobre la Red Natura 2000, espacios protegidos y sus zonas periféricas de 
protección y hábitats de interés comunitario. 
2.º Afección a la biodiversidad, en particular a especies protegidas o amenazadas 
catalogadas 
3.º Afección por vertidos a cauces públicos o al litoral. 
4.º Afección por generación de residuos. 
5.º Afección por utilización de recursos naturales. 
6.º Afección al patrimonio cultural. 
7.º Incidencia socio-económica sobre el territorio. 
8.º Afecciones sinérgicas con otros proyectos próximos al menos, los situados a 10 km o 
menos en parques eólicos, a 5 km en plantas fotovoltaicas y a 2 km respecto de tendidos 
eléctricos. 
 
c) A la vista de la documentación, el órgano ambiental analizará si el proyecto producirá, 
previsiblemente, efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, y elaborará una 
propuesta de informe de determinación de afección ambiental, que remitirá al órgano 
competente en materia de medio ambiente, el cual dispondrá de un plazo de diez días para 
formular observaciones. Transcurrido dicho plazo, la falta de respuesta se considerará como 
aceptación del contenido de la propuesta de informe a efectos de proseguir las actuaciones. 
 
d) En todo caso, el órgano ambiental formulará el informe de determinación de afección 
ambiental en el plazo máximo de dos meses desde la recepción de la documentación. En dicho 
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informe se determinará si el proyecto puede continuar con la correspondiente tramitación del 
procedimiento de autorización por no apreciarse efectos adversos significativos sobre el medio 
ambiente que requieran su sometimiento a un procedimiento de evaluación ambiental o si, por 
el contrario, el proyecto debe someterse al correspondiente procedimiento de evaluación 
ambiental conforme a lo previsto en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 
 
El informe podrá determinar también la obligación de someter la autorización del proyecto a las 
condiciones que se estime oportuno para mitigar o compensar posibles afecciones ambientales 
del mismo, así como a condiciones relativas al seguimiento y plan de vigilancia del proyecto. La 
instalación no podrá ser objeto de autorización de construcción o explotación si no se respetan 
dichas condiciones. 
 
e) El informe de determinación de afección ambiental será publicado en la web del órgano 
ambiental y notificado al promotor y órgano sustantivo en un plazo máximo de diez días. 
 
4. El informe de determinación de afección ambiental perderá su vigencia y cesará en los 
efectos que le son propios si el proyecto no fuera autorizado en el plazo de dos años desde su 
notificación al promotor. 
No obstante, cuando se trate de proyectos incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 1 del 
Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en materia de 
energía y en otros ámbitos para la reactivación económica, si el informe determina que el 
proyecto puede continuar con la correspondiente tramitación del procedimiento de autorización 
por no apreciarse efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, tendrá el plazo de 
vigencia y surtirá los efectos de cumplimiento de los hitos administrativos a los que se refieren 
sus apartados 1.a).2.º y 1.b).2.º 
 
5. El informe de determinación de afección ambiental no será objeto de recurso alguno, sin 
perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa y judicial frente al acto de 
autorización del proyecto. 
 
6. El procedimiento regulado en este artículo no tiene carácter básico y por tanto sólo será de 
aplicación a la Administración General del Estado y a sus organismos públicos. No obstante, en 
su ámbito de competencias, las Comunidades Autónomas podrán aplicar lo dispuesto en este 
artículo únicamente para los proyectos a los que se refiere el apartado 1. 
 
Artículo 7. Procedimientos simplificados de autorización de proyectos de energías 
renovables. 
 
Con el fin de lograr una reducción de la dependencia energética, la contención de precios y la 
garantía del suministro, se declaran de urgencia por razones de interés público, los 
procedimientos de autorización de los proyectos de generación mediante energías renovables 
competencia de la Administración General del Estado, que hayan obtenido el informe de 
determinación de afección ambiental favorable y siempre sus promotores soliciten acogerse a 
este procedimiento simplificado de autorización antes del 31 de diciembre de 2024. 
 
Estos procedimientos se tramitarán conforme al Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, 
por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y 
procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, aplicándose la reducción 
de plazos prevista en este artículo y demás efectos previstos por el artículo 33 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, y de acuerdo con las siguientes especialidades: 
 
1. Se efectuará de manera conjunta la tramitación y resolución de las autorizaciones previa y  
de construcción definidas en los párrafos a) y b) del apartado 1 del artículo 115 del Real 
Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre. A este efecto: 
 
a) De conformidad con lo indicado anteriormente, el promotor presentará una solicitud del 
procedimiento simplificado de autorización de proyectos de energías renovables acompañada 
del informe de determinación de afección ambiental favorable y del proyecto de ejecución. 
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El proyecto de ejecución deberá cumplir con los requisitos técnicos que están recogidos en la 
normativa sectorial de aplicación, en particular con los establecidos en el Real 
Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, en el Reglamento sobre condiciones técnicas y 
garantías de seguridad en instalaciones eléctricas de alta tensión y sus Instrucciones Técnicas 
Complementarias ITC-RAT 01 a 23, aprobado por el Real Decreto 337/2014, de 9 de mayo, y 
en el Reglamento sobre condiciones técnicas y garantías de seguridad en líneas eléctricas de 
alta tensión y sus instrucciones técnicas complementarias ITC-LAT 01 a 09, aprobado por el 
Real Decreto 223/2008, de 15 de febrero. 
b) Se unifican los trámites regulados en los artículos 127 y 131 del Real Decreto 1955/2000, 
de 1 de diciembre, relativos a la información y la remisión del proyecto de ejecución a las 
distintas Administraciones, organismos o, en su caso, empresas de servicio público o de 
servicios de interés general en la parte de la instalación que pueda afectar a bienes y derechos 
a su cargo. Los plazos previstos en estos artículos se reducirán a la mitad. 
c) El trámite de información pública regulado en los artículos 125 y 126 del Real 
Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se realizará simultáneamente con el previsto en el 
apartado a) y sus plazos quedan reducidos a la mitad. 
d) Finalizados dichos trámites, el área funcional o, en su caso, la dependencia de Industria y 
Energía competente para la tramitación remitirá, en el plazo de quince días, el expediente 
completo acompañado de su informe, de acuerdo con lo previsto en los artículos 127.5 y 131.5 
del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, a la Dirección General de Política Energética y 
Minas, a efectos de resolución. 
 
2. En el supuesto de que se solicite la declaración de utilidad pública, esta deberá 
presentarse junto a las solicitudes de autorización administrativa previa y de construcción, 
acompañada de la documentación establecida por el artículo 143 del Real Decreto 1955/2000, 
de 1 de diciembre, para su tramitación simultánea. A estos efectos: 
 
a) El trámite de información a otras Administraciones públicas regulado en los artículos 146 
y 147 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se unifica con el previsto en el 
apartado 1.b) de este artículo, y se realizará en los mismos plazos. 
b) El trámite de información pública regulado en los artículos 144 y 145 del Real 
Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se unifica con el previsto en el apartado 1.c) de este 
artículo, se realizará en los mismos plazos. 
c) El área funcional o, en su caso, la dependencia de Industria y Energía competente para la 
tramitación remitirá a la Dirección General de Política Energética y Minas el expediente e 
informe conjuntamente con el previsto en el apartado 1.d) anterior. 
 
CAPÍTULO IV 
Otras medidas por las que se regulan determinados aspectos de los concursos de 
acceso 
Artículo 8. Liberación de capacidad en los nudos reservados para concurso para 
autoconsumo. 
 
1. En aquellos nudos en los que la persona titular de la Secretaría de Estado de Energía haya 
resuelto la celebración de un concurso de capacidad conforme a lo previsto en el artículo 20.5 
del Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de 
transporte y distribución de energía eléctrica, se liberará el 10 por ciento del total de la 
capacidad disponible en cada uno de esos nudos que haya sido reservada hasta el momento 
de la entrada en vigor de este real decreto-ley. Esta capacidad podrá ser otorgada por el 
criterio general de ordenación a que se refiere el artículo 7 del Real Decreto 1183/2020, de 29 
de diciembre, a nuevas instalaciones de generación de electricidad que utilicen fuentes de 
energía primaria renovable siempre que estas cumplan las siguientes condiciones: 
 
a) Estar asociadas a una modalidad de autoconsumo. 
b) El cociente entre la potencia contratada en el periodo P1 y la potencia de generación 
instalada sea al menos 0,5. 
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Las condiciones anteriores dejarán de ser de aplicación transcurridos dos años desde la 
entrada en vigor de este real decreto-ley. A partir de ese momento, la capacidad que no se 
haya otorgado bajo dichas condiciones estará disponible para el otorgamiento de acceso por el 
criterio general sin más restricciones que las inherentes al procedimiento de otorgamiento 
general o, en su caso, simplificado. 
 
2. La capacidad liberada a la que se refiere el apartado anterior podrá ser otorgada tanto a 
instalaciones que accedan directamente a la red de transporte, como a las que accedan a 
través de la red de distribución cuando estas requieran de informe de aceptabilidad por parte 
del gestor de la red de transporte. 
 
Artículo 9. Caducidad de los permisos de capacidad de acceso en caso de 
incumplimiento de los compromisos adquiridos en la celebración de los concursos de 
acceso. 
 
El incumplimiento por parte del titular de los permisos de acceso y conexión de los 
compromisos adquiridos en un concurso de capacidad de acceso para la obtención de los 
mismos, supondrá la caducidad automática de dichos permisos y la ejecución de todas las 
garantías económicas asociadas a los mismos, tanto las presentadas en el concurso como las 
señaladas en el artículo 23 del Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre. 
 
CAPÍTULO V 
Reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el 
ciclo de vida de los combustibles 
Artículo 10. Reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y energía suministrados en 
transporte. 
 
Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, se establece la obligación de 
reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de 
vida de los combustibles y la energía suministrados en el transporte del artículo 7 bis de la 
Directiva 98/70/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 1998, relativa 
a la calidad de la gasolina y del gasóleo y por la que se modifica la Directiva 93/12/CEE del 
Consejo. 
 
Artículo 11. Obligación de reducción de la intensidad de las emisiones de gases de 
efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y energía suministrados 
en el transporte. 
 
1. Los sujetos previstos en el artículo 12, deberán cumplir con un objetivo obligatorio de 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero del ciclo de vida, por unidad de 
combustible y de energía suministrados en el transporte, del 6 por ciento, en comparación con 
el valor de referencia de las emisiones de gases de efecto invernadero derivadas de los 
combustibles fósiles utilizados en la Unión Europea en 2010, que es de 94,1 g de CO2eq/MJ. 
El citado objetivo deberá cumplirse mediante el uso de biocarburantes que cumplan los criterios 
de sostenibilidad, combustibles alternativos y reducciones en la quema en antorcha y venteo en 
los emplazamientos. 
 
2. Adicionalmente, los sujetos obligados podrán cumplir los siguientes objetivos indicativos de 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero: 
 
a) Un objetivo del 2 por ciento, logrado mediante al menos uno de los métodos siguientes: 
 
1.º El suministro de energía destinada al transporte para su uso en cualquier tipo de vehículo 
de carretera, de máquinas móviles no de carretera, incluidos los buques de navegación interior, 
tractores agrícolas y forestales o embarcaciones de recreo. 
2.º El uso de cualquier tecnología capaz de reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero del ciclo de vida por unidad de energía del combustible o por energía suministrada. 
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b) Un objetivo del 2 por ciento, logrado mediante la compra de créditos con arreglo al 
Mecanismo de Desarrollo Limpio del Protocolo de Kioto, conforme a las condiciones fijadas en 
la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por 
la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo, para 
las reducciones en el sector del suministro de combustible. 
 
3. Por real decreto del Consejo de Ministros se podrán modificar los objetivos regulados en 
los apartados 1 y 2 de este artículo, para su adaptación a las posibles modificaciones 
realizadas en la normativa europea al respecto. 
 
4. Las definiciones de «gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida» y «emisiones de 
gases de efecto invernadero por unidad de energía» son las establecidas en los apartados 7 
y 8, respectivamente, del artículo 2 del Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, por el que 
se regulan los criterios de sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, el Sistema 
Nacional de Verificación de la Sostenibilidad y el doble valor de algunos biocarburantes a 
efectos de su cómputo, o la normativa que lo sustituya. 
 
Artículo 12. Sujetos obligados a cumplir los objetivos de reducción de la intensidad de 
las emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los 
combustibles y la energía suministrados en el transporte. 
 
1. Los sujetos obligados a cumplir los objetivos de reducción de la intensidad de las 
emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y la 
energía suministrados en el transporte serán los siguientes: 
 
a) Los operadores al por mayor de productos petrolíferos, regulados en el artículo 42 de la 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, por sus ventas anuales en el 
mercado nacional, excluidas las ventas a otros operadores al por mayor. 
b) Las empresas que desarrollen la actividad de distribución al por menor de productos 
petrolíferos, regulada en el artículo 43 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, en la parte de sus 
ventas anuales en el mercado nacional no suministrado por los operadores al por mayor o por 
otros distribuidores al por menor. 
c) Los consumidores de productos petrolíferos, en la parte de su consumo anual no 
suministrado por operadores al por mayor o por las empresas que desarrollen la actividad de 
distribución al por menor de productos petrolíferos. 
d) Los operadores al por mayor de gases licuados del petróleo (GLP), regulados en el 
artículo 45 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, por sus ventas anuales en el mercado nacional, 
excluidas las ventas a otros operadores al por mayor. 
e) Las empresas que desarrollen una actividad de comercialización al por menor de gases 
licuados del petróleo, reguladas en el artículo 46 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, en la 
parte de sus ventas anuales en el mercado nacional no suministrada por los operadores al por 
mayor. 
f) Los consumidores de gases licuados del petróleo en la parte de su consumo anual no 
suministrada por los operadores al por mayor regulados o por las empresas que desarrollen 
una actividad de comercialización de gases licuados del petróleo. 
g) Los comercializadores de gas natural, definidos en el artículo 58, de la Ley 34/1998, de 7 
de octubre, por sus ventas anuales en el mercado nacional, excluidas las ventas a otros 
comercializadores. 
h) Los consumidores directos en mercado, en la parte de sus consumos de carácter firme no 
suministrados por los comercializadores a que hace referencia el punto anterior que 
suministren gas natural, biogás o gases manufacturados para su uso en el transporte en 
estaciones de servicio. 
 
2. Aquellos sujetos, no incluidos en el apartado anterior, que consuman o pongan en el 
mercado alguno de los combustibles o energía del apartado 1 del artículo 13, podrán optar por 
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contribuir al cumplimiento de los objetivos del artículo 11, en cuyo caso estarán sujetos a la 
obligación de remisión de información a que hace referencia el artículo 14. 
 
3. Dos o más sujetos obligados podrán optar por realizar una comunicación conjunta de la 
información del artículo 14, en cuyo caso, dicho grupo se considerará un único sujeto a los 
efectos del cumplimiento de los objetivos recogidos en el artículo 11 de este real decreto-ley. 
 
4. Por orden de la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico se podrán 
establecer condiciones específicas que tienen que tener los sujetos del apartado 1 para estar 
incluidos en la obligación recogida en el artículo 11. Asimismo, se podrán establecer 
excepciones para determinados sujetos, en función de su grado de participación en la cadena 
de suministro de los combustibles o la energía. 
 
Artículo 13. Combustibles y energía suministrados en el transporte, sobre los que 
aplican los objetivos de reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero durante el ciclo de vida. 
 
1. La obligación de reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto 
invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y energía suministrados en el 
transporte, recogida en el artículo 11, será de aplicación a las ventas o consumos efectuados, 
por los sujetos obligados del artículo 12, de los siguientes combustibles y energía 
suministrados en el transporte: 
 
a) Combustibles utilizados para propulsar vehículos de carretera, máquinas móviles no de 
carretera, incluidos los buques de navegación interior cuando no se hallen en el mar y el 
ferrocarril, tractores agrícolas y forestales y embarcaciones de recreo cuando no se hallen en el 
mar. 
b) Electricidad destinada a vehículos de carretera, si se puede demostrar que se ha medido y 
verificado adecuadamente la electricidad suministrada para su uso en dichos vehículos. 
c) Biocarburantes para uso aéreo, siempre y cuando cumplan los criterios de sostenibilidad 
del Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre y se demuestre que son sostenibles según lo 
dispuesto en la regulación vigente. 
 
2. Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico podrán incluirse otros combustibles y energía suministrados para el transporte. 
 
Artículo 14. Obligación de remisión de información para la evaluación del 
cumplimiento de los objetivos de reducción de la intensidad de las emisiones de gases 
de efecto invernadero en el transporte. 
 
1. Los sujetos del artículo 12 deberán acreditar el cumplimiento de los objetivos del 
artículo 11, para lo que deberán presentar la información y documentación, auditada por 
empresa independiente, según lo establecido en el Real Decreto 235/2018, de 27 de abril, por 
el que se establecen los métodos de cálculo y requisitos de información en relación con la 
intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero de los combustibles y la energía 
en el transporte; se modifica el Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, por el que se 
regulan los criterios de sostenibilidad de los biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional 
de Verificación de la Sostenibilidad y el doble valor de algunos biocarburantes a efectos de su 
cómputo; y se establece un objetivo indicativo de venta o consumo de biocarburantes o 
regulación que lo sustituya. 
 
2. El método de cálculo que deberán utilizar los sujetos del artículo 12 para determinar la 
intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero de los combustibles y la energía 
suministrados, comparando las reducciones que hayan realizado con el valor de referencia del 
apartado 1 del artículo 11, a efectos de valorar la reducción de emisiones alcanzada será el 
establecido en el Real Decreto 235/2018, de 27 de abril, o regulación que lo sustituya. 
Asimismo, por real decreto se podrá establecer, a efectos del cumplimiento de los objetivos 
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previstos en el artículo 11, un límite máximo para los biocarburantes producidos a partir cultivos 
alimentarios y forrajeros. 
 
3. En el caso de los biocarburantes, únicamente se tendrán en cuenta para los fines del 
artículo 11 si cumplen los criterios de sostenibilidad establecidos en los apartados 1 a 5 del 
artículo 4 del Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, y se demuestra que son sostenibles 
según la forma y metodología prevista en el citado real decreto o regulación que lo sustituya. 
 
4. Los biocarburantes producidos a partir de desechos y de residuos, con excepción de los 
residuos agrícolas, de la acuicultura, pesqueros y forestales, únicamente han de cumplir los 
criterios de sostenibilidad previstos en el apartado 1 del citado artículo 4 del Real 
Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, para que se tengan en cuenta para los fines 
contemplados en el artículo 11. 
 
5. Las emisiones de gases de efecto invernadero del ciclo de vida de los biocarburantes se 
calcularán de acuerdo con lo previsto en el citado Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre 
o regulación que lo sustituya. 
 
CAPÍTULO VI 
Bonificación extraordinaria y temporal del precio final de determinados productos 
energéticos 
Artículo 15. Objeto y ámbito de aplicación. 
 
1. Se aprueba una bonificación extraordinaria y temporal en el precio de venta al público de 
determinados productos energéticos y aditivos, en los términos establecidos en este capítulo. 
 
2. Serán beneficiarios de esta bonificación las personas y entidades que adquieran los 
productos a que se refiere el apartado 3, siempre que los adquieran, entre los días 1 de abril 
y 30 de junio de 2022, ambos incluidos, a los colaboradores en la gestión de esta bonificación. 
 
3. Los productos cuya adquisición dará derecho a la bonificación regulada en este capítulo 
son los siguientes, tal y como se definen en los anexos de la Orden ITC/2308/2007, de 25 de 
julio, por la que se determina la forma de remisión de información al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio sobre las actividades de suministro de productos petrolíferos: 
 
a) Gasolina (G95E5, G95E10, G95E5+, G98E5 y G98E10). 
b) Gasóleo de automoción habitual o «gasóleo A» (GOA) y gasóleo de automoción de 
características mejoradas o «gasóleo A+» (GOA+). 
c) Gasóleo B (GOB). 
d) Gasóleo para uso marítimo (MGO). 
e) GLP (gases licuados de petróleo para propulsión de vehículos). 
f) GNC (gas natural comprimido licuado para propulsión de vehículos). 
g) GNL (gas natural licuado para propulsión de vehículos). 
h) Bioetanol. 
i) Biodiésel. 
j) Mezclas de gasolina con bioetanol o de gasóleo con biodiésel que requieran etiquetado 
específico. 
También dará derecho a la bonificación regulada en este capítulo la adquisición del aditivo 
AdBlue, tal y como se define en la norma ISO 22241. 
 
4. La bonificación tendrá un importe de 0,20 euros y se aplicará sobre el precio de venta al 
público por cada una de las siguientes unidades de medida: 
 
a) Por cada litro de los productos previstos en las letras a), b), c), d), e), h), i) y j) del 
apartado 3, así como del aditivo AdBlue. 
b) Por cada kilogramo de los productos previstos en las letras f) y g) del apartado 3. 
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5. En el caso de los productos adquiridos a los operadores sujetos a la prestación patrimonial 
de carácter público no tributario regulada en el artículo 21 de este real decreto-ley, la 
bonificación será de 0,15 euros por litro o por kilogramo, llegando con el correspondiente 
descuento a un mínimo de 0,20 euros por litro o por kilogramo en total. 
 
Artículo 16. Colaboración en la gestión de la bonificación. 
 
1. Serán colaboradores en la gestión de esta bonificación quienes ostenten la titularidad de 
los derechos de explotación de las instalaciones de suministro de combustibles y carburantes 
al por menor, así como las empresas que realicen ventas directas a los consumidores finales 
de los productos objeto de la bonificación. 
La colaboración consistirá en efectuar, en cada suministro que se realice en las condiciones 
señaladas en el artículo anterior, un descuento sobre el precio de venta al público, impuestos 
incluidos, equivalente al importe de la bonificación. 
Los colaboradores en la gestión de la bonificación podrán solicitar la devolución de las 
bonificaciones efectuadas, en los términos previstos en el artículo siguiente. 
 
2. El colaborador en la gestión deberá hacer constar en todos los documentos que expida con 
ocasión del suministro al menos una de las siguientes informaciones: 
– El importe de la operación, distinguiendo el precio antes de aplicar el descuento y después 
de aplicar la bonificación, así como el importe de la bonificación aplicada. 
– Referencia expresa a la aplicación de la bonificación recogida en este real decreto-ley. 
La obligación a la que se refiere este apartado resultará exigible a los colaboradores a partir 
del 15 de abril de 2022. 
 
3. En las instalaciones de suministro de combustibles y carburantes al por menor de los 
productos objeto de la bonificación, se deberá publicitar el precio de venta al público del 
producto antes de aplicar la bonificación. 
 
4. Los colaboradores, beneficiarios y, en general, todas las personas y entidades 
participantes en la aplicación de la bonificación estarán obligados a colaborar con la 
Administración a los efectos de la correcta aplicación de la misma. 
 
Artículo 17. Devolución de las bonificaciones y anticipo a cuenta. 
 
1. A los efectos de este artículo, se entenderá por Administración competente la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, respecto de los suministros de los productos objeto de la 
bonificación que hayan tenido lugar en territorio común, y la administración foral que 
corresponda, en el caso de los suministros de dichos productos que hayan tenido lugar en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra. 
Las solicitudes deberán presentarse ante cada Administración competente respecto de los 
suministros de los productos objeto de la bonificación que hayan tenido lugar en el territorio 
correspondiente. 
 
En el caso de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, las funciones de recepción, 
tramitación y resolución de las solicitudes recibidas correspondientes a esta bonificación, así 
como la gestión de los anticipos a cuenta corresponderán al Departamento de Aduanas e 
Impuestos Especiales. 
 
2. El colaborador presentará mensualmente, en los primeros 15 días naturales de los meses 
de mayo, junio y julio de 2022, ante la Administración competente, una solicitud de devolución 
de las bonificaciones efectuadas en el mes anterior, por el importe que resulte de aplicar el 
descuento al volumen de litros o kilogramos, según corresponda, que haya suministrado a los 
consumidores finales en el periodo de referencia. 
 
En el caso de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, la solicitud se presentará en su 
Sede Electrónica, rellenando el formulario electrónico que a tal efecto ponga a disposición la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes, la Administración competente 
procederá a la devolución, previa comprobación de consistencia de la información de 
suministro de combustible en el periodo de referencia. 
 
La devolución acordada se abonará mediante transferencia bancaria, entendiéndose notificado 
el acuerdo de devolución por la recepción de la transferencia. 
 
Transcurrido el plazo de un mes, contados desde el fin del plazo para la presentación de la 
solicitud de devolución, sin haberse efectuado la devolución, la solicitud podrá entenderse 
desestimada. Contra esta desestimación presunta se podrá interponer recurso de reposición y 
reclamación económico-administrativa, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 
 
3. El colaborador podrá solicitar a la Administración competente, con anterioridad al 15 de 
abril de 2022, un anticipo a cuenta, por el importe máximo de la bonificación que, de acuerdo 
con el apartado 4 del artículo 15, correspondería al 90% del volumen medio mensual de 
productos incluidos en el ámbito objetivo de esta bonificación vendidos por dicho colaborador 
en el ejercicio 2021, reportado al censo de empresas que realizan ventas directas a 
consumidores finales, según lo establecido en la Orden ITC/2308/2007, de 25 de julio. El 
importe de este anticipo a cuenta no podrá ser superior a 2.000.000 euros ni inferior a 1.000 
euros. 
A tal efecto, en el caso de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el colaborador 
deberá registrarse en su Sede Electrónica con anterioridad al 15 de abril de 2022, completando 
el formulario electrónico que se ponga a disposición a tal efecto. 
 
4. En caso de haber solicitado un anticipo, cuando se presente la solicitud correspondiente al 
último mes cubierto por esta bonificación, la Administración competente procederá a minorar, 
de la devolución mensual correspondiente, el importe del anticipo a que se refiere el apartado 
anterior. Si el importe de la devolución fuera inferior al importe del anticipo, el colaborador 
deberá ingresar, en los términos que establezca la Administración competente, la diferencia en 
el plazo previsto en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
computado desde que se le notifique esta circunstancia. 
 
5. La Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia colaborará con la 
Administración competente, remitiendo la información de que disponga sobre el volumen de 
productos incluidos en el ámbito objetivo de esta bonificación que hayan sido suministrados a 
los consumidores finales en el citado período temporal por los colaboradores en la gestión de la 
bonificación. 
 
A tal efecto, tanto los operadores al por mayor como los colaboradores en la gestión de la 
bonificación deberán atender los requerimientos de información de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. 
 
Sobre la base de esta información, la Administración competente procederá a realizar un 
ajuste, en su caso, de las devoluciones efectuadas. 
 
Si de este último ajuste resultase una cantidad a ingresar por parte del colaborador, deberá 
efectuar su ingreso en los términos que establezca la Administración competente en el plazo 
previsto en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
computado desde que se le notifique esta circunstancia. 
 
Artículo 18. Régimen jurídico de las bonificaciones. 
 
1. Se atribuye a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la competencia para gestionar 
las solicitudes de devolución de la bonificación, su anticipo y todas las actuaciones de gestión, 
control y recaudación necesarias para su tramitación, con aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y sus reglamentos de desarrollo en lo no 
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previsto expresamente en este capítulo, respecto de los suministros de los productos objeto de 
bonificación que tengan lugar en territorio común. 
 
2. La medida establecida en el presente capítulo es compatible con las devoluciones 
parciales del Impuesto sobre Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional reguladas en 
la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, así como con las ayudas 
directas establecidas en el presente real decreto-ley para empresarios o profesionales 
especialmente afectados por la subida del precio de los carburantes, sin perjuicio de que la 
tramitación de cada una de las tres medidas por el procedimiento de las devoluciones 
tributarias se realice atendiendo a las características específicas de cada una de ellas. 
 
3. Las bonificaciones reguladas en este capítulo no estarán sujetas a la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones. 
 
Artículo 19. Crédito extraordinario en el Ministerio de Hacienda y Función Pública. 
 
1. Al objeto de financiar las bonificaciones y anticipos a cuenta previstos en los artículos 
anteriores, excepto las que correspondan a los territorios forales, se aprueba la concesión de 
dos créditos extraordinarios al Presupuesto en vigor: 
En la sección 15 «Ministerio de Hacienda y Función Pública», servicio 05 «Secretaria de 
Estado de Hacienda», en el programa 923 M «Dirección y Servicios Generales de Hacienda y 
Función Pública», concepto 479 «Apoyo público a empresas al consumo de combustibles» por 
un importe inicial de 2 miles de euros y concepto 489 «Apoyo público a familias al consumo de 
combustibles» por un importe inicial de 2 miles de euros. 
 
2. Los créditos extraordinarios anteriores tendrán carácter ampliable y su importe se ampliará 
por la Ministra de Hacienda y Función Pública hasta el importe que alcancen las obligaciones 
derivadas del programa de apoyo público al consumo de combustibles. 
 
3. La financiación de la bonificación se realizará con cargo a los créditos extraordinarios 
recogidos en este artículo de conformidad con el artículo 47 de la Ley 22/2021, de 28 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
4. Los pagos correspondientes se realizarán por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, previa provisión de fondos por Tesoro Público, de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el apartado segundo de la Orden de 27 de diciembre de 1991, por la que se dictan 
instrucciones acerca del régimen económico financiero de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria. 
 
5. Los pagos se realizarán con cargo a un concepto no presupuestario que se cancelará 
posteriormente por la aplicación del gasto a los créditos presupuestarios recogidos en este 
artículo. 
 
6. La fiscalización previa de los actos administrativos recogidos en los apartados anteriores 
se sustituye por el control financiero permanente realizado por la Intervención General de la 
Administración del Estado. 
 
Artículo 20. Regulación de la bonificación extraordinaria y temporal del precio final de 
determinados productos energéticos en los territorios forales. 
 
1. En el ámbito de los territorios forales, la gestión y devolución de las bonificaciones, así 
como la concesión de anticipos a cuenta a los colaboradores, y su correspondiente provisión 
de fondos, previstas en este capítulo, corresponde a las Instituciones Vascas y a las 
Instituciones Navarras. 
 
2. La Administración General del Estado, una vez finalizado el periodo de vigencia de la 
medida, abonará mediante transferencia a las correspondientes Instituciones Vascas e 
Instituciones Navarras, previa certificación, el importe definitivo de las bonificaciones que hayan 
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abonado y liquidado. La transferencia se realizará con cargo a los siguientes créditos 
extraordinarios, que se aprueban en este real decreto-ley: en la sección 15 «Ministerio de 
Hacienda y Función Pública», servicio 05 «Secretaria de Estado de Hacienda», en el 
programa 923 M «Dirección y Servicios Generales de Hacienda y Función Pública», 
concepto 451 «A la Comunidad Autónoma del País Vasco para el apoyo público a familias y 
empresas» por 1 miles de euros y concepto 452 «A la Comunidad Foral de Navarra para el 
apoyo público a familias y empresas» por 1 miles de euros. 
 
3. Se aprueban los créditos extraordinarios anteriores por su importe inicial y se les dota de 
carácter ampliable. Su importe se ampliará por la Ministra de Hacienda y Función Pública hasta 
el importe que corresponda de conformidad con lo previsto en el apartado anterior. 
 
4. La financiación de los créditos extraordinarios se realizará de conformidad con el 
artículo 47 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2022. 
 
CAPÍTULO VII 
Prestación patrimonial de carácter público no tributario temporal a realizar por los 
operadores al por mayor de productos petrolíferos 
 
Artículo 21. Prestación patrimonial de carácter público no tributario temporal a realizar 
por los operadores al por mayor de productos petrolíferos. 
 
1. Los operadores al por mayor de productos petrolíferos con capacidad de refino en España 
y con una cifra anual de negocios superior a 750 millones de euros deberán satisfacer una 
prestación patrimonial de carácter público no tributario de periodicidad trimestral, durante el 
periodo comprendido entre los días 1 de abril y 30 de junio de 2022, ambos incluidos. 
No estarán obligados a satisfacer dicha prestación los operadores que se comprometan a 
realizar de forma inequívoca un descuento en las ventas de los productos a que se refiere el 
apartado 3 de este artículo a los consumidores finales, directamente o a través de las 
instalaciones de suministro de combustibles y carburantes al por menor de su red de 
distribución. Dicho descuento se realizará sobre el precio de venta al público por un importe 
mínimo equivalente al indicado en el apartado 3 de este artículo. 
 
El compromiso deberá comunicarse con anterioridad al 1 de abril de 2022 al Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico a través de su sede electrónica, indicando las 
instalaciones de suministro de combustibles y carburantes al por menor de su red de 
distribución en las que los consumidores se podrán beneficiar del descuento. Para 
conocimiento general, dicho Ministerio publicará la relación de operadores que hayan suscrito 
el compromiso y la lista de los que no lo hayan suscrito, publicitando así mismo esta 
información en el Geoportal de Hidrocarburos. 
 
Dicha exoneración quedará condicionada a la realización efectiva de dicho descuento, durante 
el periodo comprendido entre los días 1 de abril y 30 de junio de 2022, por un importe mínimo 
equivalente al indicado en el apartado 3 de este artículo. Para ello el descuento se deberá 
consignar de forma expresa en las facturas. 
 
Vencido el plazo de aplicación de la prestación, los operadores comunicarán a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia el importe total de los descuentos concedidos. 
 
Si la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia aprecia un incumplimiento de los 
requisitos de la exoneración, notificará al operador la pérdida de la exoneración durante el 
período de tiempo en el que se haya extendido el incumplimiento. 
 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia realizará un seguimiento de alta 
frecuencia para verificar el cumplimiento efectivo del compromiso de descuento, remitiendo 
informe al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
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Los empresarios o profesionales y clientes en general de los mencionados operadores podrán 
poner en conocimiento de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia los casos 
en los que se hayan podido producir incumplimientos del compromiso, aportando la 
correspondiente documentación probatoria, a través de su portal en Internet. 
 
Las actuaciones de los operadores al por mayor en relación con el descuento a que se refiere 
este apartado quedan sujetas a la normativa sobre competencia desleal. La Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia podrá conocer de aquellos actos de competencia desleal 
relacionados con el descuento que, por falsear la libre competencia, afecten al interés público. 
Asimismo, las autoridades competentes en materia de consumo podrán sancionar las prácticas 
comerciales desleales con los consumidores o usuarios relacionadas con la aplicación del 
descuento. 
 
Los servicios de inspección de consumo de las Administraciones Públicas, de acuerdo con las 
facultades atribuidas en la normativa propia, velarán por el cumplimiento de la realización 
efectiva del descuento que da lugar a la exoneración de la prestación patrimonial no tributaria 
establecida en este artículo y comunicarán a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, siguiendo el procedimiento de urgencia que al efecto regulará, los posibles 
incumplimientos detectados. 
 
2. La prestación se regirá por lo dispuesto en este real decreto-ley y, supletoriamente, por la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos y la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, así como 
por las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de las mismas. 
 
3. La prestación se fija, respecto de los productos distribuidos por el obligado al pago, en: 
 
a) 0,05 euros por cada litro de los productos previstos en las letras a), b), c), d), e), h), i) y j) 
del apartado 3 del artículo 15 del presente real decreto-ley. 
b) 0,05 euros por cada kilogramo de los productos previstos en las letras f) y g) del apartado 3 
del artículo 15 del presente real decreto-ley. 
 
4. La gestión, liquidación, inspección y recaudación en período voluntario de la prestación 
corresponde al Ministerio de Hacienda y Función Pública, en colaboración con la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, llevándose a cabo la gestión recaudatoria en 
periodo ejecutivo por los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria conforme a los procedimientos administrativos correspondientes, gozando de las 
prerrogativas establecidas para los tributos en la Ley General Tributaria y en el Reglamento 
General de Recaudación. 
 
5. El rendimiento de la prestación se ingresará en el Tesoro Público. 
 
6. El régimen de la prestación se desarrollará por Orden del Ministerio de Hacienda y Función 
Pública. En particular, la forma, plazos y modelos de declaración. El período de liquidación 
coincidirá con el trimestre natural. 
 
TÍTULO II 
Medidas en materia de transportes 
 
CAPÍTULO I 
Medidas en el sector del transporte marítimo y portuario 
 
Artículo 22. Prolongación voluntaria de los contratos temporales de trabajo y 
extensión de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, de los 
tripulantes ucranianos enrolados en buques mercantes de bandera española. 
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1. Los contratos temporales de trabajo de los tripulantes ucranianos enrolados en buques 
mercantes de bandera española pondrán prolongarse hasta una duración máxima de 12 meses 
a petición suya. 
 
2. Las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena de estos tripulantes 
se verán extendidas por el periodo necesario con la mera comunicación por parte de la 
empresa naviera de la prolongación del contrato. 
 
Artículo 23. Bonificación a la tasa del buque (T-1) y tasa de la mercancía (T-3) en 
líneas marítimas de conexión entre la península y puertos extrapeninsulares 
pertenecientes al sistema portuaria de titularidad estatal. 
 
1. Entre el 1 de abril y el 30 de junio de 2022 se aplicará con carácter extraordinario y 
transitorio una bonificación adicional del 80% de la cuota tributaria final, resultante de aplicarle 
otras bonificaciones que sean pertinentes, liquidada por las Autoridades Portuarias de Ceuta, 
Melilla, Baleares, Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife en concepto de tasa del buque (T-1) y 
tasa de la mercancía (T-3), para aquellas líneas y servicios marítimos que unan la península 
con los puertos gestionados por dichas Autoridades Portuarias. 
 
2. La citada bonificación no será de aplicación en los puertos de origen y destino peninsular, 
ni tampoco será aplicable al tráfico interinsular, ni a las líneas de conexión con terceros países. 
 
3. La bonificación será adicional y acumulativa con otras que estén vigentes y se estén 
aplicando conforme a lo prescrito en el artículo 245 del Texto Refundido de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de 
septiembre. 
 
4. La pérdida de ingresos que este hecho conlleve para las Autoridades Portuarias afectadas 
será compensada a través del crédito extraordinario en la aplicación 17.20.451N.445 «A 
Puertos del Estado para compensar a determinadas Autoridades Portuarias la bonificación de 
tasas portuarias en líneas marítimas de conexión entre la península y puertos 
extrapeninsulares pertenecientes al sistema portuario de titularidad estatal» que estará dotado 
con 5,5 millones de euros y cuya financiación se realizará de conformidad con lo establecido en 
el artículo 47 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2022. 
 
Artículo 24. Medidas respecto de la actividad o tráficos mínimos establecidos en los 
títulos concesionales. 
 
1. Las Autoridades Portuarias, de conformidad con las competencias atribuidas por el Texto 
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, podrán eliminar o reducir motivadamente los 
tráficos mínimos exigidos para el año 2022, que se encuentren establecidos en los 
correspondientes títulos concesionales, en aquellos casos en los que no sea posible alcanzar 
dicha actividad o tráfico mínimo comprometidos por causa de la afectación de la reciente 
situación de incremento de los costes energéticos a la actividad de sus concesiones. 
 
Asimismo, las Autoridades Portuarias podrán eliminar o reducir motivadamente los tráficos 
mínimos exigidos para el año 2022 que se encuentren establecidos en los correspondientes 
títulos concesionales cuando no sea posible alcanzar dicha actividad o tráfico mínimo 
comprometidos a las concesiones que operen tráficos que se hayan visto afectados por tener 
origen o destino Ucrania. 
 
En ambos casos, la modificación de la actividad o del tráfico mínimo se realizará, a instancia 
del concesionario, motivadamente y de forma proporcionada en relación con la actividad o los 
tráficos operados en el ejercicio 2021. 
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2. Las Autoridades Portuarias, de conformidad con las competencias atribuidas por el Texto 
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, podrán eliminar o reducir motivadamente los 
tráficos mínimos exigidos para el año 2022, que se encuentren establecidos en los 
correspondientes títulos concesionales de las terminales marítimas que operen tráficos de 
líneas regulares de pasajeros con los puertos de Marruecos, Ceuta y Melilla, cuando no 
puedan alcanzar dichos tráficos mínimos comprometidos. 
 
La modificación del tráfico mínimo se realizará, a instancia del concesionario, motivadamente y 
de forma proporcionada en relación con los tráficos operados en el ejercicio 2019. 
 
3. Durante el ejercicio de 2022 no se aplicarán las penalizaciones por incumplimientos de 
actividad o tráficos mínimos atribuibles a las causas indicadas anteriormente. 
 
4. Las Autoridades Portuarias, a solicitud del sujeto pasivo, justificando cumplidamente el 
impacto negativo en su actividad por las causas indicadas anteriormente, podrán dejar sin 
efecto para el año 2022 el límite inferior de la cuota íntegra anual de la tasa de actividad 
establecido en el artículo 188.b).2.º 1 del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de 
la Marina Mercante. 
 
CAPÍTULO II 
Medidas en el sector del transporte por carretera y ferrocarril 
 
Artículo 25. Línea de ayudas directas a empresas y profesionales especialmente 
afectados por la subida de los precios de los carburantes. 
 
1. Se establece un sistema de ayudas directas, correspondiente al ejercicio 2022, para la 
concesión de apoyo financiero a empresas privadas y trabajadores autónomos cuya actividad 
se encuadre entre las comprendidas en los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas, aprobada por Real Decreto 475/2007, de 13 de abril, que se mencionan en el 
apartado 4. 
 
La finalidad de tales ayudas será paliar el efecto perjudicial del incremento de los costes de los 
productos petrolíferos ocasionados como consecuencia de la invasión de Ucrania y las 
sanciones impuestas a Rusia por su causa. 
 
2. Serán beneficiarios de las ayudas directas los trabajadores autónomos y sociedades con 
personalidad jurídica propia legalmente constituidas en España, que no formen parte del sector 
público, según se define en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que 
sean titulares de una autorización de transporte de cualquiera de las clases VDE, VT, VTC, 
VSE, MDPE, MDLE, atendiendo al número y tipología de vehículo adscritos a la autorización y 
que a fecha 29 de marzo de 2022, se encuentren de alta en el Registro de Empresas y 
Actividades de Transporte. 
 
3. El importe total de las ayudas ascenderá a 450 millones de euros. De ellos, se transferirán 
a las Instituciones Navarras y a las Instituciones Vascas las cantidades correspondientes a los 
CIF de los solicitantes que estén domiciliados en esas comunidades autónomas. El resto será 
gestionado por Agencia Estatal de Administración Tributaria con cargo a la aplicación 
presupuestaria 15.05.923M.472. 
 
4. El importe de las ayudas se repartirá entre las diversas actividades de acuerdo con lo 
dispuesto en la siguiente tabla. 
 
Código CNAE Actividad 
  A. TRANSPORTES: 
4932 Transporte por taxi. 
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4939 Tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p. 
4941 Transporte de mercancías por carretera. 
8016 Servicio de transporte sanitario de personas. 
 
5. Dentro de cada actividad, el importe individual de la ayuda se determinará atendiendo al 
número y tipo de vehículo explotado por cada beneficiario, de acuerdo con la tabla incluida a 
continuación, sin que en ningún caso el importe resultante pueda superar la cantidad 
de 400.000 euros. 
 
Vehículo Importe 

(euros) 
Mercancías pesado. Camión. MDPE. 1.250 
Mercancías ligero. Furgoneta. MDLE. 500 
Autobús. VDE. 950 
Taxis. VT. 300 
Vehículo alquiler con conductor. VTC. 300 
Ambulancia VSE. 500 
 
6. Serán beneficiarios de las ayudas directas para las empresas de transporte de mercancías 
y viajeros en función del tipo de vehículo todas aquellas empresas, físicas o jurídicas, que sean 
titulares de una autorización de cualquiera de las clases VDE, VT, VTC, VSE, MDPE, MDLE, 
atendiendo al número y tipología de vehículo adscritos a la autorización y que a fecha 29 de 
marzo de 2022, se encuentren de alta en el Registro de Empresas y Actividades de Transporte. 
 
7. La solicitud se presentará en la Sede Electrónica de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, rellenando el formulario electrónico que a tal efecto ponga a disposición la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y en el que necesariamente, deberá figurar la cuenta 
bancaria en la que desee que se le realice el abono. El plazo de presentación del formulario 
finalizará el 30 de abril de 2022. 
 
8. La Agencia Estatal de Administración Tributaria tramitará la solicitud con aplicación del 
procedimiento de devolución y los procedimientos mencionados en el apartado 11 de este 
artículo. 
 
Para agilizar la tramitación, los órganos competentes del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana remitirán a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, en el plazo de 
tres días a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, un fichero informático, en 
formato compatible con las bases de datos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
en el que se determinen NIF/CIF del transportista, tipo de licencia de la que es titular y 
vehículos que tiene a su disposición, clasificados con arreglo a la tabla recogida en el apartado 
anterior. 
 
9. La ayuda acordada se abonará mediante transferencia bancaria, entendiéndose notificado 
el acuerdo de concesión por la recepción de la transferencia. 
 
10. Transcurrido el plazo de un mes desde la finalización del plazo de presentación del 
formulario sin haberse efectuado el pago, la solicitud podrá entenderse desestimada. Contra 
esta desestimación presunta se podrá interponer recurso de reposición y reclamación 
económico-administrativa, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria. 
 
11. Se atribuye a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la competencia para 
gestionar las solicitudes de ayuda y todas las actuaciones de gestión, control y recaudación 
necesarias para su tramitación, con aplicación de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria y sus reglamentos de desarrollo en lo no previsto expresamente 
en este capítulo. 
 
12. La medida establecida en este artículo es compatible con las devoluciones parciales del 
Impuesto sobre Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional reguladas en la 
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Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales y las que se refiere la disposición 
final decimoquinta, así como con la bonificación establecida en el Capítulo VII, sin perjuicio de 
que la tramitación de cada una de las tres medidas citadas en el presente Real Decreto-ley a 
las que les es de aplicación el procedimiento de las devoluciones tributarias se realice 
atendiendo a las características específicas de cada una de ellas. 
 
13. Las ayudas reguladas en este capítulo no estarán sujetas a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 
14. Por Orden de la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública se podrán 
dictar las normas que resulten necesarias para desarrollar, interpretar o aclarar el contenido de 
este artículo. 
 
Artículo 26. Crédito extraordinario destinado a financiar la línea de ayudas directas a 
empresas y profesionales especialmente afectados por la subida de los precios de los 
carburantes. 
 
1. Al objeto de financiar las ayudas anteriores, se aprueba la concesión de un crédito 
extraordinario sección 15 «Ministerio de Hacienda y Función Pública», servicio 05 «Secretaria 
de Estado de Hacienda», en el programa 923 M «Dirección y Servicios Generales de Hacienda 
y Función Pública», concepto 472 «Ayudas al sector del transporte» por un importe de 450 
millones de euros. 
 
2. La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
3. Los pagos correspondientes se realizarán por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, previa provisión de fondos por el Tesoro Público, de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el apartado segundo de la Orden de 27 de diciembre de 1991, por la que se dictan 
instrucciones acerca del régimen económico financiero de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria. 
 
4. Los pagos se realizarán con cargo a un concepto no presupuestario que se cancelará 
posteriormente por la aplicación del gasto a los créditos presupuestarios recogidos en este 
artículo. 
 
5. La fiscalización previa de los actos administrativos recogidos en los apartados anteriores 
se sustituye por el control financiero permanente realizado por la Intervención General de la 
Administración del Estado. 
 
Artículo 27. Línea de ayudas directas a empresas ferroviarias privadas afectadas por 
la subida de los precios de los carburantes y la energía de tracción. 
 
1. Se establece un sistema de ayudas directas, correspondiente al ejercicio 2022, para la 
concesión de apoyo financiero a empresas privadas cuya actividad se encuadre en el 
código 4920 «Transporte de mercancías por ferrocarril» de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas aprobada por Real Decreto 475/2007, de 13 de abril. 
 
La finalidad de tales ayudas será paliar el efecto perjudicial del incremento de los costes de los 
productos petrolíferos ocasionados como consecuencia de la invasión de Ucrania y las 
sanciones impuestas a Rusia por su causa. 
 
2. Serán beneficiarias de las ayudas las empresas ferroviarias de titularidad privada con 
licencia de empresa ferroviaria que tengan inscrita en el Registro Especial Ferroviario definido 
en el artículo 61 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario alguna 
locomotora con tracción diésel empleada en el transporte de mercancías en calidad de 
poseedores y en estado activa. 
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Con este fin, las empresas ferroviarias podrán actualizar ante la Agencia Estatal de Seguridad 
Ferroviaria, su situación como poseedores en dicho registro, en un plazo de 15 días hábiles 
desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley. 
 
3. El importe total de las ayudas ascenderá a 1.815.000 euros y serán gestionadas por el 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, con cargo a la aplicación 
presupuestaria 17.39.441M.474. «A empresas ferroviarias para compensar la subida de los 
precios de los carburantes». Las resoluciones dictadas por el órgano gestor pondrán fin a la vía 
administrativa. 
 
4. El importe por empresa de la ayuda se determinará atendiendo al número de locomotoras 
de tracción diésel explotadas por cada beneficiario, con la siguiente cuantía de ayuda por 
locomotora, sin que en ningún caso el importe resultante pueda superar la cantidad de 400.000 
euros por empresa. 
 
Vehículo Importe 

(euros) 
Locomotora con tracción diésel. 15.000 
 
5. Para practicar la liquidación, la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria remitirá a la 
Dirección General de Transporte Terrestre del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, en el plazo de veinte días a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, un 
fichero informático, a partir de los datos del Registro Especial Ferroviario, que incluyan NIF/CIF 
de la empresa ferroviaria transportista y material móvil diésel que tiene a su disposición. 
 
Durante un plazo de 30 días desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, los solicitantes 
deberán presentar solicitud en la Sede Electrónica del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana rellenando el formulario que a tal efecto se ponga a disposición y en el que 
necesariamente, deberá figurar la cuenta bancaria en la que desee que se le realice el abono. 
 
Por el órgano gestor se procederá a la liquidación de la cantidad correspondiente a cada uno 
de los beneficiarios con arreglo al apartado anterior. Esta liquidación agotará la vía 
administrativa. La cantidad así liquidada será notificada al beneficiario. 
 
6. El administrador de infraestructuras ferroviarias, Adif AV, recibirá una compensación por el 
producto del diferencial de precios por la energía de tracción consumida por los trenes que 
circulan por su infraestructura y que estén destinados al transporte de mercancías desarrollado 
por Operadores Ferroviarios privados. 
 
Dicho diferencial de precios se calculará entre el precio medio correspondiente al cierre del 
ejercicio 2021 y la media mensual registrada en cada mes del ejercicio 2022. 
 
El importe recibido por el administrador de infraestructuras será repercutido entre las empresas 
ferroviarias operadoras privadas de transporte de mercancías con la misma distribución 
mensual que la factura por el consumo de tracción que les realiza el administrador de 
infraestructuras, con una repercusión máxima por operador de 2 millones de euros al mes. 
 
Para ello, mensualmente el administrador de infraestructuras elaborará un informe que servirá 
para determinar el importe señalado, así como su distribución entre las empresas ferroviarias, y 
que remitirá a la Dirección General de Planificación y Evaluación de la Red Ferroviaria para 
que proceda a su abono. 
 
Esta medida tendrá validez desde el 1 de abril de 2022 hasta el 30 de junio de 2022. 
 
7. Para la financiación de las ayudas del apartado 6 de este artículo, se aprueba un crédito 
extraordinario por importe de 3.000.000 euros en la sección 17 «Ministerio de Transportes 
Movilidad y Agenda Urbana», servicio 40 Dirección General de Planificación y Evaluación de la 
Red Ferroviaria, programa 441M «Subvenciones y apoyo al transporte terrestre, concepto 447 
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«Al Adif AV para la compensación a las empresas ferroviarias privadas que realicen servicios 
de mercancías del sobrecoste de la energía de tracción de los trenes». 
 
8. La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
9. Las ayudas reguladas en este artículo no estarán sujetas a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 
10. Se faculta a la persona titular del Ministerio de Transportes. Movilidad y Agenda Urbana 
para desarrollar los requisitos y condiciones de este artículo. 
 
Artículo 28. Aplazamiento en el pago de cuotas de la Seguridad Social y por 
conceptos de recaudación conjunta en el sector del transporte urbano y por carretera. 
 
Las empresas con trabajadores en alta en el Régimen General de la Seguridad Social y los 
trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, que desarrollen su actividad en el sector del transporte urbano y 
por carretera (CNAE 4931, 4932, 4939, 4941 y 4942), siempre que se encuentren al corriente 
en sus obligaciones con la Seguridad Social y no tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán 
solicitar, directamente o a través de sus autorizados para actuar a través del Sistema de 
remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), un 
aplazamiento en el pago de las cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación 
conjunta cuyo devengo tenga lugar entre los meses de abril a julio de 2022, en el caso de 
empresas, y entre los meses de mayo a agosto de 2022, en el caso de trabajadores 
autónomos. 
 
Este aplazamiento se ajustará a los términos y condiciones establecidos con carácter general 
en la normativa de la Seguridad Social, con las siguientes particularidades: 
 
1.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 
primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso correspondientes 
a las cuotas señaladas en el párrafo primero de este artículo. 
2.ª Será de aplicación un interés del 0,5 por ciento, en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de los 
meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un plazo de 
amortización de cuatro meses por cada mensualidad solicitada, sin que exceda en total de 16 
mensualidades. El primer pago se producirá a partir del mes siguiente a aquel en que dicha 
resolución se haya dictado. 
4.ª La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del procedimiento 
recaudatorio respecto a las cuotas afectadas por el mismo y que el deudor sea considerado al 
corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social hasta que se dicte la correspondiente 
resolución. 
 
TÍTULO III 
Medidas de apoyo al tejido económico y empresarial 
 
CAPÍTULO I 
Medidas para reforzar la liquidez de empresas y autónomos 
 
Artículo 29. Aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado 
de la financiación otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos. 
 
1. Con el fin de paliar las tensiones de liquidez generadas por el incremento de los precios de 
la energía y de otras materias primas, el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital otorgará avales a la financiación concedida por entidades de crédito, establecimientos 
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financieros de crédito, entidades de dinero electrónico, y entidades de pagos a empresas y 
autónomos para atender necesidades de liquidez o de inversión. También se podrán destinar 
los avales a la Compañía Española de Reafianzamiento, Sociedad Anónima (CERSA). 
 
2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá conceder avales por 
un importe máximo de 10.000 millones de euros, hasta el 31 de diciembre de 2022. Las 
condiciones aplicables y requisitos a cumplir, incluyendo el plazo máximo para la solicitud del 
aval, se establecerán por Acuerdo de Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo 
normativo posterior para su aplicación. 
 
3. Los importes correspondientes a la ejecución de los avales otorgados por el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital a la financiación concedida a empresas y 
autónomos en virtud de lo establecido en este artículo se atenderán desde la partida 
presupuestaria del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital 27.04.923O.351 
«Cobertura de riesgos en avales prestados por el Tesoro, incluidos los riesgos de ejercicios 
anteriores». Este crédito tiene el carácter de ampliable, según el anexo II «Créditos 
ampliables» de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para 2022, de conformidad con lo previsto en el artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, y le será de aplicación lo dispuesto en el artículo 59 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en lo relativo a los avales 
otorgados en virtud de este artículo. 
 
Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a realizar los pagos 
correspondientes a las ejecuciones del aval mediante operaciones de tesorería con cargo a los 
conceptos específicos que se creen a tal fin. 
 
Con posterioridad a la realización de los pagos, la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera procederá a la aplicación al presupuesto de gastos de los pagos realizados en el 
ejercicio. Los pagos efectuados en el mes de diciembre de cada año se aplicarán al 
presupuesto de gastos en el trimestre inmediatamente siguiente. 
 
Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a dictar cuantas 
resoluciones e instrucciones sean necesarias a los entes u órganos mandatados o encargados 
de la gestión de los avales sobre estos extremos. 
 
Artículo 30. Régimen de cobranza. 
 
A los avales otorgados en virtud de este Real Decreto-ley les será aplicable el régimen jurídico 
de recuperación y cobranza previsto en el artículo 16 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de 
marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la 
pandemia de la COVID-19 y en el Anexo II del Acuerdo del Consejo de Ministros de 11 de 
mayo de 2021, por el que se extiende el plazo de solicitud y se adaptan las condiciones de los 
avales regulados por los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, y 25/2020, de 3 de 
julio, y se desarrolla el régimen de cobranza de los avales ejecutados, establecido en el 
artículo 16 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo publicado mediante Resolución de 12 
de mayo de 2021, de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa. 
 
CAPÍTULO II 
Medidas de refuerzo por el incremento de costes en el tejido empresarial de actividades 
críticas del sector primario 
 
Artículo 31. Ayudas de Estado por el incremento de los costes de los productores de 
leche. 
 
1. Corresponde al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación la concesión de ayudas 
directas a los productores de leche, en compensación por el incremento de costes provocados 
por el aumento del precio de la electricidad, los piensos de alimentación animal y los 
combustibles, derivado de la situación creada por la invasión de Ucrania. Las ayudas tendrán la 
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consideración de subvenciones directas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22.2 b) de la 
Ley General de Subvenciones. 
 
2. Serán beneficiarios de dichas ayudas las personas físicas o jurídicas titulares de 
explotaciones de producción de leche, entendiendo como tales a los titulares de explotaciones 
de ganado vacuno, ovino o caprino dedicadas a la producción de leche que figuren como tales 
en el Registro General de Explotaciones Ganaderas y tengan acreditada su actividad en el 
último año por haber declarado entregas o venta directa de leche al Sistema Unificado de 
información del sector lácteo (INFOLAC) en 2021. 
 
3. En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiario entidades en quienes concurra 
algunas de las circunstancias detalladas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. A estos efectos, se habilita al Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación a comprobar de oficio mediante consulta a los registros públicos 
correspondientes el cumplimiento del artículo 13.2 e). 
 
4. Las ayudas tendrán una cuantía total máxima en su conjunto de 169.000.000 de euros, y 
se imputará a las aplicaciones presupuestarias correspondientes de los Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2022. La concesión de las ayudas queda condicionada a la 
existencia de crédito adecuado y suficiente en el momento de la resolución de concesión. 
 
5. La cuantía total máxima reflejada en el apartado anterior se distribuye en cuantías 
estimadas de 124.000.000 euros para los productores de leche de vaca, 32.300.000 euros para 
los productores de leche de oveja y 12.700.000 euros para los productores de leche de cabra, 
concediéndose de acuerdo con los siguientes criterios e importes unitarios: 
 
a) Producción de leche de vaca: 
 
1.º 210 euros por vaca hasta un máximo de 40 animales por beneficiario. 
2.º 140 euros por vaca para los animales por beneficiario comprendidos en un número 
adicional entre 41 y 180. 
3.º 100 euros por vaca para los animales por beneficiario comprendidos en un número 
adicional superior a 180. 
 
b) Producción de leche de oveja: 15 euros por oveja. 
c) Producción de leche de cabra: 10 euros por cabra. 
 
En caso de que con los importes unitarios establecidos se superase el importe estimado para 
cada grupo de productores, se podrán alterar dichos importes estimados siempre que dicha 
alteración no implique la superación de la cuantía total máxima de la ayuda. En el caso de que 
no resultara posible la alteración mencionada, se realizará un ajuste lineal de los importes 
unitarios. 
 
En todo caso, y de acuerdo con lo establecido en la comunicación de 23 de marzo de 2022 de 
la Comisión Europea sobre el Marco temporal de ayudas de crisis para apoyar la economía en 
el contexto de la invasión de Ucrania por parte de Rusia, el importe máximo a percibir por 
empresa no podrá superar los 35.000 euros. 
 
6. El número de cabezas de ganado de cada beneficiario se determinará de oficio por el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y será el que se haya establecido para el cobro 
de las ayudas asociadas al sector de la leche de vaca, y al sector ovino y caprino, de acuerdo 
con la información correspondiente a la solicitud única efectuada en 2021 para el cobro de las 
ayudas asociadas, en virtud del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la 
aplicación a partir de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros 
regímenes de ayuda, así como sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos 
al desarrollo rural. No obstante lo anterior, en el caso de los productores de la Comunidad 
Autónoma de las Islas Canarias, el número de animales será el que haya servido como base 
para el cálculo de las ayudas específicas del POSEI en 2021 a estos sectores. 
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7. Las ayudas se instruirán por el órgano del FEGA que determine su Presidente y se 
concederán de oficio por resolución del Presidente del FEGA. A estos efectos, el procedimiento 
se ajustará a los siguientes puntos: 
 
a) El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación publicará en su sede electrónica 
asociada (https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA), en el plazo máximo de 20 días 
hábiles contados desde el día de la entrada en vigor del presente real decreto-ley, la relación 
de titulares de las explotaciones a las que se refiere el apartado 2 en los que concurran los 
requisitos de actividad requeridos, así como el número de cabezas de ganado computadas y la 
cuantía provisional de la ayuda a recibir. Las comunidades autónomas facilitarán al FEGA, en 
su caso, los datos necesarios a estos efectos. 
b) Los beneficiarios dispondrán de un plazo de 5 días hábiles desde la publicación para 
rechazar la ayuda u oponerse a la consulta de sus datos prevista en el apartado 3, oposición 
que tendrá el mismo efecto que la renuncia a la ayuda. El rechazo o la declaración de 
oposición a la consulta de datos se realizará exclusivamente por los medios electrónicos que 
se identifiquen en la resolución de publicación de la relación a la que se refiere la letra a). 
c) Los beneficiarios, o aquellos interesados que no figuren en la relación, dispondrán del 
mismo plazo para alegar, aportando la documentación correspondiente, los errores, omisiones 
u otras circunstancias que estimen convenientes. Las alegaciones se realizarán 
exclusivamente por los medios electrónicos que se identifiquen en la resolución de publicación 
de la relación a la que se refiere la letra a). 
d) Transcurrido el plazo al que se refieren las letras b) y c) se procederá de forma inmediata y 
mediante resolución del Presidente del Fondo Español de Garantía Agraria a la concesión de 
las ayudas correspondientes a los beneficiarios que no hubieran ejercido las facultades de 
rechazo, oposición a consulta de datos o alegación de errores u omisiones; así como a su pago 
en la cuenta señalada en la solicitud única de la PAC del año 2021. La resolución se publicará 
a efectos de notificación en la sede electrónica asociada del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación en virtud del artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
e) La resolución de las alegaciones que hubieran sido presentadas al amparo de lo dispuesto 
en la letra c) de este apartado se adoptará en el plazo de dos meses contado desde el día 
siguiente a la finalización del plazo de 5 días previsto para su formulación. La resolución 
incluirá, si procede, el pago de las ayudas correspondientes. 
f) Estas subvenciones serán objeto de publicidad en la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo, 
por el que se regula la Base de Datos Nacional de Subvenciones y la publicidad de las 
subvenciones y demás ayudas públicas. 
8. Las ayudas contempladas en este artículo se exceptúan de la autorización prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
9. Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación para la modificación y 
concreción mediante orden ministerial de las adaptaciones procedimentales y de gestión que 
resulten precisas. 
 
Artículo 32. Ayudas de Estado a empresas armadoras de buques pesqueros. 
 
1. Corresponde al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación la concesión de ayudas 
directas a empresas armadoras de buques pesqueros en compensación por el incremento de 
costes productivos provocados por el aumento del precio de la electricidad y los combustibles, 
derivado de la situación creada por la invasión de Ucrania, con objeto de compensar los 
efectos en los precios y los mercados en dicho sector. Las ayudas tendrán la consideración de 
subvenciones directas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22.2 b) de la Ley General de 
Subvenciones. 
 
2. Serán beneficiarios de dichas ayudas las personas físicas o jurídicas que sean armadores 
de buques de pesca marítima (Código CNAE 031) con licencia en vigor y que estén de alta en 
la lista tercera del Registro General de Flota Pesquera. 
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3. Los beneficiarios habrán de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social, así como no ser deudores por resolución de procedencia 
de reintegro y no haber sido inhabilitados por sentencia firme para obtener subvenciones. No 
se concederán ayudas a las empresas que estén sujetas a sanciones adoptadas por la Unión 
Europea. 
 
4. Las ayudas ascenderán a un montante máximo de 18.185.491,87 euros, y se imputará a 
las aplicaciones presupuestarias correspondientes de los Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2022. La concesión de las ayudas queda condicionada a la existencia de crédito 
adecuado y suficiente en el momento de la resolución de concesión. 
 
5. La cuantía total máxima reflejada en el apartado anterior se concederá en función de los 
tramos de capacidad medidos por los GT de cada buque, según la siguiente tabla: 
 
Grupo GT Cuantía de la ayuda directa por buque 

(euros) 
Menos de 25. 1.550,52 
Entre 25 y menos de 50. 2.455,10 
Entre 50 y menos de 100. 4.414,61 
Entre 100 y menos de 250. 6.873,87 
Entre 250 y menos de 500. 8.387,57 
Entre 500 y menos de 750. 13.300,00 
Entre 750 y menos de 1000. 18.307,69 
Entre 1000 y menos de 1250. 21.291,67 
Entre 1250 y menos de 1500. 25.000,00 
Entre 1500 y menos de 2500. 27.794,12 
Desde 2500. 35.000,00 
 
En todo caso, y de acuerdo con lo establecido en la comunicación de 23 de marzo de la 
Comisión Europea sobre el Marco temporal de ayudas de crisis para apoyar la economía en el 
contexto de la invasión de Ucrania por parte de Rusia, el importe máximo a percibir por 
empresa no podrá superar los 35.000 euros. 
 
6. La adscripción a un grupo de GT de cada beneficiario se determinará de oficio por el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, de acuerdo con la información obrante en el 
Registro General de Flota Pesquera, siempre que el buque esté de alta. 
 
7. Las ayudas se instruirán por la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura y 
se concederán de oficio por orden del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación. A estos 
efectos, el procedimiento se ajustará a los siguientes puntos: 
 
a) El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación publicará en su sede electrónica 
asociada https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA, en el plazo máximo de 10 días hábiles 
contados desde el día de la entrada en vigor del presente real decreto-ley, la relación de 
armadores a los que se refiere el apartado 2 en los que concurran los requisitos requeridos, así 
como el número de GT computados y la cuantía provisional de la ayuda a recibir. 
b) Los beneficiarios dispondrán de un plazo de 5 días hábiles desde la publicación citada en 
el apartado a) para rechazar la ayuda u oponerse a la consulta de sus datos prevista en el 
apartado 3, oposición que tendrá el mismo efecto que la renuncia a la ayuda. El rechazo o la 
declaración de oposición a la consulta de datos se realizará exclusivamente por los medios 
electrónicos que se identifiquen en la resolución de publicación de la relación a la que se refiere 
la letra a). 
c) Los beneficiarios, o aquellos interesados que no figuren en la relación citada en el apartado 
a), dispondrán del mismo plazo de publicación citado en el apartado b) para alegar, aportando 
la documentación correspondiente, los errores, omisiones u otras circunstancias que estimen 
convenientes. Las alegaciones se realizarán exclusivamente por los medios electrónicos que 
se identifiquen en la resolución de publicación de la relación a la que se refiere la letra a). 
d) Finalizados los plazos establecidos en las letras b) y c), el Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación procederá a comprobar que los interesados están al corriente en el pago de sus 
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obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, así como que no son deudores por 
resolución de procedencia de reintegro y no han sido inhabilitados por sentencia firme para 
obtener subvenciones. 
e) Como consecuencia del resultado de tales consultas, el órgano instructor podrá requerir a 
que se subsane cualquier extremo que estime conveniente, otorgando un plazo de 10 días al 
interesado y advirtiendo de que, en caso de no atender dicho requerimiento se le declarará 
desistido en el procedimiento. 
f) Hechas las comprobaciones establecidas en la letra d), se procederá, mediante orden del 
Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación a la concesión de las ayudas correspondientes a 
los beneficiarios que no hubieran ejercido las facultades de rechazo, oposición a consulta de 
datos o alegación de errores u omisiones; así como a su pago en la cuenta corriente facilitada 
a la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria. En el caso de que algún beneficiario de los establecidos en el 
apartado 2 no conste en la relación de cuentas corrientes enviada por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, la Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura podrá 
solicitarla bien directamente al beneficiario o a través de otras entidades de la Administración 
General del Estado. La orden se publicará a efectos de notificación en la sede electrónica 
asociada del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación en virtud del artículo 45 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
g) Los beneficiarios que deseen modificar su cuenta corriente deberán hacerlo durante el 
trámite de alegaciones descrito en el apartado c), entendiéndose que de no hacerlo se 
procederá al pago en la consignada en sus datos fiscales de la AEAT. 
h) La resolución de las alegaciones y requerimientos que hubieran sido presentados al 
amparo de lo dispuesto en la letra c) de este apartado se adoptará en el plazo de dos meses 
contado desde el día siguiente a la finalización del plazo de 5 días previsto para su formulación. 
La orden incluirá, en su caso, el pago de las ayudas correspondientes. 
i) Estas subvenciones serán objeto de publicidad en la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo. 
 
8. Las ayudas contempladas en este artículo se exceptúan de la autorización prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
 
9. Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación para la modificación y 
concreción mediante orden ministerial de las adaptaciones procedimentales y de gestión que 
resulten precisas. 
 
CAPÍTULO III 
Medidas de apoyo al sector agrícola, ganadero y pesquero 
Artículo 33.  Ayudas a sectores agrarios en virtud del Reglamento Delegado (UE) 
2022/467 de la Comisión, por el que se establece una ayuda excepcional de adaptación 
para los productores de los sectores agrarios. 
 
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación pondrá en marcha una línea de ayudas 
directas, en aplicación del artículo 219 del Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 17 de diciembre de 2013 por el que se crea la organización común 
de mercados de los productos agrarios y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) 
n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007 con objeto de 
compensar los efectos en los precios y los mercados en determinados sectores agrarios como 
consecuencia de la invasión rusa de Ucrania. 
 
2. Estas ayudas ascenderán a un montante máximo de 193.470.759,00 euros, de los que la 
Comisión Europea mediante el citado Reglamento delegado ha concedido 64.490.253,00 euros 
a España. Esta cuantía será complementada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado con 128.980.506,00 euros de acuerdo a la potestad que dicho Reglamento otorga a los 
Estados Miembros en su artículo 2. 
 
3. Podrán beneficiarse de estas ayudas excepcionales quienes sean titulares de 
explotaciones agrarias de los sectores que se determinen mediante un real decreto, que 
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establecerá asimismo las condiciones de elegibilidad e importes unitarios correspondientes. 
Las solicitudes se presentarán ante los órganos competentes de las comunidades autónomas 
en los plazos que en dicho real decreto se establezcan. Los pagos a los beneficiarios se 
realizarán por los órganos competentes de las comunidades autónomas antes del 30 de 
septiembre de 2022, conforme a lo previsto en el apartado 5 del artículo 1 del 
Reglamento 2022/467. 
 
4. Los fondos procedentes del presupuesto comunitario se transferirán a los Organismos 
pagadores de las comunidades autónomas por el FEGA, y los fondos procedentes de los 
Presupuestos Generales de Estado se territorializarán de acuerdo a lo previsto en el artículo 86 
de la Ley General presupuestaria. 
Artículo 34. Medidas de financiación de los costes adicionales derivados del 
incremento de los costes de producción en pesca. 
 
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación concederá una ayuda, en régimen de 
concesión directa conforme al artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 27 de noviembre, para 
cubrir los costes adicionales derivados del incremento de los costes de producción de cada 
buque que hayan sido asumidos por los armadores de los buques durante el periodo 
comprendido entre el 24 de febrero de 2022 y el 30 de junio de 2022. Como costes de 
producción se entenderán los relativos a cebo, sal, hielo, envases y embalajes, 
aprovisionamientos, aparejos, lubricantes y costes de transporte de productos pesqueros 
desde su lugar de desembarco al punto de venta autorizado. 
 
2. Esta ayuda tiene la naturaleza de compensación a los operadores del sector pesquero por 
costes adicionales, conforme al artículo 26.2 del Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 7 de julio de 2021 por el que se establece el Fondo Europeo 
Marítimo, de Pesca y de Acuicultura, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2017/1004, 
dada la concurrencia de acontecimientos excepcionales que generan una perturbación 
significativa de los mercados, y contando con una financiación de dicho Fondo de un 70 % por 
parte de la Comisión Europea, y de un 30% por parte del Estado miembro. 
 
3. Los beneficiarios habrán de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social, así como no ser deudores por resolución de procedencia 
de reintegro y no haber sido inhabilitados por sentencia firme para obtener subvenciones. 
 
4. Asimismo, los beneficiarios no podrán estar incursos en ninguno de los supuestos 
establecidos en el artículo 11 del Reglamento (UE) n.º 2021/1139 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 7 de julio de 2021, y deberán manifestar, mediante declaración responsable en los 
términos establecidos en el artículo 11.6, su conocimiento de la obligación de mantener el 
cumplimiento de estos requisitos durante un plazo de cinco años siguientes al último pago de 
esta ayuda. Su incumplimiento dará lugar al reintegro de la ayuda en proporción al tiempo en 
que hubiera tenido lugar ese incumplimiento. Asimismo, los beneficiarios deberán cumplir con 
los requisitos de admisibilidad que pueda establecer la Comisión Europea mediante la decisión 
de ejecución en el marco del artículo 26 del citado Reglamento. 
 
5. La ayuda constará de dos partes, que se estimarán y concederán de la forma que se 
detalla a continuación: 
 
– Junto con la solicitud de la ayuda se presentará un primer certificado de auditor inscrito en el 
Registro Oficial de Auditores de Cuentas (ROAC), que reflejará la media del valor en euros de 
los costes de producción financiables asumidos en el período de referencia (del 24 de febrero 
al 30 de junio) durante los años 2019, 2020 y 2021, y que se corresponderá con la ayuda 
máxima a percibir. En el caso de empresas de menos de tres años de actividad, el cálculo se 
realizará teniendo en cuenta los datos de los años correspondientes. El primer pago de la 
ayuda, que se realizará en concepto de anticipo, tendrá un importe máximo del 10% de la 
media de dichos costes. 
– Una vez finalizado el periodo de referencia del 2022 (del 24 de febrero al 30 de junio), se 
presentará un segundo certificado de auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de 
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Cuentas (ROAC), que reflejará la diferencia entre el valor en euros de los costes de producción 
financiables asumidos en dicho período de referencia del 2022 y el valor medio en euros de los 
costes de producción financiables asumidos en el periodo de referencia durante 2019, 2020 
y 2021. A tal diferencia se le descontará el anticipo ya percibido, dando como resultado el 
importe del último pago a percibir. 
Para los mismos costes de producción presentados, el armador no podrá recibir ninguna otra 
ayuda. 
 
6. Las ayudas contarán con una dotación inicial de 21.000.000 euros, que se incrementarán 
hasta 30.000.000 euros mediante una generación de crédito con cargo a ingresos 
extraordinarios procedentes del IFOP. Los gastos de gestión que se determinen para estas 
entidades colaboradoras se imputarán al total de la ayuda establecida en el apartado anterior. 
 
7. Las entidades asociativas representativas del sector actuarán como entidades 
colaboradoras en la gestión y pago de las ayudas, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. A tal efecto, el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación y las entidades colaboradoras suscribirán convenios de 
colaboración en los que se establecerán las condiciones y obligaciones asumidas por éstas en 
la gestión y pago de las ayudas, de acuerdo con lo dispuesto en dicha Ley. Los gastos de 
gestión que se determinen para estas entidades colaboradoras se imputarán al total de la 
ayuda establecida. 
 
8. La ayuda se concederá de forma directa, previa solicitud, que se presentará ante las 
entidades colaboradoras establecidas en el punto 7 de este artículo. Las entidades 
colaboradoras comprobarán el contenido de la solicitud, así como del resto de documentos que 
deban aportarse junto con la misma y a lo largo del procedimiento. 
 
9. El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación dictará resolución motivada a la vista de la 
documentación presentada. 
 
10. Las ayudas contempladas en este artículo se exceptúan de la autorización prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
 
11. Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación para modificar los requisitos y 
condiciones establecidos en este artículo y para flexibilizar las condiciones previstas en el 
presente artículo en función de las disponibilidades presupuestarias y las decisiones que, en 
virtud del artículo 26 del Reglamento (UE) n.º 2021/1139, adopte la Comisión Europea. 
 
Artículo 35. Medidas de financiación de los costes adicionales derivados del 
incremento de los costes de producción en acuicultura. 
 
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación concederá una ayuda, en régimen de 
concesión directa conforme al artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 27 de noviembre, para 
cubrir los costes adicionales derivados del incremento de los costes de producción de cada 
empresa acuícola que hayan sido asumidos estas durante el periodo comprendido entre el 24 
de febrero de 2022 y el 30 de junio de 2022. Como costes de producción se entenderán los 
relativos a alimentos, piensos, transporte y el importe abonado por la compra de oxigeno 
necesario para las instalaciones. 
 
2. Esta ayuda tiene la naturaleza de compensación a las empresas acuícolas por costes 
adicionales, conforme al artículo 26.2 del Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento Europeo 
y del Consejo de 7 de julio de 2021 por el que se establece el Fondo Europeo Marítimo, de 
Pesca y de Acuicultura, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2017/1004, dada la 
concurrencia de acontecimientos excepcionales que generan una perturbación significativa de 
los mercados, y contando con una financiación de dicho Fondo de un 70 % por parte de la 
Comisión Europea, y de un 30% por parte del Estado miembro. 
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3. Podrán ser beneficiarios de esta ayuda las empresas acuícolas inscritas en el REGA y las 
que cumplan los requisitos específicos que establezca la convocatoria. Se entiende por 
empresa acuícola a las personas físicas o jurídicas, titulares de establecimientos que se 
dedican a la realización de actividades de acuicultura en cualquiera de las fases de 
explotación, cría, cultivo o reproducción situados en zonas terrestres, marítimo-terrestres o 
marítimas en territorio español. 
 
4. Los beneficiarios habrán de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social, así como no ser deudores por resolución de procedencia 
de reintegro y no haber sido inhabilitados por sentencia firme para obtener subvenciones. 
 
5. Asimismo, los beneficiarios no podrán estar incursos en ninguno de los supuestos 
establecidos en el artículo 11 del Reglamento (UE) n.º 2021/1139 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 7 de julio de 2021, y deberán manifestar, mediante declaración responsable en los 
términos establecidos en el artículo 11.6, su conocimiento de la obligación de mantener el 
cumplimiento de estos requisitos durante un plazo de cinco años siguientes al último pago de 
esta ayuda. Su incumplimiento dará lugar al reintegro de la ayuda en proporción al tiempo en 
que hubiera tenido lugar ese incumplimiento. Asimismo, los beneficiarios deberán cumplir con 
los requisitos de admisibilidad que pueda establecer la Comisión Europea mediante la decisión 
de ejecución en el marco del artículo 26 del citado Reglamento. 
 
6. La ayuda constará de dos partes, que se estimarán y concederán de la forma que se 
detalla a continuación: 
 
– Junto con la solicitud de la ayuda se presentará un primer certificado de auditor inscrito en el 
Registro Oficial de Auditores de Cuentas (ROAC), que reflejará la media del valor en euros de 
los costes de producción financiables asumidos en el período de referencia (del 24 de febrero 
al 30 de junio) durante los años 2019, 2020 y 2021. En el caso de empresas de menos de tres 
años de actividad, el cálculo se realizará teniendo en cuenta los datos de los años 
correspondientes. El primer pago de la ayuda, que se realizará en concepto de anticipo, tendrá 
un importe máximo del 10% de la media de dichos costes de producción, y como máximo 
de 20.000 euros. 
– Una vez finalizado el periodo de referencia del 2022 (del 24 de febrero al 30 de junio), se 
presentará un segundo certificado de auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas (ROAC), que reflejará la diferencia entre el valor en euros de los costes de producción 
financiables asumidos en dicho período de referencia del 2022 y el valor medio en euros de los 
costes de producción financiables asumidos en el periodo de referencia durante 2019, 2020 
y 2021. A tal diferencia se le descontará el anticipo ya percibido, dando como resultado el 
importe del último pago a percibir. 
En todo caso, se establece un importe máximo total de la ayuda a percibir por empresa 
de 50.000 euros, que podrá ser superado en caso de existencia de crédito. 
Para los mismos costes de producción presentados, la empresa no podrá recibir ninguna otra 
ayuda. 
 
7. Las ayudas contarán con una dotación inicial de 14.000.000 euros que se incrementarán 
hasta 20.000.000 euros mediante una generación de crédito con cargo a ingresos 
extraordinarios procedentes del IFOP. 
 
8. Las entidades asociativas representativas del sector actuarán como entidades 
colaboradoras en la gestión y pago de las ayudas, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. A tal efecto, el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación y las entidades colaboradoras suscribirán convenios de 
colaboración en los que se establecerán las condiciones y obligaciones asumidas por éstas en 
la gestión y pago de las ayudas, de acuerdo con lo dispuesto en dicha ley. Los gastos de 
gestión que se determinen para estas entidades colaboradoras se imputarán al total de la 
ayuda establecida en el apartado anterior. Los gastos de gestión que se determinen para estas 
entidades colaboradoras se imputarán al total de la ayuda establecida. 
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9. La ayuda se concederá de forma directa, previa solicitud, que se presentará ante las 
entidades colaboradoras establecidas en el punto 8 de este artículo. Las entidades 
colaboradoras comprobarán el contenido de la solicitud, así como del resto de documentos que 
deban aportarse junto con la misma y a lo largo del procedimiento. 
 
10. El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación dictará resolución motivada a la vista de 
la documentación presentada. 
 
11. Las ayudas contempladas en este artículo se exceptúan de la autorización prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
 
12. Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación para modificar los requisitos y 
condiciones establecidos en este artículo y para flexibilizar las condiciones previstas en el 
presente artículo en función de las disponibilidades presupuestarias y las decisiones que, en 
virtud del artículo 26 del Reglamento (UE) n.º 2021/1139, adopte la Comisión Europea. 
 
Artículo 36. Financiación de medidas del sector de la pesca y de la acuicultura. 
 
Los importes asignados a las diferentes ayudas al sector de la pesca y de la acuicultura podrán 
ser reasignados entre ellas de resultar necesario. 
Las ayudas se financiarán con cargo al presupuesto que, con el carácter de incorporable, se 
habilite en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. La financiación se realizará con 
cargo al crédito extraordinario que se contempla en el artículo 40 y con una generación de 
crédito por ingresos extraordinarios procedentes del IFOP de 15.000.000 euros, hasta 
completar los importes iniciales mencionados en los apartados 6 del artículo 34 y 7 del 
artículo 35. 
 
Artículo 37. Aplazamiento en el pago de cuotas de la Seguridad Social y por 
conceptos de recaudación conjunta en el sector marítimo-pesquero. 
 
Las empresas incluidas en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del 
Mar y los trabajadores por cuenta propia incluidos en el mismo régimen, siempre que se 
encuentren al corriente en sus obligaciones con la Seguridad Social y no tuvieran otro 
aplazamiento en vigor, podrán solicitar, directamente o a través de sus autorizados para actuar 
a través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 
(Sistema RED), un aplazamiento en el pago de las cuotas de la Seguridad Social y por 
conceptos de recaudación conjunta cuyo devengo tenga lugar entre los meses de marzo a 
junio de 2022. 
 
Este aplazamiento se ajustará a los términos y condiciones establecidos con carácter general 
en la normativa de la Seguridad Social, con las siguientes particularidades: 
 
1.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 
primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso correspondientes 
a las cuotas señaladas en el párrafo primero de este artículo y las mismas determinarán que el 
deudor sea considerado al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social, respecto a 
las cuotas afectadas por el mismo, hasta que se dicte la correspondiente resolución. 
2.ª Será de aplicación un interés del 0,5 por ciento, en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de los 
meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un plazo de 
amortización de cuatro meses por cada mensualidad solicitada, sin que exceda en total de 16 
mensualidades. El primer pago se producirá a partir del mes siguiente a aquel en que dicha 
resolución se haya dictado. 
4.ª En ningún caso este aplazamiento será aplicable a las empresas y a los trabajadores por 
cuenta propia con deudas que no correspondan al Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores del Mar, en el momento de la resolución. 
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Artículo 38. Exención de la tasa de la pesca fresca. 
 
1. Estarán exentos de la tasa de la pesca fresca (T-4) durante un periodo de seis meses, 
desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, el armador del buque o embarcación 
pesquera, y su sustituto, en el caso de que la pesca fresca acceda al puerto por vía marítima. 
 
2. La pérdida de ingresos en que incurran las Autoridades Portuarias como consecuencia de 
la exención a la que hace referencia esté artículo, se tendrán en cuenta como criterio en el 
reparto del Fondo de Compensación Interportuario del año 2023, priorizando su asignación a 
aquellas Autoridades Portuarias cuyo resultado previsto del ejercicio fuere negativo sin contar 
dicho reparto. 
 
Artículo 39. Exención del canon de utilización de los bienes del dominio público 
hidráulico para instalaciones de acuicultura continental. 
 
Estarán exentas del canon de utilización de los bienes del dominio público hidráulico previsto 
en el artículo 112 del texto refundido de la Ley de Aguas durante un periodo de seis meses, los 
titulares de instalaciones de acuicultura continental. 
 
Artículo 40. Partidas presupuestarias en materia agraria y pesquera. 
 
1. Al objeto de financiar estas ayudas, se aprueban los siguientes créditos extraordinarios en 
el presupuesto vigente del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación: 
 

Aplicación Importe Denominación 
Sección Organismo Servicio Programa Concepto 

Subconcepto 
21 103 00 412M 476 169.000.000,00 Concesión de ayudas de 

Estado Marco temporal. 
21 103 00  40003 169.000.000,00 Concesión de ayudas de 

Estado Marco temporal. 
21 000 04 000X 416 169.000.000,00 Concesión de ayudas de 

Estado Marco temporal. 
21 000 05 412C 453 128.980.506,00 Aportación Nacional 

Complementaria a Fondos 
Europeos (art. 219 OCMA). 

21 000 11 415B 472 18.185.491,87 Concesión de ayudas de 
Estado Marco temporal. 

21 000 11 415B 473 35.000.000,00 Ayudas directas de costes de 
producción adicionales. 

 
2. La financiación de los créditos extraordinarios que se aprueban se realiza de conformidad 
con el artículo 47 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2022. 
 
3. De forma excepcional, una vez creada y habilitados los créditos de la 
partida 21.04.000X.416, se podrán librar de una sola vez. 
 
CAPÍTULO IV 
Medidas de ampliación de plazos y flexibilización del cumplimiento de obligaciones en el 
ámbito cinematográfico y de la propiedad industrial 
 
Artículo 41. Ampliación de plazos para películas beneficiarias de ayudas en el 
período 2020 a 2022, cuyo rodaje esté previsto en Ucrania, Rusia y países limítrofes 
afectados por la guerra. 
 
1. Se amplían los plazos para el cumplimiento de las obligaciones que a continuación se 
señalan, cuando les resulte de aplicación, en relación con las películas beneficiarias de ayudas 
generales y selectivas para la producción de largometrajes sobre proyecto, así como de ayudas 
a la producción de cortometrajes sobre proyecto concedidas entre los años 2020, 2021 y 2022 
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al amparo de la Orden CUD/582/2020, de 26 de junio, por la que se establecen las bases 
reguladoras de las ayudas estatales para la producción de largometrajes y de cortometrajes y 
regula la estructura del Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas y Audiovisuales. 
 
a) Se amplían en 6 meses, y en 8 meses para las películas de animación, los plazos 
establecidos para iniciar el rodaje y comunicarlo al Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales, o al organismo autonómico competente, en los siguientes artículos: 
 
1.º) Artículo 21.1 a), para las ayudas generales a la producción de largometrajes sobre 
proyecto. 
2.º) Artículo 30.1 a) para las ayudas selectivas a la producción de largometrajes sobre 
proyecto. 
3.º) Artículo 35.2 a) para las ayudas para la producción de cortometrajes sobre proyecto. 
 
b) Los plazos para comunicar al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales o 
al organismo autonómico competente el final de rodaje y solicitar la calificación y el certificado 
de nacionalidad, se amplían del siguiente modo: 
 
1.º Se amplían en 10 meses, y en 15 meses para las películas de animación y documentales, 
los plazos establecidos en el artículo 21.1 b) para las ayudas generales a la producción de 
largometrajes sobre proyecto, y en el artículo 30.1 b) para las ayudas selectivas a la producción 
de largometrajes sobre proyecto. 
2.º Se amplían en 6 meses, y en 10 meses para las películas de animación y documentales, 
los plazos establecidos en el artículo 35.2 b) para las ayudas para la producción de 
cortometrajes sobre proyecto. 
 
2. Para la efectividad de las ampliaciones indicadas es necesario que la empresa afectada 
solicite al Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales la ampliación de los plazos 
correspondientes, y que acredite que se dan las circunstancias sobre el rodaje que así lo 
justifican. 
 
3. En los supuestos en que resulte imposible cumplir con los plazos previstos en la normativa, 
y así se acredite por las productoras beneficiarias, en la devolución de la ayuda que se realice 
a iniciativa de la persona beneficiaria no se le aplicará el interés de demora al que se refiere el 
artículo 38 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
Se entenderá por devolución a iniciativa de la persona beneficiaria la devolución voluntaria de 
la cantidad percibida sin previo requerimiento por parte del Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales. 
 
Artículo 42. Flexibilización del procedimiento para la calificación de las películas y 
otras obras audiovisuales de nacionalidad ucraniana. 
 
1. Las empresas productoras o distribuidoras que soliciten la calificación de una película 
cinematográfica u otra obra audiovisual de nacionalidad ucraniana, no tendrán que aportar la 
documentación a la que se refiere el artículo 7.1 e) del Real Decreto 1084/2015, de 4 de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine; y en su lugar 
aportarán una declaración responsable sobre la nacionalidad de la obra. 
 
2. Esta medida permanecerá en vigor hasta el momento en que puedan obtenerse de manera 
normalizada los certificados o documentos acreditativos de la nacionalidad expedidos por el 
organismo oficial competente en Ucrania. 
 
Artículo 43. Plazos de tramitación de procedimientos administrativos en materia de 
propiedad industrial. 
 
1. Los plazos para la tramitación de los procedimientos administrativos previstos establecidos 
en la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes, y 
la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial se verán ampliados 
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para todos aquellos solicitantes o titulares de los derechos de propiedad industrial concernidos 
con residencia o sede social en Ucrania. 
 
2. La duración de la ampliación vendrá determinada por resolución del Director de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, O.A. en un plazo que no podrá exceder de los cuatro meses, 
con posibilidad de prórroga por un período idéntico. 
 
3. En caso de que se declarara la finalización del conflicto armado en Ucrania con 
anterioridad al plazo establecido en la resolución referenciada en el apartado anterior, podrá 
declararse la finalización de la medida contenida en este artículo por resolución del Director de 
la Oficina Española de Patentes y Marcas, O.A. 
 
4. Quedan exceptuados de la ampliación establecida en este artículo los plazos para realizar 
los trámites de oposiciones a los que se refieren las leyes mencionadas en el apartado primero. 
 
TÍTULO IV 
Otras medidas de apoyo a trabajadores y colectivos vulnerables 
 
Artículo 44. Medidas en el ámbito laboral. 
 
En aquellas empresas beneficiarias de las ayudas directas previstas en el presente real 
decreto-ley, el aumento de los costes energéticos no podrá constituir causa objetiva de despido 
hasta el 30 de junio de 2022. El incumplimiento de esta obligación conllevará el reintegro de la 
ayuda recibida. 
 
Asimismo, las empresas que se acojan a las medidas de reducción de jornada o suspensión de 
contratos reguladas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores por causas relacionadas 
con la invasión de Ucrania y que se beneficien de apoyo público no podrán utilizar estas 
causas para realizar despidos. 
 
Artículo 45. Incremento extraordinario en la prestación de ingreso mínimo vital. 
 
El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá un incremento extraordinario en la 
prestación de ingreso mínimo vital vigente a la entrada en vigor de este real decreto-ley, 
respecto de las mensualidades de abril, mayo y junio de 2022, que consistirá en la aplicación 
de un porcentaje del 15 por cien al importe mensual reconocido para los citados meses, 
incluyendo los complementos mensuales reconocidos, y excluyendo los importes 
correspondientes a periodos previos, así como a otros conceptos de periodicidad no mensual 
que hubieran podido acumularse. 
 
Este incremento también será de aplicación, en los mismos términos, a las solicitudes de esta 
prestación que hayan sido presentadas a la fecha de la entrada en vigor de este real decreto-
ley, pero no hayan sido resueltas, así como a aquellas que se presenten con posterioridad, 
siempre que los efectos de su reconocimiento no sean posteriores a 1 de junio de 2022. 
 
La actualización de la cuantía de la prestación con efectos de 1 de enero de 2022, tomando 
como referencia los ingresos anuales computables del ejercicio 2021, no afectará a este 
incremento extraordinario, siempre que se mantenga el derecho a la percepción de la 
prestación, una vez se haya efectuado dicha actualización 
 
Artículo 46. Limitación extraordinaria de la actualización anual de la renta de los 
contratos de arrendamiento de vivienda. 
 
La persona arrendataria de un contrato de alquiler de vivienda sujeto a la Ley 29/1994, de 24 
de noviembre, de Arrendamientos Urbanos cuya renta deba ser actualizada porque se cumpla 
la correspondiente anualidad de vigencia dentro del periodo comprendido entre la entrada en 
vigor de este real decreto-ley y el 30 de junio de 2022, podrá negociar con el arrendador el 
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incremento que se aplicará en esa actualización anual de la renta, con sujeción a las siguientes 
condiciones: 
 
a) En el caso de que el arrendador sea un gran tenedor, el incremento de la renta será el que 
resulte del nuevo pacto entre las partes, sin que pueda exceder del resultado de aplicar la 
variación anual del Índice de Garantía de Competitividad a fecha de dicha actualización, 
tomando como mes de referencia para la actualización el que corresponda al último índice que 
estuviera publicado en la fecha de actualización del contrato. En ausencia de este nuevo pacto 
entre las partes, el incremento de la renta quedará sujeto a esta misma limitación. 
Se entenderá como gran tenedor a los efectos de este artículo a la persona física o jurídica que 
sea titular de más de diez inmuebles urbanos de uso residencial o una superficie construida de 
más de 1.500 m2 de uso residencial, excluyendo en todo caso garajes y trasteros. 
 
b) En el caso de que el arrendador no sea un gran tenedor, el incremento de la renta será el 
que resulte del nuevo pacto entre las partes. En ausencia de este nuevo pacto entre las partes, 
el incremento de la renta no podrá exceder del resultado de aplicar la variación anual del Índice 
de Garantía de Competitividad a fecha de dicha actualización, tomando como mes de 
referencia para la actualización el que corresponda al último índice que estuviera publicado en 
la fecha de actualización del contrato. 
 
Artículo 47. Acreditación de la condición de víctima de trata de seres humanos o 
explotación sexual. 
 
1. Las posibles situaciones vinculadas a la trata de seres humanos y a la explotación sexual, 
incluidas las derivadas del desplazamiento de personas que huyen del conflicto armado en 
Ucrania, podrán acreditarse a través de un informe emitido por los servicios públicos 
encargados de la atención integral a estas víctimas o por entidades sociales especializadas 
debidamente reconocidas por las Administraciones Públicas competentes en la materia. Dicha 
condición la ostentan aquellas entidades que colaboran formalmente con las Administraciones 
Públicas en la atención a este sector, a través de una subvención pública, un contrato o 
convenio específicos, o a través de un protocolo oficial u otro instrumento formal en materia de 
trata o explotación sexual. 
 
2. Esta acreditación dará acceso a los derechos de información y derivación a recursos 
asistenciales establecidos en la normativa estatal y en el artículo 12 del Convenio de Varsovia, 
y, en caso de cumplir el resto de requisitos, al Ingreso Mínimo Vital. 
 
3. Para proceder al reconocimiento como víctima de trata de seres humanos conforme a lo 
establecido en el artículo 141.2 del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, y de 
los apartados VI y XIII del Protocolo Marco de protección de las víctimas de la trata de seres 
humanos, y previo consentimiento de la presunta víctima, las acreditaciones deberán 
comunicarse a la correspondiente Delegación del Gobierno al objeto de dar traslado de las 
mismas a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de Estado encargadas de su identificación 
formal y para proceder, en su caso, a la realización de la entrevista formal de identificación. 
 
4. El Gobierno y las Comunidades Autónomas, en el marco de la Conferencia Sectorial de 
Igualdad, diseñarán de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan poner en 
marcha los sistemas de acreditación de las situaciones de trata y explotación sexual. 
 
Artículo 48. Asimilación de las personas solicitantes de nacionalidad española de 
origen ucraniano a las personas apátridas y refugiadas. 
 
En consideración a las dificultades que por causa de la guerra experimentarán las personas 
solicitantes de origen ucraniano para procurarse los certificados de nacimiento y antecedentes 
penales de su país de origen para incorporarlos a sus solicitudes en curso o que presenten 
mientras dure el conflicto; dichas personas solicitantes estarán exentas de aportar dicha 
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documentación, asimilándose así a las personas refugiadas y apátridas reconocidas como tales 
por el Ministerio del Interior. 
 
Estarán igualmente exentas de aportar esta documentación en los procedimientos que se 
tramiten en los registros civiles mientras dure el conflicto, sin perjuicio de la obligación de su 
aportación en el futuro. 
 
En ambos casos, se aportará una declaración responsable por la persona interesada en 
relación con los datos que acreditarían los certificados correspondientes. 
 
Artículo 49. Procedimiento especial para la protección temporal de personas menores 
de edad que se encuentren afectados por una crisis humanitaria. 
 
1. Se entenderá por crisis humanitaria a una emergencia ocasionada por causas naturales o 
ambientales (terremotos, inundaciones, huracanes, sequias, cambios ambientales, etc.), por 
motivos políticos (guerra, conflictos civiles, persecución, desplazamientos masivos, hambrunas, 
etc.), sanitarias (epidemias), entre otros. 
 
2. Todos los niños, niñas y adolescentes, acompañados o no, son beneficiarios directamente 
de la protección temporal, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 2 apartado 4 de la Orden 
PCM/169/2022, de 9 de marzo, por la que se desarrolla el procedimiento para el 
reconocimiento de la protección temporal a personas afectadas por el conflicto en Ucrania. 
En el caso de los menores de 18 años que estén acompañados por algún adulto, la solicitud 
será presentada por la persona responsable de ellos. 
La protección temporal implica derecho a residencia y trabajo en nuestro país, así como el 
acceso a los servicios básicos. 
 
3. En caso de que los niños, niñas y adolescentes no vengan acompañados de sus 
progenitores o tutores legales, será la Entidad Pública de Protección quien prestará la atención 
inmediata (prevista en el artículo 14 Ley orgánica 1/1996, articulo 172.4 Código Civil), 
asumiendo la guarda provisional mediante resolución administrativa. 
Todas las medidas que se adopten deben ser comunicadas al Ministerio Fiscal. 
 
4. En caso de hermanos y hermanas de personas menores de edad, tendrán el mismo 
procedimiento mencionado en el apartado anterior. 
Se garantizará en todos los casos la permanencia de los hermanos en un mismo lugar o 
familia. 
 
5. La Entidad Pública de Protección deberá comunicar las resoluciones de protección 
(atención inmediata o guarda provisional) a los Consulados, en cumplimiento del convenio 
internacional sobre relaciones consulares (Convención de Viena sobre relaciones consulares, 
de 24 de abril de 1963). 
 
6. Se podrá dar acreditación, extraordinariamente por vía de urgencia, a entidades que no 
estén acreditadas previamente para apoyar o realizar el acogimiento residencial o familiar que 
lleve asociado un compromiso de control y seguimiento sucesivo de la Entidad Pública de 
Protección. 
 
7. Dada la situación excepcional, se incluirán medidas de control por parte de las Entidad 
Pública de Protección a las entidades acreditadas, mediante la presentación obligatoria de 
informes periódicos en los que se reportará sobre el seguimiento que se hace a la familia y 
sobre el estado del niño, niña o adolescente. 
 
8. En todos los casos, si las personas menores de edad van a permanecer con familias, la 
Entidad Pública de Protección deberá comprobar que las mismas cuenten con un informe 
psicosocial favorable, con el certificado de antecedentes penales y de que no se encuentran 
inscritos en el registro central de delincuentes sexuales. 

92 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
Asimismo, las entidades y las familias deberán expresar por escrito su conocimiento de que el 
acogimiento de la persona menor de edad no tiene por objeto la adopción y su compromiso de 
favorecer el regreso a su país de origen o procedencia. 
 
9. Las medidas serán revisadas cada 6 meses pudiéndose ampliar hasta los 24 meses, con 
posibilidades de extender el plazo según el periodo de vigencia de la protección temporal o por 
razones excepcionales que obstaculicen el regreso al país de origen o para finalizar el curso 
académico. Siempre en interés superior del menor individualmente considerado. 
 
Artículo 50. Subvenciones destinadas a la prevención, detección, atención y 
protección de víctimas de violencia contra las mujeres y de víctimas de trata de seres 
humanos y explotación sexual en el marco de la crisis humanitaria. 
 
1. El Ministerio de Igualdad podrá conceder de manera directa ayudas destinadas a la 
prevención, detección, atención y protección de víctimas de violencia contra las mujeres y de 
las víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual en el marco de la crisis 
humanitaria. 
 
2. Podrán ser beneficiarias de estas subvenciones entidades públicas o privadas que realicen 
actividades relacionadas con la prevención, protección y la atención frente a todas las formas 
de violencia contra las mujeres, así como a las víctimas de trata de seres humanos y 
explotación sexual. 
 
3. Serán subvencionables los gastos de personal y los gastos corrientes derivados de la 
ejecución de las siguientes actuaciones: 
 
a) Acciones de sensibilización para prevenir la violencia contra las mujeres y la trata de seres 
humanos y la explotación sexual en el marco de la crisis humanitaria; 
b) Puesta en marcha de servicios destinados a la prevención, información, atención, 
protección integral, incluyendo los recursos habitacionales y los recursos de acogida, de las 
víctimas de violencia contra las mujeres y a las víctimas de trata de seres humanos y la 
explotación sexual adaptados a las necesidades de las mujeres en situación de acogida 
temporal; 
c) Puesta en marcha de programas asistenciales que, en el contexto de la crisis humanitaria 
derivada del conflicto bélico, tengan como finalidad garantizar la prevención, protección y la 
atención frente a todas las formas de violencia contra las mujeres. 
 
4. La subvención será compatible con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 
la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones Públicas o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 
 
5. Las entidades beneficiarias podrán solicitar, con carácter excepcional, la modificación del 
contenido de la orden de concesión, cuando concurran circunstancias sobrevenidas que alteren 
o dificulten el cumplimiento de la misma, siempre que no suponga cambios esenciales de los 
contenidos en la orden de concesión. 
 
6. La concesión de la subvención se formalizará mediante resolución de la persona titular del 
Ministerio de Igualdad en la que se detallarán las entidades destinatarias de cada una de las 
actividades subvencionables. 
 
7. Las entidades beneficiarias dispondrán de un plazo máximo de veinte días, a contar desde 
la notificación de la resolución, para aceptar de forma expresa la subvención. 
 
8. Las subvenciones previstas en este artículo se financiarán mediante transferencia directa 
por un importe máximo de dos millones de euros con cargo a los créditos presupuestarios del 
Ministerio de Igualdad. 
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9. Las entidades beneficiarias deberán justificar ante el Ministerio Igualdad las inversiones o 
gastos realizados mediante la presentación de cuenta justificativa, según se regula en el 
artículo 72 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, que contendrá una memoria 
de actuación justificativa de la realización de las actividades objeto de subvención y una 
memoria económica de los desembolsos realizados: 
 
Artículo 51. Suplemento de crédito en el presupuesto del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones destinado a financiar la atención de refugiados de 
Ucrania. 
 
1. Al objeto de financiar los gastos asociados a la atención de refugiados procedentes de 
Ucrania, se aprueban suplementos de crédito por un total de 1.200 millones de euros en el 
presupuesto de la sección 32 «Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones», 
servicio 03 «Secretaría de Estado de Migraciones», programa 231H «Acciones en favor de los 
inmigrantes», con la siguiente distribución de partidas presupuestarias: 
 
• Subconcepto 227.99 «Trabajos realizados por otras empresas y profesionales. Otros» por 
importe de 600 millones de euros. 
• Subconcepto 484.05 «Sistema de protección internacional» por importe de 550 millones de 
euros. 
• Subconcepto 780.01 «Proyectos de atención de inmigrantes» por importe de 50 millones de 
euros. 
 
2. La financiación del suplemento de crédito se realizará de conformidad con el artículo 47 
Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
3. A los créditos extraordinarios, suplementos de créditos y ampliaciones que financien 
transferencias de crédito aprobados o previstos aprobados en este real decreto-ley no les 
serán de aplicación las limitaciones contenidas en el artículo 52 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria. 
 
Disposición adicional primera. Actualización de los cargos del sistema eléctrico. 
 
1. Para el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley y 
el 31 de diciembre de 2022, los precios aplicables a los distintos segmentos tarifarios de los 
cargos del sistema eléctrico son: 
 
a) Precios de los términos de potencia: 
 
Segmento tarifario Término de potencia de los cargos (€/kW año) 

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 
1 3,175787 0,204242     
2 3,946179 1,974813 1,434747 1,434747 1,434747 0,657696 
3 4,096305 2,050010 1,489566 1,489566 1,489566 0,682718 
4 2,405490 1,204026 0,874724 0,874724 0,874724 0,400915 
5 1,926031 0,963837 0,700266 0,700266 0,700266 0,321005 
6 0,942150 0,471468 0,342600 0,342600 0,342600 0,157025 
 
b) Precios de los términos de energía: 
 
Segmento tarifario Término de energía de los cargos (€/kWh) 

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 
1 0,046622 0,009324 0,002331    
2 0,025990 0,019244 0,010396 0,005198 0,003332 0,002079 
3 0,014132 0,010468 0,005653 0,002826 0,001812 0,001131 
4 0,006631 0,004911 0,002652 0,001326 0,000850 0,000530 
5 0,005435 0,004026 0,002174 0,001087 0,000697 0,000435 
6 0,002065 0,001530 0,000826 0,000413 0,000265 0,000165 
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2. Para el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley y 
el 31 de diciembre de 2022, los precios aplicables a los segmentos tarifarios 2 VE y 3 VE, de 
conformidad con la disposición adicional primera del Real Decreto 148/2021, de 9 de marzo, 
por el que se establece la metodología de cálculo de los cargos del sistema eléctrico, son: 
 
a) Puntos de recarga de vehículos eléctricos conectados en baja tensión (segmento tarifario 2 
VE): 
 
Segmento tarifario Término de potencia de los cargos (€/kW año) 

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 
2 VE 0 0 0 0 0 0 

       
Segmento tarifario Término de energía de los cargos (€/kWh) 

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 
2 VE 0,055237 0,040900 0,022095 0,011047 0,007082 0,004419 
 
b) Puntos de recarga de vehículos eléctricos conectados en alta tensión (segmento tarifario 3 
VE): 
 
Segmento tarifario Término de potencia de los cargos (€/kW año) 

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 
3 VE 0 0 0 0 0 0 

  
      

Segmento tarifario Término de energía de los cargos (€/kWh) 
Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6 

3 VE 0,044490 0,032955 0,017797 0,008897 0,005705 0,003561 
 
Disposición adicional segunda. Revisión de los parámetros retributivos aplicables a 
las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía 
renovables, cogeneración y residuos. 
 
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, como organismo encargado de 
las liquidaciones, llevará a cabo la liquidación necesaria para la adaptación de la retribución 
procedente del régimen retributivo específico, detrayendo las cantidades no abonadas por las 
instalaciones como consecuencia de la suspensión del Impuesto sobre el valor de la 
producción de la energía eléctrica, según lo establecido en la disposición final trigésima sexta. 
 
2. Dicha adaptación tendrá lugar en la primera liquidación en la que se disponga de los 
ajustes correspondientes tras la entrada en vigor de este real decreto-ley. 
 
Disposición adicional tercera. Flexibilización de contratos de suministro de gas 
natural. 
 
1. Las medidas dispuestas en la disposición adicional quinta del real decreto-ley 29/2021, 
de 21 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el 
fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables, 
serán de aplicación hasta que la cotización del producto diario con entrega al día siguiente en 
el Punto Virtual de Balance, publicada por el Mercado Ibérico del Gas (MIBGAS) se mantenga 
durante diez sesiones diarias de negociación consecutivas por debajo de 60 €/MWh y como 
máximo hasta el 30 de junio de 2022. 
 
2. Se podrán acoger a estas medidas todos los consumidores que a la entrada en vigor de la 
citada disposición quinta cumplían los requisitos exigidos para acogerse a la misma. 
 
3. A estos efectos, el número máximo de modificaciones permitidas de caudal y peajes 
referidas en los apartados 1.a y 1.b de la citada disposición adicional quinta del Real Decreto-
ley 29/2021, de 21 de diciembre, a realizar desde la entrada en vigor de la presente disposición 
y hasta el 30 de junio de 2022 será de 3 y de 1 respectivamente. 
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4. Los incrementos de caudal o cambios de nivel de peaje estarán limitados a los valores 
contratados con anterioridad a la entrada en vigor de la disposición adicional quinta del Real 
Decreto-ley 29/2021, de 21 de diciembre. 
 
5. Asimismo, los consumidores que hubieran suspendido su suministro, conforme el 
apartado 1.c de la citada disposición adicional quinta podrán prorrogarlo hasta el 30 de junio 
de 2022 o solicitar una nueva suspensión de suministro en el caso de que ya lo hubieran 
reestablecido. 
 
Disposición adicional cuarta. Obligación de los distribuidores de incluir en sus 
planes de inversión anuales actuaciones que incrementen la capacidad para acceso de 
nueva generación renovable y autoconsumo. 
 
1. Con carácter excepcional, durante el trienio 2023 a 2025, las empresas distribuidoras de 
energía eléctrica deberán incluir en sus planes de inversión que, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 40.1 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, tienen el deber 
de presentar, actuaciones encaminadas a incrementar la capacidad de la red de distribución de 
su titularidad para permitir la evacuación de energía procedente instalaciones de generación de 
electricidad que utilicen fuentes de energía primaria renovables y de instalaciones de 
autoconsumo. Estas actuaciones deberán estar debidamente identificadas en los planes de 
inversión presentados. 
 
2. Las actuaciones anteriores deberán suponer un mínimo del 10 por ciento del volumen de 
inversión con derecho a retribución con cargo al sistema correspondiente al plan de inversión 
anual presentado por la empresa distribuidora y deberán destinarse prioritariamente a aquellas 
zonas en las que se haya puesto de manifiesto la falta de capacidad de acceso para 
evacuación de generación renovable y de autoconsumo de manera recurrente. El plan de 
inversiones propuesto deberá incorporar una estimación del incremento de la capacidad de 
acceso para evacuación de generación previsto como consecuencia de las inversiones 
contenidas en el plan. 
 
3. Excepcionalmente en 2022, el plazo de presentación de los planes de inversión previstos 
en el artículo 40.1 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, se extenderá hasta el 30 de junio. 
 
Disposición adicional quinta. Descuentos del bono social de electricidad hasta el 30 
de junio de 2022. 
 
Se prorrogan hasta el 30 de junio de 2022 los descuentos del bono social aplicables a los 
consumidores domésticos de energía eléctrica recogidos en el artículo 6.3 del Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el 
bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía 
eléctrica, establecidos en el artículo 1 del Real Decreto-ley 23/2021, de 26 de octubre, de 
medidas urgentes en materia de energía para la protección de los consumidores y la 
introducción de transparencia en los mercados mayorista y minorista de electricidad y gas 
natural. 
 
Disposición adicional sexta. Prórroga de la disposición adicional séptima del Real 
Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto 
de la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y 
electricidad. 
 
Se prorroga en las revisiones del precio de la tarifa de último recurso de gas natural 
correspondientes al 1 de abril de 2022 y 1 de julio de 2022, la aplicación de la disposición 
adicional séptima del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, estableciéndose en 
un 15 por ciento el incremento máximo del coste de la materia prima, término Cn. 
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Disposición adicional séptima. Medidas en materia de subvenciones y ayudas 
públicas aplicables a programas de ayudas establecidos en el ámbito de las energías 
renovables y cofinanciados con fondos FEDER correspondientes al período de 
programación 2014-2020. 
 
1. Con objeto de maximizar la implantación de energías renovables en el corto plazo, en los 
procedimientos de concesión de subvenciones y ayudas públicas, las órdenes y resoluciones 
de convocatoria y concesión correspondientes a las subvenciones y ayudas previstas en el 
artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, de los 
programas de ayudas establecidos en el ámbito de las energías renovables y cofinanciados 
con fondos FEDER del período de programación 2014-2020, que ya hubieran sido otorgadas 
en el momento de la entrada en vigor de este real decreto-ley, podrán ser modificadas para 
ampliar los plazos de ejecución de la actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y 
comprobación de dicha ejecución, aunque tal posibilidad no se hubiera contemplado en las 
correspondientes bases reguladores. 
 
A estos efectos, el órgano competente deberá justificar únicamente la imposibilidad de realizar 
la actividad subvencionada durante el plazo de ejecución otorgado en la resolución de ayuda, 
así como la insuficiencia del plazo que reste tras su finalización para la realización de la 
actividad subvencionada o su justificación o comprobación. En ningún caso, el plazo de 
ejecución de la actividad subvencionada podrá ampliarse de acuerdo con lo previsto en este 
artículo en más de tres meses, ni más allá del 30 de septiembre de 2023. 
 
2. También podrán ser modificadas, a instancia del beneficiario, las resoluciones y convenios 
de concesión de subvenciones previstas en el artículo 22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, sin necesidad de que sea modificado, en su caso, el 
Real Decreto previsto en el artículo 28.2 de dicha Ley, en las mismas condiciones y con los 
mismos requisitos previstos en el apartado anterior. 
 
Disposición adicional octava. Información sobre el nuevo bono social y plazo de 
solicitud. 
 
1. Los comercializadores de referencia deberán remitir a sus clientes acogidos al PVPC la 
carta del anexo, junto con las facturas que se emitan durante los tres meses siguientes a la 
entrada en vigor de este Real Decreto ley, con el fin de comunicar la existencia de las nuevas 
condiciones para aplicar el bono social y publicitar el procedimiento para la solicitud del mismo. 
Asimismo, deberán comunicar en su página web la existencia de las nuevas condiciones. 
 
2. Los potenciales beneficiarios de la condición de consumidor vulnerable en los términos 
previstos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, podrán cursar su solicitud a partir de la 
fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley. 
 
3. En cualquier momento los consumidores acogidos al bono social a la entrada en vigor de 
este real decreto-ley podrán solicitar el bono social bajo las nuevas condiciones introducidas 
por éste. 
 
4. En su caso, finalizada la vigencia del título de familia numerosa o el derecho a la 
percepción del ingreso mínimo vital, el consumidor podrá solicitar nuevamente la aplicación del 
bono social en los términos establecidos en este real decreto-ley y en su normativa de 
desarrollo. 
 
Disposición adicional novena. Adaptación normativa de las disposiciones relativas a 
la retribución de las actividades reguladas. 
 
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley se procederá a la 
modificación de las disposiciones normativas que resulten afectadas como consecuencia de la 
financiación en concepto de bono social y coste de suministro de los consumidores a que hace 
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referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, según lo 
establecido en este real decreto-ley. 
 
Disposición adicional décima. Remisión de información por parte de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia para la determinación de las cuantías a 
financiar en concepto de bono social y coste de suministro de los consumidores a que 
hace referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
 
1. En el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia propondrá al Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico los valores a los que hacen referencia los apartados 2 y 3 del 
artículo 15 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, para la determinación de la cuantía de 
financiación del bono social y el coste de los suministros de los consumidores a que hace 
referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre 
correspondiente al año 2022. 
 
2. Adicionalmente, las cantidades soportadas por las comercializadoras de referencia, y 
reconocidas en sentencia, en concepto de financiación del bono social y de cofinanciación de 
aquellos suministros a consumidores que tengan la condición de vulnerables severos acogidos 
a tarifas de último recurso y que estén en riesgo de exclusión social, en aplicación de lo 
dispuesto en el Real Decreto-ley 7/2016, de 23 de diciembre y el Real Decreto 897/2017, de 6 
de octubre, tras las sentencias del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2022 y concordantes 
que declaraban su inaplicación, serán asumidas por los sujetos obligados a financiar el bono 
social y coste de suministro de los consumidores del artículo 52.4.j) y k) de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre establecidos en este real decreto ley. 
 
 
A tal fin, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia tendrá en cuenta, en el 
cálculo de los valores unitarios de aportación a que hace referencia el apartado anterior, las 
referidas cantidades soportadas por las COR, de tal forma que el procedimiento de liquidación 
a que hace referencia el artículo 16 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, 
correspondiente al año 2022 permita obtener ingresos suficientes para cubrir, de manera 
proporcional y distribuida entre las referidas liquidaciones mensuales, dichas cantidades. 
 
Disposición adicional undécima. Autorización del Consejo de Ministros de 
distribución de créditos. 
 
Se autoriza al Ministerio de Agricultura Pesca y Alimentación a la distribución entre las 
Comunidades Autónomas, conforme a lo señalado en el artículo 33, de 128.980.506,00 euros, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, general 
presupuestaria. Dicha autorización no comporta aprobación del gasto que deberá realizarse 
con carácter previo a la celebración de la Conferencia Sectorial. 
 
Disposición adicional duodécima. Ayudas de Estado. 
 
Las ayudas y medidas de apoyo recogidas en este real decreto-ley cumplirán con la normativa 
de la Unión Europea en materia de ayudas de Estado. Las ayudas se concederán una vez que 
se cuente con la autorización expresa de la Comisión Europea en caso de que esta sea 
necesaria. 
 
Disposición adicional decimotercera. Compatibilidad de ayudas. 
 
Las ayudas directas contempladas en este Real Decreto ley se otorgan sin perjuicio de 
cualesquiera ayudas que puedan otorgar las Comunidades Autónomas o las entidades locales 
en el ejercicio de sus competencias propias y en el ámbito del Marco Temporal de Ayudas de 
Estado para apoyar la economía como consecuencia de la invasión rusa de Ucrania, adoptado 
por Comunicación de la Comisión Europea C(2022) 1890 o de otra posible normativa de 
ayudas de Estado que pueda resultar de aplicación y sin perjuicio del cumplimiento de las 
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reglas de acumulación. El otorgamiento de cualesquiera ayudas por las Comunidades 
Autónomas deberá realizarse con respeto al cumplimiento de sus objetivos de estabilidad 
presupuestaria, sostenibilidad financiera y regla de gasto. 
 
Disposición adicional decimocuarta. Suplemento de crédito en el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo destinado a financiar el programa de compensación 
costes indirectos vinculado al régimen de comercio de derechos de emisión de gases de 
efecto invernadero. 
 
1. Se aprueba un suplemento de crédito de 65 millones de euros en la sección 20 «Ministerio 
de Industria, Turismo y Comercio», servicio 09 «Dirección General De Industria y de la 
Pequeña y Mediana Empresa», programa «422B Desarrollo industrial», concepto 771 
"Programa de Compensación costes indirectos. Régimen de Comercio de Derechos de Emisión 
de Gases de Efecto Invernadero (RCDE). Financiado según el artículo 30.4 de la Ley 7/2021». 
 
2. Este suplemento de crédito se destinará a financiar la convocatoria de ayudas del 
ejercicio 2022 de compensación de costes de emisiones indirectas de gases de efecto 
invernadero para empresas de determinados sectores y subsectores industriales a los que se 
considera expuestos a un riesgo significativo de «fuga de carbono». 
 
3. La financiación del suplemento de crédito se realizará de conformidad con el artículo 47 
Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
 
 
Disposición adicional decimoquinta. Suplemento de crédito en el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico destinado a financiar bono social térmico. 
 
1. Se aprueba un suplemento de crédito de 75 millones de euros en la sección 23 «Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico», servicio 03 «Secretaría de Estado de 
Energía», programa «425A Normativa y Desarrollo Energético», concepto 450 "Bono Social 
Térmico». 
 
2. Este suplemento de crédito se destinará a financiar la ampliación de la cobertura del bono 
social térmico a los nuevos beneficiarios acogidos al bono social de electricidad, conforme a lo 
previsto en este real decreto ley. 
 
3. La financiación del suplemento de crédito se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
Disposición adicional decimosexta. Concesión de un crédito extraordinario 
destinado al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
 
1. Para financiar la actividad de almacenamiento subterráneo en términos previstos en este 
real decreto-ley, se aprueba un crédito extraordinario por importe de 21.640.000 euros en el 
presupuesto de la sección 23 «Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico», 
servicio 03 «Secretaria de Estado de Energía», programa 000X «Transferencia y libramientos 
internos», concepto 731 «A la CNMC para para actuaciones de almacenamiento subterráneo», 
con la correspondiente repercusión en el presupuesto de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. 
 
El crédito extraordinario anterior tendrá la siguiente repercusión en el presupuesto del 
organismo 302 «Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia» de la Sección 27 
«Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital»: 
 
– En el presupuesto de ingresos, en el subconcepto 702.07 «Para actuaciones de 
almacenamiento subterráneo», por importe de 21.640.000 euros. 
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– En el presupuesto de gastos, en el programa 425 A «Normativa y desarrollo energético», 
concepto 772 «Actuaciones de almacenamiento subterráneo», 21.640.000 euros. 
 
2. La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
Disposición adicional decimoséptima. Suplemento de crédito destinado al 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. 
 
1. Para financiar la convocatoria de ayudas a transportistas autónomos por carretera que 
abandonen de la actividad del transporte terrestre por carretera se aprueba un suplemento de 
crédito por importe de 10.310.000 euros en el presupuesto de la sección 17 «Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana», servicio 39 «Dirección General de Transporte 
Terrestre», Programa 453M «Ordenación e Inspección del Transporte Terrestre», concepto 772 
«Programa de medidas para la mejora del sector del transporte por carretera». 
 
2. La financiación del suplemento de crédito se realizará de conformidad con el artículo 47 de 
la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. 
 
Disposición adicional decimoctava. No aplicación del artículo 52 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
 
A las transferencias de crédito, que en su caso se tramiten y que se financien con los créditos 
extraordinarios y suplementos de crédito aprobados en este real decreto-ley o con cargo a las 
ampliaciones previstas, no les serán de aplicación las limitaciones contenidas en el artículo 52 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
 
Disposición adicional decimonovena. Servicio de Atención Telefónica a Víctimas de 
Discriminación Racial o Étnica. 
 
El Ministerio de Igualdad prestará atención telefónica gratuita, incluyendo asesoramiento 
jurídico especializado, a las personas que sufran, hayan sufrido o conozcan situaciones de 
discriminación racial o étnica, o delitos de odio racistas a través del teléfono de asistencia a 
víctimas, con número de tres cifras, atribuido al efecto. 
 
Disposición adicional vigésima. Medidas excepcionales y temporales de etiquetado 
en el marco del Reglamento (UE) 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 
de octubre de 2011 sobre la información alimentaria facilitada al consumidor y por el que 
se modifican los Reglamentos (CE) n.º 1924/2006 y (CE) n.º 1925/2006 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, y por el que se derogan la Directiva 87/250/CEE de la Comisión, 
la Directiva 90/496/CEE del Consejo, la Directiva 1999/10/CE de la Comisión, la 
Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, las Directivas 2002/67/CE, 
y 2008/5/CE de la Comisión, y el Reglamento (CE) n.º 608/2004 de la Comisión. 
 
1. Mientras la disponibilidad de determinados ingredientes se pueda ver afectada por razones 
de aprovisionamiento, se entenderán cumplidas las obligaciones de información a las personas 
consumidoras establecidas en el Reglamento (UE) n.º 1169/2011 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 25 de octubre de 2011 sobre la información alimentaria facilitada al consumidor y 
por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.º 1924/2006 y (CE) n.º 1925/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se derogan la Directiva 87/250/CEE de la 
Comisión, la Directiva 90/496/CEE del Consejo, la Directiva 1999/10/CE de la Comisión, la 
Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, las Directivas 2002/67/CE, 
y 2008/5/CE de la Comisión, y el Reglamento (CE) n.º 608/2004 de la Comisión,, mediante la 
utilización por parte de los operadores de empresas alimentarias de etiquetas o pegatinas 
adhesivas, impresión por chorro de tinta u otros sistemas equivalentes que recojan la 
información actualizada relativa a qué ingredientes se han utilizado para reemplazar los 
utilizados anteriormente, reportándose en todo caso la presencia de alérgenos. 
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2. Adicionalmente, los operadores de empresas alimentarias, tanto fabricantes como 
minoristas, podrán utilizar instrumentos complementarios (como códigos QR, páginas web o 
carteles en el establecimiento de venta) para transmitir la información a las personas 
consumidoras, en función de sus recursos disponibles. Estos instrumentos no se consideran 
equivalentes a la etiqueta adhesiva o impresión por chorro de tinta, pudiéndose utilizar 
únicamente como complemento a la información actualizada en el etiquetado del envase del 
producto. En todo caso, la información no deberá inducir a error a las personas consumidoras. 
 
3. En caso de tener que utilizar envases de productos previamente fabricados, con 
información sobre la composición del producto o denominación del mismo diferente a la 
finalmente utilizada para su elaboración, el operador de empresa alimentaria debe añadir una 
etiqueta adhesiva, chorro de tinta o sistema equivalente que anule esta información, debiendo 
anular la declaración del ingrediente que haya sido sustituido, tanto en la denominación de 
venta como en la lista de ingredientes, así como cualquier otro elemento gráfico que pueda 
inducir a error a las personas consumidoras sobre la composición real del producto. 
 
4. Se garantizará, en cualquier caso, que esta información sea fácilmente visible para las 
personas consumidoras y se asegure una clara legibilidad, en caracteres que utilicen un 
tamaño de letra en el que la altura de la x, según se define en el anexo IV del Reglamento (UE) 
1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2011 anteriormente 
citado, sea igual o superior a 1,2 mm, según establece el artículo 13 del citado Reglamento. 
 
5. En cumplimiento del artículo 7 del referido Reglamento (UE) 1169/2011, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2011, no se pueden incluir en el listado de 
ingredientes aquellos no utilizados en la elaboración del alimento, tales como aceites 
vegetales, indicando que han sido utilizados en proporción variable, si alguno de estos aceites 
vegetales no forma parte de la composición real del alimento. 
 
6. Se habilita a la persona titular del Ministerio de Consumo para fijar las obligaciones 
específicas mediante Orden Ministerial en los supuestos previstos en esta disposición. 
 
Disposición transitoria primera. Evaluación de la capacidad de la red de transporte 
y suspensión de permisos de acceso. 
 
Una vez aprobada la planificación de la red de transporte de energía eléctrica, el gestor de la 
red de transporte dispondrá de un plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de la 
publicación en el Boletín Oficial del Estado del Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se 
aprueba la misma para la evaluación de la capacidad de la red y para la remisión del informe a 
que se hace referencia en el artículo 20 del Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre. 
Durante este plazo, el operador del sistema suspenderá los procedimientos de emisión de 
permisos de acceso en los nudos de la red de transporte a los que aplique el criterio general 
recogido en el artículo 7 del mencionado real decreto, y la emisión de informes de aceptabilidad 
relativos a solicitudes de acceso en los nudos de la red de distribución. Una vez finalizado este 
plazo, el gestor de la red de transporte analizará tanto las solicitudes como los informes 
suspendidos atendiendo a las nuevas capacidades calculadas. 
 
Disposición transitoria segunda. Uso de los almacenamientos subterráneos básicos 
del 1 de abril de 2022 al 31 de marzo de 2023. 
 
1. Durante el periodo comprendido entre el 1 de abril de 2022 y el 31 de marzo de 2023, se 
aplicarán las siguientes medidas: 
 
a) A la capacidad de almacenamiento asignada de forma directa conforme a lo indicado en el 
punto 3, necesaria para cumplir la obligación de mantenimiento de existencias mínimas 
operativas de los usuarios equivalente a 7,5 días de consumo o ventas firmes, se le aplicará un 
canon de almacenamiento de 0 €/kWh/día/año. El resto de capacidad asignada de forma 
directa se facturará conforme al canon en vigor. 
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b) A la capacidad asignada en la subasta del producto anual, que no esté destinada al 
almacenamiento de existencias mínimas de seguridad estratégicas u operativas del sistema, ya 
sean propias o arrendadas a terceros, se le aplicará un canon de almacenamiento de 0 
€/kWh/día/año más la prima resultante de la subasta. 
c) Los usuarios beneficiarios del descuento referido en el apartado b) tendrán obligación de 
llenado del 90% de la misma a fecha 1 de noviembre de 2022 salvo en el caso del 
almacenamiento destinado al almacenamiento equivalente a 7,5 días que tendrá una obligación 
de llenado del 100%. En caso de incumplimiento de esta obligación toda la capacidad 
adjudicada se facturará al precio del canon en vigor –más la prima resultante de la subasta del 
producto anual, durante los doce meses de duración del producto. 
 
2. Los usuarios que tengan asignada de manera directa con anterioridad a la entrada en vigor 
de este real decreto-ley capacidad de almacenamiento superior a la necesaria para el 
almacenamiento de existencias mínimas de seguridad equivalentes a 20 días de ventas o 
consumos firmes dispondrán de un plazo de dos días a contar desde el día siguiente al de 
entrada en vigor de este real decreto-ley para desistir sin coste alguno de la misma. 
 
3. El Gestor Técnico del Sistema procederá a asignar la capacidad de almacenamiento 
adicional necesaria para cumplir con la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de 
seguridad de 7,5 días de ventas o consumos firmes que resulte de la aplicación del presente 
real decreto-ley en un plazo máximo de dos días desde el día siguiente al de entrada en vigor 
de este real decreto-ley. 
 
4. El Gestor Técnico del Sistema fijará las fechas de la subasta del producto anual y de las 
primeras subastas de productos trimestral y mensual del periodo 1 abril 2022 - 31 de marzo 
de 2023, tras la asignación directa de capacidad lo antes posible. En todo caso, los usuarios 
deberán abonar el importe completo del producto contratado, debiendo proceder el Gestor 
Técnico del Sistema conforme lo siguiente: 
 
a) Durante los días durante los cuales los productos anteriores no hayan podido ser 
utilizados, se ofertará la máxima capacidad posible como producto de almacenamiento diario e 
inyección diaria. 
b) Los usuarios que contraten capacidad diaria y que posteriormente resulten adjudicatarios 
en las subastas de productos anual, trimestral o mensual, tendrán derecho al reintegro de la 
diferencia entre la facturación diaria y la del producto contratado para los días durante los 
cuales los productos no hayan podido ser utilizados, sin que pueda superar este reintegro la 
capacidad máxima contratada en las subastas de productos anual, trimestral o mensual. 
c) Asimismo, los usuarios que resultasen adjudicatarios de capacidad en las subastas de los 
productos anual, trimestral o mensual podrán inyectar la capacidad correspondiente a los días 
durante los cuales dichos productos de capacidad no hayan sido efectivos, durante los días 
restantes del mes de abril, con las limitaciones que imponga el Gestor Técnico del Sistema y 
descontando la inyección diaria realizada conforme al apartado b). 
 
5. En las Leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada en 
vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Gasista la reducción de 
ingresos en la actividad de almacenamiento subterráneo consecuencia de las medidas 
previstas en el apartado 1, se dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico destinado a cubrir el déficit de ingresos de los 
titulares de los almacenamientos subterráneos y su coste financiero. 
 
6. Se habilita al Gestor Técnico del Sistema para adquirir gas natural destinado a existencias 
mínimas de seguridad en el mercado organizado de gas en caso de incumplimiento por parte 
de los sujetos obligados y a contratar y facturar la capacidad necesaria en los 
almacenamientos subterráneos. El usuario deberá abonar al Gestor Técnico del Sistema el 
importe resultante de aplicar al volumen de existencias mínimas de seguridad no almacenadas 
por el usuario, el precio de la tarifa de desbalance en el Punto Virtual de Balance establecido 
en la Circular 2/2020, de 9 de enero, de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, por la que se establecen las normas de balance de gas natural, más los cánones 
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de inyección, extracción y almacenamiento vigentes sin descuentos correspondientes a ese 
volumen y a los días en los que el usuario no lo mantuvo almacenado aplicando siempre el 
principio de neutralidad económica del GTS, establecido en el artículo 9 de la citada Circular, y 
mediante una cuenta separada independiente de la de cuenta de balance. 
 
7. Mediante orden del titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
se podrá prorrogar la aplicación de la presente disposición para periodos posteriores. 
 
Disposición transitoria tercera. Aplicación de las medidas de agilización de los 
procedimientos en trámite relativos a proyectos de energías renovables. 
 
1. A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, el procedimiento regulado en el 
artículo 6 se aplicará a todos los proyectos que cumplan los requisitos establecidos en su 
apartado 1, con independencia de su estado de tramitación, en los siguientes términos: 
 
a) Los promotores de los proyectos que cumplan dichos requisitos remitirán al órgano 
ambiental el documento con el resumen ejecutivo al que se refiere el apartado 3 del artículo 6 
en un plazo de 20 días desde la entrada en vigor de este real decreto-ley. 
b) Si el proyecto estuviera en tramitación en el órgano sustantivo, este remitirá al órgano 
ambiental el proyecto y el estudio de impacto ambiental completos y, en su caso, el resultado 
de los trámites que ya se hubieran realizado, en un plazo de 10 días y el órgano ambiental 
continuará con la tramitación prevista en el artículo 6. 
c) Se conservarán los trámites evacuados en el procedimiento de determinación de afección 
ambiental que se puedan incorporar al procedimiento de evaluación ambiental que, como 
resultado del informe resultante del mencionado procedimiento, hubiera de realizarse con 
arreglo a la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 
 
2. Los promotores de aquellos proyectos cuyos procedimientos se encuentren en tramitación 
para la obtención de las autorizaciones previstas en el artículo 53 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, a la entrada en vigor de este real decreto-ley, y obtengan informe de determinación 
de afección ambiental favorable, podrán optar por continuar con los trámites para la obtención 
de dichas autorizaciones en los términos previstos por el Real Decreto 1955/2000, de 1 de 
diciembre, o por el procedimiento simplificado previsto en el artículo 7. 
En todo caso, se conservarán los trámites evacuados en el procedimiento tramitado con 
anterioridad. 
 
Disposición transitoria cuarta. Consumidores acogidos al bono social a la entrada 
en vigor de este real decreto-ley. 
 
1. Los consumidores de energía eléctrica que, a la fecha en que entre en vigor de este real 
decreto-ley, sean beneficiarios del bono social, mantendrán el mismo hasta que finalice el plazo 
de dos años desde su concesión o, en caso de las familias numerosas, hasta que caduque el 
título de familia numerosa en base al cual se concedió el derecho. 
 
2. Dos meses antes de la finalización del periodo de percepción del bono social, el 
comercializador de referencia comprobará y comunicará al consumidor si se cumplen los 
requisitos que otorgan a la persona titular de punto de suministro el derecho a percibir el bono 
social. 
En caso positivo, el bono social se prorrogará automáticamente durante otros dos años, en los 
términos recogidos en la nueva redacción del artículo 10 del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica. 
 
3. Los consumidores cuya solicitud haya sido presentada y estuviera pendiente de resolución 
deberá ser tramitada y resuelta por el comercializador de referencia en los términos y plazos 
aplicables con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley No obstante, si los 
consumidores, antes de la resolución de la primera solicitud, presentan ante la 
comercializadora de referencia el nuevo modelo de solicitud de bono social, este sustituirá al 
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anterior y se tramitará y resolverá en los términos y plazos aplicables a partir de la entrada en 
vigor de este real decreto-ley. 
 
Disposición transitoria quinta. Acreditación de beneficiarios del ingreso mínimo 
vital. 
 
1. En tanto la aplicación telemática que comprueba el cumplimiento de los requisitos para ser 
beneficiario del bono social no esté adaptada para realizar la comprobación automática de los 
beneficiarios del ingreso mínimo vital, los titulares de los puntos de suministro que soliciten el 
bono social bajo esta circunstancia deberán presentar ante el comercializador de referencia la 
documentación que acredite que el consumidor, o algún miembro de la unidad de convivencia, 
es beneficiario del ingreso mínimo vital. 
 
2. La comprobación de este requisito a través de la aplicación informática resultará de 
aplicación a partir de la fecha que se establezca por Resolución de la persona titular de la 
Secretaría de Estado de Energía, que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado». 
 
3. La resolución podrá determinar el ámbito geográfico en que vaya a ser utilizada. 
 
Disposición transitoria sexta. Valores a aplicar para la financiación del bono social y 
coste de suministro de los consumidores a que hace referencia los párrafos j) y k) del 
artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
 
Hasta que resulte de aplicación la orden de financiación del bono social y de los suministros de 
los consumidores a que hace referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre correspondiente al año 2022, elaborada a partir de la información remitida 
por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, de acuerdo con lo establecido en 
la disposición adicional décima, los valores unitarios a aplicar serán los siguientes: 
 
a) El valor unitario correspondiente a los sujetos obligados que desarrollen la actividad de 
producción será de 1,030790 €/MWh. 
b) El valor unitario correspondiente a los sujetos obligados titulares de activos de transporte 
será de 0,004128 €/€ retribuido. 
c) El valor unitario correspondiente a los sujetos obligados que desarrollan la actividad de 
distribución será de 0,831378 €/CUPS. 
d) El valor unitario correspondiente a los sujetos obligados que desarrollan la actividad de 
comercialización será de 11,146973 €/cliente. 
e) El valor unitario correspondiente a los consumidores directos en mercado será 
de 1,030790 €/MWh adquirido en el mercado de producción. 
 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia procederá a liquidar las cantidades 
correspondientes según se establece en el Real Decreto 897/2017 de 6 de octubre, por el que 
se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para 
los consumidores domésticos de energía eléctrica. 
 
Disposición transitoria séptima. Régimen de obligaciones aplicable a las 
prestaciones de ingreso mínimo vital causadas desde el 1 de junio de 2020. 
 
Lo previsto en la letra f) del apartado 1 del artículo 17 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, 
por la que se establece el ingreso mínimo vital, así como la supresión de la obligación de 
acreditar la inscripción como demandante de empleo de las personas beneficiarias del ingreso 
mínimo vital, serán aplicables a todas las prestaciones de ingreso mínimo vital que hubieren 
sido causadas desde el 1 de junio de 2020. 
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Disposición transitoria octava. Aplicación de la incorporación del apartado 3 al 
artículo 62 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
A las convocatorias de subvenciones vigentes a la entrada en vigor de este real decreto les 
serán de aplicación las modificaciones operadas en el apartado tercero del artículo 62 del Real 
Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
 
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 
previsto en este real decreto-ley. 
 
Disposición final primera. Modificación de la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre 
energía nuclear. 
 
Se modifica la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía nuclear, en los siguientes términos: 
 
Uno. Se añaden dos apartados 9 bis y 9 ter al artículo segundo, con la siguiente redacción: 
 
«9 bis. "Suelo o terreno contaminado radiológicamente" es aquel que contiene o está 
contaminado con radionucleidos en una concentración tal que su utilización comporte un riesgo 
radiológico inaceptable para la salud humana o el medio ambiente y así se haya declarado 
mediante resolución por el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
previo informe del Consejo de Seguridad Nuclear.» 
 
«9 ter. "Suelo o terreno con restricciones de uso" es aquel que contiene o está contaminado 
con radionucleidos en una concentración tal que no impida su utilización para determinadas 
actividades. La limitación de uso del terreno a estas actividades se debe haber declarado 
mediante resolución por el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
previo informe del Consejo de Seguridad Nuclear.» 
 
Dos. Se añade un artículo treinta y ocho ter, con la siguiente redacción: 
 
«Artículo treinta y ocho ter. Suelos o terrenos contaminados radiológicamente. 
 
1. Los titulares de actividades potencialmente contaminantes del suelo o terreno con 
radionucleidos, salvo los de aquellas instalaciones sometidas al régimen de autorizaciones 
previsto en el artículo 28, y los propietarios de los suelos o terrenos en los que se haya 
desarrollado en el pasado alguna actividad potencialmente contaminante con radionucleidos, 
deberán remitir al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico un informe de 
situación sobre cada uno de los suelos o terrenos en los que se desarrollan, o se hayan 
desarrollado, dichas actividades. El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico remitirá copia de este informe al Consejo de Seguridad Nuclear. 
2. Los titulares y propietarios a que se refiere el apartado anterior deberán poner en 
conocimiento del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico todo suceso del 
que potencialmente se derive la contaminación radiológica de suelos o terrenos. El Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico remitirá la información al Consejo de 
Seguridad Nuclear. 
3. Los propietarios de fincas en las que se haya realizado alguna de las actividades 
potencialmente contaminantes con radionucleidos estarán obligados a declarar tal 
circunstancia en las escrituras públicas que documenten la transmisión de derechos sobre 
aquellas. La existencia de tal declaración se hará constar en el Registro de la Propiedad por 
nota al margen de la inscripción a que tal transmisión dé lugar. 
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4. A la vista de la información disponible, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, a través de la Secretaría de Estado de Energía y previo informe del Consejo de 
Seguridad Nuclear, podrá declarar un suelo o terreno como contaminado radiológicamente o 
como suelo o terreno con restricciones de uso. En esta declaración se determinará si es 
necesario realizar actuaciones para proceder a su restauración, estableciendo los términos, 
condiciones de ejecución y, en su caso, plazos para la misma. 
5. La declaración de un suelo o terreno como contaminado radiológicamente o con 
restricciones de uso será objeto de nota marginal en el Registro de la Propiedad según el 
procedimiento y en los términos en que reglamentariamente determine el Gobierno. Esta nota 
marginal se cancelará cuando el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
a través de la Secretaría de Estado de Energía, previo informe del Consejo de Seguridad 
Nuclear, declare que el suelo o terreno ha dejado de tener tal consideración. 
6. El Gobierno aprobará y publicará una lista de actividades potencialmente contaminantes de 
suelos o terrenos por razones radiológicas. 
Asimismo, en relación con los suelos o terrenos contaminados radiológicamente, regulará la 
declaración de estos suelos o terrenos como contaminados o con restricciones de uso, su 
inventario, los sujetos responsables de la descontaminación y restauración, y los mecanismos, 
tanto para su ejecución voluntaria, sin la previa declaración de suelo o terreno contaminado, 
como para su ejecución tras haber sido dictada dicha declaración.» 
 
Tres. Se añade un apartado 10 bis al artículo ochenta y seis.a), con la siguiente redacción: 
 
«10 bis. El incumplimiento por los titulares de las actividades o por los propietarios de los 
suelos o terrenos de las obligaciones de notificación, registro y restauración ambiental previstas 
en esta ley en relación con los suelos o terrenos contaminados, o con restricciones de uso, o 
potencialmente contaminados radiológicamente, cuando se derive un peligro grave para la 
seguridad o salud de las personas o daño grave a las cosas o al medio ambiente.» 
 
Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto 104/1988, de 29 de enero, 
sobre homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros de educación no 
universitaria. 
 
Se introduce una disposición transitoria segunda, con el siguiente contenido: 
 
«Disposición transitoria segunda. 
 
1. Las personas beneficiarias del régimen de protección temporal a que hacen referencia los 
artículos 2 y 11 Real Decreto 1325/2003, de 24 de octubre por el que se aprueba el reglamento 
sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas, 
podrán, con carácter excepcional, y a los efectos de inicio del procedimiento, sustituir la 
documentación exigida a que hace referencia el artículo 7 por una declaración responsable, 
con validez temporal, cuyo modelo y contenido será determinados por el Ministerio de 
Educación y Formación Profesional. 
2. La declaración responsable a que hace referencia el punto anterior en ningún caso exime, 
al objeto de la finalización y resolución del procedimiento, de la presentación de la 
documentación con valor probatorio que se exija por la administración competente en materia 
de homologación de estudios extranjeros no universitarios. 
3. En tanto subsista la validez temporal de la declaración responsable a que hace referencia 
el apartado 1 no serán de aplicación los plazos de subsanación, apercibimiento o archivo 
previstos en el artículo 8.» 
 
Disposición final tercera. Modificación de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista. 
 
Se introduce un nuevo apartado 3 en el artículo 9 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista, con la siguiente redacción: 
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«3. Excepcionalmente, cuando existan circunstancias extraordinarias o de fuerza 
mayor que lo justifiquen, los establecimientos comerciales podrán suspender con 
carácter temporal la prohibición prevista en el apartado 2 de limitar la cantidad de 
artículos que puedan ser adquiridos por cada comprador. Estas medidas deberán estar 
justificadas y se adoptarán de manera proporcionada cuando sea necesario para impedir 
el desabastecimiento y garantizar el acceso de los consumidores en condiciones 
equitativas.» 
 
Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector 
de hidrocarburos. 
 
Se modifica la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, en los siguientes 
aspectos: 
 
Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 55, con el siguiente tenor literal: 
 
«3. No requerirán autorización administrativa los proyectos de instalaciones necesarias para 
la defensa nacional consideradas de interés militar, conforme a la Ley 8/1975, de 12 de marzo, 
de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional, y su normativa de desarrollo ni 
las plantas de regasificación ubicadas en el archipiélago canario que tengan como uso principal 
alimentar a instalaciones de generación de energía eléctrica, pudiendo tener usos secundarios 
como la alimentación a puertos y a buques.» 
 
Dos. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 del artículo 59, que queda redactado como 
sigue: 
 
«b) Las plantas de regasificación de gas natural licuado que puedan abastecer el sistema 
gasista y las plantas de licuefacción de gas natural. Quedan exceptuadas de las anteriores las 
instalaciones referidas en el artículo 55.3, así como las líneas de conducción de gas natural 
asociadas a las mismas y dedicadas en exclusividad a la alimentación de las centrales 
eléctricas, puertos y buques.» 
 
Tres. Se modifica el contenido del artículo 78 que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 78. Líneas directas. 
 
1. Se entiende por línea directa al gasoducto complementario del sistema gasista, destinado 
al suministro exclusivo de un consumidor mediante una conexión directa con la red de 
transporte o a la conexión de una planta de producción de gases renovables con el sistema 
gasista destinada a la inyección de gas en él. 
2. Las líneas directas quedarán excluidas de la planificación en materia de hidrocarburos y de 
la aplicación de las disposiciones en materia de expropiación y servidumbres establecidas en la 
presente ley, sometiéndose al ordenamiento jurídico general. 
3. Los consumidores, así como los productores de gases renovables, podrán construir las 
líneas directas por sus propios medios, o solicitar su construcción a una empresa transportista 
o a la empresa distribuidora con autorización administrativa en la zona. La titularidad de la línea 
directa será del consumidor o productor de gas renovable. Las líneas directas estarán 
excluidas del régimen retributivo de las actividades de transporte y distribución. 
4. El titular de la línea directa deberá permitir la apertura a terceros conforme a lo que 
reglamentariamente se disponga. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
resolverá los conflictos de conexión y acceso que se produzcan. 
5. Con independencia de su presión máxima de diseño, la tramitación de estas instalaciones 
corresponderá al órgano competente de la Comunidad Autónoma por donde discurren, excepto 
cuando atraviesen más de una, en cuyo caso la autorización corresponderá a la Administración 
General del Estado conforme al procedimiento general de autorización, establecido en el título 
IV del Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre. 
En el caso de líneas directas de inyección será necesario informe vinculante del Gestor 
Técnico del Sistema. 
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6. Los consumos que se alimenten mediante una línea directa o acometida desde una planta 
de regasificación de la red básica cumplirán las obligaciones establecidas en la presente ley, y 
en particular las derivadas del artículo 98, con infraestructuras que no se encuentren incluidas 
en la red básica.» 
 
Cuatro. Se añade una nueva letra d) en el artículo 103.1 que queda redactado como sigue: 
 
«d) Las plantas de regasificación a que se refiere el artículo 55.3 así como las líneas de 
conducción de gas natural asociadas a las mismas y dedicadas en exclusividad a la 
alimentación de las centrales eléctricas, puertos y buques.» 
 
Cinco. Se añade una nueva letra ag) en el artículo 110 con la siguiente redacción: 
 
«ag) El incumplimiento, a partir del año de referencia 2023, de los objetivos y obligaciones que 
se establezcan en relación con la reducción de la intensidad de las emisiones de gases de 
efecto invernadero durante el ciclo de vida de los combustibles y la energía suministrados en el 
transporte». 
 
Seis. Se introduce la siguiente disposición adicional trigésima octava: 
 
«Disposición adicional trigésima octava. Suministro de gases renovables mediante 
canalizaciones aisladas. 
 
1. El suministro de gases renovables mediante canalizaciones, e instalaciones auxiliares, que 
sean aisladas, es decir, no conectadas al sistema gasista, tendrá la consideración de actividad 
de interés general, excluyendo en todo caso aquellas relativas a la producción de gases 
renovables y las líneas directas, definidas en el artículo 78. 
2. Las canalizaciones aisladas de gases renovables se declaran de utilidad pública a los 
efectos de expropiación forzosa y ejercicio de la servidumbre de paso, aplicándose lo dispuesto 
en el título V de la ley. 
3. Las canalizaciones aisladas de gases renovables no requerirán su inclusión en la 
planificación en materia de hidrocarburos. 
4. Con independencia de su presión máxima de diseño, la tramitación de estas 
canalizaciones aisladas corresponderá al órgano competente de la comunidad autónoma por 
donde discurran, excepto cuando atraviesen más de una comunidad autónoma, en cuyo caso 
la autorización corresponderá a la Administración General del Estado conforme al 
procedimiento general de autorización, establecido en el título IV del Real Decreto 1434/2002, 
de 27 de diciembre. En ambos casos, y cuando la presión máxima de diseño sea superior a 16 
bar, la autorización requerirá informe previo preceptivo de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. Adicionalmente, en el caso de canalizaciones de hidrógeno 
conectadas a electrolizadores alimentados por la red eléctrica será necesario informe 
vinculante del Operador del Sistema Eléctrico. 
La tramitación de instalaciones con presión máxima de diseño superior a 16 bar que sea 
competencia de las comunidades autónomas requerirá, además, informe preceptivo y 
vinculante de la Dirección General de Política Energética y Minas del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
El acceso de terceros a estas instalaciones será negociado con base en principios de 
transparencia, objetividad y no discriminación, de forma que se asegure una rentabilidad 
razonable al titular, conforme a una empresa eficiente y bien gestionada, estableciendo la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, si se considerase oportuno, los criterios 
de acceso. Se podrá solicitar la reserva de una parte de la capacidad de la conducción para 
aquellos centros de producción de gases renovables que se construyan simultáneamente con 
la canalización o durante los tres años siguientes. 
5. Estas instalaciones no devengarán retribución regulada y los ingresos por el acceso 
negociado que perciba el titular no deberán declararse en el procedimiento de liquidaciones. 
6. En función de su presión máxima de diseño, el titular de estas instalaciones tendrá la 
consideración de transportista o distribuidor a efectos de derechos, obligaciones, infracciones, 
sanciones, procedimiento sancionador y seguridad de suministro que le sean de aplicación y 
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que se encuentren establecidos en la presente ley y en su normativa de desarrollo, con las 
especificidades derivadas de la naturaleza del combustible suministrado. Igualmente deberá 
cumplir con el resto de normas que sean de aplicación y en especial aquellas relativas a la 
seguridad industrial y la protección del medio ambiente. 
La conexión de nuevos ramales, que no tengan la consideración de líneas directas, con las 
instalaciones objeto de esta disposición adicional, será autorizada conforme a lo dispuesto en 
el apartado tercero. 
7. La comercialización de gases renovables mediante estas instalaciones se realizará 
conforme lo dispuesto en el capítulo VI del título IV de la ley. La empresa que realice la 
actividad de comercialización deberá estar registrada conforme al dispuesto para los 
comercializadores de gas natural y estará sujeta a los derechos y obligaciones de los 
comercializadores de gas natural que sean de aplicación, con la excepción de la obligación de 
mantenimiento de existencias mínimas de seguridad por el suministro de gases renovables. 
Esta actividad será compatible con la comercialización de gas natural y electricidad y estará 
sujeta a separación contable. 
8. A los consumidores conectados a estas instalaciones le serán de aplicación los derechos y 
obligaciones dispuestos para los consumidores de gas natural y su suministro se realizará 
conforme a lo dispuesto para el suministro de gas natural, siéndole también de aplicación las 
funciones y competencias de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
atribuidas en la presente ley y en la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, en relación con el suministro de gas combustible 
por canalización. 
9. Los titulares de estas instalaciones tendrán la consideración de sujetos pasivos de la tasa 
aplicable a la prestación de servicios y realización de actividades en relación con el sector de 
hidrocarburos gaseosos, establecida en el anexo de la Ley 3/2013, de 4 de junio.» 
 
Disposición final quinta. Modificación del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, 
por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica. 
 
El Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de 
instalaciones de energía eléctrica queda modificado como sigue: 
 
1. Se añade un apartado 4 en el artículo 115, con la siguiente redacción: 
 
«En relación con la necesidad y tramitación de autorizaciones administrativas, las instalaciones 
de almacenamiento que directa o indirectamente estén conectadas a las redes de transporte y 
distribución solas o hibridadas tendrán el mismo tratamiento que instalaciones de generación 
de electricidad.» 
 
2. Se añade un apartado 4 en el artículo 168, con la siguiente redacción: 
 
«A los efectos de inscripción en el registro, las instalaciones de almacenamiento que puedan 
inyectar energía en las redes de transporte y distribución solas o hibridadas tendrán el mismo 
tratamiento que instalaciones de producción de electricidad.» 
 
Disposición final sexta. Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio. 
 
Uno. Se añade un artículo 77 bis, con la siguiente redacción: 
 
«Artículo 77 bis. Instalación de plantas fotovoltaicas flotantes en el dominio público 
hidráulico. 
 
1. Las instalaciones de generación eléctrica solar fotovoltaica flotante en el dominio público 
hidráulico serán objeto de concesión, quedando sometidas a lo dispuesto en esta ley y su 

109 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
normativa de desarrollo. El otorgamiento de la concesión se regirá por los principios de 
objetividad, transparencia, concurrencia y no discriminación. 
La concesión tendrá carácter temporal y plazo máximo de duración, incluidas las prórrogas, no 
superior a 25 años. 
 
2. A los efectos de este artículo, se entiende por: 
 
a) Plantas fotovoltaicas flotantes: todo proyecto de producción de energía eléctrica que se 
materialice en la instalación integrada de un sistema fotovoltaico flotante instalado en una 
plataforma flotante y ubicada físicamente en el dominio público hidráulico. 
b) Superficie útil total del embalse: superficie media mensual del embalse de los 10 últimos 
años a utilizar para el dimensionamiento de la superficie de las potenciales instalaciones. 
 
3. Las plantas fotovoltaicas flotantes en el dominio público hidráulico estarán sometidas: 
 
a) En el ámbito eléctrico, al régimen de autorizaciones previsto en el título IX de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector eléctrico y su normativa de desarrollo. 
Con respecto a las competencias en materia de las autorizaciones administrativas en el ámbito 
del sector eléctrico se estará a lo dispuesto en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, en 
particular a lo recogido en el artículo 3.13 de la misma. 
b) En el ámbito del dominio público hidráulico, a lo establecido en esta ley y su normativa de 
desarrollo. 
 
4. La evaluación de impacto ambiental para la realización de estas actividades se regirá por lo 
establecido en el Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y su normativa de 
desarrollo.» 
 
Dos. Se modifica el artículo 112.4.b), que queda redactado en los siguientes términos: 
 
«b) En el caso de utilización del dominio público hidráulico, por el valor de dicha utilización o 
del beneficio obtenido con la misma. 
Para las instalaciones de generación eléctrica solar fotovoltaica flotante en el dominio público 
hidráulico, la base imponible se determina como el producto del precio medio anual del 
mercado diario e intradiario publicado por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia para el año devengado, por la producción de la planta.» 
 
Tres. Se añaden al artículo 122 los apartados 2 y 3, con la siguiente redacción: 
 
«2. Se entenderá que forman parte inseparable de las obras hidráulicas mencionadas en el 
apartado 1, las instalaciones, elementos constructivos o equipos que permitan optimizar la 
operación y explotación de las obras hidráulicas que se proyecten en el futuro, o que se 
encuentren en construcción o ya construidas, con la finalidad de obtener una reducción en los 
costes de operación y explotación, una mayor eficiencia energética, o la producción de energía 
eléctrica destinada al funcionamiento de las citadas infraestructuras hidráulicas. 
 
3. Para las actuaciones declaradas de interés general de la Administración General del 
Estado que se encuentren en construcción o ya construidas, los proyectos de obras necesarios 
para las instalaciones, elementos constructivos o equipos citados en el apartado 2 de este 
artículo, tendrán el carácter de complementarios, con independencia de que se ejecuten 
directamente por la Administración General del Estado, por sus Organismos autónomos o a 
través de las Sociedades Estatales de Aguas reguladas en el artículo 132 de esta ley.» 
 
Cuatro. Se añade una disposición adicional decimoséptima, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional decimoséptima. Instalación de generación eléctrica solar 
fotovoltaica sobre canales u otras obras hidráulicas de titularidad de la Administración 
General del Estado o de los Organismos de cuenca. 
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Las instalaciones de generación eléctrica solar fotovoltaica sobre canales u otras obras 
hidráulicas de titularidad de la Administración General del Estado o de los Organismos de 
cuenca requerirán previamente el otorgamiento de concesión demanial, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas. 
 
Para el otorgamiento de dichas concesiones se tendrán en cuenta las exigencias establecidas 
en el artículo 77 bis de esta ley y concordantes del Reglamento del Dominio Público Hidráulico. 
 
No quedarán sometidas al trámite de concurrencia competitiva las solicitudes de instalaciones 
de generación eléctrica solar fotovoltaica presentadas por comunidades de usuarios y juntas 
centrales de usuarios que tengan encomendadas, por convenio, la explotación y mantenimiento 
de canales u otras obras hidráulicas de titularidad de la Administración General del Estado o de 
los Organismos de cuenca que les afecten. Estas solicitudes no podrán implicar un aumento de 
la capacidad de evacuación del nudo de la Red Eléctrica correspondiente. 
L 
os titulares de estas instalaciones quedarán sujetos a las exacciones previstas en el 
artículo 114 del texto refundido de la Ley de Aguas como beneficiarios de las obras de 
regulación o de las obras específicas financiadas total o parcialmente por el Estado.» 
 
Disposición final séptima. Modificación del Real Decreto 1434/2002, de 27 de 
diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, 
comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de gas 
natural. 
 
Se modifica el apartado 2, del artículo 60 del Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por 
el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y 
procedimientos de autorización de instalaciones de gas natural, que pasa a tener la siguiente 
redacción: 
 
«2. A estos efectos se considerarán servicios esenciales los siguientes: 
 
a) Suministros destinados a centros sanitarios y hospitales que tengan incidencia en la 
seguridad y bienestar de los pacientes. 
b) Guarderías y colegios de enseñanza obligatoria. 
c) Asilos y residencias de ancianos. 
d) Suministros destinados a instituciones directamente vinculadas a la defensa nacional, a las 
fuerzas y cuerpos de seguridad, a los bomberos, a protección civil y a la policía municipal, 
salvo las construcciones dedicadas a viviendas, economatos y zonas de recreo de su personal. 
e) Los medios de transporte público que utilicen gas como combustible. 
f) Suministros destinados a museos, bibliotecas y archivos dedicados a la protección de 
bienes de interés cultural o del patrimonio histórico. 
g) Aquellos otros servicios considerados de interés social o comunitario que en su legislación 
específica sean declarados como tales.» 
 
Disposición final octava. Modificación de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
 
Se adiciona una disposición transitoria novena, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición transitoria novena. 
 
Las personas beneficiarias del régimen de protección temporal a que hacen referencia los 
artículos 2 y 11 Real Decreto 1325/2003, de 24 de octubre por el que se aprueba el reglamento 
sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas, 
podrán, con carácter excepcional, proceder al devengo de la tasa a que hace referencia el 
artículo 28 con anterioridad a la resolución del procedimiento, y previo requerimiento de la 
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administración competente en su tramitación, no siendo necesario el abono de dicha tasa para 
el inicio del mismo.» 
 
Disposición final novena. Modificación del Real Decreto 1716/2004, de 23 de julio, 
por el que se regula la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de 
seguridad, la diversificación de abastecimiento de gas natural y la corporación de 
reservas estratégicas de productos petrolíferos. 
 
Se modifica el Real Decreto 1716/2004, de 23 de julio, por el que se regula la obligación de 
mantenimiento de existencias mínimas de seguridad, la diversificación de abastecimiento de 
gas natural y la corporación de reservas estratégicas de productos petrolíferos, en los 
siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica la redacción del apartado 2 del artículo 2, que queda redactado como sigue: 
 
«2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 98 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, la 
obligación de mantenimiento de existencias mínimas que deberán mantener los sujetos que 
intervienen en el sector del gas natural se fija en 27,5 días de sus ventas o consumos de 
carácter firme en el año natural anterior, en las condiciones que se fijan en la presente 
disposición.» 
 
Dos. Se modifica la redacción de los apartados 1 y 2 del artículo 17, que quedan redactados 
como sigue: 
 
«1. Todos los sujetos obligados al mantenimiento de existencias mínimas de seguridad de 
gas natural deberán disponer en todo momento de unas existencias mínimas de seguridad de 
carácter estratégico equivalentes a 10 días de sus ventas o consumos firmes en el año natural 
anterior. Dichas existencias se mantendrán en almacenamientos subterráneos de la red básica, 
pudiéndose computar en dicha cuantía la parte del gas colchón de los almacenamientos 
subterráneos extraíble por medios mecánicos. 
 
No obstante, los sujetos que mantengan las existencias mínimas de seguridad fuera del 
sistema gasista, en los supuestos previstos en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos, mantendrán las reservas de carácter estratégico en sus propias instalaciones. 
La movilización de las existencias mínimas de seguridad de carácter estratégico corresponderá 
exclusivamente al Gobierno. 
 
2. Además de las existencias mínimas de seguridad de carácter estratégico a las que se 
refiere el apartado anterior, todos los sujetos obligados al mantenimiento de existencias 
mínimas de seguridad de gas natural deberán disponer, en los almacenamientos subterráneos, 
de las siguientes existencias operativas: 
Existencias mínimas operativas del sistema: en todo momento un volumen de gas equivalente 
a 10 días de sus ventas o consumos firmes en el año natural anterior. La movilización de estas 
existencias corresponderá exclusivamente a la persona titular del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico. 
Existencias mínimas operativas de los usuarios: adicionalmente los usuarios deberán 
mantener, al menos durante el 1 de noviembre, un volumen de gas equivalente a 7,5 días de 
sus ventas o consumos firmes en el año natural anterior. 
La asignación de la capacidad de almacenamiento necesaria para cumplir con las obligaciones 
anteriores se realizará mediante asignación directa por parte del Gestor Técnico del Sistema. 
La cuantía y localización de las existencias mínimas de seguridad, tanto estratégicas como 
operativas, podrá ser modificada por la persona titular del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, que asimismo podrá establecer calendarios obligatorios de 
inyección y extracción de las mismas.» 
 
Tres. Se modifica la redacción del apartado 1 del artículo 40, que queda redactado como 
sigue: 
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«1. A los efectos previstos en el artículo 101 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, y en este 
real decreto, se consideran situaciones de emergencia aquellos casos en los que, por 
circunstancias que estén fuera del control de alguno o todos los sujetos que intervienen en el 
sistema gasista, se produzca, o exista riesgo evidente de que pueda producirse, una situación 
de escasez o desabastecimiento en relación con los suministros de gas de carácter firme, así 
como cuando extraordinarias circunstancias del mercado de gas natural lo hagan aconsejable, 
o cuando pueda verse amenazada la seguridad de las personas, aparatos o instalaciones, o la 
integridad de la red gasista.» 
 
Disposición final décima. Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio. 
 
Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y ejercicios anteriores no 
prescritos, se añade una nueva disposición adicional quincuagésima primera en la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactada de la siguiente forma. 
 
«Disposición adicional quincuagésima primera. Exención por daños personales. 
 
3. Estarán exentas de este Impuesto las cantidades percibidas por los familiares de las 
víctimas del accidente del vuelo GWI9525, acaecido el 24 de marzo de 2015, en concepto 
de responsabilidad civil, así como las ayudas voluntarias satisfechas a aquéllos por la 
compañía aérea afectada o por una entidad vinculada a esta última.» 
 
Disposición final undécima. Modificación de la Orden ITC/3862/2007, de 28 de 
diciembre, por la que se establece el mecanismo de asignación de la capacidad de los 
almacenamientos subterráneos de gas natural y se crea un mercado de capacidad. 
 
Se modifica el artículo 4 de la Orden ITC/3862/2007, de 28 de diciembre, por la que se 
establece el mecanismo de asignación de la capacidad de los almacenamientos subterráneos 
de gas natural y se crea un mercado de capacidad, que pasa a tener la siguiente redacción: 
 
«1. De la capacidad total utilizable de los almacenamientos subterráneos básicos se 
reservará un volumen equivalente a la suma de la obligación de mantenimiento de existencias 
mínimas de seguridad. 
2. La asignación de la citada capacidad será realizada anualmente por el Gestor Técnico del 
Sistema y se basará en un criterio de reparto entre los sujetos obligados al mantenimiento de 
dichas existencias de forma proporcional a sus ventas o consumos firmes en el año natural 
anterior. 
3. Los comercializadores que inicien su actividad podrán solicitar capacidad de 
almacenamiento de acuerdo con lo dispuesto en los apartados anteriores, sustituyendo el 
computo de ventas del año anterior por la estimación de ventas que les haya sido aprobada por 
la Dirección General de Política Energética y Minas del Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del Real 
Decreto 1716/2004, de 23 de julio.» 
 
Disposición final duodécima. Modificación de la Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, 
por la que se establece la metodología de cálculo de la tarifa de último recurso de gas 
natural. 
 
Se modifica la Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la metodología de 
cálculo de la tarifa de último recurso de gas natural, en los siguientes términos: 
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Uno. Se modifica la fórmula del apartado 3 «Coste del canon de almacenamiento 
subterráneo, expresado en cts/kWh» del artículo 6 «Metodología de cálculo de los peajes, 
cargos y cánones imputados», que pasa a tener la siguiente redacción: 

 
Dos. Se sustituye la definición de los términos Tf, Tvi y Tve en el apartado 7 del artículo 6 
«Metodología de cálculo de los peajes, cargos y cánones imputados», por la siguiente: 
 
«- CMas, Tvi, Tve: donde CMas es el coste medio de almacenamiento anual, calculado 
multiplicando el volumen por el coste promedio de almacenamiento expresado en 
€/(kWh/dia)/año, mientras que Tvi y Tve son los cánones de inyección y extracción expresados 
en €/(kWh/día)/día. El término CMas se actualizará conjuntamente con las revisiones de peajes 
y cánones, excepcionalmente en el año 2022 el valor se actualizará en la revisión de la tarifa 
de último recurso de 1 de julio.» 
 
Disposición final decimotercera. Modificación del Real Decreto 104/2010, de 5 de 
febrero, por el que se regula la puesta en marcha del suministro de último recurso en el 
sector del gas natural. 
 
Se modifica el apartado 3 del artículo 2 del Real Decreto 104/2010, de 5 de febrero, por el que 
se regula la puesta en marcha del suministro de último recurso en el sector del gas natural, que 
pasa a tener la siguiente redacción: 
 
«3. Adicionalmente, el comercializador de último recurso perteneciente al grupo empresarial 
propietario de la red en una zona de distribución, o en el caso de que no exista, el 
comercializador de último recurso con mayor cuota de mercado en la comunidad autónoma, 
deberá atender el suministro de aquellos consumidores que, sin tener derecho a acogerse a la 
tarifa de último recurso, transitoriamente carezcan de un contrato de suministro en vigor con un 
comercializador y continúen consumiendo gas. 
Esta obligación se extiende únicamente durante el plazo de un mes desde la finalización del 
contrato del cliente. 
Transcurrido dicho plazo sin que el consumidor disponga de un contrato en vigor de suministro 
con un comercializador, se procederá según lo previsto en el artículo 55 del Real 
Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, 
distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de 
gas natural. 
En el caso de que el consumidor se trate de un servicio esencial, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 60 del Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, la obligación de suministro del 
comercializador de último recurso, se extenderá hasta que el consumidor disponga de un 
contrato de suministro en vigor con una comercializadora.» 
 
Disposición final decimocuarta. Modificación de la Ley 11/2010, de 28 de junio, de 
reforma del sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa 
española. 
 
Uno. Se introduce un nuevo apartado 4bis en el artículo 7, con la siguiente redacción: 
 
«Los tipos de interés y el resto de condiciones financieras aplicables a los instrumentos de 
financiación de FIEM se determinarán conforme a lo establecido en el Acuerdo sobre 
Directrices en Materia de Créditos a la Exportación con Apoyo Oficial de la OCDE o Consenso 
OCDE.» 
 
Dos. Se introduce un artículo 13 bis, con la siguiente redacción: 
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«El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, a través de la Secretaría de Estado de 
Comercio, como gestor del instrumento, podrá firmar Protocolos Financieros con Estados 
extranjeros potenciales beneficiarios de la financiación FIEM. Estos Protocolos Financieros se 
destinarán a la promoción de la financiación de nuevos proyectos de interés para la 
internacionalización de la economía española. Estos protocolos se inspirarán en los principios y 
objetivos de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales.» 
 
Disposición final decimoquinta. Modificación de la Orden HAP/290/2013, de 19 de 
febrero, por la que se establece el procedimiento para la devolución parcial del Impuesto 
sobre Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional. 
 
Con efectos de 1 de abril de 2022 se modifica el artículo 8, que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 8. Devolución de las cuotas por los suministros efectuados. 
 
1. A la finalización de cada mes natural y en base a las relaciones presentadas a que se 
refieren los artículos 5 y 7 anteriores, o a partir de la documentación aportada por aquellos 
solicitantes que hubieran ejercido la opción prevista en el artículo 2.3.b), el órgano competente 
acordará, en su caso, la devolución de las cuotas correspondientes, ejecutándose mediante 
transferencia bancaria a la cuenta indicada por el beneficiario en la solicitud de inscripción en el 
Censo. 
 
2. Para el cálculo de la devolución se aplicarán los tipos de devolución vigentes en la fecha 
del suministro. 
 
3. Los solicitantes que hubieran ejercido la opción prevista en el artículo 2.3.b) presentarán 
una solicitud específica por cada mes natural en el que pretendan obtener una devolución. 
Estas solicitudes, que serán remitidas mediante correo certificado en soporte papel al órgano 
competente previsto para la inscripción en el Censo de beneficiarios a través de dicha opción, 
junto con copias de las facturas de adquisición de gasóleo por el que solicitan la devolución, 
deberán contener al menos los siguientes datos: 
 
a) Número de identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido previsto en la 
Directiva 2006/112/CE, del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, y nombre o razón social del solicitante. 
b) Mes natural sobre el que se solicita la devolución. 
c) Identificación de los vehículos por cuyo consumo de gasóleo se solicita devolución, y los 
litros de gasóleo consumidos en el período por los que se solicita la devolución. 
Estas solicitudes de devolución, así como la información adicional que sea requerida por el 
órgano competente, deberán cumplimentarse en castellano. 
El plazo de presentación de estas solicitudes será el mes natural siguiente a la finalización del 
mes sobre el que se solicita la devolución.» 
 
Disposición final decimosexta. Modificación de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 
evaluación ambiental. 
 
Se introduce una nueva disposición adicional decimonovena en la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional decimonovena. Priorización de expedientes de proyectos de 
generación eléctrica a partir de fuentes renovables. 
 
En la tramitación de los procedimientos de evaluación ambiental de proyectos de generación 
eléctrica a partir de fuentes renovables, se priorizará el despacho de los expedientes que 
correspondan a proyectos ubicados en zonas de sensibilidad baja y moderada, según la 
«Zonificación ambiental para la implantación de energías renovables», elaborada por el 
Ministerio de Transición Ecológica y el Reto Demográfico.» 
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Disposición final decimoséptima. Modificación de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico.  
 
La Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, se modifica en los siguientes 
términos: 
 
Uno. Se modifica el apartado 4.2.º del artículo 14, con el siguiente tenor: 
 
«2.º Cada tres años se revisarán las estimaciones de ingresos por la venta de la energía 
generada, valorada al precio del mercado de producción, en función de la evolución de los 
precios del mercado y las previsiones de horas de funcionamiento. 
Asimismo, se podrán ajustar los parámetros retributivos en función de las desviaciones del 
precio del mercado respecto de las estimaciones realizadas para el semiperiodo regulatorio 
anterior. El método de ajuste se establecerá reglamentariamente y será de aplicación en lo que 
reste de vida útil de la instalación.» 
 
Dos. Se modifica el artículo 45.4 en los siguientes términos: 
 
«4. El bono social y la asunción tanto de los impagos del artículo 52.4.k) como del coste de la 
cofinanciación del suministro de energía eléctrica de aquellos consumidores a los que resulte 
de aplicación lo previsto en el artículo 52.4.j), serán considerados obligación de servicio público 
según lo dispuesto en la Directiva 2019/944 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de 
junio de 2019, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se 
modifica la Directiva 2012/27/UE. 
El bono social será asumido por los sujetos del sector eléctrico que participan en las 
actividades destinadas al suministro de energía eléctrica, incluyendo la producción, transporte, 
distribución y comercialización de energía eléctrica, así como por los consumidores directos en 
mercado, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
Asimismo, y con el límite máximo que se establezca por orden de la Ministra para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, previo Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, los citados sujetos asumirán la cuantía que deban aportar para 
cofinanciar con las Administraciones Públicas competentes el coste del suministro de los 
consumidores a que hacen referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4. 
Reglamentariamente se establecerán los mecanismos, reglas y criterios que permitan 
determinar la asignación de las aportaciones por parte de los sujetos obligados a la 
financiación del bono social. 
Así, en primer término, se establecerá un primer reparto de las necesidades de financiación 
totales previstas entre las actividades destinadas al suministro de energía eléctrica antes 
mencionadas, teniendo en cuenta la facturación agregada de cada actividad dentro de la 
cadena de suministro de energía eléctrica, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen. 
Este reparto será propuesto anualmente por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, de acuerdo con el procedimiento y condiciones que se establezcan 
reglamentariamente por el Gobierno. A estos efectos, la citada Comisión publicará anualmente 
en su página web la información, referida al periodo considerado, relativa a la facturación 
estimada de cada segmento de actividad para el ejercicio al que corresponde fijar la 
financiación, determinada a partir de la mejor información disponible. 
Adicionalmente, y una vez establecido dicho reparto inicial entre actividades, se establecerán 
los valores de aportación unitarios por cada actividad, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen, de modo motivado y conforme a criterios objetivos, 
tomando en consideración las particularidades de cada actividad. 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá anualmente al Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, en el plazo que se establezca 
reglamentariamente, una propuesta de valores unitarios que corresponda a cada una de las 
actividades señaladas. 
La persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, previo 
trámite de audiencia, procederá a la aprobación del reparto de financiación del bono social y 
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del coste del suministro de electricidad de los consumidores a que hace referencia el 
artículo 52.4.j) y 52.4.k) de esta ley entre las actividades destinadas al suministro de energía 
eléctrica y de los valores de aportación unitarios para cada actividad, por orden que será 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado». 
En todo caso, las aportaciones serán imputadas por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia a los sujetos obligados y se depositarán en una cuenta específica en régimen de 
depósito creada al efecto por el órgano encargado de la liquidación, que será responsable de 
su gestión. 
Reglamentariamente se podrán establecer mecanismos para regularizar, en sentido positivo o 
negativo, las cantidades aportadas por los distintos sujetos, reconociendo, en su caso, los 
derechos de cobro u obligaciones de pago que correspondan, y garantizar la correcta 
aplicación de lo previsto en el presente artículo. 
Asimismo, se podrá prever la aprobación de nuevos valores de reparto de las actividades 
destinadas al suministro de energía eléctrica y de los valores de aportación unitarios para cada 
actividad en el mismo ejercicio, a propuesta de la Comisión cuando exista un desequilibrio 
grave en el mecanismo de financiación de las cantidades relativas al bono social y de las 
cantidades relativas a la cofinanciación del suministro de electricidad de energía eléctrica de 
los consumidores en riesgo de exclusión social y el coste de los consumidores definidos en el 
artículo 52.4.k) de esta ley, en los términos que reglamentariamente se fijen. En su caso, se 
podrá prever que el Ministerio apruebe nuevos valores, sin necesidad de propuesta de la 
Comisión, por motivos de urgente necesidad o cuando las circunstancias del mercado lo 
requieran, en los términos que reglamentariamente se fijen. 
El mecanismo previsto en este apartado podrá ser revisado por el Gobierno cada cuatro años 
para adecuarlo a la situación del sector eléctrico.» 
 
Tres. Se incluye un nuevo párrafo al final del artículo 46.1. l), con la siguiente redacción: 
 
«Asimismo, los comercializadores deberán remitir a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia la información correspondiente a la facturación y contratación de consumidores 
de manera individualizada de los consumidores de energía eléctrica. Esta información se 
remitirá mensualmente, con los formatos y criterios que la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia establezca.» 
 
Cuatro. Se modifica el apartado 15 del artículo 66, con la siguiente redacción: 
 
«15. El incumplimiento, por parte de los consumidores que presten servicios de recarga 
energética de vehículos eléctricos, o de los restantes sujetos que participen en la prestación de 
dicho servicio, de los requisitos u obligaciones que les sean establecidos reglamentariamente.» 
 
Cinco. Se modifica el primer párrafo de la disposición adicional decimoquinta, con el siguiente 
tenor literal: 
 
«Desde el 1 de enero de 2014, los extracostes derivados de la actividad de producción de 
energía eléctrica cuando se desarrollen en los sistemas eléctricos aislados de los territorios no 
peninsulares de acuerdo a lo dispuesto en esta Ley del Sector Eléctrico, serán financiados en 
un 50 por ciento con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. A estos efectos, la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado correspondiente a cada año incorporará un crédito 
presupuestario destinado a cubrir la estimación provisional de los extracostes a financiar del 
ejercicio, así como, en su caso, el saldo resultante de la liquidación definitiva de la 
compensación presupuestaria correspondiente a ejercicios anteriores. Asimismo, se 
reconocerán con cargo a los Presupuestos Generales del Estado los gastos ocasionados o el 
rendimiento económico obtenido por la cuenta gestionada por el organismo encargado de las 
liquidaciones dedicada a las compensaciones presupuestarias del extracoste de generación en 
los territorios no peninsulares.» 
 
Seis. Se modifica la disposición adicional vigésima tercera, con el siguiente tenor: 
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«1. Al amparo de la presente ley y con el objeto de cumplir los objetivos previstos en la 
misma, así como los objetivos de energía y clima y la sostenibilidad ambiental, se podrán 
establecer bancos de pruebas regulatorios en los que se realicen pruebas que permitan el 
desarrollo de proyectos piloto con el fin de facilitar la investigación e innovación en el ámbito 
del sector eléctrico. 
A tal efecto, mediante real decreto del Gobierno se desarrollará reglamentariamente el marco 
general del banco de pruebas regulatorio para la participación de proyectos piloto. Dicho real 
decreto concretará el marco que fije las particularidades de tal participación y, en su caso, 
podrá definir determinadas exenciones de las regulaciones del sector eléctrico, sin perjuicio del 
principio de sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico. Las pruebas deberán 
tener carácter limitado en cuanto a su volumen, tiempo de realización y ámbito geográfico. Una 
vez aprobado el marco general, se celebrarán las convocatorias específicas mediante orden de 
la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, previo informe de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. 
 
2. En el marco del banco de pruebas regulatorio, el promotor, actuará a su riesgo y ventura y 
como único y exclusivo responsable, responderá por los daños que se produzcan durante la 
realización de las pruebas o como consecuencia de las mismas, en los supuestos siguientes: 
 
a) por incumplimiento de los términos y condiciones que se establezcan para realizar las 
pruebas, y que serán fijados en la forma que determine el real decreto; 
b) por causa de riesgos no informados por él mediando culpa o negligencia de su parte; 
c) por fallos técnicos o humanos durante el desarrollo de las pruebas que fueran de su 
responsabilidad. 
El real decreto establecerá el sistema de garantías para cubrir la responsabilidad del promotor 
por los daños y perjuicios. 
El real decreto establecerá el régimen de responsabilidades e indemnizaciones por las 
pérdidas patrimoniales y demás daños que pudieran sufrir los participantes, derivados de su 
participación en los proyectos piloto, siempre que estos daños o pérdidas sean consecuencia 
de la actuación del promotor. Se contemplará igualmente el régimen de responsabilidad por 
incumplimientos de los participantes en los proyectos. 
Las autoridades que de conformidad con el real decreto intervengan en las pruebas no serán 
responsables de los posibles daños y perjuicios que pudieran originarse durante la realización 
de las mismas. En los términos y condiciones para la realización de las pruebas, establecidos 
en la forma que estipule el real decreto, no se podrá prever en ningún caso que la 
Administración resarza al promotor de las pérdidas patrimoniales resultantes de su 
participación en el banco de pruebas regulatorio.» 
 
Disposición final decimoctava. Modificación del Real Decreto 413/2014, de 6 de 
junio, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir de 
fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos. 
 
El Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos, queda 
modificado de la siguiente forma. 
 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 22 que queda con la siguiente redacción: 
 
«1. La estimación del precio de mercado para cada año del semiperiodo regulatorio se 
calculará como la media aritmética de las cotizaciones de los contratos de futuros anuales 
correspondientes negociados en el mercado de futuros de electricidad organizado por OMIP 
desde el 1 de junio al 30 de noviembre del año anterior al inicio del semiperiodo para el que se 
estima el precio del mercado. 
Dicha estimación se aprobará mediante orden ministerial, previo acuerdo de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.» 
 
Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 22 que queda, con la siguiente redacción: 
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«3. Cuando el precio medio anual del mercado diario e intradiario se encuentre fuera de 
dichos límites, se generará, en cómputo anual, un saldo positivo o negativo, que se denominará 
valor de ajuste por desviaciones en el precio del mercado y se calculará, para el año «i» del 
semiperiodo regulatorio «j», como sigue: 
 
a) En el caso de que el precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado haya 
sido superior a LS2: 
Vajdmi,j = NhI,j * 0,5 * (LS1i,j- LS2i,j) + Nhi,j * (LS2i,j- Pmai,j) 
b) En el caso de que el precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado se haya 
situado entre LS1 y LS2: 
Vajdmi,j = Nhi,j * 0,5 * (LS1i,j - Pmai,j) 
c) En el caso de que el precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado en el año 
«i» haya resultado mayor que LI1 y menor que LS1: 
Vajdmi,j = 0 
d) En el caso de que el precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado en el 
año «i» se haya situado entre LI1 y LI2: 
Vajdmi,j = Nhi,j * 0,5 * (LI1i,j - Pmai,j) 
e) En el caso de que el precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado en el 
año «i» haya sido inferior a LI2: 
Vajdmi,j = Nhi,j * 0,5 * (LI1i,j- LI2i,j) + Nhi,j * (LI2i,j - Pmai,j) 
 
Siendo: 
Vajdmi,j: Valor de ajuste por desviaciones en el precio del mercado diario e intradiario en el año 
«i» del semiperiodo regulatorio «j», expresado en €/MW. 
Nhi,j: Número de horas de funcionamiento de la instalación tipo utilizado en el cálculo de los 
parámetros retributivos de dicha instalación tipo para el año «i» del semiperiodo regulatorio «j», 
expresado en horas. 
Pmai,j: Precio medio anual del mercado diario e intradiario apuntado en el año «i» del 
semiperiodo regulatorio «j», que se obtendrá del precio medio anual del mercado diario e 
intradiario y del coeficiente de apuntamiento real de cada tecnología, expresado en €/MWh. 
El valor de ajuste por desviación en el precio del mercado del año 2023 y posteriores tomará 
como valor cero.» 
 
Disposición final decimonovena. Modificación del Real Decreto 1075/2014, de 19 de 
diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a 
la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como sobre la gestión y control de los 
pagos directos y de los pagos al desarrollo rural. 
 
El Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de los 
pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como sobre la 
gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural, se modifica en los 
siguientes términos: 
 
Uno. En el artículo 20 del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a 
partir de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de 
ayuda, así como sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo 
rural se incluye el siguiente párrafo: 
 
«En el año 2022, por derogación del artículo 44.4 del Reglamento 1307/2013, la superficie 
de barbecho se considerará como un cultivo distinto aunque dichas tierras hayan sido 
aprovechadas por el ganado en forma de pastoreo, la vegetación presente en ese 
barbecho sea cosechada con fines de producción, o hayan sido cultivadas.» 
 
Dos. En el artículo 24 del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a 
partir de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de 
ayuda, así como sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo 
rural se incluye el siguiente párrafo: 
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«En el año 2022, por derogación del artículo 45.2 del Reglamento 639/2014, la superficie 
de barbecho se considerará como superficie de interés ecológico aunque dichas tierras 
hayan sido aprovechadas por el ganado en forma de pastoreo, la vegetación presente en 
ese barbecho sea cosechada con fines de producción, o hayan sido cultivadas. 
Asimismo, por derogación del artículo 45 del Reglamento 639/2014 y de lo establecido al 
respecto en el anexo VIII del Real Decreto 1075/2014, en la campaña 2022 se podrán 
utilizar productos fitosanitarios en estas superficies.» 
 
Disposición final vigésima. Modificación del Real Decreto 198/2015, de 23 de marzo, 
por el que desarrolla el artículo 112 bis del texto refundido de la Ley de Aguas y se 
regula el canon de utilización de las aguas continentales para la producción de energía 
eléctrica en las demarcaciones intercomunitarias. 
 
Se modifica el artículo 8 del Real Decreto 198/2015, de 23 de marzo, por el que desarrolla el 
artículo 112 bis del texto refundido de la Ley de Aguas y se regula el canon de utilización de las 
aguas continentales para la producción de energía eléctrica en las demarcaciones 
intercomunitarias, cuya redacción queda como sigue: 
 
«Artículo 8. Cálculo del Canon. 
 
1. El importe del canon será el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen 
del 25,5 por ciento. 
2. En las instalaciones hidroeléctricas de potencia igual o inferior a 50 MW, el importe del 
canon se reducirá en un noventa por ciento. 
3. En las instalaciones hidroeléctricas de producción de energía eléctrica de tecnología 
hidráulica de bombeo y potencia superior a 50 MW, el importe del canon se reducirá en un 
noventa por ciento. 
4. En las instalaciones de bombeo con potencia superior a 50 MW, el importe del canon será 
la suma de: 
a) Aplicar a la parte de base imponible compuesta por el valor de la energía procedente de 
turbinado directo desde el embalse el citado tipo de gravamen del 25,5 por ciento y 
b) aplicar a la parte de la base imponible compuesta por el valor de la energía procedente de 
bombeo el citado 25,5 por ciento y sobre el importe resultante de dicha operación una 
reducción del 90 por ciento. 
5. En aquellas instalaciones hidroeléctricas que, de conformidad con las previsiones 
contenidas en el inciso final del artículo 112 bis.7 del texto refundido de la Ley de Aguas, sean 
objeto de incentivo por razones de política energética nacional, el importe del canon se reducirá 
en un noventa por ciento. 
6. El periodo impositivo del canon coincidirá con el año natural, o la fracción del año 
transcurrido desde el inicio o al cese de la actividad». 
 
Disposición final vigésima primera. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
Se añade un apartado 5 al artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con la siguiente redacción: 
 
«5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados 
los servicios y sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los 
derechos de los interesados que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la 
ampliación general de plazos de los procedimientos administrativos.» 
 
Disposición final vigésima segunda. Modificación de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
 
La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, queda modificada 
como sigue: 
 

120 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
Uno. Se modifica el artículo 142 en los siguientes términos: 
 
«Artículo 142. Técnicas de colaboración. 
 
Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de las 
siguientes técnicas: 
 
a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que se hallen a 
disposición del organismo público o la entidad al que se dirige la solicitud y que la 
Administración solicitante precise disponer para el ejercicio de sus competencias. 
b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado de información 
de las respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o determinadas 
funcionalidades de las mismas, de forma que el interesado pueda acceder a sus contenidos, 
notificaciones o funcionalidades mediante procedimientos seguros que garanticen la integridad 
y confidencialidad de los datos de carácter personal, independientemente de cuál haya sido el 
punto de acceso. 
c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las Administraciones Públicas 
como instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte electrónico de los órganos 
integrantes del sistema de Conferencias Sectoriales y en general de los órganos de 
cooperación, así como de otras de plataformas comunes para el intercambio de datos en el 
ámbito de todas las administraciones públicas. 
d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con el 
fin de disponer de datos actualizados, completos y permanentes referentes a los diferentes 
ámbitos de actividad administrativa en todo el territorio nacional. 
e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas por otras 
Administraciones para el mejor ejercicio de sus competencias, en especial cuando los efectos 
de su actividad administrativa se extiendan fuera de su ámbito territorial. 
f) Cualquier otra prevista en una Ley.» 
 
 
 
Dos. Se incluye una nueva disposición adicional trigésima con el siguiente tenor literal: 
 
«Disposición adicional trigésima. Plataforma Digital de Colaboración entre las 
Administraciones Públicas.  
 
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y el Ministerio de Política 
Territorial impulsarán mediante orden ministerial conjunta las medidas necesarias para la 
creación y el funcionamiento de la Plataforma Digital de Colaboración entre las 
Administraciones Públicas como instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte 
electrónico de los órganos integrantes del sistema de Conferencias Sectoriales y en general de 
los órganos de cooperación. 
2. En aplicación del principio de colaboración, las Administraciones Públicas designarán los 
Puntos de Contacto correspondientes para atender las diversas funcionalidades de la 
Plataforma. 
3. Reglamentariamente se regulará la configuración y régimen de funcionamiento de la 
Plataforma que, en cualquier caso, se adaptará a los criterios y directrices que sucesivamente 
establezca la Conferencia Sectorial de Administración Pública o, en su caso, la Comisión 
Sectorial de Administración Electrónica como órgano dependiente de aquélla.» 
 
Disposición final vigésima tercera. Modificación del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica. 
 
Se modifica el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del 
consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica, de la siguiente manera: 
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Uno. El artículo 3 queda redactado como sigue: 
 
«1. A los efectos de este real decreto y demás normativa de aplicación, tendrá la 
consideración de consumidor vulnerable la persona titular de un punto de suministro de 
electricidad en su vivienda habitual que, siendo persona física, esté acogida al precio voluntario 
para el pequeño consumidor (PVPC) y cumpla los restantes requisitos del presente artículo. 
 
2. Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado consumidor 
vulnerable, deberá cumplir alguno de los requisitos siguientes: 
 
a) Que su renta o, en caso de formar parte de una unidad de convivencia, la renta conjunta 
anual de la unidad de convivencia a la que pertenezca sea igual o inferior a 1,5 veces el 
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas. 
Cuando la unidad de convivencia esté formada por más de una persona, el multiplicador 
de renta respecto al índice IPREM de 14 pagas se incrementará en 0,3 por cada miembro 
adicional mayor de edad que conforme la unidad de convivencia y 0,5 por cada menor de 
edad de la unidad de convivencia. 
A los efectos de este real decreto, se considera unidad de convivencia la constituida por todas 
las personas que residan en un mismo domicilio y que estén unidas entre sí por vínculo 
matrimonial o como pareja de hecho en los términos del artículo 221.2 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, o por vínculo hasta el segundo grado 
de consanguinidad, afinidad, adopción, y otras personas con las que conviva en virtud 
de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente. 
En ningún caso, una misma persona podrá formar parte de dos o más unidades de 
convivencia. 
 
b) Estar en posesión del título de familia numerosa. 
 
c) Que el propio consumidor y, en el caso de formar parte de una unidad de convivencia, 
todos los miembros de la misma que tengan ingresos, sean pensionistas del Sistema de la 
Seguridad Social por jubilación o incapacidad permanente, percibiendo la cuantía mínima 
vigente en cada momento para dichas clases de pensión, y no perciban otros ingresos cuya 
cuantía agregada anual supere los 500 euros. 
 
d) Que el consumidor o algún miembro de su unidad de convivencia sea beneficiario 
del Ingreso Mínimo Vital conforme a lo establecido en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, 
por la que se establece el ingreso mínimo vital. 
 
3. Los multiplicadores de renta respecto del índice IPREM de 14 pagas establecidos en el 
apartado 2.a) se incrementarán, en cada caso, en 1 siempre que se acredite alguna de las 
siguientes circunstancias especiales: 
 
a) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad de convivencia tenga 
discapacidad reconocida igual o superior al 33%. 
b) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad de convivencia sea víctima de 
violencia de género, conforme a lo establecido en la legislación vigente. 
c) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad de convivencia tenga la 
condición de víctima de terrorismo, conforme a lo establecido en la legislación vigente. 
d) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad de convivencia se encuentre 
en situación de dependencia reconocida de grado II o III, conforme a lo establecido en la 
legislación vigente. 
e) Que la unidad de convivencia está integrada por un único progenitor y, al menos, un 
menor. 
 
4. Cuando, cumpliendo los requisitos anteriores, el consumidor y, en su caso, la unidad de 
convivencia a la que pertenezca, tenga una renta anual inferior o igual al 50 % del umbral que 
corresponda según el apartado 2.a), incrementados en su caso conforme a lo dispuesto en el 
apartado 3, el consumidor será considerado vulnerable severo. Asimismo, también será 
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considerado vulnerable severo cuando el consumidor, y, en su caso, la unidad de convivencia 
a que pertenezca, tenga una renta anual inferior o igual a una vez el IPREM a 14 pagas, en el 
caso de que se encuentre en la situación del apartado 2.c), o dos veces el mismo en el 
caso de que se encuentre en la situación del apartado 2.b). 
5. En todo caso, para que un consumidor sea considerado vulnerable deberá acreditar el 
cumplimiento de los requisitos recogidos en el presente artículo en los términos que se 
establezcan por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico.» 
 
Dos. El apartado 2 del artículo 8 pasa a tener la siguiente redacción: 
 
«2. El comercializador de referencia dispondrá de un plazo máximo de diez días hábiles, a 
contar desde la recepción de la solicitud completa del bono social con la documentación 
acreditativa que, en su caso, sea necesaria, para comunicar al solicitante el resultado de las 
comprobaciones efectuadas para la aplicación del bono social. 
 
En el caso de que la solicitud sea denegada o inadmitida, el comercializador de referencia 
deberá indicar al solicitante la razón de tal denegación o inadmisión. 
 
Si existieran discrepancias tanto en la acreditación de requisitos como en la aplicación del 
bono social, los consumidores podrán reclamar ante los servicios de consumo 
correspondientes, en los términos que establezca la normativa de defensa de los 
consumidores. En caso de que se estimase la correspondiente reclamación, los 
comercializadores de referencia deberán otorgar el bono social en los términos que 
señalen los servicios de consumo correspondientes. 
Para la resolución de reclamaciones sobre incidencias relativas a la acreditación de 
requisitos del bono social podrán requerirse otros certificados o documentación 
adicionales al solicitante del bono social.» 
 
 
 
Tres. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artículo 9 con la siguiente redacción: 
 
«6. Estas liquidaciones se realizarán considerando que la cuantía total del bono social 
es financiada por todos los sujetos obligados que participan en las actividades de la 
cadena de suministro de energía eléctrica, incluyendo la producción, transporte, 
distribución y comercialización de energía eléctrica, así como por los consumidores 
directos en mercado, de acuerdo con el porcentaje por actividad y según los valores 
unitarios de reparto y con el procedimiento previsto en el capítulo V, en aplicación del 
artículo 45 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.» 
 
Cuatro. Se modifica el artículo 10 en los siguientes términos: 
 
«1. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del presente artículo, antes de la 
finalización del plazo de dos años recogido en el artículo 9.2, y en todo caso con una antelación 
de dos meses de la finalización de dicho plazo, el comercializador de referencia 
comprobará y comunicará en la siguiente factura al consumidor si se siguen cumpliendo 
los requisitos que otorgan a la persona titular de punto de suministro el derecho a 
percibir el bono social, en base a las características convivenciales reflejadas en el 
momento de la primera solicitud realizada por el consumidor y haciendo expresa 
indicación de la fecha en la que se produzca, en su caso, dicha renovación o 
alternativamente, la fecha de vencimiento del bono social. 
 
En todo caso, el consumidor tendrá la obligación de informar a la comercializadora de 
referencia, de cualquier alteración convivencial y circunstancias personales de todos los 
miembros de la unidad de convivencia respecto de aquellas reflejadas en el momento de 
la primera solicitud, en los términos establecidos en el artículo 11. 
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2. En caso de cumplir alguna de las condiciones establecidas en el presente real 
decreto se otorgará el derecho a seguir percibiendo el bono social durante el plazo de 
dos años adicionales, a contar desde la finalización de aquel plazo. Dicha comprobación 
se realizará nuevamente antes del término de dichos dos años adicionales y, 
sucesivamente, antes de la finalización de cada una de las ulteriores renovaciones, en 
tanto se mantengan los requisitos que dan derecho a la aplicación del bono social, así 
como el consentimiento expreso del titular y de todos los miembros de su unidad de 
convivencia mayores de 14 años y con capacidad para obrar para la comprobación de 
los requisitos. 
 
El bono social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 9.2, no podrá renovarse 
automáticamente si para la comprobación de los requisitos no existe el consentimiento 
expreso recogido en el artículo 7 del interesado o de los miembros que componen su 
unidad de convivencia. 
 
3. Si del resultado de la comprobación a la que hace referencia el apartado 1 de este 
artículo se evidenciase que el consumidor ha cambiado su condición de vulnerabilidad 
se procederá de la siguiente manera: 
 
a) Si el consumidor tenía la condición de vulnerable y adquiriese la condición de 
vulnerable severo, el nuevo descuento resultara de aplicación desde el momento de la 
comprobación, coincidiendo con la emisión de la siguiente factura. 
b) Si el consumidor tenía la condición de vulnerable severo y adquiriese la condición 
de vulnerable, el nuevo descuento resultara de aplicación desde la fecha de renovación 
del bono social. 
 
4. Si en dicha comprobación se evidenciara que el consumidor, según la información 
de la que disponga la comercializadora de referencia, no cumple los requisitos para la 
renovación automática del bono social, el comercializador de referencia deberá 
indicárselo así, debiendo informar, asimismo, de la posibilidad de que el consumidor 
aporte la documentación acreditativa del cumplimento de los requisitos o bien, 
transcurrida la fecha de vencimiento, de la posibilidad de presentar nueva solicitud.» 
 
Cinco. Se introduce un capítulo IV con la siguiente redacción: 
 
«CAPÍTULO IV 
Financiación del coste del suministro de electricidad del consumidor en riesgo de 
exclusión social 
 
Artículo 12. Financiación del coste del suministro de electricidad del consumidor en 
riesgo de exclusión social. 
 
1. Cuando la Administración autonómica o local cuyos servicios sociales estén 
atendiendo al consumidor que tenga la condición de vulnerable severo acogido a la 
correspondiente tarifa de último recurso (TUR) al que hace referencia el artículo 52.4.j) 
de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, asuma al menos el 50 por 
ciento del importe de su factura a PVPC previo a la aplicación del descuento por bono 
social, y el pago quede acreditado ante el comercializador de referencia en el plazo de 
cinco meses desde la emisión de la factura, el consumidor no tendrá que hacer frente al 
coste de su factura por haber sido cubierta por la Administración correspondiente, y con 
cargo a las sujetos obligados que participan en las actividades de la cadena de 
suministro de energía eléctrica, incluyendo la producción, transporte, distribución y 
comercialización de energía eléctrica, así como por los consumidores directos en 
mercado, a través de los mecanismos regulados en este real decreto. 
 
2. Las empresas comercializadoras de referencia podrán suscribir convenios con las 
Administraciones autonómicas o locales que establezcan los mecanismos de 
coordinación para evitar la suspensión de suministro de electricidad por razón de 
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impago a estos consumidores, con objeto de que los servicios sociales 
correspondientes puedan prestar y acreditar mediante el correspondiente certificado la 
ayuda económica regulada en el apartado 1 para el pago de las facturas. 
Los convenios que se suscriban atenderán al establecimiento de plazos concretos para 
el pago de las obligaciones que de ellos se deriven, así como a la acreditación fehaciente 
mediante certificado por parte de las Administraciones autonómicas o locales de los 
pagos efectuados ante la comercializadora de referencia. Se tendrá en cuenta, a estos 
efectos, el plazo de cinco meses establecido en el apartado 1. 
 
3. En este caso, la comercializadora de referencia, una vez efectuado el pago del 
importe por parte de la Administración correspondiente según lo dispuesto en los 
apartados anteriores, declarará ante la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, de forma separada a la cuantía que corresponda por aplicación del bono 
social, el importe restante de la factura no asumido por la administración autonómica o 
local de acuerdo a lo establecido en el artículo 15. 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia procederá a liquidarlo según lo 
regulado en los artículos 14 y 15.» 
 
Seis. Se introduce un capítulo V con la siguiente redacción: 
 
«CAPÍTULO V 
Mecanismo de financiación del bono social y del coste del suministro de electricidad del 
consumidor en riesgo de exclusión social 
 
Artículo 13. Financiación del bono social y del coste del suministro de electricidad de 
los consumidores a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de la Ley del 
Sector Eléctrico. 
 
1. Conforme establece el artículo 45.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico, el bono social será asumido por los sujetos del sector eléctrico que participan 
en las actividades de la cadena de suministro de energía eléctrica, incluyendo la 
producción, transporte, distribución y comercialización de energía eléctrica, así como 
los consumidores directos en mercado. A estos efectos, se considerarán los sujetos que 
figuren de alta en cada uno de los registros o listados por haber comunicado el inicio de 
la actividad, en su caso, así como las empresas titulares de instalaciones de transporte. 
2. Del mismo modo, de acuerdo con lo dispuesto en el referido artículo de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, los citados sujetos asumirán, el coste derivado de los 
impagos a que hacen referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4. 
3. Las Administraciones Públicas no se considerarán sujetos obligados a financiar el 
bono social, ni los impagos del artículo 52.4.k) y 52.4.j) de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre. Sí serán considerados como tales sujetos obligados las sociedades 
mercantiles de titularidad pública y las empresas participadas por las Administraciones 
Públicas que figuren de alta en cada uno de los registros o listados por haber 
comunicado el inicio de la actividad, en su caso, en relación con las precitadas 
actividades de la cadena de suministro de energía eléctrica, así como las empresas 
titulares de instalaciones de transporte. 
 
Artículo 14. Reparto de la financiación del bono social y del coste del suministro de 
electricidad de los consumidores a que hacen referencia los artículos 52.4.j) y 52.4.k) de 
la Ley del Sector Eléctrico entre las actividades de la cadena de suministro de energía 
eléctrica. 
 
1. El reparto de las cantidades a financiar correspondiente a cada actividad citada en el 
artículo anterior será propuesto por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, teniendo en cuenta la facturación agregada libre de impuestos de cada 
una de las actividades dentro de la cadena de suministro de energía eléctrica. 
En el caso de los consumidores directos en mercado se tendrá en cuenta la facturación 
asociada a la energía adquirida en el mercado de producción. 
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2. A estos efectos, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia publicará 
anualmente en su página web la información, referida al periodo considerado, relativa a 
la facturación estimada de cada segmento de actividad para el ejercicio al que 
corresponde fijar la financiación, determinada a partir de la mejor información 
disponible. 
 
Artículo 14 bis. Reglas y criterios para el reparto de las cantidades a financiar en cada 
segmento de actividad. 
 
1. El reparto de las cantidades a financiar entre los productores de energía eléctrica se 
realizará de forma proporcional a su producción. 
Para ello, se definirá un valor unitario de aportación expresado en euros por megavatio-
hora (€/MWh), que resultará de aplicación a cada titular de las instalaciones de 
producción de energía eléctrica que figuren en los registros del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
2. El reparto de las cantidades a financiar entre los sujetos titulares de instalaciones de 
transporte se realizará de manera proporcional a la retribución percibida por el 
desarrollo de dicha actividad. 
Para ello se definirá un valor unitario expresado en euros a aportar por cada euro 
retribuido (€/€ retribuido). 
3. El reparto de las cantidades a financiar entre los distribuidores de electricidad se 
realizará de forma proporcional a la cuota de clientes conectados a su red. 
Para ello se definirá un valor unitario expresado en euros por CUPS (€/CUPS) conectado 
a las redes de distribución que resultará de aplicación a cada distribuidor que conste en 
el registro del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
4. El reparto de las cantidades a financiar entre los comercializadores de energía 
eléctrica se realizará de forma proporcional a la cuota de clientes a los que suministren 
energía eléctrica. 
Para ello, se definirá un valor unitario expresado en euros por cliente (€/cliente) que 
resultará de aplicación a cada comercializador que conste como activo en el listado de 
comercializadores de energía eléctrica de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia según lo establecido en el artículo 46.4 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico. 
5. El reparto de las cantidades a financiar entre los consumidores directos en mercado 
se realizará de forma proporcional a la energía adquirida en el mercado de producción. 
Para ello se definirá un valor unitario expresado en euros por MWh (€/MWh) adquirido en 
el mercado de producción, que resultará de aplicación a cada consumidor directo en 
mercado en activo. 
6. Los sujetos que participen en más de una actividad de la cadena de suministro de 
energía eléctrica de las citadas en el artículo 13.1, deberán asumir las cuantías que 
correspondan por cada una de las actividades ejercidas, de acuerdo con los criterios y 
reglas fijadas en este artículo. 
 
Artículo 15. Método de cálculo de las cuantías de reparto. 
 
1. Anualmente, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 6, la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia propondrá al Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico el reparto de las cantidades a financiar relativas al bono social, a la 
cofinanciación del suministro de electricidad de energía eléctrica de los consumidores 
en riesgo de exclusión social y el coste de los consumidores definidos en el 
artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre entre las diferentes actividades 
definidas en el artículo 13.1. 
Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el referido apartado 6, la citada Comisión 
propondrá los valores unitarios definidos en los apartados 1 a 5 del artículo 14. 
2. En primer lugar, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia calculará el 
porcentaje de reparto de las cantidades a financiar correspondiente a la totalidad de 
sujetos que participan en una misma actividad de forma proporcional a la facturación de 
dicha actividad antes de impuestos, como la relación entre un término que será el valor 
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de la facturación anual agregada de cada actividad y otro término que corresponderá a la 
suma de las facturaciones anuales agregadas de todas las actividades. 
Esta información será determinada a partir de las estimaciones y los datos provisionales 
de que se disponga, teniendo en cuenta el volumen de energía previsiblemente generada 
por los productores y adquirida por comercializadores y consumidores directos en 
mercado, el precio medio estimado del mercado mayorista y la retribución prevista de 
los sujetos titulares de las instalaciones de transporte y de los distribuidores de 
electricidad contemplada en la resolución por la que se establecen los valores de los 
peajes de acceso a las redes de transporte y distribución de electricidad de aplicación 
para el ejercicio al que corresponde la financiación. 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia utilizará la mejor información 
disponible y realizará las estimaciones necesarias en base a parámetros objetivos y 
públicos, referida al año natural o móvil, garantizando la transparencia, en la fijación del 
porcentaje a financiar por actividad. 
A estos efectos, la citada Comisión publicará anualmente en su página web la 
información, referida al periodo considerado, relativa a la facturación estimada de cada 
segmento de actividad para el ejercicio al que corresponde fijar la financiación. 
3. Fijado el porcentaje de reparto correspondiente a cada actividad, la citada Comisión 
calculará el valor unitario a aplicar correspondiente a los productores, sujetos titulares 
de instalaciones de transporte, distribuidores, comercializadores y consumidores 
directos en mercado siguiendo los criterios establecidos en el artículo 14 bis. 
Para realizar los cálculos, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
estimará el coste de la financiación del bono social y el coste derivado de los impagos a 
que hacen referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre del año al que corresponda fijar las cuantías. 
Adicionalmente, en la determinación de las necesidades previstas de financiación del 
coste del bono social, se tendrán en cuenta los saldos, positivos o negativos, que se 
pudieran generar de ejercicios anteriores. 
Asimismo, con base en la mejor información disponible, y en aplicación del principio de 
prudencia contable, estimará, para el año al que corresponda fijar las cuantías, la energía 
producida, el número de clientes de distribuidores y comercializadores, y la energía 
adquirida por los consumidores directos en mercado. Además, tendrá en cuenta la 
última retribución aprobada en concepto de transporte de electricidad para cada sujeto 
titular de instalaciones de transporte. 
A partir de los datos anteriores, la citada Comisión seguirá el siguiente método: 
a) Determinación de la cuantía por actividad. La Comisión calculará la cantidad que 
corresponde financiar a cada actividad aplicando los porcentajes definidos en el 
apartado 2 de este artículo sobre el coste de la financiación del bono social y el coste 
derivado de los impagos a que hace referencia los párrafos j) y k) del artículo 52.4 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre estimado. 
b) Determinación de los valores unitarios para cada segmento de actividad. La 
Comisión calculará los valores unitarios definidos en el artículo 14 bis de la siguiente 
manera: 
1. El valor unitario a aplicar a los productores de energía eléctrica en €/MWh se 
calculará como el cociente entre la cuantía a asumir por parte de los productores de 
energía eléctrica calculada en el apartado a) y la energía total estimada producida. 
2. El valor unitario correspondiente a los sujetos titulares de instalaciones transporte 
de energía eléctrica en €/ € retribuido se calculará como el cociente entre la cuantía a 
sumir por parte de los sujetos con instalaciones de transporte calculada en el apartado 
a) y la cantidad total retribuida a los sujetos titulares de instalaciones de transporte en 
activo que conste en la última disposición de retribución al transporte aprobada. 
3. El valor unitario a aplicar a los distribuidores de energía eléctrica en €/CUPS será 
calculado como el cociente entre la cuantía a asumir por parte de los distribuidores de 
energía eléctrica calculada según lo dispuesto en el apartado a) y el número total de 
CUPS estimados conectados a las redes de distribución. 
4. El valor unitario a aplicar a los comercializadores de energía eléctrica en €/cliente 
será calculado como el cociente entre la cuantía a asumir por parte de los 
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comercializadores de energía eléctrica calculada según lo dispuesto en el apartado a) y 
el número total estimado de clientes. 
5. El valor unitario a aplicar a los consumidores directos en mercado en €/MWh será 
calculado como el cociente entre la cuantía a asumir por parte de los consumidores 
directos en mercado calculada en el apartado a) y la energía total estimada adquirida por 
los mismos. 
4. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá solicitar los datos e 
informaciones que resulten necesarios para la aplicación de lo previsto en el este real 
decreto, que deberán ser proporcionados por los sujetos obligados, en los términos y 
plazos que se establezcan, rigiéndose su incumplimiento por la normativa aplicable, en 
concreto, por las disposiciones de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
Para ello, la citada Comisión podrá, en el ejercicio de sus funciones y, en concreto, en 
virtud del artículo 7, apartado 36 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, dictar las oportunas instrucciones 
de desarrollo y de ejecución del presente real decreto. 
5. Una vez calculados los valores a los que hacen referencia los apartados 2 y 3 de este 
artículo, la citada Comisión remitirá su propuesta, incluyendo los datos y estimaciones 
que ha utilizado para la obtención de dichos valores, al Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico antes de 1 de diciembre del año anterior al que 
corresponda fijar la cuantía a financiar. 
Teniendo en cuenta la propuesta de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, previo trámite de audiencia, aprobará la orden con los valores a aplicar 
para cada actividad de la cadena de suministro y los valores unitarios para cada 
segmento de actividad para la financiación de las cantidades relativas al bono social, a la 
cofinanciación del suministro de electricidad de energía eléctrica de los consumidores 
en riesgo de exclusión social y el coste de los consumidores definidos en el 
artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. Esta orden será publicada en el 
''Boletín Oficial del Estado''. 
6. Cuando el grado de cobertura de la financiación resulte un 20% inferior a las 
necesidades reales de financiación, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrá proponer nuevos valores referidos al porcentaje de reparto a 
financiar por cada actividad y a los valores unitarios para cada segmento de actividad. 
Con base en esa propuesta, la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico podrá aprobar, previo trámite de audiencia, una nueva orden con 
los valores a aplicar para la financiación de las cantidades relativas al bono social, a la 
cofinanciación del suministro de electricidad de energía eléctrica de los consumidores 
en riesgo de exclusión social y el coste de los consumidores definidos en el 
artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, que será publicada en el "Boletín 
Oficial del Estado." 
Asimismo, en caso de urgente necesidad, o cuando las circunstancias del mercado lo 
requieran, la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico podrá aprobar, previo trámite de audiencia, una nueva orden con los 
valores a aplicar para la financiación de las cantidades relativas al bono social, a la 
cofinanciación del suministro de electricidad de energía eléctrica de los consumidores 
en riesgo de exclusión social y el coste de los consumidores definidos en el 
artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, que será publicada en el ''Boletín 
Oficial del Estado''. 
 
Artículo 16. Procedimiento de liquidación de las cantidades a financiar. 
 
1. Las aportaciones que deba realizar cada uno de los sujetos obligados se depositarán 
mensualmente en una cuenta específica, en régimen de depósito, creada al efecto por el 
órgano encargado de la liquidación que será responsable de su gestión. 
2. La aportación mensual a realizar por cada sujeto obligado se calculará de la 
siguiente forma: 
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a) Los productores depositarán la cuantía resultante de aplicar el valor unitario 
aprobado en la orden ministerial del artículo 15 sobre su último programa horario final, 
incluyendo el resultado de los servicios de ajuste en cada mes. 
b) Los sujetos titulares de instalaciones de transporte depositarán la doceava parte de 
la cuantía resultante de multiplicar el valor unitario definido en la orden ministerial a la 
que hace referencia el artículo 15 por la retribución percibida anual según la última 
disposición aprobada. 
c) Los distribuidores depositarán la doceava parte de la cuantía resultante de aplicar el 
valor unitario definido en la orden ministerial del artículo 15 por el número de CUPS 
conectados a su red el último día del mes al que se refiera la aportación. 
d) Los comercializadores depositarán la doceava parte de la cuantía resultante de 
aplicar el valor unitario definido en la orden ministerial del artículo 15 por el número de 
clientes que tengan el último día del mes al que se refiera la aportación. 
Los consumidores directos en mercado depositarán la cuantía resultante de aplicar el 
valor unitario definido en la orden ministerial del artículo 15 sobre su último programa 
horario final, incluyendo el resultado de los servicios de ajuste. 
3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia recabará la información 
necesaria para calcular las aportaciones según se establece en el apartado anterior y 
procederá a la liquidación de las mismas. El operador del sistema remitirá, a tal efecto, 
los valores del programa horario final de los sujetos obligados, cuando resulte 
necesario, de conformidad con el apartado anterior. 
4. Las anteriores aportaciones podrán realizarse a través de los sujetos de liquidación 
que representen a los sujetos obligados. 
5. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá emplear una cuantía 
equivalente a las aportaciones que deban realizar aquellos sujetos obligados que tengan 
reconocido el régimen retributivo específico regulado en el Real Decreto 413/2014, de 6 
de junio, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir de 
fuentes de energías renovables, cogeneración y residuos, procedente de los cargos del 
sistema eléctrico a que hace referencia el artículo 16.1 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico, en la práctica del procedimiento de liquidación regulado 
en este capítulo. 
6. La empresa comercializadora de referencia declarará, en los mismos plazos 
establecidos para el bono social en el artículo 9.5, a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia las cantidades abonadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales correspondientes para los 
consumidores en riesgo de exclusión social, así como las cantidades asumidas en 
concepto de coste de los suministros de los consumidores a que hace referencia el 
artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
7. La comercializadora de referencia sólo declarará a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia las cantidades correspondientes a la cofinanciación una vez 
haya sido abonada la factura correspondiente por la administración autonómica o local y 
haya sido emitido el correspondiente certificado de pago. 
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en los mismos plazos y 
condiciones análogas a las de las liquidaciones efectuadas para el bono social, 
procederá a abonar a la empresa comercializadora de referencia tanto las cantidades que 
haya asumido del coste de cofinanciación en estos casos, hasta el límite anual que se 
establezca por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico previo acuerdo de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, 
como el coste asumido como consecuencia del coste del suministro a los consumidores 
a que hace referencia el artículo 52.4.k) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 
8. En ningún caso se procederá a la liquidación de las cantidades correspondientes a la 
cofinanciación cuando el abono de la factura de un consumidor por la administración 
autonómica o local correspondiente no se hubiera acreditado con anterioridad al plazo 
de cinco meses a contar desde la emisión de la factura por la empresa comercializadora. 
 
Artículo 17. Regularización de las cantidades a financiar. 
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A fin de garantizar la correcta aplicación de lo previsto en el presente capítulo, la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá regularizar las cantidades 
aportadas por los distintos sujetos reconociendo, en su caso, los derechos de cobro u 
obligaciones de pago que correspondan, conforme a lo establecido en este capítulo.» 
 
Siete. Se modifica la disposición adicional segunda en los siguientes términos: 
 
«Los distribuidores remitirán con carácter trimestral, antes del final del segundo mes del 
trimestre siguiente al que se refieran los datos, al Ministerio para la Transición Ecológica y 
el Reto Demográfico, información relativa al número de cortes de suministro, y las razones de 
los mismos, que se hubieran llevado a cabo durante el trimestre anterior. A estos efectos, por 
resolución de la Dirección General de Política Energética y Minas se podrá establecer un 
formato y modelo para la remisión de información. 
 
Ocho. Se añade una disposición adicional cuarta con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional cuarta. Referencias a la unidad de convivencia. 
Todas las referencias que en el presente real decreto se hagan a la ''unidad familiar'' se 
entenderán hechas a la «unidad de convivencia» de acuerdo con la definición del 
artículo 3 de este real decreto.» 
 
Disposición final vigésima cuarta. Modificación de la Orden ETU/943/2017, de 6 de 
octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se 
regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 
para los consumidores domésticos de energía eléctrica. 
 
La Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, 
de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, queda 
modificada de la siguiente manera: 
 
Uno. Los apartados 6 y 7 del artículo 2 quedan redactados como sigue: 
 
«6. Para el caso en que el solicitante forme parte de una unidad de convivencia, en la 
solicitud se identificarán los miembros que componen la unidad de convivencia, conforme a la 
definición dada en el artículo 3.2.a) del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se 
regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para 
los consumidores domésticos de energía eléctrica, con expresión del NIF o NIE de cada uno de 
los miembros para los que dicho documento sea obligatorio y, en su caso, el NIF o NIE de los 
menores de 14 años de edad de la unidad de convivencia que dispongan de él. 
 
7. La solicitud se acompañará de la documentación siguiente: 
– Fotocopia del NIF o NIE del titular del punto de suministro o, en su caso, de todos los 
miembros de la unidad de convivencia según lo dispuesto en el apartado 6. 
– Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del titular de punto de 
suministro o de todos los miembros de la unidad de convivencia. El certificado de 
empadronamiento tendrá que hacer referencia a la dirección del punto de suministro 
sobre el que se solicita el bono social. 
– En el caso de las unidades de convivencia, libro/s de familia y/o certificado/s de nacimiento 
y/o certificados/s de matrimonio expedido por el Registro Civil que acredite/n la relación de 
filiación y parentesco de las personas que conforman la unidad de convivencia. 
Asimismo, cuando corresponda, certificado que acredite la inscripción como pareja de 
hecho y/o resolución judicial o administrativa que acredite el acogimiento. En su caso, 
hoja individual del Registro Civil o cualquier documento expedido por la autoridad 
competente que acredite de manera fehaciente el estado civil del solicitante. 
– En el caso de familias numerosas, deberá aportarse copia del título de familia numerosa en 
vigor. 
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– En caso de que aplique alguna de las circunstancias especiales que se recogen en los 
apartados a), b), c) y d) del artículo 3.3 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que 
se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para 
los consumidores domésticos de energía eléctrica, certificado o documento acreditativo 
expedido por los servicios sociales del órgano competente regulado en el artículo 3.» 
 
Dos. El artículo 3 pasa a tener la siguiente redacción: 
 
«1. Para la acreditación de las circunstancias especiales que se recogen en los apartados a), 
b), c) y d) del artículo 3.3 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la 
figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos de energía eléctrica, el solicitante podrá dirigirse a los servicios 
sociales del órgano competente o al órgano que designe la Comunidad Autónoma, para que 
éstos expidan el certificado u otro documento acreditativo de que cumple alguna de las 
circunstancias especiales a que hacen referencia los apartados a), b), c) y d) del citado 
artículo 3.3. Dicho documento no reflejará de manera expresa en cuál de las circunstancias 
concretas se encuentra el solicitante o alguno de los integrantes de la unidad de convivencia 
ni, en su caso, qué miembro concreto de la misma es el que se encuentra en tal circunstancia. 
 
El certificado o documento acreditativo emitido por los servicios sociales del órgano 
competente o el órgano que designe la Comunidad Autónoma podrá seguir el modelo del 
anexo II. 
 
2. Para su expedición, el solicitante deberá aportar a los servicios sociales del órgano 
competente o al órgano que designe la Comunidad Autónoma la documentación siguiente: 
 
a) En caso de que el solicitante o alguno de los miembros de la unidad de convivencia tenga 
discapacidad reconocida igual o superior al 33 % se aportará certificado o resolución, expedido 
por el Instituto de Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO) o por el órgano competente de 
las Comunidades Autónomas, con el grado de discapacidad reconocido. 
b) En caso de que el solicitante o alguno de los miembros de la unidad de convivencia tenga 
la condición de víctima de violencia de género, se aportará uno de los documentos siguientes: 
− Sentencia definitiva y firme que condene a la persona agresora. 
− Resolución judicial por la que concluye el procedimiento penal de la que se deduzca que la 
persona solicitante ha sido víctima de violencia de género. 
− Orden de protección vigente, o Informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de 
indicios de que la persona solicitante es víctima de violencia de género hasta tanto se dicte la 
orden de protección. 
− Resolución judicial que hubiere acordado medidas cautelares penales, siempre que éstas 
estén en vigor. 
− Certificación o informe de los servicios sociales de la Administración Pública autonómica o 
local. 
− También quedará acreditada la condición de víctima de violencia de género mediante 
certificado emitido por una institución pública competente en el que conste que la persona 
interesada está siendo atendida dentro de un programa de atención a las víctimas, 
subvencionado por una Administración Pública concreta. 
c) En caso de que el solicitante o alguno de los miembros de la unidad de convivencia tenga 
la condición de víctima de terrorismo, se aportará resolución emitida conforme a la 
Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del 
Terrorismo por el Ministerio del Interior. 
d) En caso de que el solicitante o alguno de los miembros de la unidad de convivencia 
se encuentre en situación de dependencia reconocida de grado II o III, reconocimiento de 
situación de dependencia por el órgano competente de la Comunidad Autónoma. 
 
3. La acreditación de la circunstancia especial que se recoge en el artículo 3.3.e) del 
Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, se realizará a través del libro de familia o, en su 
caso, certificación de la hoja individual del Registro Civil correspondiente y el certificado 
de empadronamiento. 
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4. La concurrencia de las referidas circunstancias especiales debe acreditarse en el momento 
de la solicitud del bono social, y, salvo que la persona titular del punto de suministro 
comunique expresamente la pérdida de alguna de las condiciones, se entenderá que 
siguen resultando de aplicación en cada prórroga del bono social.» 
 
Tres. Se modifica el artículo 6.1 y se añade un párrafo en el artículo 6.4 de la siguiente 
manera: 
 
«1. Una vez recibida la solicitud completa del consumidor acompañada de la documentación 
acreditativa según lo dispuesto en el artículo 2.7, el COR, en el plazo máximo de 5 días 
hábiles, introducirá en la aplicación telemática disponible en la sede electrónica del Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, los datos correspondientes al 
consumidor y, en su caso, a los miembros de la unidad de convivencia declarados por el 
mismo. 
En el caso de que la solicitud fuera incompleta el comercializador en el plazo máximo de 15 
días hábiles desde la recepción se dirigirá al consumidor indicándole la parte de solicitud 
incompleta o la documentación acreditativa que le faltase. 
 
Transcurrido este plazo de subsanación sin que se hubiera procedido a la misma, en el 
caso de que no exista un consentimiento expreso por parte del titular o, en su caso, de todos 
los miembros de la unidad de convivencia mayores de 14 años y con capacidad de obrar 
declarados por el solicitante, no se podrá tramitar dicha solicitud. En este caso se le pondrá 
de manifiesto al solicitante la inadmisión de su solicitud. 
 
Transcurrido este plazo de subsanación sin que se hubiera procedido a la misma, en el 
caso de que existan discrepancias entre la información declarada en la solicitud y los datos que 
figuran en el/los libro/s de familia y/o o certificado/s de nacimiento y/o certificados/s de 
matrimonio y/o certificado que acredite la inscripción como pareja de hecho y/o 
resolución judicial o administrativa que acredite el acogimiento aportado por el solicitante 
y en el certificado de empadronamiento, el COR rechazará la solicitud e indicará expresamente 
en su comunicación al interesado el motivo de dicho rechazo. 
 
Transcurrido este plazo de subsanación sin que se hubiera procedido a la misma, en el 
caso de que existan discrepancias entre la solicitud y la documentación acreditativa en 
el resto de casos, siempre que no impidan la aplicación del bono social aun en otras 
modalidades distintas o con otros umbrales de renta, el COR tramitará dicha solicitud 
poniéndole de manifiesto al solicitante la modalidad de bono social aplicada y el 
requisito no subsanado. 
 
En caso de que existan discrepancias tanto en la acreditación de los requisitos como en la 
aplicación del bono social, los consumidores podrán reclamar ante los servicios de consumo 
correspondientes, en los términos que establezca la normativa de defensa de los 
consumidores.» 
 
«4. A través de la aplicación telemática implementada, en el plazo máximo de 5 días hábiles, 
el COR visualizará el resultado de las comprobaciones realizadas por la misma, tanto para la 
condición de consumidor vulnerable como para la de vulnerable severo, que se materializará 
en un campo que indique ''CUMPLE LOS REQUISITOS PARA SER CONSIDERADO 
CONSUMIDOR VULNERABLE/VULNERABLE SEVERO» o «NO CUMPLE LOS REQUISITOS 
PARA SER CONSIDERADO CONSUMIDOR VULNERABLE/VULNERABLE SEVERO''. 
 
La aplicación indicará, en su caso, la imposibilidad de realizar dicha comprobación. En este 
caso, el COR rechazará la solicitud e indicará expresamente en su comunicación al interesado 
el motivo de dicho rechazo devuelto por la aplicación.» 
 
Cuatro. Se sustituye el anexo I por el siguiente: 
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ANEXO I 
Solicitud del bono social 
 
CONSULTAR ANEXO EN PDF 
 
Disposición final vigésima quinta. Modificación del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 
de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información. 
 
Se modifica el Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y 
sistemas de información, en los siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del artículo 9, que queda redactado como sigue: 
 
«b) Para los proveedores de servicios digitales: la Secretaría de Estado de Digitalización e 
Inteligencia Artificial del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.» 
 
Dos. Se introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 16 con la siguiente redacción: 
 
«7. Los operadores de servicios esenciales y proveedores de servicios digitales que no 
siendo operadores críticos se encuentren comprendidos en el ámbito de aplicación de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público que utilizan servicios 
ofrecidos por proveedores de servicios digitales, en particular servicios de computación en 
nube, podrán exigir a los proveedores de tales servicios medidas de seguridad adicionales, 
más estrictas que las que dichos proveedores han adoptado en cumplimiento de la legislación 
en materia de seguridad de las redes y sistemas de información. En particular, las citadas 
medidas podrán ser exigidas mediante obligaciones contractuales, previo informe preceptivo y 
vinculante del Centro Criptológico Nacional.» 
 
Disposición final vigésima sexta. Modificación del Real Decreto 164/2019, de 22 de 
marzo, por el que se establece un régimen gratuito de cuentas de pago básicas en 
beneficio de personas en situación de vulnerabilidad o con riesgo de exclusión 
financiera. 
 
Se modifica el Real Decreto 164/2019, de 22 de marzo, por el que se establece un régimen 
gratuito de cuentas de pago básicas en beneficio de personas en situación de vulnerabilidad o 
con riesgo de exclusión financiera en los siguientes términos: 
 
 
 
 
 
Uno. Se añade un nuevo epígrafe c) al artículo 3.1, que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 3. Situación especial de vulnerabilidad o riesgo de exclusión financiera. 
 
1. Se entenderá que un cliente se encuentra en situación de especial vulnerabilidad o en 
riesgo de exclusión financiera cuando: 
 
a) Los ingresos económicos brutos, computados anualmente y por unidad familiar, no 
superen los siguientes umbrales: 
1.º Dos veces el indicador público de renta de efectos múltiples de doce pagas, vigente en el 
momento de efectuar la solicitud cuando se trate de personas no integradas en ninguna unidad 
familiar. 
2.º Dos veces y media dicho indicador cuando se trate de personas integradas en alguna de 
las modalidades de unidad familiar con menos de cuatro miembros. 
3.º El triple de dicho indicador cuando se trate de unidades familiares integradas por cuatro o 
más miembros o que tengan reconocida su condición de familia numerosa de acuerdo con la 
normativa vigente. 
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4.º El triple de dicho indicador cuando se trate de unidades familiares que tengan en su seno 
a una persona con grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento reconocido 
oficialmente por resolución expedida por el Instituto de Mayores y Servicios Sociales o por el 
órgano competente de las comunidades autónomas. 
b) No concurra titularidad, directa o indirecta, o derecho real alguno sobre bienes inmuebles, 
excluida la vivienda habitual, ni titularidad real de sociedades mercantiles, por parte de ninguno 
de los miembros que integren la unidad familiar. 
c) Sea víctima de trata o explotación sexual, en cuyo caso quedará exenta de cumplir 
los requisitos de los apartados a) y b).» 
 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 4, con el siguiente tenor literal: 
 
«Artículo 4. Acreditación de la vulnerabilidad o el riesgo de exclusión financiera. 
 
2. Cuando no se disponga de la documentación a que hace referencia el apartado 1, el cliente 
deberá aportar un informe en el que se indique la composición de la unidad familiar o en el que 
se motive la idoneidad para el acceso a la gratuidad de una cuenta de pago básica, según el 
caso. Este informe será emitido por los servicios sociales del Ayuntamiento en el que esté 
empadronado el cliente. En el caso de ser víctima de trata o explotación sexual podrá 
acreditarse a través del modelo unificado de acreditación expedido por los servicios 
sociales o entidad especializada en la materia.» 
 
Disposición final vigésima séptima. Modificación del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 
de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter 
tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019. 
 
Se modifica la disposición adicional séptima del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el 
que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-2019, que queda redactada de la siguiente manera: 
 
«Disposición adicional séptima. Función social de las entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual. 
 
Durante un plazo de cuatro años desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley no 
serán de aplicación los porcentajes mínimos previstos en el artículo 177.6 del texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de 
abril, regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la 
materia. Durante dicho periodo de tiempo, la asamblea general de una entidad de gestión 
podrá acordar modificaciones de la política general de utilización de los importes que no 
puedan ser objeto de reparto en los términos previstos en el citado artículo 177.6 para, sin 
necesidad de respetar dichos porcentajes mínimos, incrementar las dotaciones destinadas a la 
realización de actividades o servicios asistenciales a favor de los miembros de la entidad así 
como a actividades de formación y promoción de autores, editores, artistas intérpretes y 
ejecutantes, productores de fonogramas y productores audiovisuales. 
La asamblea general de una entidad de gestión podrá modificar la política general de 
deducciones practicadas sobre los derechos recaudados y sobre cualquier otro rendimiento 
derivado de su inversión, al objeto de incrementar las deducciones destinadas a las actividades 
o servicios previstos en las letras a) y/o b) del artículo 178.1 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril. Dicho 
incremento podrá alcanzar, como máximo, un 50 % sobre las deducciones destinadas a dichas 
finalidades que estén reglamentaria o estatutariamente establecidas a la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley.» 
 
Disposición final vigésima octava. Modificación del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 
de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, 
económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-
19. 
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Se añade un apartado 3 al artículo 5 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que 
se adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y 
Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19: 
 
«3. Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a dictar cuantas 
resoluciones e instrucciones sean necesarias a los entes u órganos mandatados o 
encargados de la gestión de los avales sobre estos extremos.» 
 
Disposición final vigésima novena. Modificación del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 
de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo. 
 
Se añade un cuarto párrafo al apartado 4 del artículo 1 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de 
julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo: 
 
«Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a dictar cuantas 
resoluciones e instrucciones sean necesarias a los entes u órganos mandatados o 
encargados de la gestión de los avales sobre estos extremos.» 
 
Disposición final trigésima. Modificación del Real Decreto 1183/2020, de 29 de 
diciembre, de acceso y conexión a las redes de transporte y distribución de energía 
eléctrica. 
 
Se modifica el Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes 
de transporte y distribución de energía eléctrica en los siguientes aspectos: 
 
Uno. Se introduce un nuevo párrafo en el artículo 19.1.c), con la siguiente redacción: 
 
«Asimismo, la totalidad o parte de la capacidad que se convoque podrá estar destinada 
exclusivamente a instalaciones de generación de autoconsumo.» 
 
Dos. Se introduce una nueva frase en el apartado 3.º) del artículo 19.1.d), con la siguiente 
redacción: 
 
«A estos efectos, para acreditar que la actividad sea considerada de investigación y desarrollo 
o de innovación tecnológica, deberá contar con informes que así lo acrediten del Ministerio de 
Ciencia e Innovación y del Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE), M.P» 
 
 
 
Tres. Se introduce un nuevo subapartado c) en el apartado 4.º) del artículo 19.1.d), con la 
siguiente redacción: 
 
«c) Adicionalmente los concursos podrán establecer criterios que contribuyan a la activación 
económica en zonas de reto demográfico afectadas donde se ubique la instalación 
proyectada.» 
 
Cuatro. Se modifica el apartado d) del artículo 19.2 el cual queda redactado como sigue: 
 
«d) Las penalizaciones que aplicarán por el incumplimiento de los compromisos a los que se 
refiere el apartado 4.º del artículo 19.1.d).» 
 
Cinco. Se modifica el artículo 19.4 el cual queda redactado como sigue: 
 
«A efectos de lo previsto en el apartado 2.d), cada participante deberá constituir una garantía 
ante la Caja General de Depósitos por el importe que se establezca en la orden a la que se 
refiere el artículo 18.1. El importe de esta garantía será proporcional a los criterios incluidos en 
el apartado 4.º del artículo 19.1.d) que sean de aplicación para esa orden en particular.» 
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Seis. Se modifica el párrafo cuarto del artículo 20.5 que queda redactado como sigue: 
 
«En aquellos nudos en los que la Secretaría de Estado de Energía no resuelva la reserva de 
capacidad para concurso en el plazo antes señalado, la capacidad reservada pasará a ser 
otorgable aplicándose el criterio general recogido en el artículo 7.» 
 
Siete. Se modifica el artículo 20.6, que queda redactado como sigue: 
 
«El Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico podrá incluir en la 
convocatoria del concurso la totalidad o parte de los nudos para los que la Secretaría de 
Estado de Estado de Energía haya anunciado la celebración de un concurso, conforme a lo 
previsto en este artículo. En todo caso, la orden de convocatoria de un concurso tendrá lugar 
en un plazo máximo de doce meses desde la fecha de la resolución de la Secretaría de Estado 
de Energía que anuncie la celebración de dicho concurso. 
No obstante lo anterior, con el fin de procurar una instalación ordenada de generación 
renovable, cuando la potencia reservada supere los 10 GW, se podrán celebrar varios 
concursos sin que el plazo transcurrido entre dichos concursos supere los seis meses. 
La capacidad no otorgada o no convocada en un nudo no quedará liberada para su 
otorgamiento por el principio de prelación temporal. Esa capacidad no otorgada o no 
convocada quedará reservada para otro futuro concurso en el nudo. La capacidad que se libere 
o aflore en estos nudos se irá agregando a esta capacidad no otorgada o no convocada y será 
reservada para un futuro concurso que podrá convocarse dentro del plazo máximo que resulte 
de aplicar lo previsto en el párrafo anterior. Transcurrido ese plazo máximo, la capacidad que 
no se haya convocado o no haya resultado adjudicada en un concurso, será liberada para su 
otorgamiento por el criterio general recogido en el artículo 7 de este real decreto. 
No obstante, en caso de que parte o toda la capacidad que se convoque en un nudo se destine 
exclusivamente para autoconsumo y/o proyectos de I+D+i la capacidad no otorgada en el 
concurso podrá ser asignada a proyectos no acogidos a autoconsumo o a I+D+i, según se 
disponga en la orden de convocatoria.» 
 
Ocho. Se modifica la redacción del artículo 20.8 que queda redactado como sigue: 
 
«La no aceptación por parte del adjudicatario de las condiciones técnicas y económicas que se 
deriven del procedimiento de acceso y conexión tendrá los efectos que se recogen en el 
artículo 14. Asimismo, en caso de incumplimiento de las características técnicas de la 
instalación que hayan sido declaradas en el concurso y que hayan servido para obtener 
puntuación en el mismo, el gestor de la red pertinente inadmitirá la solicitud de otorgamiento de 
los permisos de acceso y de conexión. 
Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las consecuencias que se deriven del incumplimiento 
de las condiciones vinculadas al concurso.» 
 
Disposición final trigésima primera. Modificación del Real Decreto-ley 36/2020, 
de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de 
la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia. 
 
Se modifica el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, en los siguientes términos: 
 
Uno. Se añade un apartado 5 al artículo1 2, que queda redactado como sigue: 
 
«1. El presente real decreto-ley es de aplicación a las entidades que integran el sector público 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del 
Sector Público. 
2. El Título I, el Capítulo III del Título III, y los Capítulos II, III, IV, V y VI del Título IV, así como 
el artículo 46, se aplicarán a las actuaciones de cualesquiera de las entidades del sector 
público dirigidas a la gestión y ejecución de proyectos y actuaciones que sean financiables con 
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los fondos europeos del Instrumento Europeo de Recuperación, Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional, Fondo Social Europeo Plus, Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y Fondo 
Europeo Marítimo y de Pesca. 
3. El Capítulo II del Título III y el Capítulo VII del Título IV se aplicarán a las actuaciones de 
cualesquiera de las entidades del sector público en relación con los fondos del Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia. 
4. El Capítulo I del Título III y el Capítulo I del Título IV se aplicarán a las actuaciones de 
cualesquiera de las entidades del sector público dirigidas a la programación, presupuestación, 
gestión, ejecución y control de proyectos y actuaciones que sean financiables con los fondos 
del Instrumento Europeo de Recuperación. 
5. Las especialidades en materia de contratación previstas en el Capítulo III del Título IV del 
Real Decreto-ley 36/2020 son aplicables a las actuaciones de cualesquiera de las entidades del 
sector público dirigidas a la gestión y ejecución de proyectos y actuaciones relacionadas con el 
Instrumento Europeo de Recuperación, aunque no se financien con fondos europeos. A tales 
efectos, se entenderá por relación toda actuación dirigida a la gestión, soporte, apoyo y 
asistencia técnica a los procedimientos de contratación financiables con fondos europeos.» 
 
Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 43, que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 43.  Flexibilización del calendario de cierre de ejercicio. 
 
1. Las órdenes que regulen anualmente el calendario de las operaciones de cierre del 
presupuesto de gastos y operaciones no presupuestarias establecerán la aplicación de plazos 
diferenciados para los créditos vinculados al servicio 50 ''Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia'' y los dotados en el Ministerio de Sanidad dentro de su servicio 51 ''Ayuda a la 
recuperación para la cohesión y los territorios de Europa (React-EU)''.» 
 
Tres. Se modifica el artículo 49, que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 49. Autorización para contratar. 
 
Los contratos, acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que se vayan a financiar 
con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia quedan 
excepcionados del requisito de la autorización para contratar prevista en el artículo 324 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.» 
 
 
Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 50, que queda redactado como sigue: 
 
«2. Los contratos, acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que se vayan a 
financiar con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en 
todo caso gozarán de preferencia para su despacho sobre cualquier otro contrato por los 
distintos órganos que intervengan en su tramitación. Asimismo, los plazos para emitir los 
respectivos informes quedarán reducidos a cinco días naturales, sin que quepa prórroga alguna 
de este plazo.» 
 
Cinco. Se añade un apartado 2 al artículo 58 con la siguiente redacción: 
 
«2. Los recursos especiales en materia de contratación que se interpongan frente a los actos 
y decisiones dictados en relación con los contratos a que se refiere este artículo tienen carácter 
de urgentes y gozan de preferencia absoluta ante los respectivos órganos competentes para 
resolver.» 
 
Seis. Se añade un apartado 3 al artículo 62 como sigue: 
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«3. La cuantía total máxima fijada inicialmente en la respectiva convocatoria podrá ser 
ampliada dentro de los créditos disponibles, sin necesidad de una nueva convocatoria.» 
 
Siete. Se modifica el apartado 2 del artículo 68, que queda redactado como sigue: 
 
«2. Esta constitución no requerirá de la autorización legal prevista en el artículo 123.2.a) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, ni tampoco precisará de 
la autorización del Consejo de Ministros recogida en el artículo 123.2.b) de la misma norma.» 
 
Ocho. Se introduce una nueva disposición adicional séptima, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional séptima. Gestión de los créditos presupuestarios de las 
entidades locales, destinados a proyectos financiados con fondos europeos en el marco 
del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 
 
Sin perjuicio de lo previsto en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, serán de 
aplicación, con carácter excepcional, las siguientes reglas en la ejecución de los presupuestos 
de las entidades locales en relación con proyectos financiados con fondos europeos en el 
marco del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia: 
 
1. Los acuerdos de los órganos competentes de las corporaciones locales de aprobación de 
transferencias de créditos, así como los acuerdos del Pleno de la corporación local de 
aprobación de créditos extraordinarios y suplementos de crédito, que tengan por objeto 
aquellos proyectos, serán inmediatamente ejecutivos, sin perjuicio de las reclamaciones que 
contra ellos se promovieran, las cuales deberán sustanciarse dentro de los ocho días 
siguientes a la presentación, entendiéndose desestimadas de no notificarse su resolución al 
recurrente dentro de dicho plazo. 
2. Cuando se adquieran compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios 
posteriores a aquel en que se autoricen para la cobertura de aquellos proyectos, el número de 
ejercicios a los que pueden aplicarse los gastos no será superior a cinco y el gasto que se 
impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte de 
aplicar al crédito presupuestario a que corresponda la operación los siguientes porcentajes: en 
el ejercicio inmediato siguiente y en el segundo, el 100 por ciento, en el tercer ejercicio, el 70 
por ciento y en los ejercicios cuarto y quinto, el 60 por ciento y 50 por ciento. En estos casos, 
no será de aplicación el apartado 5 del artículo 174 del texto refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.» 
 
Disposición final trigésima segunda. Modificación del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 
de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta 
a la pandemia de la COVID-19. 
 
El Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la 
solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19, queda modificado como 
sigue: 
 
Uno. El artículo 5 queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 5. Objeto. 
 
Las disposiciones contenidas en este Título tienen por objeto establecer medidas de apoyo 
público e introducir un Código de Buenas Prácticas que, entre otros aspectos, fomente la 
coordinación de entidades financieras en la adopción de medidas que contribuyan a reforzar la 
solvencia de las empresas y autónomos con domicilio social en España.» 
 
Dos. Se da nueva redacción al artículo 7: 
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«Artículo 7. Extensión de los plazos de vencimiento y de carencia o suspensión 
temporal del pago de cuotas de amortización del principal de las operaciones de 
financiación que han recibido aval público. 
 
El plazo de vencimiento de los avales otorgados por la Administración General del Estado o por 
cuenta del Estado podrá extenderse por un periodo adicional, en los términos que se 
determinarán por Acuerdo de Consejo de Ministros. La medida será efectiva dentro de los 
acuerdos de renegociación de deudas que se puedan alcanzar entre los deudores y las 
entidades financieras acreedoras en los términos fijados mediante Acuerdo de Consejo de 
Ministros, de tal manera que éstas extenderán el plazo de vencimiento de las operaciones 
avaladas por el mismo plazo de extensión del vencimiento del aval correspondiente. El Código 
de Buenas Prácticas para el marco de renegociación para clientes con financiación 
avalada determinará los sectores, casos y condiciones en que procederá la suspensión 
temporal del pago de cuotas de amortización del principal de las operaciones avaladas, 
sea mediante una ampliación del plazo de carencia vigente o mediante una carencia 
adicional si el plazo de carencia hubiera expirado.» 
 
Disposición final trigésima tercera. Modificación de la Ley 1/2021, de 24 de marzo, 
de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de 
género. 
 
Se modifica el artículo 7 de la Ley 1/2021, de 24 de marzo, de medidas urgentes en materia de 
protección y asistencia a las víctimas de violencia de género, que queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 7. Régimen aplicable a los remanentes no comprometidos afectados al Pacto 
de Estado en materia de Violencia de Género. 
 
Con carácter excepcional, limitado exclusivamente a las transferencias destinadas para el 
desarrollo de nuevas o ampliadas competencias reservadas a las Comunidades Autónomas en 
el Pacto de Estado contra la Violencia de Género, o los que resulten equivalentes en las Leyes 
de Presupuestos Generales del Estado, no resultará de aplicación lo dispuesto en la regla 
Sexta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, a los 
remanentes no comprometidos resultantes al final del ejercicio. Si el gasto o actuación a la que 
corresponda el remanente resulta suprimida en el presupuesto del ejercicio siguiente, se 
destinará aquél en primer lugar a hacer efectivas las obligaciones pendientes de pago al fin del 
ejercicio inmediatamente anterior y el sobrante que no estuviese comprometido se reintegrará 
al Estado.» 
 
Disposición final trigésima cuarta. Modificación del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 
de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios 
del gas natural en los mercados minoristas de gas y electricidad. 
 
Se modifica el Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de 14 de septiembre, de 
medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los 
mercados minoristas de gas y electricidad, en los siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica el artículo 4, con la siguiente redacción: 
 
«Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, y hasta el 30 de junio 
de 2022, se minorará la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica de las 
instalaciones de producción de tecnologías no emisoras de gases de efecto invernadero, en 
una cuantía proporcional al mayor ingreso obtenido por estas instalaciones como consecuencia 
de la incorporación a los precios de la electricidad en el mercado mayorista del valor del precio 
del gas natural por parte de las tecnologías emisoras marginales.» 
 
Dos. Se modifica la disposición adicional octava, con la siguiente redacción: 
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«1. Al objeto de determinar la aplicación del mecanismo de minoración a la energía de las 
tecnologías no emisoras no marginales que ha internalizado los beneficios extraordinarios por 
el alza del precio del gas natural, de acuerdo con el artículo 4, para la energía sujeta a 
instrumentos de contratación a plazo tal y como se establece en el artículo 6 se tendrán en 
cuenta los siguientes extremos: 
a) A los efectos del cálculo de la minoración regulado en el artículo 7, está excluida aquella 
energía producida por las instalaciones de generación de energía eléctrica a que hace 
referencia el artículo 5 que se encuentre cubierta por algún instrumento de contratación a plazo 
cuya fecha de celebración sea anterior a la de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 6/2022, 
de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania, siempre que el 
precio de cobertura asociado a dichos instrumentos sea fijo. 
b) Asimismo, resultará igualmente excluida aquella energía producida por las instalaciones de 
generación de energía eléctrica a que hace referencia el artículo 5 que se encuentre cubierta 
por algún instrumento de contratación a plazo que, habiéndose celebrado con posterioridad a la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias económicas y 
sociales de la guerra en Ucrania, 140ncl.uya un periodo de cobertura igual o superior a un año 
y su precio de cobertura sea fijo e igual o inferior a 67 €/MWh. 
c) Cuando los instrumentos de contratación a plazo a los se refieren el párrafo anterior 
incorpore una indexación parcial a los precios del mercado peninsular mayorista al contado de 
electricidad, resultará excluida únicamente la energía equivalente de la parte del contrato no 
indexada, siempre que se cumplan las condiciones recogidas de dicho párrafo. 
d) Cuando los instrumentos de cobertura a plazo a los que se refiere el párrafo b) incorporen 
un precio de cobertura superior a 67 €/MWh, resultarán de aplicación la siguiente fórmula de 
cálculo de la minoración: 
 

 
 
Donde: 
Yit es la cuantía de la minoración, en euros, correspondiente a la instalación i-ésima en el mes t 
considerado. 
Qit es la cantidad total de energía eléctrica producida por la instalación i-ésima durante el mes 
t, en MWh. A los efectos del cálculo, se computará la energía medida en barras de central. En 
el caso de instalaciones de bombeo, para el cálculo de la detracción se considerará la 
producción neta, descontando los consumos para bombeo, del período t. Si dicha producción 
neta resultara negativa el valor de Qit será cero. 

 es el precio de cobertura correspondiente al instrumento de contratación a plazo. 
 es el precio fijo de cobertura exento de minoración, que tomará el valor de 67 €/MWh. 
 α Es un parámetro de modulación de la minoración, que tomará inicialmente el valor 
de 0,9. 

 
2. Los instrumentos de contratación a plazo a los que se refiere el apartado anterior podrán 
comprender tanto instrumentos de contratación a plazo con entrega física, como instrumentos 
con liquidación financiera en el periodo de vigencia del mecanismo de minoración, por la 
posición neta vendedora del grupo empresarial o, en caso de no pertenecer a ningún grupo, de 
la empresa titular sujeta a dicho mecanismo. 
3. Cuando la cobertura asociada al instrumento de contratación a plazo no comprenda una 
instalación concreta, se considerará como energía efectivamente cubierta la que resulte de 
prorratear la posición neta vendedora de la empresa o grupo empresarial correspondiente entre 
la potencia disponible de las instalaciones de las que es titular, salvo que la empresa o grupo 
empresarial acredite documentalmente la aplicación de otro tipo de asignación diferente. 
A su vez, la potencia disponible de cada instalación se obtendrá como el producto de la 
potencia instalada por el porcentaje de disponibilidad de cada tecnología. El porcentaje de 
disponibilidad será el previsto en el apartado 2 de la disposición transitoria tercera de la Orden 
TED/1271/2020, de 22 de diciembre, por la que se establecen diversos costes regulados del 
sistema eléctrico para el ejercicio 2021 y se prorrogan los peajes de acceso de energía 
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eléctrica a partir del 1 de enero de 2021 excepto en el caso de la tecnología de ciclo 
combinado, que corresponderá con la disponibilidad media registrada en los últimos 5 años, 
para el periodo de aplicación del mecanismo, de acuerdo con los datos del operador del 
sistema. 
4. Cuando la energía a que hacen referencia los apartados anteriores se encuentre 
bilateralizada, directamente o mediante instrumentos de cobertura intragrupo equivalentes, 
entre empresas de generación y comercialización pertenecientes a un mismo grupo 
verticalmente integrado, el precio de cobertura empleado en el cálculo de la minoración, de 
conformidad con la regla de minoración establecida en el apartado 1.c), será el correspondiente 
con aquel precio que dichas empresas comercializadoras repercutan a los consumidores 
finales. 
A tal fin, el precio fijo de cobertura exento de minoración,  será igual al establecido en el 
apartado 1.d), incrementado en un margen de comercialización medio del sector, por segmento 
de actividad o segmento tarifario, de los últimos 5 años y ajustado por las pérdidas 
correspondientes. 
A estos efectos, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, como órgano 
encargado de la comprobación y verificación de la información correspondiente a los 
instrumentos de contratación a plazo declarado por los sujetos en el ámbito de sus funciones, 
empleará como referencia los márgenes de comercialización incluidos en sus informes de 
mercado minorista de la electricidad. 
La regla de minoración recogida en el apartado 1.d) deberá adaptarse teniendo en cuenta el 
nuevo precio fijo de cobertura exento de minoración que resulte de la aplicación de este 
apartado. 
Asimismo, la práctica de la minoración, en su caso, deberá realizarse a las empresas 
comercializadoras antes mencionadas, habilitándose a tal efecto un procedimiento para la 
notificación y pago de la minoración equivalente al regulado en el artículo 8 del Real Decreto-
ley 17/2017, de 14 de septiembre. 
5. Al objeto de acreditar la sujeción de la energía minorada a un instrumento de contratación 
a plazo, de conformidad con lo establecido en los apartados anteriores, los titulares de las 
instalaciones sujetas a minoración y, en su caso, los grupos verticalmente integrados y sus 
empresas comercializadoras, deberán aportar al operador del sistema la siguiente 
documentación: 
a) Declaración responsable, firmada por el consejero delegado o cargo de análoga 
responsabilidad de la empresa o grupo empresarial, que incluya, al menos, la energía mensual 
sujeta al instrumento de contratación a plazo, la fecha de celebración de dichos instrumentos, 
así como el volumen, precio y plazo de entrega o liquidación de la energía negociada y 
comprometida en contratación a precio fijo, con entrega física o con liquidación financiera 
declaradas previamente, en su caso, en las cámaras de compensación en las que se hayan 
registrado dichas coberturas. A tal efecto, se empleará exclusivamente el modelo de 
declaración responsable previsto en el anexo II. 
Dicha declaración responsable, que será única por grupo empresarial o, en caso de no 
pertenecer a ningún grupo, por empresa, deberá remitirse mensualmente de tal forma que las 
posteriores remisiones mensuales deberán recoger cualquier actualización de la información 
contenida en la primera de las declaraciones responsables aportada y, en cualquier caso, la 
información correspondiente a la energía mensual sujeta al instrumento de contratación. La 
remisión mensual se hará en el plazo de 5 días hábiles tras la finalización de cada mes en que 
resulte de aplicación el instrumento de minoración de este real decreto-ley. 
b) Información que acredite la contratación de dicha energía con un tercero, o a través de un 
mercado o agencia de intermediación. 
c) Información que acredite la comunicación de dichas operaciones al organismo 
correspondiente bajo la normativa que resulte de aplicación, justificándose, en su caso, la 
ausencia de dicha acreditación. 
d) Contratos de comercialización suscritos con los consumidores finales, en el caso de lo 
dispuesto en el apartado 4. 
e) Cualquier otra documentación que resulte necesaria para acreditar lo establecido en el 
apartado 1 y garantizar la veracidad de la información remitida. 
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El operador del sistema, una vez recibida la documentación anterior, la remitirá, para su 
comprobación y verificación en el ámbito de sus funciones, a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. 
La documentación aportada se tendrá en cuenta, de manera provisional y hasta que la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia se pronuncie sobre ella, en el 
procedimiento de cálculo y notificación de las liquidaciones mensuales de conformidad con los 
apartados 1 y 2 del artículo 8. 
Una vez se disponga del resultado de las comprobaciones y verificaciones que, en el ámbito de 
sus competencias, realice la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, el operador 
del sistema deberá considerarlas a los efectos del cálculo de las liquidaciones mensuales 
pendientes y, en su caso, en la liquidación definitiva que el operador del sistema realice según 
lo previsto en el artículo 8.4. 
6. La inexactitud o falsedad en cualquiera de los datos aportados en previsión de lo dispuesto 
en el apartado anterior, tendrá la consideración de infracción muy grave, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 64 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.» 
 
Tres. Se modifica el anexo II, con la siguiente redacción: 
 
«ANEXO II 
Declaración responsable sobre la energía mensual cubierta por instrumentos de 
contratación a plazo 
 
Yo, D/Dña.……………………………………………………, con NIF……………., en nombre y 
representación, como consejero delegado o cargo de análoga responsabilidad, del grupo 
empresarial o, en caso de no pertenecer a ningún grupo, de la 
empresa.………………………………………………., con NIF……….. y domicilio social 
en……………………………………………. 
 
Declaro bajo mi responsabilidad, a efectos de la comunicación de la energía sujeta a algún 
instrumento de contratación a plazo, de conformidad con lo establecido en la disposición 
adicional octava del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre: 
 
• que la empresa o grupo empresarial anteriormente citada es titular de la/s instalación/es de 
producción …….., inscrita/s en el Registro Administrativo de Instalaciones de Producción de 
Energía Eléctrica con número……. sujeta/s a mecanismos de minoración de energía a plazo y 
de las que como titular comunicará, en su caso, un valor de energía mensual sujeta a 
instrumentos de contratación a plazo(3), 
(3) Incluir en anexo a la declaración responsable el listado de instalaciones, si no es una única. 
 
• que el grupo empresarial o la empresa anteriormente citada, para el periodo de vigencia del 
mecanismo, tiene suscritas coberturas (compras y ventas) negociadas de acuerdo con lo 
previsto en la Disposición Adicional octava, concretamente (señalar las que procedan): 
[ ] contrato/s de venta de energía a plazo, cuyas condiciones se detallan en el documento 
(''‘’cumento venta a plazo''’’……., 
[ ] contrato/s bilateral/es a plazo con entrega física cuyas condiciones se detallan en el 
documento (''‘’ntratoBilateralFisica''’’……., 
[ ] contrato/s a plazo con liquidación financiera cuyas condiciones se detallan el documento 
(''‘’cLiqFinanciera''’’……., 
[ ] Contratos de comercialización suscritos con los consumidores finales, de conformidad con lo 
establecido en el apartado 4 de la mencionada disposición adicional. 
 
• que las coberturas aportadas son todas las afectan a los meses de aplicación de los 
mecanismos de minoración, no habiendo dejado ninguna otra cobertura que afecte a estos 
meses sin comunicar. 
 
• que anexo a la presente declaración se adjunta la acreditación de la comunicación de las 
operaciones mencionadas al organismo correspondiente (bajo la normativa REMIT o EMIR) o, 
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en su defecto, la justificación de la ausencia de dicha acreditación (''‘’reditacionREMIT''’’y que 
se enviará al operador del sistema por los medios telemáticos que se establezcan, 
 
• La información correspondiente a los instrumentos de contratación a plazo que se declaren 
deberá contener, al menos, lo siguiente: 
– Fecha de firma del instrumento de contratación a plazo, 
– Código de la transacción (UTI u otros), 
– Empresa que realiza la transacción, indicando el grupo empresarial al que pertenece (en su 
caso), y contraparte de la misma (en su caso) incluyendo su identificación (código ACER, CIF u 
otros), 
– Producto (periodo de liquidación, perfil, indexación, etc.), 
– Liquidación (física o financiera), 
– Posición (compradora o vendedora), 
– Volumen y/o energía (MW/MWh), 
– Precio (€/MWh), 
– Identificación del medio en el que se realiza la transacción (mercado, bróker, bilateral) e 
identificación de cámara de registro (en su caso), 
– Instalación asociada a la transacción e identificación CIL/RAIPRE (en su caso), 
– En caso de que no exista instalación asociada a la transacción, se aportará el listado de 
instalaciones pertenecientes al grupo empresarial. 
Esta información se remitirá al operador del sistema por los medios telemáticos que se 
establezcan, 
 
• que el total de la energía mensual cubierta por todas las instalaciones con instrumentos de 
contratación a plazo para el periodo de liquidación o entrega, en el periodo de vigencia del 
mecanismo de minoración, negociadas de acuerdo con lo previsto en la Disposición Adicional 
octava durante el mes de………………es de…………MWh 
 
Asimismo, manifiesto que la información proporcionada es completa y veraz y que me 
comprometo a notificar los cambios que supongan una modificación en lo aquí declarado, 
asumiendo las responsabilidades legales en caso de incumplimiento, falsedad u omisión. 
 
Declaro conocer que el valor de la energía comunicada al operador del sistema en cada mes. 
así como la restante documentación aportada, será objeto de comprobación por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, que llevará a cabo las actuaciones oportunas para 
garantizar la veracidad de la documentación aportada. 
 
De conformidad con lo establecido en el apartado 6 de la disposición adicional octava, la 
inexactitud o falsedad de la información aportada en esta declaración responsable será 
constitutiva de infracción muy grave, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. 
 
En …………..…...........… a ..….. de …..…......……. de …..…... 
 
(Firma electrónica)» 
 
Disposición final trigésima quinta. Modificación de la Ley 19/2021, de 20 de 
diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital. 
 
La Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital, queda 
modificada como sigue: 
 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 17, a cuyo apartado f) se da nueva redacción, 
pasando el actual apartado f) a ser el nuevo apartado g), que quedan como sigue: 
 
«f) En caso de incumplimiento de lo previsto en la letra f) del apartado 1 del artículo 36, 
y en la letra c) del apartado 2 del mismo artículo, la suspensión tendrá lugar cuando las 
personas que tengan la condición de obligados tributarios hubieran incumplido durante 

143 
 



SÍNTESIS DIARIA 
 
dos ejercicios fiscales seguidos la obligación de presentar la declaración del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas en las condiciones y plazos previstos en la 
normativa tributaria aplicable. 
 
g) Cualquier otra causa que se determine reglamentariamente.» 
 
Dos. Se modifica el artículo 36, que queda redactado como sigue: 
 
«1. Las personas titulares del ingreso mínimo vital estarán sujetas durante el tiempo de 
percepción de la prestación a las siguientes obligaciones: 
a) Proporcionar la documentación e información precisa en orden a la acreditación de los 
requisitos y la conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de 
notificaciones y comunicaciones. 
b) Comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la modificación, 
suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días naturales desde que estos 
se produzcan. 
c) Comunicar cualquier cambio de domicilio o de situación en el Padrón municipal que afecte 
personalmente a dichos titulares o a cualquier otro miembro que forme parte de la unidad de 
convivencia, en el plazo de treinta días naturales desde que se produzcan. 
d) Reintegrar el importe de las prestaciones indebidamente percibidas. 
e) Comunicar a la entidad gestora, con carácter previo, las salidas al extranjero, tanto del 
titular como de los miembros de la unidad de convivencia, por un periodo, continuado o no, 
superior a noventa días naturales durante cada año natural, así como, en su caso, justificar la 
ausencia del territorio español de conformidad con lo previsto en el último párrafo del 
artículo 10.1.a). 
f) Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. 
g) En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o 
la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 11.4, cumplir las condiciones 
establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad. 
h) Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 31.1, en los términos que se 
establezcan. 
i) Cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente. 
 
2. Las personas integrantes de la unidad de convivencia estarán obligadas a: 
 
a) Comunicar el fallecimiento del titular. 
b) Poner en conocimiento de la administración cualquier hecho que distorsione el fin de la 
prestación otorgada. 
c) Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. 
d) Cumplir las obligaciones que el apartado anterior impone al titular y este, cualquiera que 
sea el motivo, no lleva a cabo. 
e) En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o 
la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 11.4, cumplir las condiciones 
establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad. 
f) Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 31.1, en los términos que se 
establezcan. 
g) Cumplir cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente.» 
 
Tres. Se añade una disposición adicional undécima en los siguientes términos: 
 
«Disposición adicional undécima. Remisión de la identificación de los beneficiarios de 
la prestación del ingreso mínimo vital a los Servicios Públicos de Empleo de las 
Comunidades Autónomas para su inscripción, de oficio, como demandantes de empleo. 
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1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social remitirá la identificación de los 
beneficiarios mayores de 18 y menores de 65 años de edad, a los Servicios Públicos de 
Empleo de la Comunidad Autónoma en la que aquellos tengan su domicilio, con el objeto 
de que procedan, en su caso, a su inscripción de oficio como demandantes de empleo y 
se apliquen los correspondientes instrumentos de la política de empleo. 
 
Los Servicios Públicos de Empleo no procederán a la inscripción de oficio de los 
beneficiarios del ingreso mínimo vital que se encuentren en alguna de las siguientes 
circunstancias: 
 
1.º Estar trabajando por cuenta ajena o desarrollando una actividad por cuenta propia. 
2.º Estar cursando estudios reglados y ser menor de 28 años. 
3.º Tener suscrito el convenio especial regulado en el Real Decreto 615/2007, de 11 de 
mayo, por el que se regula la Seguridad Social de los cuidadores de las personas en 
situación de dependencia. 
4.º Estar percibiendo una pensión contributiva de incapacidad permanente en grado de 
absoluta o gran invalidez, una pensión de invalidez no contributiva o una pensión de 
jubilación contributiva o haber cumplido los 65 años de edad. 
5.º Estar afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento. 
6.º Tener reconocida una situación de dependencia, conforme a lo dispuesto en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia. 
 
La mención a los Servicios Públicos de Empleo se entenderá referida al Servicio Público 
de Empleo Estatal cuando los beneficiarios del ingreso mínimo vital tengan su domicilio 
en Ceuta y Melilla. 
 
2. La remisión por el Instituto Nacional de la Seguridad Social a los Servicios Públicos 
de Empleo de la Comunidad Autónoma de la información señalada en el apartado 
anterior, se realizará a través de la adhesión a los protocolos informáticos con los 
requisitos establecidos por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, en los términos y 
con las condiciones establecidas en el artículo 23. 4 de la presente Ley.» 
 
Disposición final trigésima sexta. Modificación del Real Decreto-ley 29/2021, de 21 
de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el 
fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías 
renovables. 
 
Se introducen las siguientes modificaciones en el Real Decreto-ley 29/2021, de 21 de 
diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el fomento de 
la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables: 
 
Uno. El apartado 1 de la disposición adicional primera queda redactado de la siguiente forma: 
 
«1. La aplicación del tipo impositivo del 10 por ciento del Impuesto sobre el Valor Añadido a 
las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de energía eléctrica, prevista en 
el artículo 1 del Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, por el que se adoptan medidas 
urgentes en el ámbito de la fiscalidad energética y en materia de generación de energía, y 
sobre gestión del canon de regulación y de la tarifa de utilización del agua, así como la 
aplicación del tipo impositivo del 0,5 por ciento del Impuesto Especial sobre la Electricidad 
establecida en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de 
septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas 
natural en los mercados minoristas de gas y electricidad, se prorrogan hasta el 30 de junio 
de 2022.» 
 
Dos. La disposición adicional segunda queda redactada de la siguiente forma: 
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«Disposición adicional segunda. Determinación de la base imponible y del importe de 
los pagos fraccionados del Impuesto sobre el valor de la producción de la energía 
eléctrica durante el ejercicio 2022. 
 
1. Para el ejercicio 2022 la base imponible del Impuesto sobre el valor de la producción de 
energía eléctrica estará constituida por el importe total que corresponda percibir al 
contribuyente por la producción e incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica, 
medida en barras de central, por cada instalación, en el período impositivo minorada en las 
retribuciones correspondientes a la electricidad incorporada al sistema durante los dos 
primeros trimestres naturales. 
A efectos de calcular los pagos fraccionados correspondientes a los dos primeros 
trimestres de 2022, el valor de la producción de la energía eléctrica, medida en barras de 
central, e incorporada al sistema eléctrico durante dicho periodo será de cero euros. 
 
Los pagos fraccionados del tercer y cuarto trimestres se calcularán en función del valor de la 
producción de energía eléctrica, medida en barras de central, e incorporada al sistema 
eléctrico desde el inicio del período impositivo hasta la finalización, respectivamente, de los 
nueve o doce meses del año, minorado en el importe de las retribuciones correspondientes a la 
electricidad incorporada al sistema durante los dos primeros trimestres naturales, 
aplicándose el tipo impositivo previsto en el artículo 8 de la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, 
de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, y deduciendo el importe de los pagos 
fraccionados previamente realizados. 
 
2. Con el fin de garantizar el equilibrio del sistema, se compensará al sistema eléctrico por el 
importe equivalente a la reducción de recaudación consecuencia de la medida prevista en el 
apartado 1 anterior.» 
 
Disposición final trigésima séptima. Modificación del Real Decreto-ley 3/2022, de 1 
de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del transporte de mercancías 
por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el que se transpone la 
Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan normas específicas 
con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de 
los conductores en el sector del transporte por carretera, y de medidas excepcionales en 
materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras. 
 
El Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del 
transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el 
que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan 
normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el 
desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de medidas 
excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras, queda 
modificado en los siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 6 que queda redactado del siguiente modo: 
 
«1. Excepcionalmente, en los contratos públicos de obras, ya sean administrativos o privados, 
adjudicados por cualquiera de las entidades que formen parte del sector público estatal que se 
encuentren en ejecución, licitación, adjudicación o formalización a la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, o cuyo anuncio de adjudicación o formalización se publique en la plataforma 
de contratación del sector público en el periodo de un año desde la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se reconocerá al contratista la posibilidad de una revisión excepcional de 
precios siempre que concurra la circunstancia establecida en este real decreto-ley. 
Igual posibilidad de revisión excepcional de precios se le reconocerá al contratista en aquellos 
contratos públicos de obras, ya sean administrativos o privados, adjudicados por cualquiera de 
las entidades que forman parte del sector público estatal, cuyo anuncio de licitación se publique 
en la plataforma de contratos del sector público en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de este real decreto ley y cuyo pliego de cláusulas administrativas particulares establezca una 
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fórmula de revisión de precios, siempre que concurra la circunstancia establecida en este real 
decreto-ley. 
 
Dicha revisión excepcional se reconocerá con independencia del régimen jurídico que por 
razón temporal o de la materia se aplique al contrato. 
 
Esta previsión será también aplicable a los contratos privados de obras a que alude el 
artículo 26 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.» 
 
Dos. Se incorpora un nuevo apartado 4 del artículo 6, que redactado del siguiente modo: 
 
«4. Lo dispuesto en este artículo no será aplicable a las entidades del sector público que 
operen en sectores regulados cuyo régimen de inversiones se hubiera cerrado en los último 9 
meses.» 
 
Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 7, el cual queda con la siguiente redacción: 
 
«Artículo 7. Reconocimiento de la revisión excepcional de precios. 
 
1. La revisión excepcional de precios se reconocerá cuando el incremento del coste de los 
materiales empleados para el contrato de obras haya tenido un impacto directo y relevante en 
la economía del contrato durante su vigencia y hasta su finalización, esto es una vez 
formalizada el acta de recepción y emitida la correspondiente certificación final. 
A estos efectos se considerará que existe tal impacto cuando el incremento del coste de 
materiales siderúrgicos, materiales bituminosos, aluminio o cobre, calculado aplicando a los 
importes del contrato certificados en un periodo determinado, que no podrá ser inferior a un 
ejercicio anual ni superior a dos ejercicios anuales, su fórmula de revisión de precios si la 
tuviera, y, en su defecto, aplicando la que por la naturaleza de las obras le corresponda de 
entre las fijadas en el Real Decreto 1359/2011, de 7 de octubre, exceda del 5 por ciento del 
importe certificado del contrato en ese mismo período. El cálculo de dicho incremento se 
efectuará suprimiendo de la fórmula aplicable al contrato los términos que representan los 
elementos de coste distintos de los antes citados, e incrementando el término fijo, que 
representa la fracción no revisable del precio del contrato, en el valor de los coeficientes de los 
términos suprimidos, de forma que la suma de todos los coeficientes mantenidos más el 
término fijo sea la unidad. 
Por Orden del Ministerio de Hacienda y Función Pública, previo informe del Comité Superior de 
Precios de Contratos del Estado, se podrán establecer otros materiales cuyo incremento de 
coste deba tenerse también en cuenta a los efectos anteriores.» 
 
Cuatro. Se modifican los apartados a) y b) del artículo 8, que quedan rectados del siguiente 
modo: 
 
«a) Cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato de obras 
establezca una fórmula de revisión de precios, dicha cuantía será el incremento que resulte de 
la aplicación de dicha fórmula modificada suprimiendo el término que represente el elemento 
de coste correspondiente a energía, e incrementando el término fijo, que representa la fracción 
no revisable del precio del contrato, en el valor del coeficiente del término suprimido, de forma 
que la suma de todos los coeficientes mantenidos más el término fijo sea la unidad, a las 
certificaciones de lo ejecutado durante el periodo desde el 1 de enero de 2021, o desde la 
primera certificación si ésta fuera posterior, hasta el momento en el que, de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado 5 del artículo 103 de la Ley 9/ 2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, pueda ser efectiva la revisión prevista en la cláusula. Transcurrido este 
periodo, el contrato se regirá por lo establecido en el pliego. 
 
b) Cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares no establezca la fórmula de 
revisión de precios, dicha cuantía se determinará como la diferencia entre el importe certificado 
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por la ejecución de la obra cada año desde 1 de enero de 2021, o desde la primera certificación 
si ésta fuera posterior, hasta la conclusión del contrato y el que se habría certificado si dicha 
ejecución hubiera tenido derecho a revisión de precios, aplicando la fórmula que aparezca en el 
proyecto de construcción que sirvió de base para la licitación del mismo o en su defecto la que 
hubiera correspondido al contrato de entre las mencionadas en el Real Decreto 1359/2011, 
de 7 de octubre, modificada suprimiendo el término que represente el elemento de coste 
correspondiente a energía, e incrementando el término fijo, que representa la fracción no 
revisable del precio del contrato, en el valor del coeficiente del término suprimido, de forma que 
la suma de todos los coeficientes mantenidos más el término fijo sea la unidad. Esta regla se 
aplicará aunque todavía no se hubiera ejecutado el 20 por ciento del importe del contrato o no 
hubiesen transcurrido dos años desde su formalización. 
 
En ambos casos, la fecha a considerar como referencia para los índices de precios 
representados con subíndice 0 en las fórmulas de revisión será la fecha de formalización del 
contrato, siempre que la formalización se produzca en el plazo de tres meses desde la 
finalización del plazo de presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine dicho 
plazo de tres meses si la formalización se produce con posterioridad. En todo caso, si la fecha 
de formalización es anterior al 1 de enero de 2021, se tomará como referencia el 31 de 
diciembre de 2020.» 
 
Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 9, el cual queda rectado del siguiente modo: 
 
«1. La revisión excepcional de precios se aprobará, en su caso, por el órgano de contratación 
previa solicitud del contratista, que deberá presentarla durante la vigencia del contrato y, en 
todo caso, antes de la aprobación, por el órgano de contratación de la certificación final de 
obras.» 
 
Disposición final trigésima octava. Modificación del Real Decreto-ley 4/2022, de 15 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa 
de la sequía. 
 
El Real Decreto-ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo 
al sector agrario por causa de la sequía se modifica en los siguientes términos: 
 
Uno. El artículo 2 queda redactado como sigue: 
 
«Artículo 2. Aplazamiento en el ingreso de cuotas de la Seguridad Social y por 
conceptos de recaudación conjunta. 
 
Las empresas incluidas en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 
establecido en el Régimen General de la Seguridad Social y los trabajadores incluidos en el 
Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios establecido en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, siempre 
que se encuentren al corriente en sus obligaciones con la Seguridad Social y no tuvieran otro 
aplazamiento en vigor, podrán solicitar, directamente o a través de sus autorizados para actuar 
a través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 
(Sistema RED), un aplazamiento en el pago de las cuotas de la Seguridad Social y por 
conceptos de recaudación conjunta cuyo devengo tenga lugar entre los meses de marzo a 
junio de 2022, para las empresas incluidas en el Sistema Especial para Trabajadores por 
Cuenta Ajena Agrarios y entre los meses de abril a julio de 2022, para los trabajadores 
incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios. 
 
Este aplazamiento se ajustará a los términos y condiciones establecidos con carácter general 
en la normativa de la Seguridad Social, con las siguientes particularidades: 
 
1.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 
primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso correspondientes 
a las cuotas señaladas en el párrafo primero de este artículo y las mismas determinarán que el 
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deudor sea considerado al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social, respecto a 
las cuotas afectadas por el mismo, hasta que se dicte la correspondiente resolución. 
2.ª Será de aplicación un interés del 0,5 por ciento, en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de los 
meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un plazo de 
amortización de cuatro meses por cada mensualidad solicitada, sin que exceda en total de 16 
mensualidades. El primer pago se producirá a partir del mes siguiente al que aquélla se haya 
dictado. 
4.ª En ningún caso este aplazamiento será aplicable a las empresas con deudas que no 
correspondan al Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido en 
el Régimen General de la Seguridad Social, ni a los trabajadores por cuenta propia con deudas 
que no correspondan al Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios 
establecido en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, en el momento de la resolución.» 
 
Dos. Los apartados 1, 2 y 4 del artículo 6 quedan redactados en los siguientes términos: 
 
«1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación pondrá a disposición de los operadores 
agrarios, pesqueros y acuícolas una línea de ayuda, ''LINEA ICO MAPA SAECA'', en régimen 
de concesión directa, para la bonificación del principal de operaciones de financiación 
formalizadas a través de las entidades financieras, no reembolsable, que se instrumentará 
mediante un convenio con el Instituto de Crédito Oficial (ICO) y con la Sociedad Anónima 
Estatal de Caución Agraria (SAECA) con objeto de fortalecer la viabilidad y normal 
funcionamiento de las explotaciones del sector agrario y del sector pesquero y acuícola en 
situaciones excepcionales, ya se trate de condiciones meteorológicas extremas, crisis 
sanitarias o alimentarias o distorsiones graves en el aprovisionamiento de materias primas 
ocasionadas por fluctuaciones en el mercado mundial. Estas ayudas tendrán un límite 
equivalente a la menor de las siguientes cantidades: el 10 por ciento del principal del préstamo 
o 10.000 € de ayudas acumuladas para las operaciones de un mismo cliente.» 
 
«2. Podrán beneficiarse de dicha línea: 
 
a) Quienes sean titulares de explotaciones agrarias, que podrán ser personas físicas o 
jurídicas o entes sin personalidad jurídica, inscritos en el Registro General de Explotaciones 
Ganaderas regulado por Real Decreto 479/2004, de 26 de marzo, o en el Registro General de 
la Producción Agrícola regulado por Real Decreto 9/2015, de 16 de enero, con domicilio social 
y fiscal en España, que tengan una fecha de constitución anterior a 1 de marzo de 2022 y 
cuyos ingresos provengan al menos en un 50 por ciento de la actividad agraria en el año 
anterior al de la presentación de la solicitud, o en los tres años anteriores al de la solicitud 
teniendo en cuenta el dato medio, salvo que hayan iniciado la actividad agraria dentro de los 
tres años anteriores a la convocatoria. 
b) Quienes sean operadores económicos encuadrados en las divisiones A311 y A32 de 
la Clasificación Económica de Actividades Económicas (CNAE 2009).» 
 
«4. La ayuda tendrá carácter de mínimis, de acuerdo con el Reglamento (UE) n.° 1408/2013 
de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de mínimis en el sector 
agrícola, y con el Reglamento (UE) n.º 717/2014 de la Comisión de 27 de junio de 2014 
relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea a las ayudas de minimis en el sector de la pesca y de la acuicultura. El 
montante total de la ayuda no podrá superar el límite de 20.000 euros para los 
beneficiaros establecidos en el punto 2.a) y 30.000 euros para los beneficiaros 
establecidos en el punto 2.b) en el periodo del año en curso en el momento de la 
formalización de la operación y los dos ejercicios anteriores, incluidas las ayudas 
previas declaradas por el solicitante.» 
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Disposición final trigésima novena. Salvaguarda de rango de disposiciones 
reglamentarias. 
 
Las determinaciones incluidas en normas reglamentarias que son objeto de modificación por 
este real decreto-ley podrán ser modificadas por normas del rango reglamentario 
correspondiente a la norma en que figuran. 
 
Disposición final cuadragésima. Títulos competenciales. 
 
El presente real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 1.ª, 2.ª, 7.ª, 
8.ª, 9.ª, 13.ª, 14.ª, 17.ª, 18.ª, 19.ª, 20.ª, 21.ª, 22.ª, 23.ª, 25.ª y 30.ª de la Constitución Española, 
que atribuyen al Estado la competencia en materia de regulación de las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales; nacionalidad, inmigración, emigración, 
extranjería y derecho de asilo; legislación laboral, civil y sobre propiedad intelectual e industrial; 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; hacienda general; 
legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social; las bases del régimen jurídico 
de las Administraciones públicas; el procedimiento administrativo común; legislación básica 
sobre contratos y concesiones administrativas; pesca marítima, sin perjuicio de las 
competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas; 
puertos de interés general; ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio 
de más de una Comunidad Autónoma; legislación, ordenación y concesión de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos cuando discurran por más de una comunidad autónoma; 
legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección; bases del régimen 
minero y energético, y regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación 
de títulos académicos y profesionales, respectivamente. Asimismo, se dicta al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución Española por el cual el Estado considera el 
servicio de la cultura como deber y atribución esencial. 
 
Disposición final cuadragésima primera. Desarrollo reglamentario y habilitación 
normativa. 
 
Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos ministeriales, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, para aprobar cuantas disposiciones sean necesarias 
para el desarrollo, aplicación y ejecución de lo establecido en este real decreto-ley. 
 
Disposición final cuadragésima segunda. Incorporación de derecho de la Unión 
Europea. 
 
1. Mediante este real decreto-ley se incorporan parcialmente al derecho español los 
artículos 100, 101 y 102; de la Directiva 2013/59/Euratom del Consejo, de 5 de diciembre 
de 2013, por la que se establecen normas de seguridad básicas para la protección contra los 
peligros derivados de la exposición a radiaciones ionizantes, y se derogan las 
Directivas 89/618/Euratom, 90/641/Euratom, 96/29/Euratom, 97/43/Euratom 
y 2003/122/Euratom. 
 
2. Asimismo, mediante este real decreto-ley se incorpora al ordenamiento jurídico nacional el 
artículo 7 bis de la Directiva 98/70/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre 
de 1998, relativa a la calidad de la gasolina y del gasóleo y por la que se modifica la 
Directiva 93/12/CEE del Consejo, introducido por la Directiva 2009/30/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 23 de abril de 2009, por la que se modifica la Directiva 98/70/CE en 
relación con las especificaciones de la gasolina, el diésel y el gasóleo, se introduce un 
mecanismo para controlar y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, se modifica 
la Directiva 1999/32/CE del Consejo en relación con las especificaciones del combustible 
utilizado por los buques de navegación interior y se deroga la Directiva 93/12/CEE. 
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3. El artículo 6 es una trasposición del artículo 4.2 de la Directiva 2011/92/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las 
repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 
 
Disposición final cuadragésima tercera. Entrada en vigor. 
 
Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado». 
 
Dado en Madrid, el 29 de marzo de 2022. 
FELIPE R. 
 
El Presidente del Gobierno, 
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN 
 
ANEXO 
Modelo de comunicación a remitir por las comercializadoras de referencia a los 
consumidores, junto con la factura, durante los tres meses siguientes a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley 
 
Le informamos de que el dd/mm/aa han entrado en vigor las nuevas condiciones de aplicación 
al bono social, que supone un descuento en la factura sobre el precio voluntario para el 
pequeño consumidor (PVPC). 
 
Se han aprobado nuevos requisitos en el artículo 3 del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable y el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, disponible en la 
siguiente dirección: 
[inclúyase dirección web del BOE del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre]. 
 
Si desea solicitar la aplicación del nuevo bono social en su factura, puede presentar el modelo 
de solicitud disponible en nuestra página web y en nuestras oficinas(4): 
(4) Si el comercializador de referencia dispone de oficinas de atención al ciudadano. 
 
a) Por teléfono, en el número disponible en nuestra página web y en la página web de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. 
b) En nuestras oficinas(5). 
(5) Si el comercializador de referencia dispone de oficinas de atención al ciudadano. 
c) Por fax o por medio de la dirección de correo electrónico disponibles en nuestra página 
web y en nuestras facturas. 
[inclúyase la dirección de la página web donde está indicado el número de fax y la dirección de 
correo electrónico]. 
d) Por correo postal en la dirección disponible en nuestra página web y en nuestras facturas. 
e) A través de nuestra página web. 
[inclúyase la dirección de la página web donde está indicada la dirección de correo postal]. 
El nuevo modelo de solicitud de bono social está disponible en el siguiente enlace: 
[inclúyase enlace a la dirección de la página web donde está disponible la solicitud del bono 
social]. 
 
IMPORTANTE: 
Si actualmente es beneficiario del bono social seguirá manteniendo el derecho a percibir el 
bono social hasta que se produzca su vencimiento. Llegado ese momento, si sigue cumpliendo 
los requisitos para ser considerado consumidor vulnerable/vulnerable severo y no pertenece al 
colectivo de familia numerosa, de manera automática percibirá el bono social durante dos años 
adicionales (una única prórroga). 
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En cualquier momento, podrá solicitar la aplicación del bono social bajo las nuevas 
condiciones, cuya renovación cada 2 años será automática de manera indefinida, siempre que 
se cumplan los requisitos contemplados en la normativa de aplicación. 
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	Disposición final vigésima tercera. Modificación del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica.
	Uno. El artículo 3 queda redactado como sigue:
	Dos. El apartado 2 del artículo 8 pasa a tener la siguiente redacción:
	Tres. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artículo 9 con la siguiente redacción:
	Cuatro. Se modifica el artículo 10 en los siguientes términos:
	Cinco. Se introduce un capítulo IV con la siguiente redacción:
	Seis. Se introduce un capítulo V con la siguiente redacción:
	Siete. Se modifica la disposición adicional segunda en los siguientes términos:
	Ocho. Se añade una disposición adicional cuarta con la siguiente redacción:

	Disposición final vigésima cuarta. Modificación de la Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de ...
	Uno. Los apartados 6 y 7 del artículo 2 quedan redactados como sigue:
	Dos. El artículo 3 pasa a tener la siguiente redacción:
	Tres. Se modifica el artículo 6.1 y se añade un párrafo en el artículo 6.4 de la siguiente manera:
	Cuatro. Se sustituye el anexo I por el siguiente:

	Disposición final vigésima quinta. Modificación del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información.
	Uno. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del artículo 9, que queda redactado como sigue:
	Dos. Se introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 16 con la siguiente redacción:

	Disposición final vigésima sexta. Modificación del Real Decreto 164/2019, de 22 de marzo, por el que se establece un régimen gratuito de cuentas de pago básicas en beneficio de personas en situación de vulnerabilidad o con riesgo de exclusión financiera.
	Uno. Se añade un nuevo epígrafe c) al artículo 3.1, que queda redactado como sigue:
	Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 4, con el siguiente tenor literal:

	Disposición final vigésima séptima. Modificación del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019.
	Disposición final vigésima octava. Modificación del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos de...
	Disposición final vigésima novena. Modificación del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo.
	Disposición final trigésima. Modificación del Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de transporte y distribución de energía eléctrica.
	Uno. Se introduce un nuevo párrafo en el artículo 19.1.c), con la siguiente redacción:
	Dos. Se introduce una nueva frase en el apartado 3.º) del artículo 19.1.d), con la siguiente redacción:
	Tres. Se introduce un nuevo subapartado c) en el apartado 4.º) del artículo 19.1.d), con la siguiente redacción:
	Cuatro. Se modifica el apartado d) del artículo 19.2 el cual queda redactado como sigue:
	Cinco. Se modifica el artículo 19.4 el cual queda redactado como sigue:
	Seis. Se modifica el párrafo cuarto del artículo 20.5 que queda redactado como sigue:
	Siete. Se modifica el artículo 20.6, que queda redactado como sigue:
	Ocho. Se modifica la redacción del artículo 20.8 que queda redactado como sigue:

	Disposición final trigésima primera. Modificación del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación...
	Uno. Se añade un apartado 5 al artículo1 2, que queda redactado como sigue:
	Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 43, que queda redactado como sigue:
	Tres. Se modifica el artículo 49, que queda redactado como sigue:
	Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 50, que queda redactado como sigue:
	Cinco. Se añade un apartado 2 al artículo 58 con la siguiente redacción:
	Seis. Se añade un apartado 3 al artículo 62 como sigue:
	Siete. Se modifica el apartado 2 del artículo 68, que queda redactado como sigue:
	Ocho. Se introduce una nueva disposición adicional séptima, con la siguiente redacción:

	Disposición final trigésima segunda. Modificación del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19.
	Uno. El artículo 5 queda redactado como sigue:
	Dos. Se da nueva redacción al artículo 7:

	Disposición final trigésima tercera. Modificación de la Ley 1/2021, de 24 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género.
	Disposición final trigésima cuarta. Modificación del Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y electricidad.
	Uno. Se modifica el artículo 4, con la siguiente redacción:
	Dos. Se modifica la disposición adicional octava, con la siguiente redacción:
	Tres. Se modifica el anexo II, con la siguiente redacción:

	Disposición final trigésima quinta. Modificación de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital.
	Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 17, a cuyo apartado f) se da nueva redacción, pasando el actual apartado f) a ser el nuevo apartado g), que quedan como sigue:
	Dos. Se modifica el artículo 36, que queda redactado como sigue:
	Tres. Se añade una disposición adicional undécima en los siguientes términos:

	Disposición final trigésima sexta. Modificación del Real Decreto-ley 29/2021, de 21 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el fomento de la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías reno...
	Uno. El apartado 1 de la disposición adicional primera queda redactado de la siguiente forma:
	Dos. La disposición adicional segunda queda redactada de la siguiente forma:

	Disposición final trigésima séptima. Modificación del Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el que se transp...
	Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 6 que queda redactado del siguiente modo:
	Dos. Se incorpora un nuevo apartado 4 del artículo 6, que redactado del siguiente modo:
	Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 7, el cual queda con la siguiente redacción:
	Cuatro. Se modifican los apartados a) y b) del artículo 8, que quedan rectados del siguiente modo:
	Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 9, el cual queda rectado del siguiente modo:

	Disposición final trigésima octava. Modificación del Real Decreto-ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa de la sequía.
	Uno. El artículo 2 queda redactado como sigue:
	Dos. Los apartados 1, 2 y 4 del artículo 6 quedan redactados en los siguientes términos:

	Disposición final trigésima novena. Salvaguarda de rango de disposiciones reglamentarias.
	Disposición final cuadragésima. Títulos competenciales.
	Disposición final cuadragésima primera. Desarrollo reglamentario y habilitación normativa.
	Disposición final cuadragésima segunda. Incorporación de derecho de la Unión Europea.
	Disposición final cuadragésima tercera. Entrada en vigor.
	ANEXO
	Modelo de comunicación a remitir por las comercializadoras de referencia a los consumidores, junto con la factura, durante los tres meses siguientes a la entrada en vigor de este real decreto-ley


